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Iniciativas

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FE-
DERAL DEL TRABAJO, A CARGO DE LA DIPUTADA ANITA

SÁNCHEZ CASTRO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA

La que suscribe, Anita Sánchez Castro, diputada fe-
deral de la LXIV Legislatura y del Grupo Parlamenta-
rio de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción
I, 77, numeral 1, 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presenta iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona el capítulo X Bis, Tra-
bajo de Periodistas, y los artículos 303 A, 303 B, 303
C, 303 D, 303 E, 303 F, 303 G, 303 H y 303 I, al tí-
tulo sexto de la Ley Federal del Trabajo.

Exposición de Motivos

I. Origen del Periodismo

Los historiadores de civilizaciones antiguas,1 como los
egipcios y griegos, recopilaron sucesos de sus histo-
rias que fueron acuñados y otras veces fueron escritos
en papiros llamados “manuscritos”.

Dentro de estos antecedentes encontramos las actas de
Julio César en Roma, con las cuales informaba las ac-
ciones de su gobierno. Durante la Edad Media, los me-
dios orales se popularizaron, aunque las batallas se si-
guieron registrando de forma escrita. 

En el siglo XIII y hasta el XV surgen medios de difu-
sión de noticias en Inglaterra y Francia y con la inven-
ción de la imprenta por Gutenberg se impulsó la apa-
rición de más publicaciones en todo Europa.

En México uno de los primeros periódicos que se im-
primió fue la Hoja de México en 1541.

II. El Periodismo en México

Su origen está situado antes de la Conquista, cuando
existían los huehuetlatolli, que eran los discursos de
los reyes indígenas ante su pueblo. Ya después de la
Conquista y con la conformación de las ciudades no-
vohispanas empezó el desarrollo de la prensa. 

Nace con pequeñas notas informativas que narraban
los hechos que acontecían en los reinos españoles en
América y que después fueron impresos en “hojas vo-
lantes”. Su uso era para relatar historias de viajes y
acontecimientos que rayaban en lo exagerado y gro-
tesco. 

Poco después llegaron las “gazetas” que sirvieron pa-
ra informar sobre la vida social, económica y política
tanto de España como de la nueva España.

En el siglo XV, cuando inicia la imprenta de Guten-
berg, surgen varios periódicos en Europa y México no
se queda atrás, siendo la Hoja de México uno de los
primeros periódicos que se imprimió en 1541. 

Durante la guerra de independencia,2 los periódicos
fueron la mejor herramienta para influir en la opinión
pública y como escenario de ideas y sueños libertarios.
Surgieron El Pensador Mexicano, de José Joaquín
Fernández de Lizardi, y El Despertador Americano,
fundado por Miguel Hidalgo, de manera clandestina.
Al tener carácter político y crítico fueron perseguidos
por los españoles, ya que se usaban como medio de
oposición a los designios reales y sus vicios.

Después de la Independencia y debido al gran auge
que había tomado el periódico, Agustín de Iturbide de-
cide utilizarlos para dar a conocer los pormenores de
esta nueva etapa en el país.

Así como el país se vio inmerso en una larga disputa
entre liberales y conservadores, los periódicos toma-
ron estos dos mismos caminos. En esa época destaca-
ron grandes colaboradores como Francisco Zarco, Ig-
nacio Ramírez, El Nigromante, y Guillermo Prieto.

El periódico Siglo XIX se convirtió en un referente na-
cional. Su mayor logro fue que la información logró
alfabetizar a mucha gente, al ser el punto de debate de
los acontecimientos políticos, así como referente de la
opinión pública.

El primer periódico oficialista fue El Imparcial, que
defendió las acciones gubernamentales de Porfirio Dí-
az y como oposición la clase obrera impulsa la prensa
obrera.

Después de varias reelecciones de Díaz, los grupos li-
berales exigieron la democracia y la prensa nacional
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volvió a despertar y a transformarse. Es en 1900 cuan-
do inicia el diario Regeneración, de los hermanos Flo-
res Magón y Armando Horcasitas. 

Parte muy importante para conseguir la renuncia de Dí-
az, fue la ayuda de los periódicos a la lucha de Madero
y Carranza que mostraban la inconformidad del pueblo.

Durante esta época, la prensa nacional gozó de una li-
bertad, nunca vista y surgieron varios periódicos con
el uso de maquinaria estadounidense, como El Univer-

sal y El Nacional.

En tiempos posrevolucionarios los periódicos se vol-
vieron la escuela pública debido a los debates que se
formaban en torno a ellos. Tomando el modelo esta-
dounidense, los periódicos empezaron a vender espa-
cios para propaganda y perdieron parte de su objetivo
que era la información verdadera. 

Producto de su comercialidad, el amarillismo y la no-
ta roja, muchos diarios aumentaron su distribución y
ganancias, hasta la época actual.

A final de cuentas, quienes están a cargo de informar
al país de una manera verídica y clara son los perio-
distas. Ellos que en las últimas décadas han sufrido
sinfín de atropellos en sus derechos humanos. 

Por un lado, se ven afectados en sus derechos labora-
les al no ser considerados muchas veces como trabaja-
dores asalariados y por otro lado, en sus derechos hu-
manos, ya que han sido víctimas preferidas de los
diversos grupos de narcotraficantes que abundan en
nuestro país.

III. Contexto Actual

El periodismo es una profesión que se dedica a la re-
colección de datos, a su procesamiento, análisis, enfo-
que y síntesis de éstos. Esta información puede ser di-
fundida a través de distintos medios de comunicación,
como la televisión, radio, prensa y medios digitales. El
periodismo real es el que proporciona información
comprobable y veraz.

El periodista debe analizar, organizar, darle tratamien-
to adecuado a la información para redactarla, conver-
tirla en un trabajo y finalmente comunicarlo. Sus fun-
ciones son informar, educar y entretener.

Los tipos de periodismo se clasifican según la infor-
mación que contienen o el medio en que se publican. 

El periodismo, de acuerdo con la información, puede
ser informativo, de investigación, ambiental, cultural,
científico, deportivo y político.

El que se clasifica según su medio de transmisión es:
periodismo digital, gráfico, escrito, audiovisual y ra-
diofónico. 

Podemos señalar que el periodismo contempla tam-
bién los géneros, como sucede con la crónica, la en-
trevista, la opinión y el reportaje. 

Al periodismo se le llama también “el cuarto poder”
por la fuerte influencia que ejerce en la sociedad. Co-
mo se puede constatar en los apartados I y II de esta
propuesta de iniciativa; el papel del periodista en con-
creto es vital en la sociedad pues a través de él la ciu-
dadanía consigue estar al día de todo cuanto acontece
no sólo en su entorno más directo sino también en su
país o en el mundo. 

Ha servido en las diferentes épocas de nuestra histo-
ria para que los ciudadanos abran los ojos ante los
problemas económicos, sociales y políticos y tengan
una visión de las distintas realidades sociales que
existen.

Por ello, el periodismo debe caracterizarse por ser ve-
raz e imparcial, debe mostrar la existencia de algo que
merece ser conocido por su significado y no porque su
difusión beneficie a un grupo o sector de la sociedad.

El periodista tiene como finalidad informar de manera
oportuna los hechos noticiosos; debe de analizar, co-
municar y valorar noticias y opiniones.

Sin embargo, siempre corren riesgo en su persona de-
bido a que la búsqueda de información se hace por lo
general en lugares de alto peligro. No hay ninguna ga-
rantía para su seguridad y protección. 

Punto y aparte son los asesinatos de periodistas que se
han incrementado en los últimos años, debido a la cla-
se de información que investigan y publican relacio-
nada generalmente con narcotráfico, trata de personas,
u otra clase de delitos graves. 
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A esto se añade que atrás de la publicación de una no-
ticia, entrevista, reportaje o crónica se tienen “relacio-
nes laborales” que, en los hechos, se traducen en falta
de contratos formales, simulación e incumplimiento
impune de normas mínimas de protección y prestacio-
nes por parte de los dueños de los medios de comuni-
cación.

El esfuerzo de los periodistas por mejorar esa situa-
ción data de tiempo atrás, siendo el 17 de febrero de
1872 cuando se registra la primera Asociación de Pe-
riodistas y Escritores en el país. Poco después en 1929
se crea el Sindicato Nacional de Redactores de la
Prensa, con el propósito de reunir a los periodistas de
México en una sola organización.

Este sindicato es de los pocos gremios independientes
con registro a escala nacional que agrupa a trabajado-
res de diversas entidades federativas del país con la
firma de contratos colectivos en diversos medios de
información, pero su influencia, sigue siendo limitada.

El resultado de la organización de varias redes de pe-
riodistas en que exigían un salario digno, en 1990 fue
que la profesión de reportero quedara reconocida en la
tabla de profesiones de la Comisión Nacional de Sala-
rios Mínimos (CNSM), con un sueldo equivalente a
tres salarios mínimos generales. Sin embargo, este re-
conocimiento es limitado porque no da garantías de
protección al periodista por las condiciones de trabajo
especiales que en que lo realiza.

Es común que los periodistas no tengan contrato de
trabajo escrito, porque se les contrata “de palabra” y se
les paga en efectivo, sin ningún recibo que avale la re-
lación laboral, lo cual es un problema en caso de que
se demande su reconocimiento como trabajador.

Aparentar las relaciones laborales es lo más frecuente
en los centros de trabajo informativos. Al periodista se
le obliga a cumplir cabalmente con las tareas enco-
mendadas cuando ingresa a laborar, pero el patrón no
cumple con sus obligaciones en materia salarial y de
prestaciones.

Otra forma de reclutar a periodistas que utilizan con
frecuencia las empresas son los “contratos por honora-
rios”, para evitar cubrir el pago de las prestaciones la-
borales y de seguridad social.

Cuando un periodista está sujeto a este contrato reali-
za su trabajo con medios propios y tiene derecho a ac-
tuar en libertad en cuanto a la duración de su jornada
de actividades y el lugar en que va a realizar su tarea
profesional, sin embargo en la realidad no es así, pues
se encuentra sujeto a un horario de labores, recibe ór-
denes periódicas de trabajo y tiene un lugar de trabajo
determinado por lo que éste es contrato de trabajo que
define una relación laboral y no una relación de carác-
ter civil como se pretende. Con esta forma de contra-
tación la empresa evade pagar cualquier prestación,
seguridad social y despide al periodista sin causa jus-
tificada. 

La reglamentación del outsourcing en la LFT dio como
resultado en este sector, más precarización laboral.
Ahora la contratación del periodista se hace a través de
una empresa terciaria, que ofrece salarios más bajos,
sin las prestaciones que ganan los contratados directa-
mente, sin seguridad social ni estabilidad en el empleo.

Las empresas de medios de comunicación han venido
despidiendo personal y aumentando las cargas de tra-
bajo a los que se quedan, pues ahora elaboran produc-
ción multimedia. Así, un reportero experimentado que
antes redactaba textos para un medio impreso ahora
debe tomar fotos y producir piezas informativas para
internet, y en varios casos audios y videos para plata-
formas multimedia. En muchos de estos casos no hay
compensación con aumento al salario. 

Aunque la Ley Federal del Trabajo establece jornadas
de trabajo de 7 a 8 horas diarias a este sector no se pa-
ga el tiempo extraordinario, como lo marca la misma
Ley.3

Por otro lado, cabe destacar que México4 es conside-
rado el país más peligroso para ejercer el periodismo
con 10 asesinatos en 2019, al igual que Siria con 10,
con la salvedad de que este último país se encuentra en
guerra, según el informe de Reporteros sin Fronteras. 

El mismo indica también que la probabilidad de que
los autores intelectuales de los asesinatos de periodis-
tas en México sean juzgados “es casi nula”, ya que la
impunidad en este tipo de delitos es del 90 por ciento. 

Otra de las demandas de los que ejercen esta profesión
es la inclusión de la “cláusula de conciencia” en sus
contratos.
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Ésta tiene sus antecedentes desde 1901 en Italia y en
los siguientes años, fue adoptada en otros países euro-
peos. Más recientemente se presentó el proceso pues-
to en marcha por el gobierno británico para revisar el
comportamiento de la prensa británica tras el escánda-
lo de las escuchas telefónicas ilegales a cientos de per-
sonas, finalizó en julio de 2011 con el cierre del diario
News of the World tras 168 años de edición ininte-
rrumpida, la detención de varias decenas de periodis-
tas, policías e investigadores privados y la puesta en
marcha de una comisión de investigación presidida
por el juez Brian Leveson.5

Como resultado, se elaboró el Informe Leveson, que
recomienda la inclusión de una cláusula de conciencia
en los contratos de trabajo de los periodistas, como
mecanismo de protección frente a posibles sanciones
en caso de que se nieguen a realizar acciones que va-
yan contra la ética profesional. 

Actualmente, la ley laboral reconoce dieciocho profe-
siones que por la naturaleza de su trabajo requieren
protección especial, la de periodista no está contem-
plada en la Ley Federal del Trabajo.

En estas condiciones especiales se considera que en
empleos en donde su naturaleza lo requiera, por ejem-
plo, cuando el trabajo se realiza en situación de mucha
tensión, se debe otorgar un período mayor de vacacio-
nes al marcado por la ley, o se establecen mayores
obligaciones especiales de los patrones para cuidar de
la seguridad de sus trabajadores por el lugar o las con-
diciones de peligro en que se desarrolla la labor.

Tomando en cuenta lo anteriormente mencionado, es-
ta propuesta incluye un nuevo apartado especial para
trabajo de periodistas, protegiendo de la manera debi-
da a dicho sector. Su objetivo es respetar, promover y
asegurar el derecho al trabajo y los derechos laborales
de los periodistas, con el objeto de garantizarles un tra-
bajo digno con condiciones de seguridad, igualdad e
inclusión.

Es urgente reconocer en la Ley Federal del Trabajo la
labor periodística como una profesión especial a fin de
evitar abusos contra los profesionales de la comunica-
ción. Los periodistas en México no sólo arriesgan su
vida, también carecen de seguridad social, de estabili-
dad en el empleo y de prestaciones laborales básicas. 

Hay varias propuestas de iniciativas de reforma para la
protección de las personas periodistas, sin embargo, se
han quedado sin dictaminar o sin votar dentro de las
comisiones correspondientes. Esta propuesta de inicia-
tiva está basada en el proyecto presentado en la LXIII
Legislatura por el diputado Virgilio Caballero (qepd),
apoyado por el Grupo Parlamentario de Morena, al
que pertenecía. 

Ante las consideraciones antes expuestas, me permito
someter a consideración de esta asamblea el presente

Decreto por el que se adiciona el capítulo X Bis,
Trabajo de Periodistas, y diversos artículos al Títu-
lo Sexto de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se adiciona el capítulo X Bis, Traba-
jo de Periodistas, y los artículos 303 A, 303 B, 303 C,
303 D, 303 E, 303 F, 303 G, 303 H y 303 I al Título
Sexto de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como
sigue:

Capítulo X Bis
Trabajo de Periodistas

Artículo 303 A. Las disposiciones de este capítulo se
aplican a los periodistas gráfico, audiovisual, ra-
diofónico o digital que trabajen para un medio de
comunicación o de manera independiente. 

Artículo 303 B. Las relaciones de trabajo pueden
ser por tiempo determinado, por tiempo indetermi-
nado, o por la elaboración de alguno o varios tra-
bajos relacionados con el género periodístico. En
relación con el contrato se aplicarán las disposicio-
nes contenidas en los Artículos 24, 25 y 26, asimis-
mo no es aplicable la disposición contenida en el ar-
tículo 39 de esta Ley. 

Artículo 303 C. El salario podrá estipularse por
unidad de tiempo o por la elaboración de alguno o
varios trabajos relacionados con el género periodís-
tico. En el caso de salario por unidad de tiempo es-
te tendrá que ser remunerador, no podrá ser infe-
rior al mínimo profesional. El trabajador y el
patrón podrán convenir el monto del pago por la
elaboración de alguno o varios trabajos relaciona-
dos con el género periodístico, se hará constar la
cantidad y calidad del material y se establecerá el
tiempo de entrega de éstos. Los contratos deberán
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incluir el derecho de seguridad social correspon-
diente.Artículo 303 D. Las jornadas de trabajo se-
rán las contenidas en el Artículo 60 de esta ley y en
caso de que se tenga que ampliar el horario, esto se-
rá de mutuo acuerdo, patrón-trabajador, o patrón-
sindicato, con el pago mínimo del que corresponde
a las horas extraordinarias señaladas en el Artícu-
lo 61 de esta Ley. 

Artículo 303 E. No se considera violatoria del prin-
cipio de igualdad de salario, la disposición que esti-
pule salarios distintos para trabajos iguales, por ra-
zón de las condiciones en donde y como se labora,
entendiéndose situaciones de peligro o zonas de
guerra o que pongan en riesgo la condición física
del periodista.

Artículo 303 F. Para la prestación de servicios de
los periodistas fuera de la República, se observa-
rán, además de las normas contenidas en el artícu-
lo 28, las disposiciones siguientes:

Deberá hacerse un anticipo del salario por el tiem-
po contratado de un veinticinco por ciento, por lo
menos; y 

Deberá garantizarse el pasaje de ida y regreso. 

Artículo 303 G. La prestación de servicios dentro
de la república, en lugar diferente de la residencia
del trabajador, se regirá por las disposiciones con-
tenidas en el artículo anterior, en lo que sean apli-
cables. 

Artículo 303 H. Los periodistas, tienen el derecho
jurídico de mantener el secreto de identidad de las
fuentes que le hayan facilitado información bajo
condición, expresa o tácita, de reserva, y en con-
ciencia hayan contrastado y/o documentado la in-
formación dirigida al público, sin que ello pueda
suponer sanción o perjuicio para éstos, por su ne-
gativa justificada.

Artículo 303 I. La cláusula de conciencia es un de-
recho de los periodistas, que tiene por objeto ga-
rantizar la independencia en el desempeño de su
función profesional, salvaguardar la libertad ideo-
lógica, el derecho de opinión y la ética profesional
del periodista, condiciones específicas que le per-
miten concebir la libertad de expresión.Los contra-

tos y las relaciones de trabajo entre los periodistas
y los medios de comunicación deberán contener ex-
plícitamente la cláusula de conciencia, misma que
podrá ser invocada por el periodista en cualquier
momento.

En virtud de la cláusula de conciencia, los periodis-
tas y colaboradores periodísticos tienen derecho a
solicitar la rescisión de su relación jurídica con la
empresa de comunicación en que trabaje, cuando:

I. En el medio de comunicación con que estén
vinculados se produzca un cambio sustancial de
orientación informativa o línea editorial; y

II. La empresa los traslade a otro medio del mis-
mo grupo que, por su género o línea, suponga
una ruptura patente con la orientación profesio-
nal del periodista y colaborador periodístico.

La aplicación del presente precepto se hará con es-
tricto respeto y observancia de la Legislación La-
boral correspondiente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Martínez, Aurora. (Última edición:6 de octubre del 2020). Defi-

nición de Periodismo. Recuperado de: //conceptodefinicion.de/pe-

riodismo/. Consultado el 26 de octubre del 2020

2 Argudín, Yolanda (1987). Historia del periodismo en México.

Desde el virreinato hasta nuestros días. Ed. Panorama. México.

3 [1] Artículo 67 y 68 de la LFT, las primeras nueve horas a la se-

mana se pagan en ciento por ciento más (un 200 por ciento) si se

excede de ese número a la semana se pagarán al trabajador en 300

por ciento.

4 https://www.informador.mx/mexico/Mexico-el-pais-con-mas-

periodistas-asesinados-en-2019-RSF-20191217-0044.html

5 http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0719-

367X2014000200013, consulta 20 enero 2017 15:09
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Palacio Legislativo, a 10 de noviembre del 2020.

Diputada Anita Sánchez Castro (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 29 Y 39 DE LA LEY GE-
NERAL DE EDUCACIÓN, SUSCRITA POR LAS DIPUTADAS

CECILIA ANUNCIACIÓN PATRÓN LAVIADA Y VERÓNICA

MARÍA SOBRADO RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PAN

La suscritas, diputadas Cecilia Anunciación Patrón
Laviada y Verónica María Sobrado Rodríguez, inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura del Honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como los artículos 6 numeral 1;
77 y; 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, se permiten pre-
sentar para su análisis y dictamen la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforman los
artículos 29 y 39 de la Ley General de Educación en
materia de nuevas masculinidades.

Planteamiento del problema

La violencia contra las mujeres y las niñas es una gra-
ve violación a derechos humanos con consecuencias
físicas, sexuales, psicológicas e incluso mortales para
las víctimas, la violencia ejercida en contra de ellas
también impacta negativamente a sus familias, comu-
nidades y países1.

En nuestro país, conforme datos dados por la Encues-
ta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los
Hogares (ENDIREH) en 2011, señalan que 63 de cada
100 mujeres de 15 años y más, han padecido algún in-
cidente de violencia lo largo de su vida, mientas que
en el año previo a la entrevista la cifra fue de 40 por
ciento2.

El feminicidio ha alcanzado proporciones alarmantes
en el país., pues se estima que en los últimos 25 años
han ocurrido más de 35 mil defunciones de mujeres3

con la presunción de circunstancias de un homicidio
doloso, por cuestiones de género.

De acuerdo con datos del Secretariado Ejecutivo del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, la tendencia
nacional de los presuntos delitos de feminicidio ha au-
mentado, lo que resalta el problema que significa los
feminicidios en la actualidad.

Uno de los casos de feminicidio más recientes, se re-
gistró en la ciudad de Mérida, Yucatán, donde Fernan-
da G. de 23 años de edad, maestra de zumba y danza
para niñas, fue asesinada por su ex pareja, José Enri-
que N.H, quien con engaños la trasladó al domicilio de
sus padres, en Residencial Pensiones, al poniente de
Mérida, y procedió a dispararle 2 veces para luego su-
bir al techo del domicilio y dispararse así mismo, aca-
bando con su vida4.

Casos como el de Fernanda G. se dan en las relaciones
de poder y son producto de una visión machista que al
no obtener la respuesta deseada utilizan la violencia
como una forma de sometimiento.

El asesinato de Fernanda reafirma la urgente necesi-
dad de generar un cambio cultural en la sociedad, por
medio de dos grandes temas: las Nuevas Masculinida-
des y la Educación. 

Las estrategias se deben implementar desde las aulas
escolares, debido a que es uno de los fines de la edu-
cación conforme a nuestro texto constitucional;

La educación se basará en el respeto irrestricto de la
dignidad de las personas, con un enfoque de derechos
humanos y de igualdad sustantiva. Tenderá a desarro-
llar armónicamente todas las facultades del ser huma-
no y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el
respeto a todos los derechos, las libertades, la cultura
de paz y la conciencia de la solidaridad internacional,
en la independencia y en la justicia; promoverá la ho-
nestidad, los valores y la mejora continua del proceso
de enseñanza aprendizaje. (Artículo 3 CPEUM.)

De igual manera a partir de la reforma constitucional
en Derechos Humanos en 2011, se consagró como
obligación para todas las autoridades el promover, res-
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petar y proteger los derechos humanos, conforme lo
establecido en el primer artículo de la Constitución;

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar
las violaciones a los derechos humanos, en los térmi-
nos que establezca la ley.

Es en el primer artículo de la Constitución, donde se se-
ñalan las características con las que deben actuar las au-
toridades, respecto la protección de Derechos Humanos.

Principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad de los derechos
humanos. En qué consisten.

El tercer párrafo del artículo 1o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone,
entre otras cuestiones, que todas las autoridades, en
el ámbito de sus competencias, tienen la obligación
de promover, respetar, proteger y garantizar los de-
rechos humanos de conformidad con los principios
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad
y progresividad, los que consisten en lo siguiente: i)
universalidad: que son inherentes a todos y con-
ciernen a la comunidad internacional en su totali-
dad; en esta medida, son inviolables, lo que no quie-
re decir que sean absolutos, sino que son protegidos
porque no puede infringirse la dignidad humana,
pues lo razonable es pensar que se adecuan a las cir-
cunstancias; por ello, en razón de esta flexibilidad
es que son universales, ya que su naturaleza permi-
te que, al amoldarse a las contingencias, siempre es-
tén con la persona. En relación con lo anterior, la
Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso
de la “Masacre de Mapiripán” versus Colombia) ha
señalado que los tratados de derechos humanos son
instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que
acompañar la evolución de los tiempos y las condi-
ciones de vida actuales, interpretación evolutiva
que es consecuente con las reglas generales de in-
terpretación consagradas en el artículo 29 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos,
así como las establecidas por la Convención de Vie-
na sobre el Derecho de los Tratados. De ahí que di-
chos derechos, dentro de sus límites, son inaltera-

bles, es decir, que su núcleo esencial es intangible;
por ello, la norma fundamental señala que ni aun en
los estados de excepción se “suspenden”, pues en
todo caso, siempre se estará de conformidad con los
principios del derecho internacional humanitario;
ii) interdependencia e indivisibilidad: que están
relacionados entre sí, esto es, no puede hacerse nin-
guna separación ni pensar que unos son más impor-
tantes que otros, deben interpretarse y tomarse en su
conjunto y no como elementos aislados. Todos los
derechos humanos y las libertades fundamentales
son indivisibles e interdependientes; debe darse
igual atención y urgente consideración a la aplica-
ción, promoción y protección de los derechos civi-
les, políticos, económicos, sociales y culturales; es-
to es, complementarse, potenciarse o reforzarse
recíprocamente; y iii) progresividad: constituye el
compromiso de los Estados para adoptar providen-
cias, tanto a nivel interno como mediante la coope-
ración internacional, especialmente económica y
técnica, para lograr progresivamente la plena efec-
tividad de los derechos que se derivan de las normas
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y
cultura, principio que no puede entenderse en el
sentido de que los gobiernos no tengan la obliga-
ción inmediata de empeñarse por lograr la realiza-
ción íntegra de tales derechos, sino en la posibilidad
de ir avanzando gradual y constantemente hacia su
más completa realización, en función de sus recur-
sos materiales; así, este principio exige que a medi-
da que mejora el nivel de desarrollo de un Estado,
mejore el nivel de compromiso de garantizar los de-
rechos económicos, sociales y culturales.5

Anteriormente es que se aclara una conexión entre los
derechos humanos por la interdependencia, por lo cual
una vulneración al ejercicio de un derecho, consecuti-
vamente decaen los demás.

En la prevención de violencia contra las mujeres, al no
trabajar de manera adecuada desde la educación con-
forme los lineamientos del artículo tercero de la Cons-
titución y bajo el principio de la interdependencia de
los Derechos Humanos podemos llegar a replicar con-
ductas dañinas en la sociedad en decremento del des-
arrollo de la igualdad material en nuestra sociedad.

En la actualidad resulta imperante trabajar en la crea-
ción de planes de estudios adecuados para nuestros ni-
ños y jóvenes que permitan crear una cultura que no
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frene el trabajo de la igualdad sustantiva, consagrada
en el artículo 4o. de nuestra Constitución y diversos
tratados internacionales.

La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Ésta pro-
tegerá la organización y el desarrollo de la familia.
(Artículo 4o. CPEUM.)

Hoy las costumbres y los estereotipos de la masculini-
dad que se ha continuado hasta nuestros días, han oca-
sionado diversas laceraciones y acciones contra las
mujeres, y en general abona a la discriminación, con-
tra la integridad de la mujer y de la sociedad.

La masculinidad se ha asociado con la violencia, el do-
minio y la fuerza; se tiene la idea de que los hombres
son los que proveen a la mujer y por ello, en ocasio-
nes, desde niños se les enseñan que deben actuar de
acuerdo con estereotipos.

Sabemos que no podremos proteger la vida y la inte-
gridad de las mujeres, de las niñas y los niños sin im-
pulsar cambios en una cultura de género que nos reve-
la al machismo como una patología social.

Es por lo anterior que es imperante impulsar la cons-
trucción de nuevas masculinidades y la escuela contri-
buye de manera determinante en la construcción de la
masculinidad.

Es primordial que las acciones de erradicación de la
violencia contra las mujeres se trabaje desde de un cam-
bio cultural, con la implementación de las Nuevas Mas-
culinidades en el ámbito educativo de nuestro país.

De acuerdo con las fracciones II y III del artículo 15,
De los fines de la Educación, en la Ley General de
Educación se establece:

II.- Promover el respeto irrestricto de la dignidad
humana, como valor fundamental e inalterable de la
persona y de la sociedad, a partir de una formación
humanista que contribuya a la mejor convivencia
social en un marco de respeto por los derechos de
todas las personas y la integridad de las familias, el
aprecio por la diversidad y la corresponsabilidad
con el interés general;

III. Inculcar el enfoque de derechos humanos y de
igualdad sustantiva, y promover el conocimiento,

respeto, disfrute y ejercicio de todos los derechos,
con el mismo trato y oportunidades para las perso-
nas (Artículo 15 LGE)

Las nuevas masculinidades proponen replantear la
idea de masculinidad y dejar atrás roles de géneros ad-
quiridos bajo la cultura y perpetuados en la historia,
que resultan dañinos, con uno de los aspectos más im-
portantes, es acabar con la violencia de género y con
las actitudes que llevan a esta violencia, rompiendo
con el rol de hombre violento.

Con las nuevas masculinidades se busca promover un
trato igualitario entre hombres y mujeres, cambiando
la visión y actuar.

Conforme al artículo 30 de la Ley General de Educa-
ción sólo prevé que en los planes de estudio sé dé el
fomento a la igualdad de género para la construcción
de una sociedad justa e igualitaria, por lo que hace ne-
cesario reforzar de manera literaria la adición y ense-
ñanza de nuevas masculinidades en armonía al con-
texto del parámetro constitucional de derechos
humanos y de la sociedad.

Es por lo anterior que en la presenta iniciativa se pro-
ponen modificaciones a la Ley General de Educación
para que sea principio y herramienta la enseñanza de
nuevas masculinidades, así como su integración den-
tro de los planes de estudio de educación básica, por lo
que se presenta un cuadro comparativo a forma expo-
sitora del fin de la iniciativa:
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Fundamento legal

Lo constituyen los artículos 71, fracción II, 135 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos (CPEUM); 3, numeral 1, fracción IX; 6, numeral
1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, mis-
mos que quedaron precisados desde el inicio de este
documento.

Por lo expuesto, se presenta el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma los artículos 29, último párrafo,
y adiciona la fracción IX Bis al artículo 30 de la Ley
General de Educación para quedar como sigue:

Artículo 29. En los planes de estudio se establecerán:

I. a VI. …

…

Los planes y programas de estudio tendrán perspec-
tiva de género para, desde ello, contribuir a la cons-
trucción de una sociedad en donde a las mujeres y a
los hombres se les reconozcan sus derechos y los
ejerzan en igualdad de oportunidades, así como la
erradicación de conductas que promuevan la
violencia e impidan la igualdad.

Artículo 30. Los contenidos de los planes y programas
de estudio de la educación que impartan el Estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con au-
torización o con reconocimiento de validez oficial de
estudios, de acuerdo al tipo y nivel educativo, serán,
entre otros, los siguientes:

I. a IX. …

IX Bis. Creación de mecanismos que fomenten
nuevas masculinidades.

X a la XXV…

Artículo transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Notas

1 https://mexico.unwomen.org/es/nuestro-trabajo/eliminar-la-vio-

lencia-contra-mujeres-y-ninas consultado 13 de octubre de 2020.

2 CFR Ibidem

3 https://aristeguinoticias.com/2101/mexico/2019-cerro-con-mas-

de-35-mil-asesinatos-pero-ilicitos-crecieron-a-un-ritmo-menor/

4 https://www.eluniversal.com.mx/estados/joven-mata-su-exno-

via-tras-pedirle-una-oportunidad-y-luego-se-suicida-en-merida .

consulta 13 de octubre de 2020

5 Tesis: I.4o.A.9 K (10a.), Semanario Judicial de la Federación y

su Gaceta, Décima Época, Tomo III, Abril 2013, página 2254.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
10 de noviembre de 2020.

Diputadas: Cecilia Anunciación Patrón Laviada (rúbrica) y Veró-

nica María Sobrado Rodríguez.
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QUE EXPIDE LA LEY NACIONAL DE FOMENTO AL CULTI-
VO, COMERCIO E INDUSTRIALIZACIÓN DEL CACAHUATE,
SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS JESÚS FERNANDO GARCÍA

HERNÁNDEZ Y ERACLIO RODRÍGUEZ GÓMEZ, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PT, ASÍ COMO JUAN ENRIQUE

FARRERA ESPONDA, DE MORENA

Los suscritos, Jesús Fernando García Hernández, Era-
clio Rodríguez Gómez y Juan Enrique Farrera Espon-
da, diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo y Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en lo que dispone el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en relación con los artículos 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración del pleno de esta soberanía la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se expide la Ley
Nacional de Fomento al Cultivo, Comercio e Indus-
trialización del Cacahuate, con el propósito de estimu-
lar la productividad y competitividad de esta oleagino-
sa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Panorama

En el ámbito mundial, el cacahuate se cultiva en 48 pa-
íses localizados en los cinco continentes en una super-
ficie de 23 millones de hectáreas con una productivi-
dad que llega a 34 millones de toneladas. China e
India, con una producción conjunta del 61 por ciento,
ocupan el primer lugar, seguidos por Nigeria, Sudán,
Senegal, Indonesia y Estados Unidos.

En el caso de nuestra nación, México ocupa en el cul-
tivo del cacahuate un aproximado a 15 mil agriculto-
res, en una superficie que anualmente promedia las 55
mil hectáreas con un volumen de cosecha que para el
2019 se ubicará en 101 mil 845 toneladas de rendi-
miento, destacando el estado de Chihuahua en primer
lugar como entidad productora, seguida por Sinaloa,
Chiapas, Puebla y Oaxaca, de acuerdo con expectati-
vas de carácter oficial.

Desde el 2008 al ciclo agrícola que corresponderá al
del presente año, el cultivo y volumen de cosecha de
cacahuate registra un crecimiento constante, que va de
las 80 mil a las 101 mil toneladas, cuya actividad ge-
nera un estimado de 840 mil empleos directos. Esta
tendencia, es aún más favorable, de ocurrir las inver-

siones en materia tecnológica y financiera que este
sector de productores demanda para garantizarle sus-
tentabilidad y desarrollo a la actividad.

Entre otras múltiples bondades, es válido destacar en
primer término los beneficios que para la salud repre-
senta el consumo de cacahuate, al constituirse en un
producto que gracias a los nutrientes importantes que
aporta, resulta un protector contra enfermedades del
corazón, además de que se afirma, evita la aparición
de ciertos tipos de cáncer y es un sustituto económico
para la proteína de origen cárnico.

Amén a cualidades de carácter genético que lo hacen
resistente a la sequía, el cacahuate está ubicado como
un producto con amplias expectativas de cultivo, toda
vez que se tienen referentes de qué en periodos de un
lustro, se cuentan porcentajes bajos de siniestralidad
de apenas un máximo de 3 por ciento en superficies
cultivadas.

Está además la condición de que México, gracias a su
diversidad geográfica y climática, ofrece zonas deter-
minadas altamente favorables para el cultivo de la ole-
aginosa, susceptibles de ser incorporada en un proceso
de reconversión productiva, cuyos rendimientos atien-
dan así la demanda creciente que registra el mercado
del cacahuate.

Es quizá que derivado de las cualidades de tipo nutri-
cional y con el propósito de abonar así a los programas
de combate a la desnutrición y seguir en la ruta de la
seguridad alimentaria, la presente administración pú-
blica federal determinó incluir al cacahuate en la lista
de los 17 productos nuevos que se incorporan a la ca-
nasta básica mexicana, garantizando con ello su distri-
bución y venta a precio preferente en las anteriormen-
te llamadas tiendas Diconsa y Liconsa, a través del
programa denominado: Seguridad Alimentaria Mexi-
cana.

El cacahuate forma ya parte de aquellos productos de
la canasta básica mexicana, cuyo objetivo consiste en
garantizar la seguridad alimentaria de la población, so-
bre todo la mayormente vulnerable, facilitándole el ac-
ceso a víveres suficientes y variados, a fin de cubrir
necesidades nutricionales esenciales.

Respecto a ello y en relación directa con la producti-
vidad del campo, el propio presidente de la República
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ha destacado con acierto como uno de los principales
objetivos: producir lo que México consume, garanti-
zando así la seguridad alimentaria del país.

Si bien el propósito de haber incorporado el cacahuate
a la canasta básica es una medida que busca favorecer
en primer término al consumidor, garantizándole el ac-
ceso a alimentos inocuos y nutritivos, es también una
estrategia que de forma directa beneficia a los agricul-
tores e industriales, al brindarles demanda al producto
cultivado e industrializado.

Fundamento

Frente al panorama descrito, los productores de caca-
huate, en particular los dedicados al cultivo de la ole-
aginosa, han reiterado qué a pesar de la vocación de
México como nación consumidora de este producto,
aún se está lejos de alcanzar la meta de autosuficiencia
productiva.

No obstante ser deficitarios en la producción interna
de cacahuate, ello no ha representado para productores
comercializar sus cosechas a precios realmente com-
petitivos, tanto en precio como en oportunidad, ade-
más de que aún se requieren de múltiples estímulos de
apoyo al cultivo de la oleaginosa, que deben ir de la
mano de un proceso de comercialización e industriali-
zación realmente competitiva para todos los actores de
estos procesos.

Agricultores dedicados al cultivo del cacahuate en el
estado de Sinaloa y en particular del distrito electoral
que represento, han señalado que aún siguen enfren-
tando poca inversión tecnológica y financiera en el
sector primario y que en nuestra nación se carece de un
centro especializado para la investigación y el des-
arrollo de esta oleaginosa.

Reiteran de la misma manera que no se han estableci-
do sistemas de producción y comercialización donde
realmente se proteja al agricultor y se propicie la rein-
versión en el cultivo del cacahuate. Sostienen al res-
pecto que la ausencia de un precio de garantía es fac-
tor que deprime la actividad primaria al favorecer el
acopio, la intermediación y el “coyotaje”, en beneficio
de apenas “unos cuantos”.

Enuncian asimismo que el 50 por ciento de la produc-
ción nacional se concentra en sólo dos estados, cuan-

do el potencial de cultivo favorece a 23 entidades fe-
derativas. Insisten, además, que a diferencia de los Es-
tados Unidos, los productores de cacahuate en México
no se han organizado de manera legal y productiva co-
mo una medida necesaria para contar así con una figu-
ra institucional de peso.

Todavía más, argumentan que las empresas industria-
les que demandan el cacahuate como materia prima,
están desvinculadas del sector primario, tanto en es-
quemas de colaboración como de agricultura por con-
trato.

Aunado a ello, el uso de tecnologías tradicionales, la
falta de acceso al crédito y de enlaces a mercados, son
factores que limitan el desarrollo de la actividad que
engloba el proceso de cultivo, comercio e industriali-
zación del cacahuate, con rendimientos que favorez-
can la competitividad y rentabilidad.

El productor agrícola señala asimismo la necesidad de
impulsar contratos de comercialización y compra a
cargo de los industriales. Estos acuerdos deben signi-
ficarse por la aplicación de estrategias de integración
entre proveedores y compradores que garanticen ren-
tabilidad de pago a los cultivos.

El sector productivo del cacahuate ha insistido tam-
bién en la importancia de establecer programas de ca-
pacitación y asesoría técnica especializada, así como
en la aplicación de una gama amplia de seguros agrí-
colas que se caractericen por una real protección, en
principio al cultivo de la oleaginosa.

Los productores incluso precisan la necesidad de fo-
mentar la organización de los mismos, de suerte tal
que sea el primer paso en la búsqueda de créditos com-
petitivos y financiamiento público a la actividad pro-
ductiva, donde esté presente también la ejecución de
programas para la aplicación y mejora de planes tec-
nológicos en favor de mayores rendimientos.

Determinar para estos propósitos medidas desde el
ámbito legal, representaría para los productores la
aplicación desde el sector público de estrategias en-
cauzadas precisamente al desarrollo de programas y
proyectos integrales, para procurar de entrada mayor
productividad agrícola, óptimos mecanismos para la
comercialización y una industrialización que se signi-
fique por garantizar valor agregado a los productos.
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Se sabe de modelos de éxito a nivel regional respecto
a los propósitos enunciados, donde a iniciativa de los
propios agricultores, comerciantes e industriales invo-
lucrados en la productividad del cacahuate, han signa-
do acuerdos y convenios con reglas claras, que les han
permitido la rentabilidad para el sustento de la activi-
dad.

Una organización mayor de los productores, entendi-
dos como los agentes propios del proceso productivo,
llevaría al diseño y ejecución de políticas públicas
orientadas a la aplicación de programas para la recon-
versión productiva y desde luego de estímulos al cul-
tivo, tanto de los nuevos como de los agricultores tra-
dicionales, con planes tecnológicos en los que éste
presente desde luego la capacitación.

Productores han manifestado un anhelo legítimo: al-
canzar niveles de productividad y rentabilidad sufi-
ciente que les garantice la sustentabilidad y en conse-
cuencia ingresos económicos que les permitan ser
competitivos, como círculo virtuoso para asegurar
reinversiones y ganancias reales.

Aquellos programas necesarios y que eventualmen-
te se instrumente para el fomento al cultivo, comer-
cio e industrialización del cacahuate, deberán signi-
ficarse por una intervención y participación
decisiva de autoridades gubernamentales, generan-
do el apoyo a productores para el desarrollo de ca-
pital humano y desde luego auxiliándolos en su or-
ganización.

La medida que deberá ir acompañada de programas de
capacitación, seguramente brindará a los productores
herramientas que les permitan articular mecanismos
efectivos de coordinación y desde luego de planeación
para poner en marcha eficientes modelos de producti-
vidad basados en el sustento y rentabilidad en el culti-
vo, comercio e industrialización del cacahuate y aten-
der así la demanda creciente de producto que supone
no únicamente un mercado en expansión, sino también
un abasto interno insuficiente que aún se compensa vía
importaciones.

Los productores están llamados a ser actores determi-
nantes y concurrentes en aquellas innovaciones que les
representen oportunidades para acceder a sistemas y
modelos de productividad para la competitividad de
todas y cada una de las actividades que guarda el pro-

ceso productivo, que vaya desde una agricultura renta-
ble a una comercialización justa, donde esté presente
la industrialización que brinde valor agregado y desde
luego ganancias equitativas para todos.

Así, la presente propuesta legislativa que rescata en
sus términos planteamientos de los propios producto-
res, propone expedir una Ley que articule los objetivos
enunciados para garantizar así la sustentabilidad y ren-
tabilidad de aquellas actividades propias del proceso
de cultivo, comercio e industrialización del cacahuate,
como una medida necesaria para seguir en el camino
de la autosuficiencia productiva.

Máxime que los productores de la oleaginosa se ubi-
can en franca desventaja competitiva, dado que su po-
tencial productivo no ha sido atendido con la prioridad
que demandan, según se desprende de la falta de me-
jores condiciones que les permita su desarrollo, aún y
cuando esté vigente la aplicación de otros ordena-
mientos que pese a lo preceptuado no les garantiza la
prioridad debida que se demanda, dada la generalidad
que atienden.

En virtud de lo anteriormente expuesto, sometemos a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley Nacional de Fo-
mento al Cultivo, Comercio e Industrialización del
Cacahuate

Artículo Único. Se expide la Ley Nacional de Fo-
mento al Cultivo, Comercio e Industrialización del
Cacahuate, para quedar como sigue:

Ley Nacional de Fomento al Cultivo, Comercio e
Industrialización del Cacahuate

Título I
Objeto y Definiciones de la Ley

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es expedida de conformi-
dad con lo establecido en la fracción XX del artículo
27 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y disposiciones aplicables.
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Artículo 2. Tiene por objeto principal alentar la pro-
ductividad y competitividad en el cultivo, comercio e
industrialización del cacahuate.

Artículo 3. Las disposiciones de la presente Ley son
de interés público, en términos de los artículos 86 y 87
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Artículo 4. Las disposiciones de la presente Ley re-
sultan estratégicas para el desarrollo económico y la
soberanía alimentaria de México.

Artículo 5. Son sujetos de la presente Ley las perso-
nas físicas o morales que se dedican al cultivo, comer-
cio e industrialización del cacahuate.

Artículo 6. La presente ley garantizará la inclusión de
proyectos de inversión en obra pública a la cartera de
programas de la administración pública federal ten-
dientes al desarrollo y sustentabilidad del cultivo, co-
mercio e industrialización del cacahuate.

Artículo 7. La presente Ley tiene por objetivos espe-
cíficos los siguientes:

I. Armonizar el proceso de cultivo, comercializa-
ción e industrialización del cacahuate;

II. Establecer las bases para la creación, operación
y funcionamiento de los mecanismos tendientes a
garantizar la participación de los productores de ca-
cahuate;

III. Establecer mecanismos de coordinación entre
las autoridades de la Administración Pública Fede-
ral, de las entidades federativas, de los municipios y
alcaldías de la Ciudad de México, para el cumpli-
miento de los preceptos contenidos en la presente
Ley;

IV. Garantizar la atención del sector público a las
demandas de agricultores, comerciantes e industria-
les del cacahuate;

V. Mejorar el bienestar económico de agricultores,
comerciantes e industriales del cacahuate;

VI. Procurar mecanismos tendientes a mejorar la
calidad del producto;

VII. Promover el mejoramiento de la calidad de vi-
da de los productores de cacahuate, a través de los
programas que para este propósito de instrumenten,
y

VIII. Promover la investigación científica y tecno-
lógica en materia de productividad de cacahuate;

Artículo 8. Para los efectos de esta Ley, se entien-
de por:

I. Actividad: El cultivo, comercio e industrializa-
ción del cacahuate;

II. Autoridades: El conjunto de las autoridades de la
Administración Pública Federal, de las entidades
federativas, de los municipios y alcaldías de la Ciu-
dad de México;

III. Productor: persona física o moral que se dedica
al cultivo, comercio e industrialización del caca-
huate;

IV. Secretaría: la Secretaría de Agricultura y Des-
arrollo Rural;

V. Sistema: el Sistema Nacional de Información pa-
ra la Productividad y Sustentabilidad del Cacahua-
te;

VI. Padrón: El Padrón Nacional de Productores;

VII. Comité: El Comité Nacional de Fomento a la
Actividad.

VIII. Centro: El Centro de Investigación Científica
y Tecnológica para la Productividad del Cacahuate.

Título II
Del Padrón Nacional de Productores

Capítulo Único
De Listado Nacional

Artículo 9. El Padrón estará conformado por el lista-
do de productores de la actividad.

Artículo 10. El Padrón que incluirá aquellos datos que
permitan la plena identificación de sus integrantes, se-
rá actualizado de manera permanente.
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Artículo 11. El Padrón será la base de referencia para
la instrumentación de aquellas estrategias y medidas
tendientes al fomento de la actividad.

Título III
De las Atribuciones y Concurrencia

Capítulo I
De las Atribuciones

Artículo 12. Las atribuciones que la presente Ley
otorga a la Federación, serán ejercidas por la Secreta-
ría.

Artículo 13. La Secretaría tendrá a su cargo la elabo-
ración y expedición de las normas oficiales tendientes
a procurar el desarrollo y sustentabilidad de la activi-
dad.

Artículo 14. Las autoridades ejercerán sus atribucio-
nes en materia de fomento a la actividad, de conformi-
dad con la distribución de las competencias determi-
nadas en las legislaciones respectivas.

Artículo 15. La Secretaría establecerá los mecanis-
mos de coordinación con las autoridades del ámbito
estatal, municipal y de las alcaldías de la Ciudad de
México, para el diseño de programas y firma de aque-
llos convenios necesarios para el fomento de la acti-
vidad.

Artículo 16. La Secretaría observará la aplicación de
la normatividad correspondiente al fomento de la acti-
vidad.

Artículo 17. La Secretaría en coordinación con las
autoridades respectivas aplicará los mecanismos para
regular el desarrollo y la sustentabilidad de la activi-
dad.

Artículo 18. La Secretaría del Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, instrumentará acciones para la pro-
tección y sustentabilidad del campo en el proceso de
cultivo del cacahuate.

Artículo 19. La Secretaría del Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, instrumentará medidas para la pro-
tección y preservación del medio ambiente en el pro-
ceso de industrialización del cacahuate.

Capítulo II
De la Concurrencia

Artículo 20. Las autoridades del ámbito estatal, muni-
cipal y alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito
de su competencia estarán facultadas para diseñar y
aplicar programas de fomento a la productividad, de
conformidad con lo establecido en su legislación res-
pectiva.

Artículo 21. Las autoridades del ámbito estatal, muni-
cipal y alcaldías de la Ciudad de México, están facul-
tadas para celebrar con las de competencia federal, los
acuerdos de coordinación y colaboración para el im-
pulso a la actividad.

Artículo 22. Las autoridades del ámbito estatal, muni-
cipal y alcaldías de la Ciudad de México, promoverán
la participación de los productores en el proceso de
desarrollo y sustentabilidad de la actividad.

Artículo 23. Las autoridades del ámbito estatal, muni-
cipal y alcaldías de la Ciudad de México, están facul-
tadas para participar en los procesos de investigación
e instrumentación de las estrategias tendientes a pro-
curar la productividad de la actividad.

Título IV
Del Comité Nacional de Fomento a la Actividad

Capítulo I
De la Constitución

Artículo 24. La Secretaría convocará a productores a
la constitución del Comité Nacional de Fomento a la
Actividad.

Artículo 25. El Comité tendrá por objeto vigilar el
cumplimiento de la presente ley y coadyuvar con las
autoridades en la ejecución de acciones y programas
tendientes a promover el fomento de la actividad.

Artículo 26. El Comité estará conformado por un
Consejo y una asamblea y se integrará por represen-
tantes de los productores en condiciones de igualdad y
paridad.

Artículo 27. Los acuerdos del Comité serán validados
por la mayoría de votos de los integrantes.
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Artículo 28. Los cargos del Consejo del Comité ten-
drán carácter honorifico.

Capítulo II
De las atribuciones

Artículo 29. El Comité estará facultado para:

I. Atender y procesar ante las autoridades aquellas
propuestas de los productores tendientes a procurar
el desarrollo y sustentabilidad de la actividad;

II. Promover alianzas y acuerdos entre los produc-
tores que lleven a la firma de convenios y contratos
de asociación para el desarrollo y sustentabilidad de
la actividad;

III. Conciliar las diferencias y controversias que re-
sulten en los procesos de la actividad.

IV. Emitir opiniones sobre aquellos asuntos propios
de la materia que le sean turnados a su considera-
ción, y

V. Aprobar su reglamento de funcionamiento inter-
no.

Capítulo III
De los Comités Regionales

Artículo 30. Los productores constituirán a su vez Co-
mités Regionales que operarán en primer término co-
mo instancias coadyuvantes del Comité Nacional.

Artículo 31. La integración y funcionamiento del Co-
mité Nacional y Regionales será determinada en el re-
glamento de la presente Ley.

Título V
De la Estrategia de Estímulo a la Productividad

Capítulo I
Del Fomento a la Productividad

Artículo 32. La Secretaría en coordinación con las au-
toridades;

I. Realizará las medidas necesarias para el fomento
y desarrollo sustentable de la actividad;

II. Elaborará e instrumentará programas para el des-
arrollo tecnológico de la actividad;

III. Instrumentará programas que promuevan el
consumo de productos y subproductos de la activi-
dad;

IV. Instrumentará programas de formación y capa-
citación de capital humano que participe en la cade-
na productiva de la actividad;

V. Tendrá a su cargo el registro de organizaciones
de productores dedicados a la actividad;

VI. Promoverá la organización de productores que
garantice la integración de la cadena productiva de
la actividad, y

VII. Promoverá programas de inversión en la in-
fraestructura productiva de la actividad.

Artículo 33. La Secretaría de Economía será la res-
ponsable de fijar precios mínimos o de garantía del ca-
cahuate, procurando la rentabilidad de los productores.

Artículo 34. La Secretaría de Economía promoverá el
establecimiento de empresas sociales y privadas para
el desarrollo de la actividad.

Artículo 35. La Secretaría de Economía establecerá
las medidas necesarias para garantizar el abasto en el
mercado interno y de exportación del producto y sub-
productos de la actividad.

Artículo 36. La Secretaría de Economía determinará
que las importaciones de cacahuate sea un comple-
mento para el abasto interno, una vez que se comer-
cialice en su totalidad la cosecha nacional.

Capítulo II
De la Estrategia

Artículo 37. La Secretaría establecerá estrategias de
estudio, tendientes a procurar la productividad de la
actividad.

Artículo 38. La Secretaría garantizará la aplicación de
paquetes tecnológicos tendientes a optimizar el cultivo
del cacahuate.
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Artículo 39. La Secretaría diseñará programas e ins-
trumentará mecanismos para que en los núcleos de
producción se le dé valor agregado al cacahuate.

Artículo 40. La Secretaría de manera coordinada con
las autoridades respectivas, coordinará la aplicación
de las innovaciones en materia de industrialización del
cacahuate.

Capítulo III
De la Investigación para la 

Productividad y Competitividad

Artículo 41. La Secretaría en Coordinación con el Co-
mité Nacional creará el Centro de Investigación Cien-
tífica y Tecnológica para la Productividad.

Artículo 42. La Secretaría determinará el presupuesto
que anualmente se destinará al funcionamiento del
Centro.

Artículo 43. La Secretaría en Coordinación con el Co-
mité Nacional diseñará el programa operativo a cargo
del Centro.

Artículo 44. El Centro será responsable de ejecutar los
proyectos de investigación tendientes a otorgarle com-
petitividad, rentabilidad y sustentabilidad a la activi-
dad.

Artículo 45. Previa aprobación de la Secretaría y el
Comité Nacional, el Centro podrá establecer acuerdos
y convenios con otros organismos de investigación, de
suerte tal que la medida contribuya al intercambio que
permita acrecentar los conocimientos para el desarro-
llo y sustentabilidad de la actividad.

Artículo 46. El centro contará con un inventario na-
cional de proyectos de investigación.

Título VI
Del Sistema Nacional de Información para la Pro-

ductividad y Sustentabilidad de la Actividad

Capítulo Único
Del Funcionamiento

Artículo 47. La Secretaría en coordinación con otras
dependencias de la Administración Pública Federal y
con autoridades del ámbito estatal, municipal y de las

alcaldías de la Ciudad de México, elaborará e instala-
rá el Sistema Nacional de Información para la Produc-
tividad y Sustentabilidad de la Actividad.

Artículo 48. Son objetivos del Sistema: concentrar,
organizar, actualizar y difundir la información requeri-
da para el fomento de la actividad.

Artículo 49. El Sistema contendrá información sufi-
ciente que permita a las autoridades establecer estrate-
gias y diseño de programas para incentivar el desarro-
llo sustentable de la actividad.

Artículo 50. El Sistema de manera coordinada con au-
toridades y productores, elaborará un banco de pro-
yectos y oportunidades de inversión para la actividad.

Artículo 51. La información contendida en el Sistema
estará disponible en todo momento para los actores
que participan en la actividad.

Artículo 52. La información del Sistema deberá ser
actualizada y ampliamente difundida entre los actores
de la actividad, de suerte tal que sea determinante pa-
ra el diseño de programas de fomento respectivos.

Artículo 53. La información del Sistema será referen-
te para la estadística oficial de la actividad.

Título VII
De las facultades fundamentales de la Secretaría

Capítulo Único
Facultades Específicas

Artículo 54. Para el cumplimiento de la presente Ley,
la Secretaría será responsable de:

I. Diseñar programas de fomento a la actividad
atendiendo a la realidad y particularidades regiona-
les;

II. Evaluar los efectos de los acuerdos y tratados co-
merciales de México en la actividad;

III. Llevar un registro y control de los niveles de
desarrollo, productividad y sustentabilidad de la ac-
tividad;

IV. Analizar el comportamiento de los mercados;
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V. Proponer estrategias para el cultivo óptimo de
cacahuate;

VI. Generar alternativas y determinar mecanismos
de concertación entre los productores, y

VII. Observar el estricto cumplimiento de la Ley.

Título VIII
Disposiciones Finales

Artículo 55. El Presupuesto que la Secretaría destine
para los propósitos de la presente Ley estará conteni-
do en el Programa Especial Concurrente para el Des-
arrollo Rural Sustentable.

Artículo 56. En acuerdo con el Comité, la Secretaría
promoverá sistemas de siembra y cultivo de cacahuate
basados en la sustentabilidad, rentabilidad, conserva-
ción del medio ambiente y aprovechamiento eficiente
de los recursos naturales.

Artículo 57. En acuerdo con el Comité, la Secretaría
en coordinación con las autoridades correspondientes,
instrumentará programas y mecanismos tendientes a
procurar la comercialización óptima y rentable del ca-
cahuate.

Artículo 58. En acuerdo con el Comité, la Secretaría
en coordinación con las autoridades correspondientes,
observará la aplicación de las innovaciones tecnológi-
cas que garanticen valor agregado y competitividad a
la industrialización del cacahuate.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Fuentes de consulta

1 Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, Sistema de Infor-

mación Agroalimentaria y Pesquera, Documento “Expectativas

Agroalimentarias 2019”.

2 Portal Informativo: Político.mx, martes 29 de enero de 2019, No-

ta titulada “AMLO tiene nueva canasta básica con 40 productos,

¿Cuáles son?

3 Dirección de Desarrollo Agropecuario, presidencia municipal de

Mocorito, Sinaloa, 2019.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 10 de noviembre 2020.

Diputados: Jesús Fernando García Hernández, Eraclio Rodríguez

Gómez Juan Enrique Farrera Esponda.

(Rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 42 Y 59 DE LA LEY GE-
NERAL DEL SISTEMA PARA LA CARRERA DE LAS MAES-
TRAS Y LOS MAESTROS, A CARGO DE LA DIPUTADA MAR-
THA ANGÉLICA TAGLE MARTÍNEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, diputada Martha Tagle Martínez, integran-
te del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano de
la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; artículo 6, numeral 1,
fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General del Sistema para la Carrera de las
Maestras y los Maestros, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

A pesar de que en nuestro país existen avances en ma-
teria de paridad, principalmente en la representación
política de las mujeres en los congresos, también exis-
ten áreas en las que es necesario seguir avanzando en
el tema. Una de esas áreas de oportunidad es la estruc-
tura del sistema educativo, en el cual no existe una pa-
ridad efectiva en las plazas con funciones directivas o
de supervisión. En los hechos, en la organización del
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sistema educativo mexicano, a mayor nivel de respon-
sabilidad (y remuneración), existe una menor oportu-
nidad para que las mujeres ocupen dichos cargos, lo
que se traduce en un menor porcentaje de éstas en
puestos directivos educativos. Es decir, en el caso del
ascenso en los cargos directivos y de supervisión en el
sistema educativo nacional, se muestra una clara des-
ventaja para las mujeres, pues pocas son las que al-
canzan posiciones de alto liderazgo en toma de deci-
sión.

Existe evidencia al respecto en los distintos niveles de
dirección:1

Directores de plantel.

• A nivel primaria, las mujeres representan 64 por
ciento de la población docente, sin embargo, sólo
ocupan el 46 por ciento de los cargos de dirección
de plantel.

Supervisores de educación básica.

• A nivel primaria más de 62 por ciento de los su-
pervisores son hombres.

• A nivel secundaria los hombres ocupan 72.4 por
ciento de los puestos de supervisión.

• En las zonas multinivel los hombres ocupan el
82.6 por ciento de los puestos de supervisión. (Las
escuelas multinivel o multigrado son aquellas en las
que en un mismo salón de clase conviven niños de
diferentes grados académicos, usualmente debido a
la falta de infraestructura y de docentes; mayor-
mente se encuentran ubicadas en zonas rurales).

Contexto legal y normativo

El marco legal existente alude a la igualdad y a la equi-
dad para los mecanismos de promoción para cargos
con funciones docentes, directivas o de supervisión.
Sin embargo, en su instrumentación, han resultado in-
suficientes.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en su artículo 3º señala:

La admisión, promoción y reconocimiento del perso-
nal que ejerza la función docente, directiva o de su-

pervisión, se realizará a través de procesos de selec-
ción a los que concurran los aspirantes en igualdad
de condiciones y establecidos en la ley prevista en el
párrafo anterior, los cuales serán públicos, transparen-
tes, equitativos e imparciales y considerarán los cono-
cimientos, aptitudes y experiencia necesarios para el
aprendizaje y el desarrollo integral de los educandos. 

Asimismo, la Ley General del Sistema para la Carrera
de las Maestras y los Maestros, en el artículo 39, se-
ñala:

La admisión al servicio de educación básica que
imparta el Estado se realizará mediante procesos
anuales de selección, a los que concurran los aspi-
rantes en igualdad de condiciones, los cuales serán
públicos, transparentes, equitativos e imparciales. 

Y en el artículo 41, la Ley General del Sistema para la
Carrera de las Maestras y los Maestros señala: 

La Unidad del Sistema regulará el proceso de pro-
moción que será público, transparente, equitativo e
imparcial; para ello, emitirá los lineamientos a los
que se sujetarán las autoridades educativas de las
entidades federativas en el proceso de selección pa-
ra la promoción a funciones de dirección y de su-
pervisión de la educación básica. 

No obstante, este marco normativo no ha sido sufi-
ciente para promover la paridad. En sus efectos, los
procesos de selección para funciones directivas y de
supervisión, arrojan una marcada desventaja para las
mujeres.

Contexto y recomendaciones internacionales

La UNESCO2 ha señalado que usualmente no se pres-
ta suficiente atención al fenómeno de que en el ámbi-
to escolar exista un desequilibrio en las posiciones je-
rárquicas, en desventaja para las mujeres. La mayoría
de los países comenta la UNESCO, no recopila ni pu-
blica de forma periódica y suficiente datos relativos al
género en los puestos de dirección del sector educati-
vo. En aquellos países en los que se recopila dicha in-
formación, se muestra que esa desigualdad de género
persiste: hay más directores de sexo masculino. En el
caso de los países integrantes de la Organización para
la Cooperación y Desarrollo Económicos, 68 por cien-
to de los docentes del primer ciclo de enseñanza son
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mujeres, pero estas ocupan sólo 45 por ciento de los
puestos de dirección.

Sin embargo, la evidencia científica internacional tam-
bién demuestra que las mujeres que ocupan cargos de
dirección en el sector educativo constituyen modelos
que pueden motivar a las alumnas a proseguir sus es-
tudios, lo cual resulta particularmente importante para
aquellos países en los que las niñas tienen problemas
de rezago educativo.3

Por su parte, una modificación legal que fortalezca la
paridad en las plazas con funciones de dirección en las
escuelas, iría de acuerdo a lo recomendado por la
Agenda 2030 de Naciones Unidas, en particular en su
objetivo 5, correspondiente a la igualdad de género, y
que recomienda “Asegurar la participación plena y
efectiva de las mujeres y la igualdad de oportunidades
de liderazgo a todos los niveles decisorios en la vida
política, económica y pública” y “aprobar y fortalecer
políticas acertadas y leyes aplicables para promover la
igualdad de género y el empoderamiento de todas las
mujeres y las niñas a todos los niveles”.4 Con ello “se
estarán impulsando las economías sostenibles y las so-
ciedades y la humanidad en su conjunto se beneficia-
rán al mismo tiempo”.

Esta reforma, adicionalmente, iría en el sentido reco-
mendado por la Estrategia de Montevideo para la Im-
plementación de la Agenda Regional de Género en el
marco de la Agenda 2030, que tiene como propósito
“cerrar la brecha entre la igualdad de jure y de facto
mediante el fortalecimiento de las políticas públicas
para garantizar la autonomía y el ejercicio pleno de los
derechos humanos de todas las mujeres y niñas, supe-
rando discriminaciones, prejuicios y resistencias. Para
alcanzar la igualdad de género es preciso superar nu-
dos estructurales constitutivos de las actuales relacio-
nes desiguales de poder en América Latina y el Cari-
be”. Y entre esos nudos estructurales se encuentra
precisamente “la concentración del poder y las rela-
ciones de jerarquía en el ámbito público”. Pues “estos
nudos se refuerzan mutuamente y generan complejos
sistemas socioeconómicos, culturales y de creencias
que obstaculizan y reducen el alcance de las políticas
para la igualdad de género y la autonomía de las mu-
jeres”.5

Por lo anterior, se considera necesario modificar la
Ley General del Sistema para la Carrera de las Maes-

tras y los Maestros, para contribuir a revertir la actual
situación de desventaja de las mujeres en su participa-
ción en cargos de Dirección y Supervisión en el siste-
ma educativo nacional.

A razón de los motivos expuestos, se proponen las si-
guientes modificaciones:
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Fundamento legal

Por lo antes expuesto, la suscrita diputada federal inte-
grante de la LXIV Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y los artículos 71, fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; artículo 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a consi-
deración de esta honorable asamblea, la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley General del Sistema para la Carrera
de las Maestras y los Maestros

Artículo único. Se reforman la fracción VII del artícu-
lo 42 y la fracción II del artículo 59, para quedar en los
siguientes términos:

Ley General del Sistema Para la Carrera de las
Maestras y los Maestros

Artículo 42. La promoción a puestos con funciones de
dirección y de supervisión en la educación básica que
imparta el Estado y sus organismos descentralizados,
se llevará a cabo mediante procesos anuales de selec-
ción, con sujeción a los términos y criterios siguientes: 

I. a VI. …

VII. En la promoción a cargos de dirección o de su-
pervisión de educación básica, la Secretaría desig-
nara? quien ocupara? la vacante que se presente al
inicio o durante el ciclo escolar, observando el cri-
terio de paridad en el proceso de designación, to-
mando en cuenta el total de las plazas ya ocupa-
das en el nivel correspondiente, de tal forma que
se garantice la participación equilibrada de mu-
jeres y hombres en el todo el sistema y conside-
rando los elementos multifactoriales, los cuales, en-
tre otros, contemplara?n: 

a) a d)…

VIII. …

Artículo 59. La promoción a cargos con funciones de
dirección y de supervisión en la educación media su-

perior que imparta el Estado y sus organismos descen-
tralizados, se llevará a cabo mediante procesos anuales
de selección, con sujeción a los términos y criterios si-
guientes: 

I. …

II. Para establecer un sistema transparente, equitati-
vo y público se emitirán las convocatorias para lle-
var a cabo la valoración de sus habilidades y com-
petencias, que especifiquen el perfil profesional que
deberán cumplir los aspirantes; los puestos sujetos
a concurso; los requisitos, términos y fechas de re-
gistro; los elementos multifactoriales; en su caso,
las sedes de aplicación del sistema que permita
apreciar los conocimientos y aptitudes; la publica-
ción de resultados, y los criterios para la asignación
de puestos, y demás elementos que las autoridades
de educación media superior o los organismos des-
centralizados determinen; observando el criterio
de paridad en el proceso de designación, toman-
do en cuenta el total de las plazas ya ocupadas en
el nivel correspondiente, de tal forma que se ga-
rantice la participación equilibrada de mujeres y
hombres en el todo el sistema,

III. a IV. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Panorama Educativo Mexicano, 2018. 

h t t p s : / / w w w . i n e e . e d u . m x / w p -

content/uploads/2019/09/2018_AR01__a.2.pdf

2 UNESCO. La desigualdad de género persiste a nivel de lideraz-

go. https://gem-report-2017.unesco.org/es/chapter/la-desigualdad-

de-genero-persiste-a-nivel-de-liderazgo/

3 Florence Nakamanya, Ronald Bisaso, Joseph Kimoga. “This

Motivates Me to Work towards Great Performance”: Higher Edu-

cation Female Leaders’ Voices on the Nature of Support to Their
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Leadership. American Journal of Educational Research. Vol. 5,

No. 9, 2017, pp 990-995. Disponible en : 

http://pubs.sciepub.com/education/5/9/11

4 https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/gender-equality/

5 https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2016/

10898.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Martha Tagle Martínez (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 3O. Y 4O. DE

LA LEY FEDERAL PARA EL FOMENTO DE LA MICROINDUS-
TRIA Y LA ACTIVIDAD ARTESANAL, A CARGO DE LA DIPU-
TADA OLGA PATRICIA SOSA RUIZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PES

Quien suscribe, Olga Patricia Sosa Ruiz, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social en
la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 1o., 2o.,
4o. y 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno
la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el
que se reforma la fracción II del artículo 3o. y se adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 4o. de la Ley Fe-
deral para el Fomento de la Microindustria y la Acti-
vidad Artesanal, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La definición de artesanía rebasa al sentido de que le
otorga la RAE, de arte u obra de artesanos o clase so-

cial constituida por artesanos1 y más que la definición
directa de artesano, que según la RAE, puede ser una
persona que ejercita un arte u oficio meramente mecá-
nico, o una persona que hace por su cuenta objetos de
uso doméstico. Recordemos que arte, viene del latín
ars, que refiere a una obra o un trabajo hecho con mu-
cha creatividad, una obra o una habilidad; de donde se
deriva artigiano, que ejerce el arte mecánico.2

Habrá que buscar una definición más articulada y esa
la puede ofrecer la UNESCO. Define los productos ar-
tesanales como los “producidos por artesanos, ya sea
totalmente a mano, o con la ayuda de herramientas
manuales o incluso de medios mecánicos, siempre
que la contribución manual directa del artesano si-
ga siendo el componente más importante del pro-
ducto acabado. Se producen sin limitación por lo que
se refiere a la cantidad y utilizando materias primas
procedentes de recursos sostenibles. La naturaleza es-
pecial de los productos artesanales se basa en sus ca-
racterísticas distintivas, que pueden ser utilitarias, es-
téticas, artísticas, creativas, vinculadas a la cultura,
decorativas, funcionales, tradicionales, simbólicas y
significativas religiosa y socialmente”.3

Esa definición derivada del Simposio Artesanía y el
mercado internacional: comercio y codificación adua-
nera, de 1997 es la base de la definición que adopta el
artículo tercero en su fracción segunda la Ley Federal
para el Fomento de la Microindustria y la Actividad
Artesanal, que a letra señala:

“I. Artesanía, a la actividad realizada manualmente en
forma individual, familiar o comunitaria, que tiene
por objeto transformar productos o substancias orgáni-
cas e inorgánicas en artículos nuevos, donde la creati-
vidad personal y la mano de obra constituyen factores
predominantes que les imprimen características cultu-
rales, folklóricas o utilitarias, originarias de una región
determinada, mediante la aplicación de técnicas, he-
rramientas o procedimientos transmitidos generacio-
nalmente…

De estas dos últimas definiciones, una internacional y
otra nacional, tenemos dos apreciaciones marcadas en
negritas: a) el artesano es el hacedor que permite con-
siderar sus productos como una artesanía; y b) es una
actividad que puede practicarse por una familia o una
comunidad.
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Sin embargo, una comunidad, como está dispuesto en
la Constitución Política, integran un pueblo indígena.
Artículo 2o., tercer párrafo: “Son comunidades inte-
grantes de un pueblo indígena las que formen una
unidad social, económica y cultural, asentadas en un
territorio y que reconocen autoridades propias de
acuerdo con sus usos y costumbres”.

En el mismo artículo se establece su reconocimiento; es-
to es, se reconoce a “pueblos y comunidades indígenas”,
tanto a su autonomía como a la libre determinación. Del
mismo modo en el mismo artículo, B queda establecido
que la federación, autoridades estatales y municipales
deberán promover la igualdad de oportunidades a través
de políticas públicas coordinadas, operadas y protegidas
por los pueblos y comunidades indígenas.

Lo anterior con la finalidad de que pueblo y comuni-
dades indígenas que en datos del Coneval4 de 2015 la
mitad de la población indígena reside en poblaciones
rurales y de menos de 2 mil 500 personas, con 41 por
ciento del total de la población indígena que en la En-
cuesta Intercensal de 2015, identificaba 10 millones de
personas indígenas, en situación multidimensional de
pobreza, esto significa que al menos había una caren-
cia y los ingresos no lograban cubrir las necesidades
alimentarias y no alimentarias de la población.

En 2018, los datos del Coneval revelan una brecha
desigual entre la pobreza de la población indígena y no
indígena, para los primeros, refiere que 69 por ciento
es pobre y de los segundos es 39 por ciento. Respecto
a la población indígena, en los indicadores de pobreza
y vulnerabilidad de los derechos sociales del Coneval
en 2018, tenemos un concentrado de 3.4 millones en
pobreza extrema y 5 millones en pobreza moderada, al
respecto se muestra el siguiente gráfico ilustrativo de
las cifras apuntadas:

En el artículo 2o., Apartado B, de la Constitución se
establece que el objetivo es reducir la brecha de po-
breza, desigualdad y rezago social y económico. En el
inciso I, se alcanza a leer, que se busca “I. Impulsar el
desarrollo regional de las zonas indígenas con el pro-
pósito de fortalecer las economías locales y mejorar
las condiciones de vida de sus pueblos, mediante ac-
ciones coordinadas entre los tres órdenes de gobierno,
con la participación de las comunidades”.

Una medida para conocer la actividad económica local
es la determinación de las artesanías como elemento
característico de los pueblos y las comunidades, dado
que en México la artesanía indígena es original, guar-
da una identidad y tradición cultural e igualmente, re-
presentan particularidades según la variación de cada
uno de los 68 pueblos indígenas reconocidos por el
INPI en México.

Adicionalmente, en el artículo 2o. de la Constitución,
B, inciso VII, se aprecia que los tres órdenes de go-
bierno podrán “apoyar las actividades productivas y el
desarrollo sustentable de las comunidades indígenas
mediante acciones que permitan alcanzar la suficien-
cia de sus ingresos económicos…”

Por ello se pretenden dos modificaciones de ley: la pri-
mera es el reconocimiento de la actividad artesanal in-
dígena o de un pueblo afromexicano dada la reforma,
publicada el 9 de agosto del 2019,5 del artículo 2o., en
el que se establece expresamente el reconocimiento “a
los pueblos y comunidades afromexicanas, cualquiera
que sea su autodenominación, como parte de la com-
posición pluricultural de la Nación. Tendrán en lo con-
ducente los derechos señalados… a fin de garantizar
su libre determinación, autonomía, desarrollo e inclu-
sión social” y en una segunda instancia es que el pro-
ducto original de una comunidad no podrá ser comer-
cializado por un o conjunto de empresarios sin que
estos hayan solicitado la autorización del pueblo o la
comunidad indígena o afromexicana para que se dis-
tribuya la artesanía o se genere la explotación comer-
cial.

Lo anterior está soportado en la reforma de 2013 del
artículo 25 de la Constitución en el que con la rectoría
del Estado se establecerán los mecanismos que facili-
ten la organización y expansión de la actividad econó-
mica del sector social: ejidos, cooperativas, organiza-
ciones de trabajadores, comunidades.
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En razón de lo anterior, se busca conservar el patrimo-
nio histórico y cultural de los pueblos indígenas, ade-
más de impulsar su economía e incluir las artesanías
de los pueblos y las comunidades como parte de la de-
finición que la Ley Federal para el Fomento de la Mi-
croindustria y la Actividad Artesanal establece.

Entre el variado número de artesanías en México, hay
las textiles como los telares mayas, las talladas en ma-
dera como las chontales de Tabasco, la cerámica de
barro negro o el huipil de Oaxaca, el huichol nayarita,
por citar algunos, sin embargo es amplio el catálogo de
las artesanías regionales en México6 como ha comuni-
cado el mismo Fonart a través de sus canales de co-
municación oficial y por redes sociales.

Recordemos que a nivel patrimonio, la artesanía es
una actividad tan importante como la agricultura.7 Es
una tradición popular, que al ser un trabajo manual, de
una persona, familia o colectivo, tiene un valor de
cambio en el mercado, y por lo cual, requiere la inclu-
sión en el marco normativo que soporta la actividad
artesanal.

Para la mejor apreciación de la reforma se pone a con-
sideración el siguiente cuadro comparativo entre el
texto vigente y el texto propuesto:

Ley Federal para el Fomento de la Microindustria
y la Actividad Artesanal

Decreto por el que se reforma la fracción II del ar-
tículo 3o. y se adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 4o. de la Ley Federal para el Fomento de la
Microindustria y la Actividad Artesanal

Único. Se reforma la fracción II del artículo 3o. y se
adiciona un segundo párrafo al artículo 4o. de la Ley
Federal para el Fomento de la Microindustria y la Ac-
tividad Artesanal, para quedar como sigue:
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Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entenderá
por

I. …

II. Artesanía, a la actividad realizada manualmente
en forma individual, familiar o comunitaria, que tie-
ne por objeto transformar productos o substancias
orgánicas e inorgánicas en artículos nuevos, donde
la creatividad personal y la mano de obra constitu-
yen factores predominantes que les imprimen ca-
racterísticas culturales, folklóricas o utilitarias, ori-
ginarias de una región determinada o de un pueblo
indígena o afromexicano, mediante la aplicación
de técnicas, herramientas o procedimientos trans-
mitidos generacionalmente; y

III. …

Artículo 4o. …

Los empresarios que se dediquen a la actividad ar-
tesanal deberán contar con la autorización del pue-
blo o comunidad indígena a la que se atribuye el
origen de la artesanía, para su explotación comer-
cial.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://dle.rae.es/artesan%C3%ADa

2 http://etimologias.dechile.net/?artesano

3 http://www.unesco.org/new/es/culture/themes/creativity/creati-

ve-industries/crafts-and-design/

4 https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Documents/Pobre-

za_Poblacion_indigena_2008-2018.pdf

5 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5567623&fe-

cha=09%2F08%2F2019

6 http://www.nacionmulticultural.unam.mx/empresasindigenas/

docs/20.pdf

7 http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/100425.

pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Olga Patricia Sosa Ruiz (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY DE AGUAS NACIONALES, EN MATERIA DE SISTE-
MAS DE CAPTACIÓN DE LÍQUIDO PLUVIAL, A CARGO DE LA

DIPUTADA MÓNICA ALMEIDA LÓPEZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRD

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 73 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; numeral 1, fracción I del ar-
tículo 6; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados; la que suscribe, diputada Mónica Almeida
López integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática se permite poner a con-
sideración de esta asamblea legislativa, la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto, por el que se adi-
ciona una fracción L Bis al artículo 3; se adiciona
una fracción VIII Bis, y se reforman las fracciones
XIII y XIV del artículo 9; se reforma la fracción
XII del artículo 14 Bis 5; y se reforma el artículo 47
Bis; de la Ley de Aguas Nacionales; de acuerdo con
la siguiente:

Exposición de Motivos

Contexto internacional

El agua, es el vital liquido para que se desarrolle la vi-
da, es fundamental para el desarrollo sostenible. De
acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas
(ONU), es fundamental para el desarrollo socioeconó-
mico, la energía y la producción de alimentos, los eco-
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sistemas saludables y para la supervivencia misma de
los seres humanos. Es preciso recordar que nuestro
planeta Tierra está compuesto por 70 por ciento por
agua, y 30 por ciento restante corresponde a tierra fir-
me. La disponibilidad de agua promedio anual en el
mundo es de aproximadamente mil 386 millones de
kilómetros cúbicos, de estos 97.5 por ciento es agua
salada, el 2.5 por ciento, es decir 35 millones de kiló-
metros cúbicos, es agua dulce y de ésta casi el 70 por
ciento no está disponible para consumo humano debi-
do a que se encuentra en forma de glaciares, nieve o
hielo1.

El agua es uno de los derechos fundamentales de todas
las personas en el mundo, esa garantía es reconocida
por la ONU en la Observación General número 15, ti-
tulada “El derecho al agua” de 2002. En ella se señala
que el derecho al agua se encuadra claramente en la
categoría de las garantías indispensables para asegurar
un nivel de vida adecuado. El derecho humano al agua
es indispensable para vivir dignamente y es condición
previa para la realización de otros derechos humanos.

Es también reconocida por la Resolución
A/RES/64/292 de 2010, emitida por la Asamblea Ge-
neral de la ONU2, que reconoce el derecho humano al
agua y al saneamiento de la misma, reafirmando que el
agua potable limpia y el saneamiento son esenciales
para la realización de todos los derechos humanos. Di-
cha Resolución exhorta a los Estados y organizaciones
internacionales a proporcionar recursos financieros,
capacitación y la transferencia de tecnología para ayu-
dar a los países, en particular a los países en vías de
desarrollo, a proporcionar un suministro de agua pota-
ble y saneamiento saludable, limpio, accesible y ase-
quible para todos.

Además, en 2015, la ONU aprobó la Agenda 2030
sobre el Desarrollo Sostenible, con la finalidad de
emprender un camino con el que se busca mejorar la
vida de todos. Esta Agenda cuenta con 17 Objetivos
de Desarrollo Sostenible, que incluyen desde la eli-
minación de la pobreza, hasta el combate al cambio
climático, la educación, la igualdad de la mujer, la
defensa del medio ambiente o el diseño de nuestras
ciudades. Destaca para la presente iniciativa el Obje-
tivo de Desarrollo Sostenible número 6, que busca
garantizar agua limpia y saneamiento para todos, sus
metas son: 

6.1. De aquí a 2030, lograr el acceso universal y
equitativo al agua potable a un precio asequible pa-
ra todos.

6.2. De aquí a 2030, lograr el acceso a servicios de
saneamiento e higiene adecuados y equitativos para
todos y poner fin a la defecación al aire libre, pres-
tando especial atención a las necesidades de las mu-
jeres y las niñas y las personas en situaciones de
vulnerabilidad.

6.3. De aquí a 2030, mejorar la calidad del agua re-
duciendo la contaminación, eliminando el verti-
miento y minimizando la emisión de productos quí-
micos y materiales peligrosos, reduciendo a la
mitad el porcentaje de aguas residuales sin tratar y
aumentando considerablemente el reciclado y la
reutilización sin riesgos a nivel mundial.

6.4. De aquí a 2030, aumentar considerablemente el
uso eficiente de los recursos hídricos en todos los
sectores y asegurar la sostenibilidad de la extrac-
ción y el abastecimiento de agua dulce para hacer
frente a la escasez de agua y reducir considerable-
mente el número de personas que sufren falta de
agua. 

6.5. De aquí a 2030, implementar la gestión inte-
grada de los recursos hídricos a todos los niveles,
incluso mediante la cooperación transfronteriza, se-
gún proceda.

6.6. De aquí a 2020, proteger y restablecer los eco-
sistemas relacionados con el agua, incluidos los
bosques, las montañas, los humedales, los ríos, los
acuíferos y los lagos.

6.a. De aquí a 2030, ampliar la cooperación inter-
nacional y el apoyo prestado a los países en des-
arrollo para la creación de capacidad en actividades
y programas relativos al agua y el saneamiento, co-
mo los de captación de agua, desalinización, uso
eficiente de los recursos hídricos, tratamiento de
aguas residuales, reciclado y tecnologías de reutili-
zación.

6.b. Apoyar y fortalecer la participación de las co-
munidades locales en la mejora de la gestión del
agua y el saneamiento3.
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Como es de apreciarse, los marcos normativos inter-
nacionales contemplan que todas las personas puedan
acceder a un nivel de vida adecuado, digno y decoro-
so, de tal forma el agua, es un factor indispensable pa-
ra lograr este fin, sin embargo, al ser un recurso natu-
ral finito es necesario mejorar las políticas para su
abastecimiento, captación y uso.

El aumento de la población mundial trae aparejado
que se requieran más servicios, a su vez se requiere de
mayores recursos para satisfacer las distintas necesi-
dades, ante esto y frente a la escasez de agua, la hu-
manidad ha retomado una práctica ancestral para la re-
colección de agua, de tal forma los sistemas de
captación de agua de lluvia se convierten en una solu-
ción. Algunos casos de éxito a nivel internacional so-
bre captación de agua de lluvia, se llevan a cabo en Sri
Lanka, la isla de Hawái, en zonas costeras de Bangla-
desh, Bruselas, Brasil, Malawi, Star City Corea, y Se-
negal4. 

Contexto nacional

Por su superficie de 1.96 millones de km2 México,
ocupa el lugar decimotercero entre los países más ex-
tensos del mundo, el norte y noreste del país son las
zonas más secas; en contraste, sur y sureste son las zo-
nas más húmedas.

De acuerdo a las estadísticas del Agua emitidas por la
Conagua (2018) y la Encuesta intercensal del INEGI
2015, la cobertura nacional de acceso al agua entuba-
da era de 95.3 por ciento (97.8 por ciento urbana, 87.0
por ciento rural) y la cobertura nacional de acceso a los
servicios de alcantarillado y saneamiento básico era de
92.8 por ciento (97.4 por ciento urbana, 77.5 por cien-
to rural)5.

Aunque en el país hay en operación de acuerdo con la
Conagua, 932 plantas potabilizadoras, 2,526 de trata-
miento municipales y 3,025 de tratamiento industrial,
esta infraestructura no es suficiente para garantizar el
acceso de todas las personas a saneamiento y agua se-
gura.

De acuerdo con la Conagua, el agua renovable se de-
be analizar desde tres perspectivas: 

• Distribución temporal: en México existen grandes
variaciones del agua renovable a lo largo del año.

La mayor parte de la lluvia ocurre en el verano,
mientras que el resto del año es relativamente seco. 

• Distribución espacial: en algunas regiones del pa-
ís ocurre precipitación abundante y existe una baja
densidad de población, mientras que en otras suce-
de lo contrario. 

• Área de análisis: la problemática del agua y su
atención es predominantemente de tipo local. Los
indicadores calculados a gran escala esconden las
fuertes variaciones que existen a lo largo y ancho
del país.

El párrafo sexto del artículo 4º de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, establece que
toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sa-
neamiento de agua para consumo personal y domésti-
co en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible.

Con la finalidad de garantizar el derecho humano al
acceso del agua consagrado en nuestro marco Consti-
tucional, en algunos estados de la República, se han
puesto en marcha diversos sistemas de captación de
agua de lluvia, los cuales son una tecnología mediante
la cual se habilitan cubiertas y áreas impermeables en
las construcciones con el fin de captar el agua de llu-
via, para posteriormente conducirla a lugares en don-
de pueda almacenarse (depósitos, cisternas) y final-
mente darle un uso (humano, agrícola o pecuario),
Herrera (2010). Estos sistemas de aprovechamiento de
agua, se han implementado cuando no existe una red
de acueducto o el suministro es deficiente, también,
cuando no se dispone de recursos económicos para
solventar los materiales de construcción por su eleva-
do precio, o en algunos casos cuando existe una baja
disponibilidad de agua.

Por sus características, el agua de lluvia puede ser per-
fectamente utilizada para uso doméstico e industrial,
los cuales parten de modelos exitosos y entre los más
trascendentes que se aplican en nuestro país encontra-
mos los siguientes: 

• En 2016, el municipio de Cherán en Michoacán, los
habitantes de esta localidad decidieron construir un
gran captador de agua de lluvia, en el cerro Kukundi-
cata; este proyecto de ecosustentabilidad es considera-
do el más grande de América Latina. Esta hoya reco-
lectora de lluvia se ubica en el cráter natural que hay
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en la cima del cerro, con el cual se aprovechan los más
de 1 mil litros por metros cuadrados (m2) de agua que
caen en la región cada año. Tiene una superficie de 16
mil m2, para la captación de agua de lluvia; puede
contener hasta 20 millones de litros de agua. El agua
se almacena en cisternas instaladas en el cerro y a la
entrada del pueblo y desde estos depósitos se distribu-
ye a edificios públicos, escuelas, casas e incluso se usa
para una planta purificadora que diario produce unos
150 garrafones. Este proyecto beneficia directamente
a la población generando empleos, conservando el am-
biente y sustentabilidad6.

De acuerdo al manual de operación y mantenimiento
del Sistema de Captación de agua de lluvia de Cherán,
Michoacán; el sistema inicia en el área de captación y
la hoya de almacenamiento localizado en la cima del
cerro, para posteriormente mediante una línea de con-
ducción vaya descendiendo a la ladera del cerro hasta
llegar a una cisterna de 500 m3, pasar por un filtro de
flujo ascendente y posteriormente a una cisterna de
50m3 para finalizar en la planta purificadora7.

• Programa Cosecha de Lluvia. Ciudad de México.
Es un programa social operado por la Secretaría del
Medio Ambiente, a través de la Dirección General
de Coordinación de Políticas y Cultura Ambiental,
que tiene como propósito mejorar el abasto de agua
de personas que viven en colonias de bajos ingresos
con la instalación de sistemas de cosecha de lluvia.
El programa consiste en la instalación gratuita de
un sistema de captación de agua de lluvia que per-
mita aumentar el abasto de agua para uso domésti-
co. Este programa para este año 2020 opera en las
alcaldías de: Tláhuac, Iztapalapa, Xochimilco, Mil-
pa Alta y Tlalpan8.

Los anteriores casos demuestran que cuando se orga-
nizan debidamente sociedad y gobierno se consolidan
exitosos proyectos, los cuales con la debida asesoría
técnica pueden ser replicados en más Estados de la Re-
pública, es por ello que la presente iniciativa pretende
dotar de instrumentos jurídicos para que esto suceda,
con lo cual se puedan avanzar en la consolidación del
objetivo número 6 de la agenda 2030, en especifico de
las siguientes metas:

6.1. De aquí a 2030, lograr el acceso universal y
equitativo al agua potable a un precio asequible pa-
ra todos.

6.3. De aquí a 2030, mejorar la calidad del agua re-
duciendo la contaminación, eliminando el verti-
miento y minimizando la emisión de productos quí-
micos y materiales peligrosos, reduciendo a la
mitad el porcentaje de aguas residuales sin tratar y
aumentando considerablemente el reciclado y la
reutilización sin riesgos a nivel mundial.

6.4. De aquí a 2030, aumentar considerablemente el
uso eficiente de los recursos hídricos en todos los
sectores y asegurar la sostenibilidad de la extracción
y el abastecimiento de agua dulce para hacer frente
a la escasez de agua y reducir considerablemente el
número de personas que sufren falta de agua.

6.a. De aquí a 2030, ampliar la cooperación inter-
nacional y el apoyo prestado a los países en des-
arrollo para la creación de capacidad en actividades
y programas relativos al agua y el saneamiento, co-
mo los de captación de agua, desalinización, uso
eficiente de los recursos hídricos, tratamiento de
aguas residuales, reciclado y tecnologías de reutili-
zación.

6.b. Apoyar y fortalecer la participación de las co-
munidades locales en la mejora de la gestión del
agua y el saneamiento9.

Planteamiento del problema

La Organización de las Naciones Unidas señala que
tres de cada diez personas carecen al acceso de agua
potable, seis de cada diez a instalaciones de sanea-
miento gestionadas seguras, de tal manera la escasez de
agua afecta a 40 por ciento de la población mundial y
se estima que aumente en los próximos años. Ante este
escenario se plantea que el gobierno federal, inicie la
promoción y construcción de sistemas de captación de
agua de lluvia, como una alternativa al problema de
grandes dimensiones como lo es el acceso al agua.

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud
(OMS), una persona requiere de 100 litros de agua al
día (5 o 6 cubetas grandes) para satisfacer sus necesi-
dades, tanto de consumo como de higiene.

Si bien se ha conseguido progresar de manera sustan-
cial en la ampliación de la cobertura en el acceso del
agua potable y saneamiento, aún existe en nuestro pa-
ís miles de personas que carecen de este servicio, tan-
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to en zonas rurales como urbanas. Datos del Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) señala
que de los 34 millones 67 mil 895 de hogares que re-
porta la Encuesta Nacional de Hogares 201710, en 23
millones 576 mil 134 de ellos (69.2 por ciento) se
cuenta con dotación diaria de agua; en 4 millones 435
mil 30 de ellos (13 por ciento) tiene agua cada tercer
día; en 1 millón 696 mil 242 (5 por ciento) hogares tie-
nen agua dos veces por semana; en 1 millón 318 mil
400 (3.9 por ciento) una vez por semana; y 1 millón 2
mil 3 (2.9 por ciento) de vez en cuando. El 4.7 por
ciento de los hogares (1 millón 606 mil 301) no reci-
ben agua por tubería y la consiguen de otros lugares.
Y en 2016 se extrajeron 216 mil 593 millones de me-
tros cúbicos de agua que, comparados con los 175 mil
245 millones de metros cúbicos (m3) extraídos en
2003, representan un incremento de 24 por ciento.

Como es de apreciarse existe un gran número de po-
blación en nuestro país que no tiene acceso al agua, ya
sea entubada o por algún otro medio; lo cual sin duda
repercute en su calidad de vida, además la situación se
agrava con el paso de los años, pues si revisamos el in-
cremento en la extracción de agua entre 2003 y 2016,
se muestra un claro aumento, lo anterior es conse-
cuencia del incremento en la población en México, por
ello es necesario fomentar un uso eficiente y cons-
ciente del agua, y aspirar a que nos convirtamos en
consumidores responsables.

Ahora bien, la pandemia del Covid-19 ha puesto de
manifiesto la importancia vital del saneamiento, la hi-
giene y un acceso adecuado a agua limpia para preve-
nir las enfermedades. La mayor recomendación para
prevenir el contagio del Covid-19 se basa en el lavado
adecuado de manos, con esta medida se busca reducir
la propagación de los patógenos y prevenir infecciones.
De tal forma es indispensable garantizar el acceso al
agua limpia de calidad, y una de las vías para conseguir
esto es por medio de la captación de agua de lluvia.

Justificación económica

De aprobarse la presente iniciativa tiene pertinencia
jurídica y económica; derivado de que no contempla la
creación de nuevas dependencias o plazas de servido-
res públicos, por lo cual no generaría un impacto pre-
supuestal al erario público, toda vez que no se con-
templa la creación de nuevos entes de gobierno, ni
alguna partida extraordinaria para la aplicación de las

reformas planteadas, de tal forma que tiene viabilidad
económica al no representar erogación alguna.

De igual forma la propuesta para la implantación de
sistemas de captación de agua de lluvia, impactaría po-
sitivamente en la economía de la ciudadanía, derivado
de que el agua de lluvia es un recurso gratuito y fácil de
mantener. El aprovechamiento de este recurso natural
permitirá una reducción en el consumo de agua potable
entubada, lo cual también impactara reduciendo la tari-
fa que pagan las familias por consumo. Estos sistemas,
son una alternativa con la cual se puede combatir la es-
casez de agua en muchas zonas rurales y urbanas, me-
jorando la calidad de vida de toda la población.

Propuesta

La presente iniciativa pretende que se instaure una vía
alterna para poder aprovechar los recursos naturales,
de tal forma que con la instalación de sistemas de cap-
tación de agua de lluvia se da un paso importante para
garantizar el acceso al agua y por tanto se disminuyen
las desigualdades sociales.

La utilización del agua de lluvia por medio de sistemas
de captación de agua pluvial, permite tener agua de ca-
lidad para diversos usos no potables como, por ejem-
plo, la limpieza, riego, uso sanitario, lavado de ropa, y
recargar las reservas subterráneas. La utilización de
este recurso permite a los diferentes núcleos poblacio-
nales tener un suministro de líquido vital para la reali-
zación de diversas actividades, garantizar la captación
pluvial es garantiza derechos vitales.

En razón de lo anterior se propone modificar la Ley de
Aguas Nacionales, de la siguiente manera:
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Por lo anteriormente fundado y motivado y con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; numeral 1, fracción I del artículo 6; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados; me
permito poner a consideración de esta Asamblea Le-
gislativa, el presente proyecto de iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma la Ley de Aguas Na-
cionales.

Artículo Único. Se adiciona una fracción L Bis al ar-
tículo 3; se adiciona una fracción VIII Bis, y se refor-
man las fracciones XIII y XIV del artículo 9; se refor-
ma la fracción XII del artículo 14 Bis 5; y se reforma
el artículo 47 Bis; de la Ley de Aguas Nacionales, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por:

I. a L. …

L. Bis. “Sistema de Captación de Agua de Llu-
via”: Conjunto de elementos que interceptan y
recolectan el agua pluvial, tales como superficies
de captación, tuberías y accesorios, para condu-
cirla a dispositivos de almacenamiento y de fil-
tración y/o desinfección, con la finalidad de ha-
bilitarla para su posterior uso.

LI. a LXVI. …

Artículo 9. …

… 

…

…

…

…

Son atribuciones de “la Comisión” en su nivel nacio-
nal, las siguientes:

I. a VIII. …

VIII. Bis. Formular lineamientos técnicos y ad-
ministrativos para la implementación de sistema
de captación de agua de lluvia, con fines de abas-
to de agua potable a nivel vivienda.

IX. a XII. …
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XIII. Fomentar y apoyar los servicios públicos ur-
banos y rurales de agua potable, alcantarillado, sa-
neamiento, recirculación, reúso y captación de
agua de lluvia, en el territorio nacional, para lo
cual se coordinará en lo conducente con los go-
biernos de los estados, y a través de éstos, con los
municipios. Esto no afectará las disposiciones, fa-
cultades y responsabilidades municipales y estata-
les, en la coordinación y prestación de los servicios
referidos;

XIV. Fomentar y apoyar el desarrollo de los siste-
mas de agua potable, de alcantarillado y de capta-
ción de agua de lluvia; los de saneamiento, trata-
miento y reúso de aguas; los de riego o drenaje y los
de control de avenidas y protección contra inunda-
ciones en los casos previstos en la fracción IX del
presente Artículo; contratar, concesionar o descen-
tralizar la prestación de los servicios que sean de su
competencia o que así convenga con los gobiernos
estatales y, por conducto de éstos, con los munici-
pales, o con terceros;

XV. a LIV. …

Artículo 14 Bis 5. Los principios que sustentan la po-
lítica hídrica nacional son:

I. a XI. …

XII. El aprovechamiento del agua debe realizarse
con eficiencia, y debe promoverse su reúso y recir-
culación, así como considerar la implementación
de sistemas de captación de agua de lluvia;

XIII. a XII. …

…

Artículo 47 Bis. “La Autoridad del Agua” promo-
verá entre los sectores público, privado y social, el
uso eficiente del agua, así como la implementación
de sistemas de captación de agua de lluvia en las
poblaciones y centros urbanos, el mejoramiento en
la administración del agua en los sistemas respecti-
vos, y las acciones de manejo, preservación, conser-
vación, reúso y restauración de las aguas residuales
referentes al uso comprendido en el presente capítu-
lo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá, dentro de los
180 días posteriores a la entrada en vigor del presente
decreto, adecuar y emitir las disposiciones normativas
y reglamentarias necesarias para la aplicación del pre-
sente decreto.

Notas

1 El Agua en el mundo. Centro virtual de información del agua,

2017. Disponible en: https://agua.org.mx/en-el-planeta/ 

2 Resolución aprobada por la Asamblea General de la ONU el 28

de julio de 2010. Disponible en: 

https://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/64/2

92&Lang=S

3 Objetivos de Desarrollo Sostenible. Objetivo 6. Garantizar la

disponibilidad de agua y su gestión sostenible y el saneamiento pa-

ra todos. Metas del objetivo 6. Disponible en: 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/water-and-sanita-

tion/ 

4 Experiencias internacionales de sistemas de captación de aguas

pluviales: hacia la seguridad del agua

Editado por: José Arturo Gleason Espíndola, César Augusto Ca-

siano Flores, Raúl Pacheco-Vega, Margarita Rosa Pacheco Mon-

tes. Disponible en: https://iwaponline.com/ebooks/book/790/Inter-

national-Rainwater-Catchment-Systems 

5 Numeragua México 2018. Comisión Nacional del Agua. Dispo-

nible en: http://sina.conagua.gob.mx/publicaciones/Numera-

gua_2018.pdf

6 Captador de agua de lluvia en Cherán. Noticiero en Punto. Con-

sultado el 25 de junio de 2020. Disponible en: https://www.youtu-

be.com/watch?v=TH9T0b4JknU 

7 Manual de operación y mantenimiento del Sistema de Captación

de agua de lluvia de Cherán, Michoacán. Disponible en:

https://www.imta.gob.mx/biblioteca/libros_html/cheran/files/as-

sets/common/downloads/publication.pdf 

Gaceta Parlamentaria Martes 10 de noviembre de 202032



8 Gobierno de la Ciudad de México. Secretaria del Medio Am-

biente. Programa Cosecha de Lluvia. Disponible en:

https://www.sedema.cdmx.gob.mx/programas/programa/progra-

ma-de-sistemas-de-captacion-de-agua-de-lluvia-en-viviendas-de-

la-ciudad-de-mexico

9 Objetivos de Desarrollo Sostenible. Objetivo 6. Garantizar la

disponibilidad de agua y su gestión sostenible y el saneamiento pa-

ra todos. Metas del objetivo 6. Disponible en: 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/water-and-sanita-

tion/ 

10 Inegi. “Encuesta Nacional de los Hogares. Principales resulta-

dos 2017”. Disponible en: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enh/2017/doc/en

h2017_resultados.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
Ciudad de México, a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Mónica Almeida López (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY OR-
GÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL; Y DE

LOS CÓDIGOS PENAL FEDERAL, Y NACIONAL DE PROCE-
DIMIENTOS PENALES, A CARGO DE LA DIPUTADA CECILIA

ANUNCIACIÓN PATRÓN LAVIADA, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PAN

La suscrita, diputada Cecilia Anunciación Patrón La-
viada, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional de la LXIV Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en el artí-
culo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos
6 numeral 1;76; 77 y; 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión,

se permite presentar para su análisis y dictamen la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman los artículos 32 Bis y 35 de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal; 419 Bis del
Código Penal Federal y; 428 del Código Nacional de
Procedimientos Penales.

Planteamiento del problema 

Lamentablemente el maltrato animal es una realidad
en nuestro país. Es un problema que se ha minimiza-
do, pero que es una realidad que nos atañe a todos. Tan
solo en la Ciudad de México la Brigada de Vigilancia
Animal recibió más de mil 700 denuncias por maltra-
to animal en 2018.1

En todo nuestro país el 70 por ciento de los perros se
encuentran en situación de calle, por lo que solo el 30
por ciento tienen dueños, existiendo a la par 22 millo-
nes de perros y 5.5 millones de gatos, en el 54 por
ciento2 de los hogares. 

La cifra más alarmante la da el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), donde se muestran da-
tos donde México ocupa el 3o. lugar3 en los países con
mayor maltrato animal. 

En nuestro país existe un retraso en las tareas de pre-
vención del maltrato animal, al ser una corte de dere-
cho socialista. Hace falta un engranaje que permita a
las autoridades emprender acciones de prevención del
maltrato animal, y mecanismo que permitan la inte-
gración de los grupos de la sociedad organizada en es-
ta gran tarea. 

De igual manera en los Códigos Penales locales y fede-
ral, se nota una ausencia de control en la materia de mal-
trato a la altura, a comparación del marco internacional. 

Si se atiende adecuadamente el problema, en tareas de
prevención y concientización, se tendrá que ocupar de
manera última la aplicación de sanciones administrati-
vas y penales; pero en el marco señalado por la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal (LO-
APF), no se prevé dicha facultad. 

Exposición de motivos 

El humano al vivir en sociedad requiere de ciertas re-
glas para poder convivir de manera adecuada. Estas re-
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glas han evolucionado conforme los problemas y las
circunstancias lo requieren, por lo que el Derecho y la
realidad deben tener un crecimiento a la par. 

Los retos de las sociedades modernas han evoluciona-
do, contemplando nuevos retos y protección de nuevos
sujetos o bienes tutelados por la sociedad, para tener
una interacción de armonía en la sociedad. 

Respecto a la posesión de animales domésticos y de
carga o de trabajo han cambiado los parámetros lega-
les y materiales de sus necesidades, respecto los ani-
males de carga, por el avance de la tecnología y de las
nuevas técnicas de producción su uso ha disminuido,
así como la legislación respecto su tenencia para la ser
propietario de cierta extensión territorial, así como de
beneficios económicos ha evolucionado. 

A lo que compete en el tema de los animales domésti-
cos, ha de ser mencionado que su importancia y cui-
dado ha evolucionado, de igual manera su legislación
aplicable ha cambiado y evolucionado para bien de
ellos y de la sociedad. 

El tener una mascota, resulta de gran importancia a las
familias, donde conviven a diario con ellos y se ha in-
tegrado a la propia familia, por lo que se les han dado
ciertas prerrogativas a sus dueños y a las mascotas por
si misma para garantizar la integridad de este y de la
familia, resultado de que la sociedad los ha convertido
en un bien jurídico tutelado, que de ser vulnerado re-
percute directamente en la sociedad. 

En relación con estas tareas se han asimilado princi-
palmente a las entidades federativas bajo el plano del
sistema residual en el que nos encontramos por consa-
gración del artículo 124 de la Constitución. 

Si bien se ha demostrado avances en la legislación es-
tatal respecto la prevención y sanción al maltrato ani-
mal en entidades federativas como la Ciudad de Méxi-
co, en otras entidades y, por general, en nuestro país
nos encontramos en un gran rezago por lo cual ocupa-
mos el tercer lugar en maltrato animal, como se de-
mostró en el planteamiento del problema. 

Si bien es, principalmente, un tema local, desde la fe-
deración se pueden emprender acciones y adecuacio-
nes legislativas para atacar el problema que nos repre-
senta el maltrato animal. 

En la creación de las normas oficiales mexicanas
(NOM) podemos encontrar legislación aplicable res-
pecto al cuidado de los animales como los son la
NOM-051-ZOO-1995 respecto al trato humanitario de
animales y la NOM-033-SAG/ZOO-2014 sobre méto-
dos para dar muerte a los animales domésticos y sil-
vestres se ven ciertas competencias para crear este en-
granaje, no se encuentra directamente legislativo, por
lo que llega a poner en riesgo el principio de legalidad. 

Artículo 35.- A la Secretaría de Agricultura y Des-
arrollo Rural corresponde el despacho de los si-
guientes asuntos

…

IV. Vigilar el cumplimiento y aplicar la normativi-
dad en materia de sanidad animal y vegetal; fomen-
tar los programas y elaborar normas oficiales de sa-
nidad animal y vegetal; atender, coordinar,
supervisar y evaluar las campañas de sanidad, así
como otorgar las certificaciones relativas al ámbito
de su competencia; (artículo 35 LOAPF)

Artículo 16.- Las medidas zoosanitarias se determi-
narán en disposiciones de sanidad animal las cuales
podrán comprender los requisitos, especificaciones,
criterios o procedimientos para:

…

XII. Sacrificar animales enfermos o expuestos al
agente causal de alguna enfermedad; (artículo 16
LFSA)

En la LOAPF la propia Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales no prevé algo relativo al tema de
atención al maltrato animal, y lo poco previsto se en-
cuentra a la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Ru-
ral. 

Es de suma importancia que las autoridades empren-
dan tareas de prevención en el maltrato animal, por ser
uno de los principios rectores de nuestro constitucio-
nalismo, la prevención. 

Si se reforma la LOAPF para dar tareas específicas a
la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, así co-
mo a la Secretaría del Medio Ambiente, en tareas de
prevención al maltrato animal. 
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Al dar facultades expresas se da paso a una reglamen-
tación adecuada del tema, dando atribuciones genera-
les a estas Secretarías, lo que nos permitirá poder em-
pezar a trabajar en el rezago legislativo y normativo en
el tema. 

Respecto la existencia de tipos penales específicos que
atiendan y sancionen el maltrato animal, las entidades
federativas como la Ciudad de México son ejemplo,
pero en nuestro Código Penal Federal (CPF) tenemos
muy poco acerca del tema, castigando solo ciertas con-
ductas. 

Al reformar y adecuar, sancionando ciertas conductas
dañinas, lo que ocasionamos es dar el efecto de publi-
cidad que tiene la norma en materia penal y de publi-
cidad, seguimiento por parte de las legislaturas locales
para legislar en el tema y su aplicación en cierto mo-
mento, en su aplicación del Código Penal Federal. 

Con la presente reforma se pretende anexar ciertas
conductas en el artículo 419 Bis del CPF, dentro del
catálogo de los delitos contra la biodiversidad. El artí-
culo ya citado concentra delitos en materia de maltra-
to animal, más se pretende extender este tipo penal con
ciertas agravantes, por lo que se presenta las adiciones. 

Artículo 419 Bis.- Se impondrá pena de seis meses
a cinco años de prisión y el equivalente de doscien-
tos a dos mil días multa a quien:

I a VI…

VII.- De forma deliberada, infrinja daño a cual-
quier animal sin importar la relación jurídica
que guarde respecto al bien. La sanción aumen-
tará en una tercera parte cuando:

a) Se ocasione la muerte del animal.

b) La acción se prolongue en el tiempo, ocasio-
nando agonía o sufrimiento.

c) La acción sea reiterada.

d) Conste de un sacrificio diverso a los estableci-
do por las leyes y las normas oficiales mexicanas.

e) Exista mutilación. 

…

…

Se da el presupuesto del daño de manera general y de-
liberada sin importar su relación, si es o no su dueño,
al no ser justificación a la agresión. 

Los supuestos de aumento a la condena obedecen a ac-
tos de violencia dolosa, que han sido mencionadas por
diversos órganos de la sociedad civil organizada. 

De igual manera se propone una reforma al Código
Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) para in-
tegrar la participación activa de la sociedad y de la so-
ciedad civil organizada en el ejercicio de la acción pe-
nal por particulares. 

Esta reforma integra a todos los delitos contra la bio-
diversidad, que integra a su vez los actos contra los
animales, de esta manera sumamos a la sociedad res-
pecto a las tareas de investigación del delito y del ca-
mino al cumplimiento de los aspectos medioambienta-
les como lo pueden ser los señalados por la agenda
2030.

Con el ejercicio de la acción penal por parte de los par-
ticulares, estos órganos de la sociedad civil organiza-
da, como lo pueden ser asociaciones civiles, por el que
pueden conformar su investigación y acudir de mane-
ra directa, con la investigación realizada con el juez de
control. 

Esto obedece a que gran parte del trabajo respecto al
combate del maltrato animal en el país ha procedido
de la sociedad, por lo que su integración a un papel tan
importante como lo es en la acción penal, lograría
plasmar su trabajo en coadyuva a las autoridades. 

La presente iniciativa tiene por objeto:

• Establecer de manera expresa en la LOAPF facul-
tades en prevención del maltrato animal a la Secre-
taría de Agricultura y Desarrollo Rural y a la propia
Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les. 

• Sancionar al que, de forma deliberada, infrinja da-
ño a cualquier animal sin importar la relación jurí-
dica que guarde respecto al bien, aumentando la
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sanción cuando se ocasione la muerte del animal, la
acción se prolongue en el tiempo, ocasionando ago-
nía o sufrimiento, cuando la acción sea reiterada,
cuando el acto conste de un sacrificio diverso a los
establecidos por las leyes y las normas oficiales me-
xicanas y cuando exista mutilación. 

• Dar participación a la sociedad y personas; mora-
les y privadas mexicanas, así como organizaciones
sin fines de lucro, cuyo objeto social sea la protec-
ción del medio ambiente o de los animales, para en-
cabezar la acción penal por particulares en delitos
contra la biodiversidad

La presente iniciativa tiene por finalidad:

• Que se emprendan acciones de prevención y aten-
ción del maltrato animal por parte de la Adminis-
tración Pública, así como una mayor normatividad. 

• Disminuir los actos de maltrato animal, por parte
del efecto de publicidad del nuevo tipo penal. 

• Participación de la sociedad en las acciones de
erradicación del maltrato animal.

Es por lo anterior que se presenta cuadro comparativo
de forma expositiva, entre lo propuesto por la presen-
te iniciativa y las leyes vigentes. 
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Fundamento legal de la iniciativa

Lo constituyen los artículos 71 fracción II y 78 frac-
ción III de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos (CPEUM), así como los artículos 6
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados mismos que quedaron precisados desde el
inicio de este documento. Por lo anteriormente ex-
puesto, someto a consideración de esta soberanía, la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Primero.- Se reforma el artículo 32 Bis fracción
XXXVII y adiciona la fracción IV BIS del artículo
35 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal para quedar como sigue

Artículo 32 Bis.- A la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales corresponde el despacho de los si-
guientes asuntos:

De la I a la XXXVI…

XXXVII. Participar con la Secretaría de Agricul-
tura y Desarrollo Rural en las tareas de preven-
ción al maltrato animal. 

XXXVIII a la XLII…

Artículo 35.- A la Secretaría de Agricultura y Desarro-
llo Rural corresponde el despacho de los siguientes
asuntos:

De la I a la IV…

IV Bis. - La promoción de información y difu-
sión que genere una cultura cívica de protec-
ción, responsabilidad, respeto y trato digno a los
animales, así como el desarrollo de programas
de educación y capacitación en la materia, en co-
ordinación con las autoridades competentes re-

lacionadas con las instituciones de educación bá-
sica.

IV Ter. - Participar con la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público en la determinación de cri-
terios generales para el establecimiento de estí-
mulos fiscales y financieros necesarios para el
combate al maltrato animal.

V a XXIV…

Segundo. - Se adiciona una fracción VII del artícu-
lo 419 Bis del Código Penal Federal, para quedar co-
mo sigue 

Artículo 419 Bis. - Se impondrá pena de seis meses a
cinco años de prisión y el equivalente de doscientos a
dos mil días de multa a quien:

I a la VI…

VII.- De forma deliberada, infrinja daño a cual-
quier animal sin importar la relación jurídica
que guarde respecto al bien. La sanción aumen-
tará en una tercera parte cuando:

a) Se ocasione la muerte del animal.

b) La acción se prolongue en el tiempo, oca-
sionando agonía o sufrimiento.

c) La acción sea reiterada.

d) Conste de un sacrificio diverso a los esta-
blecido por las leyes y las normas oficiales
mexicanas.

e) Exista mutilación. 

…

…

Tercero. - Se reforma el artículo 428 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales para quedar como
sigue 

Artículo 428. Supuestos y condiciones en los que pro-
cede la acción penal por particulares 
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La víctima u ofendido podrá ejercer la acción penal
únicamente en los delitos perseguibles por querella,
cuya penalidad sea alternativa, distinta a la privativa
de la libertad o cuya punibilidad máxima no exceda de
tres años de prisión.

En los delitos contra la biodiversidad, el ofendido
podrá ejercer la acción penal, entendiendo al ofen-
dido como la sociedad, sin que los requisitos del pá-
rrafo anterior sean vinculatorios. La acción penal
se podrá ejercer por persona moral privada mexi-
cana sin fines de lucro, cuyo objeto social sea la
protección del medio ambiente o de los animales. 

…

…

Transitorios

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. - Las Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural y la Secretaria de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, en un plazo de 180 días expedirá la regla-
mentación pertinente en cumplimiento del presente
decreto. 

Notas

1 Cfr. https://openrevista.com/social/maltrato-animal-en-mexico-

en-cifras/#:~:text=7%20de%20cada%2010%20perros,mexica-

nos%2C%20tendr%C3%A1n%20una%20mascota%20adoptada.

Consultado el 6 de octubre de 2020.

2 Ibídem

3 Íbid.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020. 

Diputada Cecilia Anunciación Patrón Laviada (rúbrica)

QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 111 Y 116 DE LA LEY GE-
NERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE, A CARGO DE LA

DIPUTADA ANA LAURA BERNAL CAMARENA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, diputada Ana Laura Bernal Camare-
na, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, de la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; los artículos 3, numeral 1, fracción IX; 6, nu-
meral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados; así como, el artículo 10, numeral
2, del Reglamento para la Contingencia Sanitaria, so-
meto a la consideración de esta soberanía; la iniciativa
con proyecto de decreto, por el que se reforman los ar-
tículos 111 y 116 de la Ley General de Cultura Física
y Deporte, con base en el planteamiento del problema,
fundamentos legales y los siguientes argumentos:

Planteamiento del problema

Es de conocimiento público que recientemente el ho-
norable Congreso de la Unión por mayoría aprobó la
eliminación de diversos fondos y fideicomisos para es-
tablecer una entrega directa a los beneficiarios e indi-
car los recursos en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración de cada año.

El nuevo destino de recursos económicos para la Salud
de las y los mexicanos concentrados en la Tesorería de
la Federación, es un esfuerzo loable del Poder Ejecuti-
vo Federal para atender los efectos socioeconómicos
derivados de la pandemia generada por el coronavirus
Sars-Cov-2 y su enfermedad (Covid-19).

Uno de estos fideicomisos, es el fondo para el deporte de
alto rendimiento que fue eliminado en la práctica y de-
rogado de la Ley General de Cultura Física y Deporte.

Para el año 2020, se dispusieron recursos económicos
para el Fodepar por 213 millones de pesos, con ello se
garantizaba el apoyo a 788 beneficiarios, 288 atletas,
49 de deporte adaptado y otorga apoyos vitalicios a 99
medallistas olímpicos y 81 paralímpicos; así como,
271 técnicos, entrenadores e integrantes de grupos
multidisciplinarios, la realización de viajes a compe-
tencias nacionales e internacionales, campamentos,
compra de equipos deportivos especializados, becas e
insumos médicos.
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Para el caso del pago a ex medallistas olímpicos y pa-
ralímpicos, el problema es aún mayor, porque deben
tener certeza legal de continuar recibiendo el apoyo
económico vitalicio, porque la historia forjada por ca-
da uno de ellos, en el esfuerzo personal y colectivo,
marca positivamente a generaciones de mexicanos y
motiva al sano desarrollo. 

Para Kelsen la derogación consiste en la eliminación
de la validez de una norma por otra norma. Dado su
concepto de validez, puede decirse que la derogación
es la eliminación de la existencia de la norma que pier-
den toda vigencia y cierta validez.1

En ese entendido, la disposición del transitorio para
sostener que dé los recursos aprobados a la Comisión
Nacional de Cultura Física y Deporte deberá pagarse a
las y los atletas ex medallistas olímpicos y paralímpi-
cos; así como, a los atletas de alto rendimiento resulta
insuficiente y genera incertidumbre en los beneficia-
rios.

La Conade tiene a su cargo la promoción y el fomento
de la cultura física y el deporte, conforme a las si-
guientes facultades: convocar al Sistema Nacional de
Cultura Física y Deporte; proponer, dirigir, ejecutar,
evaluar y vigilar la política nacional de cultura física y
deporte; integrar el Programa Nacional de Cultura Fí-
sica y Deporte y, en coordinación con los tres órdenes
de gobierno, vincular la ejecución de las políticas que
orienten el fomento y desarrollo del deporte en el pa-
ís; asimismo, implementar y mejorar los mecanismos
de rendición de cuentas y transparencia, que permitan
proporcionar la información correspondiente a los pro-
gramas considerados en la Conade, con objeto de im-
pulsar el desarrollo de programas específicos, entre los
que se debe sumar el pago a ex medallistas olímpicos
y paralímpicos, así como, el apoyo a los atletas de al-
to rendimiento. 

La reserva que presentó el Grupo Parlamentario de
Morena en la Cámara de Diputados, reviste de todo el
interés de las y los deportistas para brindar los apoyos
económicos y materiales para la práctica y desarrollo
del deporte de alto rendimiento con posibilidad de par-
ticipar en Juegos Olímpicos y Paralímpicos. 

También para que el procedimiento para el otorga-
miento de los apoyos quede establecido en el Regla-
mento correspondiente de la presente Ley y deberá

considerar, entre otros criterios, la opinión de expertos
en las respectivas disciplinas y el rendimiento de de-
portistas en competencias oficiales. 

Reserva que fue aprobada y es parte del decreto publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación que quedó
en sus términos en la discusión y aprobación que se
efectuó la Cámara de Senadores.

Sin embargo, es necesario analizar y discutir si basta
lo mandatado por el legislador en norma y transitorios
o establecer la seguridad de diversos supuestos para
garantizar el pago a los beneficiarios:

I. Es necesario incorporar nuevamente en la Ley
General de Cultura Física y Deporte que existe el
pago de una beca como reconocimiento económico
vitalicio.

II. Que ese reconocimiento es para las y los atletas
que obtengan o hayan obtenido una o más medallas
en Juegos Olímpicos o Paralímpicos.

III. Que se debe garantizar dicho recurso en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación de cada año.

IV. Que debe ser suministrado de forma inmediata y
anual a la Conade, para tener certeza del pago.

V. Que debe existir transparencia en la entrega de
dichos recursos y apoyos.

Ante la gran participación de la delegación mexicana
en los Juegos Panamericanos y Parapanamericanos de
Lima, Perú; no podemos mandar el mensaje de incer-
tidumbre por la probable falta de apoyo a los atletas de
cara a los próximos juegos olímpicos de Tokio a cele-
brarse en 2021.

Fundamentos legales

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo 4º. (…)

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la
práctica del deporte. Corresponde al Estado su pro-
moción, fomento y estímulo conforme a las leyes en
la materia. 
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(…)

Artículo 73. (…)

XXIX-J. Para legislar en materia de cultura física y
deporte con objeto de cumplir lo previsto en el artí-
culo 4o. de esta Constitución, estableciendo la con-
currencia entre la Federación, las entidades federati-
vas, los Municipios y, en su caso, las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de
sus respectivas competencias; así como la participa-
ción de los sectores social y privado; 

(…)

Ley General de Cultura Física y Deporte

Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 7 de junio de 2013 texto vigente

Última reforma publicada DOF 11-12-2019

Argumentos

• La Cámara de Diputados está obligada para presu-
puestar y destinar mínimamente 213 millones que co-
rresponden al Deporte de alto rendimiento y otra can-
tidad más para el pago a ex medallistas olímpicos y
paralímpicos.

• La derogación consiste en la eliminación de la va-
lidez de una norma por otra norma.

• En el caso del pago a ex medallistas olímpicos y
paralímpicos, no existe certeza legal para continuar
recibiendo el apoyo económico vitalicio y quedó
solamente la disposición en transitorio del decreto
que aprobó el H. Congreso de la Unión.

• Es necesario establecer en la Ley General de Cul-
tura Física y Deporte, el mandato de pago a ex me-
dallistas olímpicos y paralímpicos, así como, atletas
de alto rendimiento, para generar certidumbre y, an-
te la disposición legal, estos pagos se realicen con
base en las reglas de operación y lineamientos esta-
blecidos, evitando la emisión de acuerdos institu-
cionales. 

• Que se deben garantizar dichos recursos en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación de cada año.

• Que deberá ser suministrado de forma inmediata y
anual a la Conade, para que los beneficiarios tengan
certeza del pago.

• Que debe existir transparencia permanente en la
entrega de dichos recursos y apoyos, evitando actos
de corrupción.

• Que, para mejor comprensión, se detalla el si-
guiente cuadro comparativo, donde se resalta la adi-
ción propuesta:
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En mérito de lo anteriormente expuesto y fundado, se
estima justificada y motivada jurídicamente la emisión
del siguiente

Decreto por el que se reforman los artículos 111 y
116 de la Ley General de Cultura Física y Deporte.

Único. Se adiciona un párrafo primero, segundo y ter-
cero, pasando a ser el actual párrafo primero a párra-
fo cuarto del artículo 111, se reforma el párrafo pri-
mero y tercero, se adiciona un párrafo cuarto y se
deroga el párrafo segundo del artículo 116 de la Ley
General de Cultura Física y Deporte, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 111. Corresponde a la Conade el otorga-
miento de una beca como reconocimiento económi-
co vitalicio a los deportistas que en representación
oficial obtengan o hayan obtenido una o más me-
dallas en Juegos Olímpicos o Paralímpicos.

Para ello, se garantizará el recurso en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación de cada año y se
suministrará de forma inmediata y anual con la de-
bida fiscalización y seguimiento permanente de los
flujos financieros por la Auditoría Superior de la
Federación y el Órgano Interno de Control.

La Conade, vía reglamento regirá las reglas de ope-
ración, criterios y bases para el otorgamiento y
monto de la beca a que se harán acreedores los be-
neficiados por reconocimiento a medallistas olímpi-
cos y paralímpicos.

Los estímulos a que se refiere el presente Capítulo,
que se otorguen con cargo al presupuesto de la Cona-
de, tendrán por finalidad el cumplimiento de alguno de
los siguientes objetivos: 

I. a X. (…)

Artículo 116. Para efecto del cumplimiento de lo dis-
puesto por el presente Capítulo, la Conade con cargo a
su presupuesto autorizado, brindará los apoyos econó-
micos y materiales para la práctica y desarrollo del de-
porte de alto rendimiento con posibilidad de participar
en Juegos Olímpicos y Paralímpicos. 

Se deroga. 

El procedimiento para el otorgamiento de los apoyos
quedará establecido en el Reglamento correspondiente
de la presente Ley y deberá considerar, entre otros cri-
terios, la opinión de expertos en las respectivas disci-
plinas y el rendimiento de deportistas en competencias
oficiales. 

Para el cumplimiento, se garantizará el recurso en
el Presupuesto de Egresos de la Federación de cada
año y se suministrará de forma inmediata y anual
con la debida fiscalización y seguimiento perma-
nente de los flujos financieros por la Auditoría Su-
perior de la Federación y el Órgano Interno de
Control.

Martes 10 de noviembre de 2020 Gaceta Parlamentaria41



Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Reglamento deberá considerar las formas
y topes de licitación sobre los apoyos otorgados a las
y los atletas de alto rendimiento, en atención a las nor-
mas constitucionales y legales aplicables.

Notas

1 Las Normas Derogadas, Jesús Delgado Echeverría,
página 233.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
10 de noviembre del 2020.

Diputada Ana Laura Bernal Camarena (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RA-
DIODIFUSIÓN, Y DE LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRI-
CIDAD, A CARGO DE LA DIPUTADA ADRIANA GABRIELA

MEDINA ORTIZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVI-
MIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, diputada Adriana Gabriela Medina
Ortiz, integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano en la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en los artículos
71, fracción II de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, 6, numeral 1, fracción I y 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, somete a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de los artículos 7, 15, 20 y 202 de la Ley Federal

de Telecomunicaciones y Radiodifusión y del artículo
6 Ley de la Comisión Federal de Electricidad en ma-
teria de transparencia y desarrollo de servicios de in-
ternet públicos, gratuitos y en todo el territorio nacio-
nal, con base en la siguiente

Exposición de motivos

En la actualidad, tener acceso a internet representa po-
der utilizar una de las herramientas fundamentales que
ofrece nuestro tiempo para el desarrollo educativo, la
mejora en la calidad de vida, la protección del medio
ambiente, la reducción de gastos por trasportación, la
difusión cultural, el mantenimiento de vínculos entre
las personas, la viabilidad de las comunicaciones en
tiempo real, la atención de emergencias o el fortaleci-
miento de la democracia, entre otros aspectos.

Consecuentemente la carencia de una red pública, gra-
tuita y con cobertura en todo el territorio nacional re-
presenta la exclusión de procesos y servicios para una
gran cantidad de personas.

De acuerdo con perspectivas difundidas por el Conse-
jo Nacional para Prevenir la Discriminación (Cona-
pred), “el internet es un instrumento insustituible en la
realización de una serie de derechos humanos, en la
lucha contra la desigualdad”.1

En este sentido, las condiciones actuales de la disponi-
bilidad, uso y disfrute de servicios de internet en nues-
tro país representa un elemento de discriminación y
desigualdad. Ello, si consideramos que hace sólo cua-
tro años, sólo 62.4 millones de mexicanas y mexicanos
tenían acceso a internet.2

Consecuentemente, desde hace años, los gobiernos de
algunos municipios y entidades federativas han busca-
do la manera de poner a disposición de la población
redes públicas de internet con acceso gratuito, tal y co-
mo sucede en lugares como Guadalajara, Jalisco, o la
Ciudad de México a partir de la instalación de algunos
puntos de distribución de señal pública y gratuita de
internet.3

Derivado de todo lo anterior, durante las campañas
presidenciales correspondientes al proceso electoral de
2018, algunas plataformas electorales contenían pro-
puestas relativas a buscar desarrollar un sistema de in-
ternet gratuito para todo el país.4
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Finalmente, a pesar de no atender ni dar continuidad a
la Estrategia Digital Nacional, el 25 de febrero de
2019, el presidente de la República anunció que la Co-
misión Federal de Electricidad establecería 50 mil km
de líneas ópticas para impulsar la creación de una red
troncal que distribuyera señal de internet gratuita. Esa
idea empezó a cobrar forma el 3 de mayo de 2019
cuando anunció avances en la intención de abrir una
empresa pública para esos fines.5

La idea general que había esbozado el gobierno fede-
ral, entre febrero y mayo de 2019, consistía en los si-
guientes puntos:6

- Establecer un contrato para internet gratis vía fibra
óptica de CFE durará al menos 20 años con una em-
presa privada.

- Adjudicar un contrato de aprovechamiento para el
uso, accesorio, temporal y compatible de infraes-
tructura sobre dos hilos de fibra óptica oscura para
poner en operación una red de telecomunicaciones
de última generación, y a través de ella materializar
el programa gubernamental Internet para Todos.

- Al licitante que resulte ganador utilizar la capaci-
dad excedente para otorgar servicios de telecomuni-
caciones a terceros a su cuenta y costo con la in-
fraestructura instalada y conforme a su estrategia
comercial.

- El licitante ganador deberá pagar a la CFE la re-
muneración en especie consistente en el servicio de
internet gratuito que se preste a la población, así co-
mo un pago único a la firma del contrato.

Posteriormente, sin mayor respaldo legal para la reali-
zación de tan ambicioso y opaco proyecto, el Gobier-
no de la República, a través de la Comisión Federal de
Electricidad publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción del 2 de agosto de 2019,7 un acuerdo por el que
creó la subsidiaria “CFE Telecomunicaciones e Inter-
net para Todos”, integrando en el acuerdo una serie de
artículos que daban sentido jurídico, estructura, res-
ponsabilidades y atribuciones con respecto al proyec-
to de brindar internet gratuito en todo el territorio na-
cional.

Desafortunadamente tras más de un año de oficializa-
do el proyecto, la información sobre el mismo en tor-

no al grado de avance territorial, costos, alcances o
etapas del proyecto es vaga o de difícil acceso. En
cuanto al Informe presidencial de 2020, el documento
entregado al Congreso de la Unión y dispuesto en por-
tales gubernamentales afirma que “De septiembre de
2019 a junio de 2020 se realizaron las siguientes ac-
ciones: Se tienen 26 mil 789 localidades conectadas y
se proporciona el servicio de internet en 712 puntos
prioritarios, que incluye 368 centros integradores,276
centros de salud, 33 unidades médicas rurales y 35
centros escolares”. Ello, sin publicar los criterios de
selección de los centros de salud, educativos o escola-
res, el impacto presupuestal de los avances en el pre-
supuesto de la Comisión Federal de Electricidad, el
número de servidores públicos y plazas dispuestas pa-
ra ese fin o el avance territorial con respecto a comu-
nidades, municipios, alcaldías o entidades federativas
en las que se dispone dicho avance. Todo ello sin con-
siderar que, si bien el artículo 6 de la Ley de la Comi-
sión Federal de Electricidad le permite a dicha paraes-
tatal realizar convenios y crear filiales y subsidiarias,
esta facultad se cierne al objetivo principal de la co-
misión, que es la generación, distribución y comercia-
lización de energía eléctrica, no de internet.

Aunado a lo anterior, ni en los informes de labores de
CFE ni en el informe de labores de la Secretaría de
Energía se plantea de manera clara, amplia y transpa-
rente datos sobre los avances, alcances, contratiempo o
presupuesto ejercido a partir de la creación de la Subsi-
diaria CFE Telecomunicaciones e Internet para Todos.

Por su parte, la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes, en su informe de labores 2020, únicamente pre-
senta algunas cifras de la apertura de nuevos sitios de
internet público pero no distingue si son por parte de
las entidades federativas, si corresponden únicamente
a la subsidiaria de CFE, el alcance, avance o gasto
ejercido en esa política pública.8

Ante los datos disponibles en la información publica-
da y difundida en el marco de las responsabilidades de
informar al congreso y a la nación, el Ejecutivo Fede-
ral claramente ha tenido las posibilidades de rendir
cuentas a la población sobre el impacto presupuestal
del proyecto, ni la viabilidad del mismo, ni sobre los
obstáculos que ha encontrado, ni sobre la información
que podría servir para enfrentar los retos presupuesta-
les, administrativos, jurídicos y tecnológicos que se-
guramente ha enfrentado.
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Derivado de estas dinámicas detectadas y de la escases
de información que prevalece se propone una reforma
a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiotrans-
misión para respaldar jurídicamente la intención de
dar cobertura de internet, público y gratuito a todo el
país; generar los mecanismos jurídicos para hacer via-
ble que el órgano regulador y autónomo en materia de
telecomunicaciones apoye los esfuerzos de cobertura
universal de internet gratuito en todo el país, y refor-
mar la Ley de la Comisión Federal de Electricidad pa-
ra establecer la obligación de informar por parte de la
subsidiarias de CFE que cumplan ciertas característi-
cas como es el caso de la subsidiaria “CFE Telecomu-
nicaciones e Internet para Todos”.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me sirvo so-
meter a consideración de esta soberanía, la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de los artículos 7, 15, 20 y 202 de la Ley Fe-
deral de Telecomunicaciones y Radiodifusión y del
artículo 6 de la Ley de la Comisión Federal de Elec-
tricidad en materia de transparencia y desarrollo
de servicios de internet públicos, gratuitos y en to-
do el territorio nacional

Artículo Primero. - Se adiciona el artículo 7; se re-
forma la fracción LXII y se adiciona una fracción
LXIII, cambiando la numeración de las subsecuen-
tes en el artículo 15; se reforma la fracción XIV y
se adiciona una fracción XV, cambiando la nume-
ración de las subsecuentes en el artículo 20, y se re-
forma el artículo 202 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión para quedar como
sigue:

Artículo 7. El Instituto es un órgano público autóno-
mo, independiente en sus decisiones y funcionamien-
to, con personalidad jurídica y patrimonio propios, que
tiene por objeto regular y promover la competencia y
el desarrollo eficiente de las telecomunicaciones y la
radiodifusión, en el ámbito de las atribuciones que le
confieren la Constitución y en los términos que fijan
esta ley y demás disposiciones legales aplicables.

…

…

…

…

…

El Instituto promoverá el desarrollo de proyectos
de servicios de internet públicos y de cobertura
universal en todo el territorio nacional, sin detri-
mento de sus responsabilidades como regulador y
promotor de la competencia y el desarrollo efi-
ciente de las telecomunicaciones y la radiodifu-
sión.

Artículo 15. Para el ejercicio de sus atribuciones co-
rresponde al Instituto:

I. a LXI. …

LXII. Informar a la Secretaría de Salud y a la Se-
cretaría de Gobernación los resultados de las super-
visiones realizadas en términos de la fracción LX de
este artículo, para que éstas ejerzan sus facultades
de sanción;

LXIII. Colaborar con el Ejecutivo federal y con
las entidades federativas en el diseño y actuali-
zación de estrategias jurídicas y administrativas,
dentro del ámbito de competencia, orientadas a
dar viabilidad al desarrollo de proyectos y políti-
cas públicas tendientes a brindar opciones de
servicio de internet público y de cobertura uni-
versal en todo el territorio nacional, y

LXIV. Las demás que esta ley y otros ordenamien-
tos le confieran.

Artículo 20. Corresponde al comisionado presidente:

I. a XIII. ….

XIV. Someter a consideración del pleno cualquier
asunto competencia del Instituto;

XV. Elaborar recomendaciones y participar o
designar a un representante en los consejos de
empresas productivas, que sean empresas públi-
cas o filiales de empresas públicas, cuyo objeto
sea prestar y proveer servicios de telecomunica-
ciones, sin fines de lucro, para garantizar el de-
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recho de acceso a las tecnologías de la informa-
ción y comunicación, incluido el de banda ancha
e internet, y

XVI. Las demás que le confieran esta ley, el estatu-
to orgánico del Instituto, el pleno y demás disposi-
ciones aplicables.

Artículo 202. El Ejecutivo federal de conformidad
con la Estrategia Digital Nacional y el Instituto, en el
ámbito de sus respectivas competencias, promoverán
opciones de internet público y gratuito en todo el
territorio nacional, así como el acceso de las perso-
nas con discapacidad a los nuevos sistemas y tecnolo-
gías de la información y las comunicaciones, incluido
Internet y de conformidad con los lineamientos que al
efecto emitan.

Artículo Segundo. -Se adiciona un segundo párrafo
al artículo 6de la Ley de la Comisión Federal de
Electricidad para quedar como sigue:

Artículo 6.- La Comisión Federal de Electricidad po-
drá realizar las actividades, operaciones o servicios
necesarios para el cumplimiento de su objeto por sí
misma; con apoyo de sus empresas productivas sub-
sidiarias y empresas filiales, o mediante la celebra-
ción de contratos, convenios, alianzas o asociaciones
o cualquier acto jurídico, con personas físicas o mo-
rales de los sectores público, privado o social, nacio-
nal o internacional, todo ello en términos de lo seña-
lado en esta Ley y las demás disposiciones jurídicas
aplicables.

La Comisión Federal de Electricidad deberá ela-
borar y publicar en su portal de internet, informes
trimestrales sobre los alcances, avances, desarro-
llo, cobertura territorial y gasto presupuestal que
se generen como consecuencia de las actividades
de sus empresas subsidiarias o filiales cuya princi-
pal actividad no sea la generación, transmisión,
distribución o comercialización de energía eléctri-
ca. Cuando dichas empresas cuenten con consejos
directivos, consultivos o administrativos, perma-
nentemente deberán promover la participación de
representantes de los órganos autónomos regula-
dores que correspondan al campo de actividades
al que pertenezcan dichas empresas filiales o sub-
sidiarias.

Transitorios

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. - A partir de la entrada en vigor del presen-
te decreto, el Ejecutivo federal tendrá hasta 90 días pa-
ra realizar los ajustes correspondientes en sus regla-
mentos, protocolos, acuerdos y manuales de
actuación.

Tercero. - A partir de la entrada en vigor del presente
decreto, las entidades federativas y los municipios ten-
drán hasta 120 días para realizar los ajustes correspon-
dientes en sus marcos normativos.

Cuarto. - Los gastos presupuestales generados por los
cambios derivados de las obligaciones implícitas en el
presente decreto, se adecuarán con el presupuesto ya
asignado para el próximo ejercicio fiscal 2021.

Notas

1 Perspectiva de Frank La Rue, relator especial en la Promoción y

Protección del Derecho a la Libertad de Opinión y Expresión de la

Organización de las Naciones Unidas (ONU) en la introducción

del Informe sobre la promoción y protección del derecho a la li-

bertad de opinión y de expresión, elaborado por el organismo in-

ternacional. Disponible en

http://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=noticias&id=6

60&id_opcion=237&op=448

2 Información disponible en el mensaje del presidente Enrique Pe-

ña Nieto con respecto al Derecho al Internet, disponible en

https://www.gob.mx/gobmx/articulos/en-mexico-el-acceso-a-in-

t e r n e t - e s - u n - d e r e c h o -

constitucional#:~:text=A%20partir%20de%20la%20Reforma,to-

das%20las%20mexicanas%20y%20mexicanos.&text=En%20M%

C3%A9xico%2C%20el%20acceso%20a%20internet%20es%20u

n%20derecho%20garantizado,Constituci%C3%B3n%20Pol%C3

%ADtica%20de%20nuestro%20pa%C3%ADs.

3 En enero de 2020 la Ciudad de México contaba con 13 mil 697

puntos de acceso a internet gratuito a través de la infraestructura

del C5 dispuesta en los postes de video vigilancia. Véase a Andrés

Rangel Garrido, “Así funciona el WiFi gratuito en CDMX”, Chi-

lango, 20 de enero de 2020, disponible en

https://www.chilango.com/noticias/internet-gratis-en-la-cdmx/

Desde 2011 iniciaron los esfuerzos por establecer espacios públi-
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cos de internet gratuito en Guadalajara y su Zona Metropolitana,

iniciando con 79 puntos que para 2017 se habían convertido en

500. Véase https://www.informador.mx/Jalisco/Internet-gratuito-

ya-esta-en-79-espacios-publicos-de-Guadalajara-20110418-

0043.html y https://www.informador.mx/Tecnologia/Jalisco-su-

ma-casi-500-sitios-con-Internet-gratis-de-Infinitum-20170804-00

77.html

4 En el caso de la “Coalición por México al Frente” se proponía

integrar en la política de vivienda, el acceso a internet como una

pieza clave para atender las necesidades de la población. Véase la

página 35 de la plataforma electoral disponible en: https://reposi-

t o r i o d o c u m e n t a l . i n e . m x / x m l u i / b i t s t r e a m / h a n -

dle/123456789/94343/CG2ex201712-22-rp-5.1-a2.pdf

5 Véase https://diariodechiapas.com/inicio/habra-internet-gratis-

en-todo-mexico-promete-amlo/55961

6 Véase Expansión con información de Notimex a 12 de marzo de

2019, https://expansion.mx/empresas/2019/03/12/el-contrato-pa-

ra-internet-gratis-via-fibra-optica-de-cfe-durara-al-menos-20-anos

7 Acuerdo por el que se crea CFE Telecomunicaciones e Internet

para Todos, disponible en https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?co-

digo=5567088&fecha=02/08/2019

8 Véase el Informe de Labores de la Secretaría de Comunicaciones

y Transportes, página 149, disponible en

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/574584/Segun-

do_Informe_de_Labores_Comunicaciones_2019-2020.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 390 DEL CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA ESMERALDA DE LOS

ÁNGELES MORENO MEDINA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PES

Quien suscribe, Esmeralda de los Ángeles Moreno
Medina, diputada integrante de la LXIV Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, del Grupo Parla-
mentario de Encuentro Social, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
numeral 1, fracción I; 77, 78 y demás aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración del pleno la presente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se adiciona un segundo párra-
fo al artículo 390 del Código Penal Federal, con base
en la siguiente

Exposición de Motivos

Según la primera acepción que contempla la Real Aca-
demia Española, la extorsión es la presión que se ejer-
ce sobre alguien mediante amenazas para obligarlo a
actuar de determinada manera y obtener así dinero u
otro beneficio.1

En otras palabras, la extorsión consiste en obligar con
violencia o intimidación a otra persona a realizar u
omitir un acto o negocio jurídico en perjuicio de su pa-
trimonio o del de un tercero.

Dado que la extorsión es un delito pluriofensivo, no
solo es un bien jurídico el que puede verse afectado,
sino muchos más. Así, podemos afirmar que lo que el
Código Penal Federal protege tipificando la extor-
sión es: el patrimonio, la integridad física y la liber-
tad.2

Desafortunadamente en México, el delito de extorsión
sigue al alza cada día, ya que la delincuencia organi-
zada utiliza este método con mayor frecuencia me-
diante llamadas y mensajes debido a los medios y el
fácil acceso para llevarlo a cabo.

Algunos delincuentes, emplean este método para obte-
ner beneficios económicos, y enganchan a sus vícti-
mas a través de la violencia psicológica.

De enero 2019 a febrero 2020, alrededor de 1,110,000
mexicanos denunciaron algún tipo de extorsión al nú-
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mero telefónico 089, convirtiéndose así en el segundo
delito más recurrente en el país.

Se estima que en el 2018 se cometieron 5.7 millones
de extorsiones, el 91.6% de las cuales fueron vía tele-
fónica.

De acuerdo con el Secretariado Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, durante 2018 se regis-
traron 6 mil 432 delitos, y en 2019, fueron 8 mil 266,
lo cual representa un aumento del 28.5 por ciento.

Además, el Inegi en 2018 reportó que el delito de ex-
torsión fue el segundo con mayor incidencia delictiva
por cada cien mil habitantes.3

El Centro Nacional de Información y la Secretaría de
Seguridad y Protección Ciudadana reportan datos de
que entre 2017 y 2018 se observó un incremento sig-
nificativo en las extorsiones concretadas; es decir, que
el ciudadano afectado pagó lo solicitado, alcanzando
un máximo histórico por 12,000 millones de pesos.4

En 2020, luego de que en abril las denuncias por dis-
tintos delitos cayeran a los mínimos históricos debido
al confinamiento sanitario por el Covid-19 en todo
México, el país acumula ahora cuatro meses consecu-
tivos de incrementos de extorsiones, al mes de sep-
tiembre se han denunciado 6,129.5

A nivel nacional el estado de México, ocupa el primer
lugar con más extorsiones, le siguen Veracruz, Jalisco,
Baja California Sur, Zacatecas y Quintana Roo.

En el estado de México en 23 municipios se concen-
tran el 80% de las extorsiones, los sectores más afec-
tados son comerciantes, empleados y empresas, donde
el 67% es extorsión telefónica, 24% presencial y 9%
digital.6

La extorsión representa un grave daño al patrimonio
de las personas; afecta la libertad y afecta el Estado de
Derecho, ya que las autoridades no garantizan la segu-
ridad de los habitantes y su patrimonio en detrimento
del desarrollo económico y social del país.

La extorsión suele realizarse de forma indirecta, a tra-
vés de una llama telefónica y de forma directa, de ma-
nera presencial cuando una persona amedrenta para
obtener dinero mediante el cobro de derecho de piso.

En este modus operandi se ven severamente afectados
los comerciantes.

Según datos del Banco de México en las regiones nor-
te, centro y sur se aprecia una clara tendencia al alza
en los reportes de extorsión desde inicios de 2018,
siendo dicha tendencia más acentuada en el sur, seña-
lando de manera creciente desde hace varios trimestres
que los problemas de seguridad pública afectan la ac-
tividad de las empresas, ya que con frecuencia generan
un deterioro del ambiente de negocios y un aumento
en sus costos de operación.7

De acuerdo con el presidente de la Cámara Nacional
de Comercio, Servicios y Turismo (Canaco) de la Ciu-
dad de México, Nathan Poplawsky, la inseguridad y el
incremento de la extorsión son de los principales te-
mas que preocupan al comercio formal del país, por-
que delinquir es más rentable y tiene más probabilida-
des de éxito.8

Durante el último año el delito de extorsión creció has-
ta un 55 por ciento, así lo denunció Gilberto Javier
Sauza, presidente del Consejo de Cámaras y Asocia-
ciones Empresariales del Estado de México (CON-
CAEM), al sostener que se estima que hasta ocho de
cada 10 delitos que se cometen no se denuncian.

El delito de extorsión preocupa muchísimo a comer-
ciantes pues ha aumentado de manera alarmante, es un
delito que afecta a los pequeños, medianos y hasta en
grandes comerciantes, lo cual inhibe mucho la inver-
sión. 

Los afectados que han sido abordados e intimidados
con el cobro de derecho de piso han dicho que les pi-
den de 50 a 200 mil pesos para no hacerles nada y que
puedan seguir trabajando o de lo contrario les incen-
dias sus negocios o le hacen daño a su familia.

Tenemos el caso de “Ricardo”, quien cuenta con un
depósito de huevo, ha sido víctima de llamadas de ex-
torsión por supuestos integrantes de una organización
delictiva. A cambio de no “levantar” a integrantes de
su familia tuvo que realizar dos depósitos de 120 mil
pesos. Casos como éstos se reproducen, a mayor o me-
nor escala en todo el país.

Estas acciones no pueden ser permitidos, pues los co-
merciantes tienen un rol muy importante en la socie-
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dad y en la economía del país. Ellos facilitan el inter-
cambio de bienes y servicios lo que incrementa el
bienestar de las personas y fomenta el crecimiento del
país.

Un comerciante se dedica principalmente a comprar y
vender productos en el mercado con el fin de obtener
ganancias por esta intermediación. 

Entre sus actividades más relevantes se encuentran: 

• Acercar a productores y compradores.

• Dar a conocer las características de los productos
o servicios.

• Ampliar la variedad de productos y servicios dis-
ponibles para los consumidores, lo que incluye im-
portar y exportar bienes desde distintos países.

• Servir de canal de comunicaciones entre produc-
tores y consumidores.9

El patrimonio de una persona es un derecho humano
que se debe garantizar bajo cualquier condición, por
ello, presento esta iniciativa para que se agrave la pe-
na cuando se extorsione a un comerciante o familiar o
persona relacionada con él.

Estas conductas no pueden quedar impunes por lo cual
es necesario que desde el Poder Legislativo generemos
las condiciones para inhibirlas. Pues la impunidad con
que se cometen las extorsiones ha contribuido a la di-
versificación de las modalidades en la ejecución del
acto ilícito, prevaleciendo la extorsión a comerciantes.

Ante esta problemática seria y creciente, resulta nece-
saria la adopción de medidas firmes por parte del Es-
tado, quien tiene como función mantener la tranquili-
dad social y el orden público para proteger la
integridad física y los bienes de las personas.

En el siguiente cuadro comparativo se expone la re-
forma propuesta:

Código Penal Federal

Por lo expuesto, y con base en lo dispuesto en el artí-
culo 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, quien suscribe somete a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo
al artículo 390 del Código Penal Federal

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al ar-
tículo 390, recorriéndose el subsecuente en uso orden,
del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 390. …

Las penas a que se refiere el párrafo anterior se au-
mentarán hasta en una mitad, en su mínimo y má-
ximo, cuando la víctima sea comerciante formal o
informal o persona relacionada con ésta.

Las penas se aumentarán hasta un tanto más si el cons-
treñimiento se realiza por una asociación delictuosa, o
por servidor público o ex-servidor público, o por
miembro o ex-miembro de alguna corporación policial
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o de las Fuerzas Armadas Mexicanas. En este caso, se
impondrá además al servidor o ex-servidor público y
al miembro o ex-miembro de alguna corporación poli-
cial, la destitución del empleo, cargo o comisión y la
inhabilitación de uno a cinco años para desempeñar
cargo o comisión público, y si se tratare de un miem-
bro de las Fuerzas Armadas Mexicanas en situación de
retiro, de reserva o en activo, la baja definitiva de la
Fuerza Armada a que pertenezca y se le inhabilitará de
uno a cinco años para desempeñar cargos o comisión
públicos.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://dle.rae.es/extorsi%C3%B3n?m=form

2 https://www.conceptosjuridicos.com/extorsion/

3 https://comunicacionnoticias.diputados.gob.mx/comunicacion/

index.php/boletines/delito-de-extorsion-sera-investigado-procesa-

do-y-sancionado-como-delincuencia-organizada#gsc.tab=0

4 https://www.eleconomista.com.mx/politica/Extorsion-segundo-

delito-mas-recurrente-en-Mexico-20200416-0118.html

5 https://drive.google.com/file/d/1yGUXL3ULV2uQT2-

3VYkBRfqY9HLlrdEg/view

6 https://heraldodemexico.com.mx/nacional/2020/6/25/extorsio-

nes-al-alza-en-edomex-avanza-54-registro-de-voz-en-carceles-

del-mazo-187493.html

7 https://www.banxico.org.mx/publicaciones-y-prensa/reportes-

sobre-las-economias-regionales/recuadros/%7BAA15A8BC-

0EEE-4E00-9E0E-2B8912877BA3%7D.pdf

8 https://www.eluniversal.com.mx/cartera/incrementa-20-extor-

sion-en-el-comercio-de-la-cdmx

9 https://economipedia.com/definiciones/comerciante.html#:~:

text=Los%20comerciantes%20tienen%20un%20rol,fomenta%20e

l%20crecimiento%20del%20pa%C3%ADs.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión de
los Estados Unidos Mexicanos, a los 10 días del mes
de noviembre de 2020.

Diputada Esmeralda de los Ángeles Moreno Medina
(rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 21 Y 73 DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA VERÓNICA BEATRIZ

JUÁREZ PIÑA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Quien suscribe, Verónica Beatriz Juárez Piña, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática en la LXIV Legislatura de la
Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, y 135 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del ple-
no de la honorable Cámara de Diputados la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los ar-
tículos 21 y 73 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de seguridad priva-
da.

Planteamiento del problema

La falta de precisión en la regulación de los servicios
de seguridad privada ha conducido a que, en nuestro
país, empresas extranjeras con entrenamiento militar
especializado y alto equipamiento, puedan operar sin
tener ninguna protección para el Estado. Es por ello
que, además de introducir la necesidad de la emisión
de una ley general en materia de seguridad privada, es-
ta legislación contemple no sólo la prohibición para la
operación de estas empresas, sino también la obliga-
ción de las empresas autorizadas de asumir la respon-
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sabilidad correspondiente en materia de violación a los
derechos humanos.

Argumentación

Resulta imprescindible señalar que, a partir de 1938,
cuando el general Lázaro Cárdenas expropió la indus-
tria petrolera, ésta pasó a formar parte del patrimonio
nacional. Sus instalaciones y equipamiento son, desde
ese momento, propiedad de todas las mexicanas y to-
dos los mexicanos, por lo que su resguardo y seguri-
dad corresponden al Estado nacional. La importancia
que ha adquirido la industria petrolera en nuestro país
es tal que, según los datos oficiales, más del 30 por
ciento del presupuesto federal anual depende de los in-
gresos derivados del petróleo y es, en este sentido que
ha sido catalogada como una industria estratégica. Es-
to significa que el desarrollo y rentabilidad de Petróle-
os Mexicanos y de la Compañía Federal de Electrici-
dad son ahora considerados como un asunto de
seguridad nacional.

Adicionalmente, por la importancia en la provisión de
servicios públicos y la capacidad de los recursos ener-
géticos para promover el desarrollo del país, es que
cada vez se ha arribado a un consenso a considerar a
la seguridad energética como un componente indis-
pensable de la seguridad humana. La Ley de Seguri-
dad Nacional atribuye el carácter de “amenaza a la se-
guridad nacional” a todos los “actos tendentes a
destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter es-
tratégico o indispensable para la provisión de bienes o
servicios públicos”, dentro de la cual se inserta, in-
eludiblemente, la infraestructura de Petróleos Mexi-
canos y de la CFE.

Debido a esto es que, en su estructura corporativa, Pe-
mex cuenta con una instancia encargada del resguardo
físico de las instalaciones. En una primera época, se
trataba de la subsección 02 de Seguridad Física de-
pendiente de la Subdirección de Servicios Corporati-
vos. En la actualidad, mediante un acuerdo del Conse-
jo de Administración, de fecha 6 de marzo de 2006, la
Gerencia de Servicios de Seguridad Física pasó a de-
pender directamente de la Dirección Corporativa de
Administración. Esta instancia de seguridad ha sido
dirigida, sobre todo en los últimos tiempos, por ele-
mentos militares con licencia, lo cual garantiza comu-
nicación con el Ejército y la Marina Armada.

Por otro lado, como es conocido, a partir de los ata-
ques a los ductos de Pemex efectuados en el año de
2007, la colaboración entre las autoridades policiales
municipales, locales y federales, así como con las
Fuerzas Armadas nacionales, ha sido cada vez más in-
tensa. Esta colaboración ha derivado en una interven-
ción directa de los efectivos pertenecientes a la Secre-
taría de la Defensa, a la Secretaría de Marina, a la
Policía Federal y a la Procuraduría General de la Re-
pública, en labores de resguardo y protección de las
instalaciones de Petróleos Mexicanos. Todo lo anterior
tiene la finalidad de cumplir con el llamado Plan Rec-
tor de Seguridad Física de Pemex, de conocimiento re-
servado en virtud de lo dispuesto en la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental, y cuyos objetivos son salvaguardar la in-
tegridad física del personal, instalaciones, bienes y va-
lores de Pemex; protegerlos de actos de terrorismo,
sabotaje, riesgos, daños o robos causado por acciones,
intenciones o fenómenos naturales; y garantizar el des-
arrollo normal de las actividades administrativas y
operativas, pero con el cual no cumple ninguna de las
cuatro filiales del corporativo, según palabras de su
propio exdirector Jesús Reyes Heroles.

En este contexto, si, como se ha argumentado en di-
versas ocasiones, existen actividades estratégicas que
serían “transferidas” a particulares vía maquilación,
contratos u otras modalidades, la pregunta que nos ha-
cemos es ¿quién resguardará entonces las instalacio-
nes de las empresas privadas?

El primer gran riesgo: ¿militares o contratistas?

El día 1 de octubre de 2003, fue firmado en Ecuador el
contrato número CO13.00009.2003 Contrato de Segu-
ridad Militar para el bloque 16, Ecuador, entre las
Fuerzas Armadas Ecuatorianas y la compañía petrole-
ra REPSOL-YPF Ecuador, SA. En este contrato se es-
pecificaba que el cuerpo de ingenieros del Ejército, re-
presentado por el coronel Juan Arnulfo Reinoso Sola,
debería prestar servicios de seguridad a la compañía
petrolera y que éste debería acatar “cualquier instruc-
ción que por escrito sea dada por la compañía... y el
contratista [el Ejército] deberá cumplir con las políti-
cas y directrices dictadas” por ésta. El objetivo de es-
te contrato es

“...que el contratista proporcione seguridad integral
en el área de operaciones de la compañía mediante
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patrullajes, control militar permanente en todas las
locaciones, carreteras de acceso y embarcaderos de
ríos y afluentes; con el propósito fundamental de
impedir el ingreso de delincuentes y/o elementos
subversivos en el área de operaciones, así como en
las áreas de influencia de la compañía.”

Asimismo, el mencionado contrato establecía que “en
el caso de incumplimiento por parte del contratista... la
compañía puede utilizar el equipo, herramientas e ins-
talaciones del contratista”, violando flagrantemente el
marco jurídico.

Es evidente la similitud entre nuestra legislación y la
norma ecuatoriana de aquel entonces, modificada por
el proceso político y social que derivó en la Constitu-
ción de 2008, y es explicable debido a las raíces jurí-
dicas, históricas y políticas comunes. Es por ello que
vale la pena examinarlas:

1. La Constitución Política de la República del
Ecuador establecía, en su artículo 183, que “las
Fuerzas Armadas tendrán como misión fundamen-
tal la conservación de la soberanía nacional, la de-
fensa de la integridad e independencia del Estado y
la garantía de su ordenamiento jurídico...” y, en el
artículo 184, que “la fuerza pública se debe al Esta-
do. El presidente de la República será su máxima
autoridad...” Asimismo, la Ley Orgánica de las
Fuerzas Armadas en su momento señalaba, en el ar-
tículo 2, que las Fuerzas Armadas tienen las misio-
nes de “a) Conservar la soberanía nacional; b) De-
fender la integridad e independencia del Estado; c)
Garantizar el ordenamiento jurídico del Estado...”
entre otras y, en el artículo 3, que “El presidente de
la República es la máxima autoridad de las Fuerzas
Armadas...”

2. La Ley Orgánica del Ejército y la Fuerza Aérea
Mexicanos establece en su artículo 1o. que “el Ejér-
cito y Fuerza Aérea Mexicanos son instituciones ar-
madas permanentes que tienen las misiones genera-
les siguientes: I. Defender la integridad, la
independencia y la soberanía de la nación; II. Ga-
rantizar la seguridad interior...”, entre otras. Asimis-
mo, el artículo 11 del mismo ordenamiento indica
que “el mando supremo del Ejército y Fuerza Aérea
Mexicanos corresponde al presidente de la Repúbli-
ca, quien lo ejercerá por sí o a través del secretario
de la Defensa Nacional; para el efecto, durante su

mandato se le denominará comandante supremo de
las Fuerzas Armadas”.

Resulta evidente, entonces, el riesgo de las fuerzas ar-
madas al ser obligadas a obedecer órdenes que no pro-
vienen de las instituciones del Estado, en términos de
lo que señala su marco jurídico ya que, en este caso, se
trata de la contratación de un servicio de seguridad pri-
vado prestado por una institución armada estatal. Se
corre el riesgo de paramilitarización, en el momento
en que se autoriza a la compañía petrolera de disponer
no sólo de los efectivos sino también permitiendo el
uso de los recursos armados e instalaciones militares.
El riesgo para el Ejército mexicano es patente: ex-
trainstitucionalidad, corrupción y paramilitarización
de la única institución armada que se ha constituido
como pilar del Estado mexicano.

El segundo gran riesgo: ¿Guardias Blancas o Guerre-
ros Negros?

Durante la época de apogeo de las compañías petrole-
ras extranjeras en nuestro país, muchos mexicanos vi-
vieron el horror de la represión de las Guardias Blan-
cas; grupos paramilitares financiados por éstas para
establecer un control político y social alrededor de las
grandes áreas que dominaban incluyendo, por supues-
to, sus instalaciones. La historia puede repetirse. Re-
gresamos a nuestra pregunta: ¿Quién resguardará las
instalaciones privadas? En el caso de que no se actua-
lizaran los supuestos expuestos en el parágrafo ante-
rior, las propias empresas privadas deberían proveer la
seguridad de sus instalaciones a través de servicios de
seguridad privados.

No resulta aventurado afirmar que las empresas que
pudieran brindar esta seguridad, por cercanía y capaci-
tación, fueran estadounidenses. Es más, existe infor-
mación relativa a que la empresa estadounidense SY
Coleman Corporation ya brinda estos servicios a Pe-
mex, a partir del mes de julio de 2007, cuando se le en-
comendó la creación y operación de un centro de vigi-
lancia aérea para monitorear instalaciones
estratégicas, incluyendo las energéticas, según infor-
mación de la propia compañía de seguridad.

La historia y los antecedentes de este tipo de compa-
ñías estadounidenses resultan bastante cuestionables,
ya que se integran con elementos a los que se requiere
un mínimo de experiencia en instituciones militares,
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con conocimientos en operaciones, técnicas de seguri-
dad, experiencia en aviación y programas de seguridad
en Centro y Sudamérica, además del manejo de heli-
cópteros.

Estas organizaciones paramilitares se instituyen como
ejércitos mercenarios que se encuentran totalmente
fuera de cualquier regulación legal, civil o militar en
suelo nacional o, incluso, en territorio estadounidense.
De esta manera, han participado en los conflictos ar-
mados promovidos por el gobierno estadounidense
allende sus fronteras. Es el caso del Blackwater, que se
ha conformado como una “guardia pretoriana de elite
para la guerra global contra el terror, con su propia ba-
se militar, una flota de veinte aviones y veinte mil con-
tratistas privados listos para entrar en acción”, cuya
participación en la guerra contra Irak ha sido definiti-
va. En este contexto, resulta importante señalar que es-
ta compañía recientemente abrió un centro de entrena-
miento en la frontera con México, “a unos quinientos
metros de la primera de dos mallas metálicas que divi-
den a California de la ciudad mexicana de Tijuana”.

En este sentido, si el Estado mexicano resulta, en el
momento actual, incapaz de garantizar la seguridad de
las instalaciones de la industria energética y deben re-
currir para ello a las guardias pretorianas extranjeras,
no cabe la menor duda de que recurrirán a los “gue-
rreros negros”. El riesgo en este sentido es evidente: la
soberanía e institucionalidad de nuestro país se verían
fuertemente comprometidas, ya que el monopolio de
la violencia no correspondería, de ninguna manera, al
Estado y se pondría en peligro la existencia misma de
nuestras corporaciones de seguridad pública y nacio-
nal, que hemos construido a costa de mucho esfuerzo
y más vidas.

Es por todo lo anterior que afirmamos, sin temor a
equivocarnos que la seguridad nacional, debe ser res-
guardada, por mandato constitucional, por todas las
instituciones que componen el Estado mexicano. Por
ello debe prohibirse tajantemente la operación de com-
pañías de seguridad privada con entrenamiento militar
especializado en nuestro territorio; asimismo, debe-
mos establecer que las instancias de seguridad nacio-
nal de nuestro país únicamente pueden resguardar la
infraestructura física de los organismos y empresas
productivas del Estado, siendo bienes del dominio pú-
blico.

De todo lo anterior, el Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática alertó desde 2008.
Ahora, en un escenario político diverso y de frente a la
incapacidad del gobierno federal para la implementa-
ción de políticas públicas que garanticen la seguridad
de la ciudadanía respetando, al propio tiempo, la natu-
raleza jurídica e histórica de nuestras instituciones, es
decir, sin militarizar la seguridad pública, que el ries-
go de que los grupos de mercenarios, disfrazados de
empresas militares privadas operen con toda impuni-
dad en nuestro país, nuevamente ponemos sobre la
mesa de la discusión pública la necesidad de prohibir
su operación y garantizar que quienes presten estos
servicios no construyan ejércitos privados.

Fundamento legal

Quien suscribe, Verónica Beatriz Juárez Piña, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática en la LXIV Legislatura de la
Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, y 135 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración del ple-
no de la honorable Cámara de Diputados el siguiente
proyecto de decreto.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de 

Decreto

Primero. Se adiciona un párrafo décimo cuarto al ar-
tículo 21, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 21. La investigación de los delitos corres-
ponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales
actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el
ejercicio de esta función.

…

…

…

…
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…

…

…

…

…

…

…

…

Los particulares autorizados para brindar servi-
cios de seguridad privada deberán servir de coad-
yuvantes a las instituciones de seguridad pública y
cumplir con los requisitos que señale la ley. No se
autorizará la asistencia y asesoramiento de carác-
ter militar y otros servicios militares.

Segundo. Se reforma la fracción XXIII del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I a XXII. …

XXIII. Para expedir leyes que, con respeto a los de-
rechos humanos, establezcan las bases de coordina-
ción entre la federación, las entidades federativas y
los municipios; organicen la Guardia Nacional y las
demás instituciones de seguridad pública en materia
federal, de conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 21 de esta Constitución, así como la Ley Na-
cional sobre el Uso de la Fuerza, y la Ley Nacional
del Registro de Detenciones; establezcan las bases
de coordinación entre la federación, las entida-
des federativas y los municipios en materia de
seguridad privada;

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión y los locales debe-
rán armonizar la legislación respectiva por virtud del
presente decreto, dentro de los 120 días siguientes a la
entrada en vigor de éste.

Tercero. La legislación general expedida en virtud del
presente decreto deberá contemplar la responsabilidad
victimal de las empresas que cometan violaciones a
los derechos humanos, no obstante, la responsabilidad
penal de sus integrantes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 18-B DE LA LEY DEL IM-
PUESTO AL VALOR AGREGADO, EN MATERIA DE PLATA-
FORMAS DIGITALES Y FINANCIAMIENTO A LA INVERSIÓN Y

ESTÍMULOS AL CINE NACIONAL, A CARGO DEL DIPUTADO

SERGIO MAYER BRETÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

Sergio Mayer Bretón, diputado federal por el Grupo
Parlamentario de Morena a la LXIV Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 71, fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, someto a consideración de esta Soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona un tercer párrafo a la fracción I del ar-
tículo 18-B de la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do, con base en la siguiente:
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Exposición de Motivos

Los Tiempos Recientes

De acuerdo con datos –verificados y verificables y ri-
gor técnico- del Anuario Estadístico de Cine Mexica-
no 2019 (el más reciente y con datos hasta 2018 inclu-
sive) del Imcine,1 en 2018, el PIB, las ideas, la
creatividad y la mano de obra para generar los pro-
ductos culturales que conforman los medios audiovi-
suales, representó 36.8 por ciento del PIB del sector
cultura, porcentaje distribuido en las diferentes activi-
dades de este dominio. Aporta, además (A lo largo del
documento entiéndase que los énfasis son añadidos):

“El PIB generado ascendió a 258 mil 350 millones de
pesos, más de dos veces el valor de la fabricación de
computadoras y equipo periférico, que llegó a 103 mil
825 millones de pesos en el mismo año. El consumo
intermedio (CI), o sea, el conjunto de insumos necesa-
rios para llevar a cabo la actividad económica de los
medios audiovisuales, ascendió a 200 835 millones de
pesos y el valor bruto de la producción (VBP), que re-
presenta el valor total de los bienes y servicios produ-
cidos, fue de 459 mil 185 millones de pesos. Como da-
to comparativo, la actividad de la fabricación de
productos metálicos registró un VBP de 488 mil 173
millones de pesos.”

Hasta entonces, el desarrollo del cine mexicano había
sido objeto de estímulo y respaldo conjunto de Estado,
sector privado, sociedad civil y academia, en una di-
námica creativa y edificante que habría comenzado en
las postrimerías de los años ochenta e inicio de los no-
venta. Rojo amanecer, de Jorge Fons, en 1989; Sólo

con tu pareja, de Alfonso Cuarón, en 1990, así como
Danzón, de María Novaro, en 1991, fueron, entre otras
producciones, punta de lanza para el resurgir del cine
mexicano de calidad como producto de las mejores
condiciones para la existencia, desarrollo y sobrevi-
vencia de la industria cinematográfica y del audiovi-
sual, que es referente positivo del México del que se
habla en el extranjero y que tantas glorias ha aportado
a la cultura y las artes nacionales.

Ejemplos de lo anterior abundan: casi diez años des-
pués que se creara el Instituto Mexicano de Cinemato-
grafía (Imcine),2 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación de 29 de diciembre de 19923 la vigente
Ley Federa de Cinematografía (LFC); un lustro des-

pués, el primero de diciembre de 1997 llegó la crea-
ción el Fondo para la Producción Cinematográfica de
Calidad (Foprocine),4 bajo la figura de un fideicomiso
público ad hoc que no se encuentra, al momento, ubi-
cado en ninguna ley y cuya inclusión en la LFC pro-
pusimos en abril del presente año.5

Posteriormente, en cumplimiento a lo ordenado en el
Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal de Cinematografía6

publicado el 5 de enero de 1999, que disponía, en su
artículo 33, la creación del Fondo de Inversión y Estí-
mulos al Cine (Fidecine), se constituyó el fideicomiso
ad hoc el 8 de agosto de 2001.7

Después, mediante Decreto por el que se reforma la
Ley del Impuesto sobre la Renta (artículo 226), publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación de 29 de di-
ciembre de 2006, se dispuso el otorgamiento de un es-
tímulo fiscal a las personas físicas o morales, con
independencia de la actividad que desempeñen, por
los proyectos de inversión productiva que realicen en
el ejercicio fiscal correspondiente, consistente en acre-
ditar el 10 por ciento del Impuesto sobre la Renta, que
se cause en el ejercicio por las inversiones en la pro-
ducción cinematográfica nacional. A dicho estímulo lo
conocemos como Eficine y hoy día se corresponde con
su artículo 189.

Los Tiempos Pasados

Del mismo modo y, en la dinámica imperante de mirar
el mundo y la historia de México por el retrovisor, es
importante revisar lo ocurrido durante el tiempo pre-
vio a la apertura comercial ante la globalización, así
como la integración y la interdependencia económica,
alrededor de la industria cinematográfica en México.

De acuerdo con Israel Tonatiuh Lay Arellano,8 la in-
dustria cinematográfica nacional estuvo siempre liga-
da, para unos por desgracia, para otros por fortuna, a
la forma de actuar del sistema, la industria cinemato-
gráfica mexicana en mucho es similar al sistema polí-
tico, con momentos de surgimiento, momentos de cre-
cimiento y grandeza, momentos de monopolización,
que llevó a su crisis y decadencia. 

Al abordar el sexenio que iniciara hace medio siglo, en
1970, hace un recuento como sigue:
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“Al asumir la Presidencia en 1970, Luis Echeverría
se enfrentó a un país completamente transformado
en cuanto a sus expectativas de crecimiento. Una
crisis profunda, en todos los niveles de la sociedad,
comenzó a manifestarse abiertamente. 

En 1972, a través de la paraestatal Somex, el go-
bierno mexicano adquirió el canal 13 de televisión.
La radio también fue utilizada por el gobierno, me-
diante la compra de varias estaciones de radio. El
cine experimentó una virtual estatización, algo úni-
co en un país no socialista. 

La estatización del cine fue resultado de una cade-
na de circunstancias. El Banco Nacional Cinemato-
gráfico (fundado en 1947) recibió una inversión de
mil millones de pesos con el objeto de modernizar
el aparato técnico y administrativo del cine nacio-
nal. Esto dio paso, en 1975, a la creación de tres
compañías productoras de cine, propiedad del Esta-
do: Conacine, Conacite I y Conacite II.

Otras acciones del gobierno de Echeverría, enca-
minadas a mejorar la producción cinematográfica,
fueron: la reconstitución de la Academia Mexica-
na de Artes y Ciencias Cinematográficas y de la
entrega del Ariel, en 1972; la inauguración de la
Cineteca Nacional, en 1974; y la creación del Cen-
tro de Capacitación Cinematográfica (CCC), en
1975. En 1976, durante el acto de entrega de los
arieles, el presidente dio en su discurso las gracias
“a los señores industriales del cine para que se de-
diquen a otra actividad”. Era un modo de descartar
a la iniciativa privada en la producción de cine na-
cional.”

Adelante, señala que bastó un sexenio para que la in-
dustria cinematográfica apoyada por el Estado se des-
plomara, ante la inercia e indiferencia de los nuevos
funcionarios encargados de continuar con la labor ci-
nematográfica y prosigue recordando que, en 1976, el
presidente José López Portillo nombró a su hermana
Margarita como Directora de Radio, Televisión y Ci-
nematografía (RTC), con lo que quedarían bajo la co-
ordinación de la Secretaría de Gobernación las filiales
del Banco Nacional Cinematográfico. Tales filiales
eran: Cinematográfica Cadena de Oro, Cineteca Na-
cional, Compañía Operadora de Teatros, Corporación
Nacional Cinematográfica, Corporación Nacional Ci-
nematográfica de Trabajadores y Estado Uno y Dos,

Estudios Churubusco Azteca, Películas Mexicanas, y
Continental de películas. Abunda:

“En 1978 se anuncia la desaparición del Banco Na-
cional Cinematográfico, y sus funciones las absor-
bería RTC, con partidas de la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público. Aunque no pudo concretarse
la liquidación de este banco, dejaría de ser el centro
rector de la actividad fílmica nacional. 

Igualmente en este año se crea Televicine, filial de
Televisa. De las 101 películas realizadas este año,
57 pertenecían a esta empresa, mientras que 37 a las
filmadoras oficiales, las 7 restantes eran indepen-
dientes.”

Tratándose del análisis del sexenio del presidente De
la Madrid, afirma que el gobierno mexicano se olvidó
casi por completo del cine, una industria poco impor-
tante en tiempo de crisis y recuerda que, si la produc-
ción cinematográfica mexicana no se extinguió en
esos años fue debido al auge de la producción privada
plagada de ficheras y cómicos albureros, que tenían
buena respuesta en taquilla, y por las escasas produc-
ciones independientes, que encontraron en el sistema
cooperativo la forma de producir pocas muestras de ci-
ne de calidad. Después añade:

“Aun así, el estado del cine mexicano era poco menos
que desastroso. De 1982 a 1988, prácticamente todas
las películas ganadoras del Ariel fueron vistas exclusi-
vamente por los miembros del jurado de la Academia.
Escasas excepciones como Frida, Naturaleza Viva
(1983), de Paul Leduc, o Los Motivos de Luz (1985),
de Felipe Cazals, alcanzaron a ser exhibidas en cines
comerciales. 

En 1983, se creó el Instituto Mexicano de Cinemato-
grafía (Imcine), entidad pública encargada de encami-
nar al cine mexicano por la senda de la calidad. El Im-
cine quedó supeditado a la Dirección de Radio,
Televisión y Cinematografía (RTC).”

Los Tiempos Vigentes

Como decíamos en otra oportunidad, en el contexto de
la contingencia sanitaria causada por el Covid-19, con
fecha 2 de abril del presente año se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación9 el Decreto por el que se
ordena la extinción o terminación de los fideicomisos
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públicos, mandatos públicos y análogos, por medio del
cual el primer párrafo de su artículo primero instruye
a las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal, a la Oficina de la Presidencia de la
República, así como a los Tribunales Agrarios, para
que a la entrada en vigor del presente Decreto y en tér-
minos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria y su Reglamento, lleven a cabo los
procesos para extinguir o dar por terminados todos los
fideicomisos públicos sin estructura orgánica, manda-
tos o análogos de carácter federal en los que funjan co-
mo unidades responsables o mandantes.

El segundo y tercer párrafo de los considerandos del
Decreto de extinción mencionado expresan:

“Que (,) en ese sentido, es propósito del Gobierno
de México que la Administración Pública Federal
se conduzca con Austeridad Republicana, lo que
implica combatir el despilfarro de los bienes y re-
cursos nacionales, y la administración de los recur-
sos con eficiencia, eficacia, economía, transparen-
cia y honradez para satisfacer los objetivos a los que
están destinados, y

Que (,) en congruencia con lo señalado, resulta ne-
cesario analizar la permanencia de fideicomisos y
fondos públicos, por lo que he determinado que los
recursos públicos que los integren sean enterados
en términos de las disposiciones aplicables a la Te-
sorería de la Federación y se lleven a cabo los pro-
cesos para su extinción, ello salvaguardando en to-
do momento los derechos de terceros (…)”

Por todo análisis, en el artículo tercero del decreto se
establece que:

“La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por
conducto de su titular, queda facultada para resolver
las excepciones a lo previsto en el artículo anterior
en consulta con la Secretaría de la Función Pública.

Dichas excepciones deberán ser resueltas previa so-
licitud debidamente fundada y justificada que pre-
sente el titular del ejecutor de gasto al titular de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. En caso
de que no se emita dicha autorización en un plazo
no mayor a 10 días hábiles se entenderá como no
autorizada.”

A su vez, el artículo quinto expresa que quedan ex-
cluidos del presente Decreto aquellos fideicomisos pú-
blicos, mandatos o análogos constituidos por mandato
de Ley o Decreto legislativo y cuya extinción o termi-
nación requiera de reformas constitucionales o legales,
así como los instrumentos jurídicos que sirvan como
mecanismos de deuda pública, o que tengan como fin
atender emergencias en materia de salud o cumplir con
obligaciones laborales o de pensiones.

Esto es, el decreto ponía en riesgo al Foprocine, en
tanto –como ya señalamos- hoy día no tiene sustento
en ningún mandato legislativo, por lo que en abril pre-
sentamos la precitada iniciativa.

Enseguida, también en tiempos de emergencia sanita-
ria, el 20 de mayo de 202010 fue presentada, en la Co-
misión Permanente, una iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los siguientes ordenamientos:

-Ley para la Protección de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas.

-Ley de Cooperación Internacional para el Desarro-
llo. 

-Ley de Hidrocarburos.

-Ley de la Industria Eléctrica. 

-Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria.

-Ley Orgánica de la Financiera Nacional de Des-
arrollo Agropecuario. Rural, Forestal y Pesquero.

-Ley Federal de Derechos. 

-Ley de Ciencia y Tecnología.

-Ley Aduanera.

-Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario.

-Ley General de Cultura Física y Deporte.

-Ley Federal de Cinematografía. 

Asimismo, dicha propuesta, suscrita por la diputada
dolores padierna y otros legisladores, abroga la Ley
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que Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo de
Apoyo Social para Ex Trabajadores Migratorios Mexi-
canos.

La iniciativa buscaba desaparecer del texto de la vi-
gente LFC al Fidecine, así como su referencia en la
Ley Federal de Derechos para que, el pago del derecho
de cinematografía por concepto de supervisión, clasi-
ficación y autorización de cada material cinematográ-
fico en cualquier formato o modalidad (Avance publi-
citario, película destinada a exhibición pública o
videograma), se destine al fomento y promoción de la
industria cinematográfica nacional (Hoy día expresa
que se destinará al Fidecine). 

En específico, establecía la derogación de los artículos
33, 34, 35, 36, 37 y 38 de la Ley Federal de Cinema-
tografía, así como la modificación del artículo 19-C de
la Ley Federal de Derechos de Autor, que también
menciona al Fidecine, el que también tiene un fideico-
miso aparejado previsto en la LFC.

De inmediato -al día siguiente-, el 21 de mayo, se ce-
lebró un encuentro virtual organizada por la Comisión
de Cultura y Cinematografía con el Presidente de la
Junta de Coordinación Política de la Cámara de Dipu-
tados en que estuvieron presentes grandes personali-
dades de esta industria, para proponer el acuerdo de no
desaparecer al Fidecine, petición que se reiteró el pa-
sado 16 de junio, en otra conferencia similar, ahora
con el Presidente de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública de San Lázaro.

El 8 de octubre de 2020, después de un proceso acci-
dentado en el recinto de San Lázaro, fue aprobado el
Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica con proyecto de decreto por el que se reforman y
derogan diversas disposiciones de la Ley para la pro-
tección de personas defensoras de derechos humanos y
periodistas, de la Ley de cooperación internacional pa-
ra el desarrollo, de la Ley de hidrocarburos, de la Ley
de la industria eléctrica, de la Ley orgánica de la fi-
nanciera nacional de desarrollo agropecuario, rural,
forestal y pesquero, de la Ley de Ciencia y Tecnología,
de la Ley aduanera, de la Ley reglamentaria del servi-
cio ferroviario, de la Ley general de cultura física y de-
porte, de la Ley federal de cinematografía, de la Ley
federal de derechos, de la Ley federal de presupuesto
y responsabilidad hacendaria, de la Ley del fondo me-
xicano del petróleo para la estabilización y el desarro-

llo, de la Ley de bioseguridad de organismos genética-
mente modificados, de la Ley general de cambio cli-
mático, y se abrogan la Ley que crea el fideicomiso
que administrara? el fondo de apoyo social para ex tra-
bajadores migratorios mexicanos y la Ley que crea el
fideicomiso que administrará el fondo para el fortale-
cimiento de sociedades y cooperativas de ahorro y
préstamo y de apoyo a sus ahorradores, con el que se
selló la desaparición del Fidecine junto con otros 108
fideicomisos públicos, en cuyo interior, sin embargo,
no solamente había recursos del Estado.

Es importante mencionar que el suscrito presentó una
reserva, la que no fue aprobada por el pleno, para pre-
servar los recursos de Foprocine y Fidecine, así como
el acervo de éste último.

Las Plataformas Tecnológicas y la Adecuación de la
Legislación Nacional

Quienes integramos la LXIV Legislatura tenemos el
deber de honrar nuestra protesta de guardar y hacer
guardar el orden jurídico nacional, desempeñar leal y
patrióticamente nuestro encargo y mirar en todo por el
bien y prosperidad de la unión, por lo que tenemos que
dirigir nuestros esfuerzos legislativos y de negociación
hacia el auténtico bienestar de la sociedad, lo que im-
plica trabajar para hacer coincidir, desde nuestras fa-
cultades regladas, al ser con el deber ser que indica el
entramado legal e institucional que, también, tenemos
que honrar y defender.

Ordena el artículo 16 de la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH) que la Ley
de Ingresos y el Presupuesto de Egresos se elaborarán
con base en objetivos y parámetros cuantificables de
política económica, acompañados de sus correspon-
dientes indicadores del desempeño, los cuales, junto
con los criterios generales de política económica y los
objetivos, estrategias y metas anuales, en el caso de la
Administración Pública Federal, deberán ser con-
gruentes con el Plan Nacional de Desarrollo y los pro-
gramas que derivan del mismo (…). 

Es importante señalar que tal noción parte de la pre-
misa de un estado ideal de cosas en el que exista un
sistema de planeación democrática del desarrollo na-
cional que imprima solidez, dinamismo, competitivi-
dad, permanencia y equidad al crecimiento de la eco-
nomía para la independencia y la democratización
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política, social y cultural de la nación, como dispone el
artículo 26 constitucional.

También se parte del principio que tal sistema habría
de derivar en un Plan Nacional de Desarrollo que pre-
cisará los objetivos nacionales, la estrategia y las prio-
ridades del desarrollo integral, equitativo, incluyente,
sustentable y sostenible del país, contendrá previsio-
nes sobre los recursos que serán asignados a tales fi-
nes; determinará los instrumentos y responsables de su
ejecución, establecerá los lineamientos de política de
carácter global, sectorial y regional; sus previsiones se
referirán al conjunto de la actividad económica, social,
ambiental y cultural, y regirá el contenido de los pro-
gramas que se generen en el sistema nacional de pla-
neación democrática, de acuerdo con lo que ordena el
párrafo quinto del artículo 21 de la Ley de Planeación.

A su vez, de igual forma se supondría que el Plan Na-
cional de Desarrollo, según el artículo 21 Ter del mis-
mo ordenamiento, contuviera por lo menos lo siguien-
te:

“I. Un diagnóstico general sobre la situación actual
de los temas prioritarios que permitan impulsar el
desarrollo nacional así como la perspectiva de largo
plazo respecto de dichos temas;

II. Los ejes generales que agrupen los temas priori-
tarios referidos en la fracción anterior, cuya aten-
ción impulsen el desarrollo nacional;

III. Los objetivos específicos que hagan referencia
clara al impacto positivo que se pretenda alcanzar
para atender los temas prioritarios identificados en
el diagnóstico;

IV. Las estrategias para ejecutar las acciones que
permitan lograr los objetivos específicos señalados
en el Plan;

V. Los indicadores de desempeño y sus metas que
permitan dar seguimiento al logro de los objetivos
definidos en el Plan, y

VI. Los demás elementos que se establezcan en las
disposiciones jurídicas aplicables.”

Volviendo al precitado artículo 16 de la LFPRH, sus
párrafos segundo y tercero disponen:

“Los criterios generales de política económica expli-
carán las medidas de política fiscal que se utilizarán
para el logro de los objetivos, las estrategias y metas,
así como las acciones que correspondan a otras políti-
cas que impacten directamente en el desempeño de la
economía. Asimismo, se deberán exponer los costos
fiscales futuros de las iniciativas de ley o decreto rela-
cionadas con las líneas generales de política a que se
refiere este artículo, acompañados de propuestas para
enfrentarlos.

En los criterios a que se refiere el párrafo anterior se
expondrán también los riesgos más relevantes que en-
frentan las finanzas públicas en el corto plazo, acom-
pañados de propuestas de acción para enfrentarlos.”

Es el caso que los Criterios Generales de Política Eco-
nómica (CGPE) que contenían la propuesta del Ejecu-
tivo Federal de los lineamientos de política económica
y fiscal para el presente ejercicio fiscal 2020,11 en su
apartado de Economía digital se reconocía que el rápi-
do avance tecnológico de las últimas décadas ha trans-
formando la manera de hacer negocios. Actualmente,
millones de consumidores demandan un producto o
servicio a través de plataformas digitales o sitios web.
En México, de acuerdo con el Inegi, en 2018 el valor
agregado generado por el comercio electrónico fue
equivalente al 5.0 por ciento del PIB. Asimismo, en
ese mismo año, más de 58 millones de personas acce-
dieron a contenidos audiovisuales a través de Internet,
de los cuales se estima que 8.3 millones contaban con
una suscripción a plataformas digitales de contenido
audiovisual y 14.4 millones con una suscripción a pla-
taformas de contenido de audio. Más adelante abunda:

“La propuesta de la SHCP para hacer más eficiente
la recaudación del IVA en la importación de servi-
cios intangibles no será aplicable a todas las plata-
formas digitales, sino exclusivamente a una catego-
ría de servicios que generalmente son de consumo
final para las personas y hogares, como son la des-
carga o acceso a imágenes, películas, texto, infor-
mación, video, audio, música, juegos, incluyendo
los juegos de azar, así como otros contenidos multi-
media, ambientes multijugador, la obtención de to-
nos de móviles, la visualización de noticias en lí-
nea, información sobre el tráfico, pronósticos
meteorológicos y estadísticas. Ejemplo de lo ante-
rior son los servicios de transmisión (streaming) de
audio o video para ver películas o escuchar música,
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entre otros. También en esta categoría quedan com-
prendidos los servicios digitales de clubes en línea
y páginas de citas, el almacenamiento de datos, así
como los de enseñanza a distancia o de exámenes o
ejercicios.

(…)

En adición a la propuesta de retención del IVA a las
importaciones arriba mencionada, la SHCP también
propone medidas adicionales para una categoría de
servicios digitales específica, la de intermediación en-
tre terceros que sean oferentes de bienes y servicios y
los demandantes de los mismos. Esta categoría ha te-
nido un crecimiento importante en los últimos años,
principalmente en la intermediación de servicios de
transporte, alojamiento temporal y comercio de bien-
es, estos últimos realizados a través de lo que se podría
considerar como centros comerciales virtuales.”

Al mismo tiempo, en el documento del Centro de Es-
tudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Dipu-
tados titulado Paquete Económico 2020. Criterios Ge-
nerales de Política Económica,12 se señala, en su
capítulo 3: Finanzas públicas. Ingresos del Sector Pú-
blico Presupuestario, 2020 que, en 2020, se mantiene el
compromiso de no crear nuevos impuestos ni aumentar
las tasas de los ya existentes, así como que las medidas
fiscales que se incluyen, buscan preservar la fortaleza
de los ingresos, simplificar el marco tributario y garan-
tizar el cumplimento del pago de los impuestos, al ce-
rrar espacios a la evasión y elusión fiscales.

En tiempo y forma, el 8 de septiembre de 2019 el Eje-
cutivo de la Unión presentó ante el Congreso de la
Unión el Paquete Económico para el ejercicio 2020,
integrado por los Criterios Generales de Política Eco-
nómica (CGPE), la iniciativa de la Ley de Ingresos de
la Federación (LIF), la de reformas a las leyes de ISR,
IVA, IEPS, Código Fiscal de la Federación y la Ley
Federal de Derechos; así como el Presupuesto de
Egresos de la Federación.

Fue así que, el 10 de septiembre, también de 2019, se
publicó como Anexo “D”, en la Gaceta Parlamenta-
ria,13 la iniciativa de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado, de la Ley del Impuesto sobre Produc-
ción y Servicios y del Código Fiscal de la Federación.

Para el caso que hoy nos ocupa, rescatamos de su ex-
posición de motivos lo que a continuación se reprodu-
ce (y mayormente reitera textos antes reseñados):

“Categorías de servicios digitales afectos al IVA
proporcionados por residentes en el extranjero sin
establecimiento en México. 

La propuesta que se somete a consideración no es
aplicable a todos los servicios digitales sino exclu-
sivamente a una categoría de servicios que general-
mente son de consumo final en los hogares o utili-
zados por las personas para su consumo individual,
como son la descarga o acceso a imágenes, pelícu-
las, texto, información, video, audio, música, jue-
gos, incluyendo los juegos de azar, así como otros
contenidos multimedia, ambientes multijugador, la
obtención de tonos de móviles, la visualización de
noticias en línea, información sobre el tráfico, pro-
nósticos meteorológicos y estadísticas. Ejemplo de
lo anterior son los servicios de “streaming” de au-
dio o video para ver películas o escuchar música,
entre otros. También en esta categoría quedan com-
prendidos los servicios digitales de clubes en línea
y páginas de citas, el almacenamiento de datos, así
como los de enseñanza a distancia o de test o ejer-
cicios. 

Los servicios digitales mencionados tienen como
características el que se proporcionan mediante
aplicaciones o contendidos en formato digital a tra-
vés de Internet, están fundamentalmente automati-
zados y pueden o no requerir un mínimo de inter-
vención humana en el proceso que se lleve a cabo
para prestar el servicio.”

Tal iniciativa del Ejecutivo fue aprobada en el pleno de
San Lázaro el 17 de octubre de 201914 y en el del Se-
nado de la República el 24 del mismo mes y año.15 Fi-
nalmente, se publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción de 9 de diciembre de 2019.16

Entre las reformas contenidas en el decreto, enseguida
reproducimos el contenido relacionado con el espíritu
de la presente iniciativa por cuanto a la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado (LIVA):

“Artículo 16. Para los efectos de esta Ley, se en-
tiende que se presta el servicio en territorio nacional
cuando en el mismo se lleva a cabo, total o parcial-
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mente, por un residente en el país (Texto sin refor-
mar).

(…)

(…)

Tratándose de los servicios digitales a que se refie-
re el artículo 18-B de esta Ley, prestados por resi-
dentes en el extranjero sin establecimiento en Mé-
xico, se considera que el servicio se presta en
territorio nacional cuando el receptor del servicio se
encuentre en dicho territorio y se estará a lo dis-
puesto en el Capítulo III BIS del presente ordena-
miento (Párrafo adicionado con la reforma).

(…)

Capítulo III Bis

De la prestación de servicios digitales por residen-
tes en el extranjero sin establecimiento en México
(Capítulo adicionado con la reforma) 

Sección I
Disposiciones generales 

(Capítulo adicionado con la reforma)

Artículo 18-B (Adicionado con la reforma). Para
los efectos de lo dispuesto en el cuarto párrafo del
artículo 16 de la presente Ley, se consideran úni-
camente los servicios digitales que a continuación
se mencionan, cuando éstos se proporcionen me-
diante aplicaciones o contenidos en formato digi-
tal a través de Internet u otra red, fundamental-
mente automatizados, pudiendo o no requerir una
intervención humana mínima, siempre que por los
servicios mencionados se cobre una contrapresta-
ción:

I. La descarga o acceso a imágenes, películas, tex-
to, información, video, audio, música, juegos, in-
cluyendo los juegos de azar, así como otros conte-
nidos multimedia, ambientes multijugador, la
obtención de tonos de móviles, la visualización de
noticias en línea, información sobre el tráfico, pro-
nósticos meteorológicos y estadísticas.

II a IV (…)”

Adelante, en el también adicionado artículo 18-D se
ordena:

“Artículo 18-D. Los residentes en el extranjero sin
establecimiento en México que proporcionen servi-
cios digitales a receptores ubicados en territorio na-
cional, para los efectos de esta Ley, únicamente de-
berán cumplir con las obligaciones siguientes:

I. Inscribirse en el Registro Federal de Contribu-
yentes ante el Servicio de Administración Tributa-
ria. La inscripción en el registro se realizará dentro
de los 30 días naturales siguientes contados a partir
de la fecha en que se proporcionen por primera vez
los servicios digitales a un receptor ubicado en te-
rritorio nacional. El Servicio de Administración Tri-
butaria dará a conocer en su página de Internet y en
el Diario Oficial de la Federación la lista de los re-
sidentes en el extranjero que se encuentren registra-
dos en el mismo.

II. Ofertar y cobrar, conjuntamente con el precio de
sus servicios digitales, el impuesto al valor agrega-
do correspondiente en forma expresa y por separa-
do.

III. Proporcionar al Servicio de Administración Tri-
butaria la información sobre el número de servicios
u operaciones realizadas en cada mes de calendario
con los receptores ubicados en territorio nacional
que reciban sus servicios, clasificadas por tipo de
servicios u operaciones y su precio, así como el nú-
mero de los receptores mencionados, y mantener
los registros base de la información presentada. Di-
cha información se deberá presentar en forma tri-
mestral por los periodos comprendidos de enero, fe-
brero y marzo; abril, mayo y junio; julio, agosto y
septiembre, y octubre, noviembre y diciembre, de
cada año, mediante declaración electrónica a más
tardar el día 17 del mes siguiente al que correspon-
da el trimestre.

IV. Calcular en cada mes de calendario el impues-
to al valor agregado correspondiente, aplicando la
tasa del 16 por ciento a las contraprestaciones efec-
tivamente cobradas en dicho mes y efectuar su pa-
go mediante declaración electrónica que presenta-
rán a más tardar el día 17 del mes siguiente de que
se trate.
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V. Emitir y enviar vía electrónica a los receptores de
los servicios digitales en territorio nacional los
comprobantes correspondientes al pago de las con-
traprestaciones con el impuesto trasladado en forma
expresa y por separado, cuando lo solicite el recep-
tor de los servicios, mismos que deberán reunir los
requisitos que permitan identificar a los prestadores
de los servicios y a los receptores de los mismos.

VI. Designar ante el Servicio de Administración
Tributaria cuando se lleve a cabo el registro a que se
refiere la fracción I de este artículo un representan-
te legal y proporcionar un domicilio en territorio
nacional para efectos de notificación y vigilancia
del cumplimiento de las obligaciones fiscales por
las actividades a que se refiere el presente Capítulo.

VII. Tramitar su firma electrónica avanzada, con-
forme a lo dispuesto por el artículo 19-A del Códi-
go Fiscal de la Federación.

Las obligaciones establecidas en las fracciones I,
III, IV, V, VI y VII de este artículo, deberán cum-
plirse de conformidad con las reglas de carácter ge-
neral que para tal efecto emita el Servicio de Admi-
nistración Tributaria.”

Por cuanto a las disposiciones transitorias de la refor-
ma a la LIVA, ubicadas en la fracción I de su Artículo
Cuarto, se establece que el Capítulo III Bis a la Ley del
Impuesto al Valor Agregado entrarán en vigor el 1 de
junio de 2020.

Justamente, el 23 de junio del presente 2020, la ver-
sión en línea de El Economista publicó una nota17 que
cabeceaba Gravar a plataformas dejaría ingresos por
más de 100 mil millones de pesos: Hacienda. El co-
mercio electrónico representa entre 5 y 6 por ciento
del PIB, cerca de 1.3 billones de pesos; entre los as-
pectos que más se debaten está quién debe cobrar el
impuesto. Adelante informa que el año pasado y con
ayuda del SAT, se estableció un programa piloto don-
de participaron 8 plataformas digitales y dos prestado-
res de servicios digitales, en el que se fue buscando la
manera de establecer un mecanismo correcto para el
cobro correcto del ISR e IVA.

De acuerdo con nota sobre el mismo tema de igual fe-
cha,18 publicada en la versión en línea de Forbes Mé-

xico, persiste la narrativa antes referida, de tal suerte

que se informa que Herrera puntualizó que no se trata
de un impuesto nuevo ni de un impuesto digital, pues-
to que las plataformas de intermediación de servicio
de transporte y entrega de alimentos forman parte de
una prueba piloto de este esquema desde 2019.

En paralelo, por lo que hace a la reforma de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta (LISR), reproducimos la par-
te que interesa a la presente iniciativa:

“Sección III
De los ingresos por la enajenación 

de bienes o la prestación de servicios 
a través de Internet, mediante plataformas 

tecnológicas, aplicaciones informáticas y similares
(Sección adicionada con la reforma)

Artículo 113-A (Adicionado con la reforma). Están
obligados al pago del impuesto establecido en esta
Sección, los contribuyentes personas físicas con ac-
tividades empresariales que enajenen bienes o pres-
ten servicios a través de Internet, mediante platafor-
mas tecnológicas, aplicaciones informáticas y
similares que presten los servicios a que se refiere
la fracción II del artículo 18-B de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, por los ingresos que ge-
neren a través de los citados medios por la realiza-
ción de las actividades mencionadas, incluidos
aquellos pagos que reciban por cualquier concepto
adicional a través de los mismos.

(…)”

Al mismo tiempo, por cuanto al Estímulo Fiscal a pro-
yectos de inversión en la producción y distribución ci-
nematográfica nacional (Eficine), ubicado –como an-
tes señalamos- en el artículo 189 de la LISR, la
reforma lo hizo quedar como sigue:

“Artículo 189 (Párrafo reformado). Se otorga un
estímulo fiscal a los contribuyentes del impuesto
sobre la renta, consistente en aplicar un crédito fis-
cal equivalente al monto que, en el ejercicio fiscal
de que se trate, aporten a proyectos de inversión en
la producción cinematográfica nacional o en la dis-
tribución de películas cinematográficas nacionales,
contra el impuesto sobre la renta del ejercicio y de
los pagos provisionales del mismo ejercicio, causa-
do en el ejercicio en el que se determine el crédito.
Este crédito fiscal no será acumulable para efectos
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del impuesto sobre la renta. En ningún caso, el estí-
mulo podrá exceder del 10 por ciento del impuesto
sobre la renta causado en el ejercicio inmediato an-
terior al de su aplicación.

Cuando dicho crédito sea mayor al impuesto sobre
la renta que tengan a su cargo en el ejercicio fiscal
en el que se aplique el estímulo, los contribuyentes
podrán acreditar la diferencia que resulte contra el
impuesto sobre la renta que tengan a su cargo en los
diez ejercicios siguientes hasta agotarla.

Para los efectos de este artículo, se considerarán co-
mo proyectos de inversión en la producción cine-
matográfica nacional, las inversiones en territorio
nacional, destinadas específicamente a la realiza-
ción de una película cinematográfica a través de un
proceso en el que se conjugan la creación y realiza-
ción cinematográfica, así como los recursos huma-
nos, materiales y financieros necesarios para dicho
objeto.

Asimismo, se considerarán proyectos de inversión
en la distribución de películas cinematográficas na-
cionales, la propuesta de acciones, actividades y es-
trategias destinadas a distribuir películas cinemato-
gráficas nacionales con méritos artísticos, tanto en
circuitos comerciales como no comerciales, así co-
mo aquéllas que estimulen la formación de públicos
e incentiven la circulación de la producción cine-
matográfica nacional.

Para la aplicación del estímulo fiscal a que se refie-
re el presente artículo, se estará a lo siguiente:

I. (Reformada) Se creará un Comité Interinstitucio-
nal que estará formado por un representante del
Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, uno
del Instituto Mexicano de Cinematografía, uno del
Servicio de Administración Tributaria y uno de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien
presidirá el Comité Interinstitucional y tendrá voto
de calidad.

II. El monto total del estímulo a distribuir entre los
aspirantes del beneficio, no excederá de 650 millo-
nes de pesos por cada ejercicio fiscal para los pro-
yectos de inversión en la producción cinematográfi-
ca nacional ni de 50 millones de pesos por cada
ejercicio fiscal para los proyectos de inversión en la

distribución de películas cinematográficas naciona-
les.

Las cantidades señaladas en el párrafo anterior se
dividirán en montos iguales para ser distribuidas en
dos periodos durante el ejercicio fiscal.

III. En el caso de los proyectos de inversión en la
producción cinematográfica nacional el monto del
estímulo no excederá de 20 millones de pesos por
cada contribuyente y proyecto de inversión.

Tratándose de los proyectos de inversión para la dis-
tribución de películas cinematográficas nacionales,
el estímulo no excederá de dos millones de pesos
por cada contribuyente y proyecto de inversión. En
el caso de que dos o más contribuyentes distribuyan
una misma película cinematográfica nacional, el Co-
mité Interinstitucional podrá otorgar el mismo mon-
to citado sólo a dos de los contribuyentes.

IV. El Comité Interinstitucional publicará a más tar-
dar el último día de febrero de cada ejercicio fiscal,
el monto del estímulo distribuido durante el ejerci-
cio anterior, así como los contribuyentes beneficia-
dos y los proyectos de inversión en la producción
cinematográfica nacional y de distribución de pelí-
culas cinematográficas nacionales por los cuales
fueron merecedores de este beneficio.

V. Los contribuyentes deberán cumplir lo dispuesto
en las reglas generales que para el otorgamiento del
estímulo publique el Comité Interinstitucional.

(Adicionado) El estímulo fiscal a que se refiere es-
te artículo no podrá aplicarse conjuntamente con
otros tratamientos fiscales que otorguen beneficios
o estímulos fiscales.”

Es indispensable procurar que, el progreso científico y
tecnológico que ha cambiado nuestras vidas, opere pa-
ra mayor provecho y beneplácito de más personas, fa-
milias, comunidades y regiones, a fin que puedan vivir
con más dignidad y mucho mejor, lo que incluye a la
experiencia artística y cultural, elemento de primera
necesidad como ha quedado de manifiesto durante el
confinamiento obligado por la pandemia. Ello implica,
del mismo modo, respeto y respaldo a los conocimien-
tos, habilidades y actitudes técnicas y científicas de las
personas involucradas.
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Por lo demás, la presente iniciativa se inscribe en el
contexto de los múltiples recursos parlamentarios que
la Comisión de Cultura y Cinematografía de la Cáma-
ra de Diputados, desde el respeto institucional y por la
división de poderes, ha aplicado para el mantenimien-
to, rescate y progreso de la Cinematografía Nacional,
lo que ha incluido mesas de trabajo (habida cuenta que
el Poder Legislativo es el espacio idóneo para ello) pa-
ra la reforma integral a la Ley Federal de Cinemato-
grafía con la presencia y participación de todos los in-
teresados desde la experiencia del parlamento abierto,
así como iniciativas y reuniones ad hoc para evitar
afectaciones innecesarias.

Para ilustrar mejor la razón de pedir, se incluye a con-
tinuación un cuadro comparativo de la propuesta:

La industria cinematográfica y del audiovisual es una
de las muchas aristas de la realidad nacional que exi-
gen, ante el mundo y los problemas del mundo actual,
respuestas racionales para multiplicar los beneficios
del mundo de hoy, al que tenemos que entender en su
complejidad, con pleno respeto al marco legal e insti-
tucional y en concertación armónica del Estado con la
sociedad civil, la academia y el sector privado.

Por lo anteriormente expuesto, en nombre del Grupo
Parlamentario de Morena, me permito someter a con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se adiciona un tercer párrafo a
la fracción I del artículo 18-B de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado

Único. Se adiciona un tercer párrafo a la fracción I del
artículo 18-B de la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do, para quedar como sigue:

Artículo 18-B. (…)

I. (…)

Martes 10 de noviembre de 2020 Gaceta Parlamentaria63



(…)

Recursos por una cantidad, no menor al diez por
ciento de lo recaudado por los conceptos señala-
dos en la presente fracción, se destinarán a los
programas y fondos destinados a la Inversión y
Estímulos al Cine Nacional, así como para la
Producción Cinematográfica de Calidad, en los
términos de la normatividad fiscal y cultural
aplicables.

II a IV (…)

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 http://www.imcine.gob.mx/wp-content/uploads/2020/05/Anua-

rio-Estad%C3%ADstico-de-Cine-Mexicano.pdf Consultado el 21

de agosto de 2020. 

2 Cosa que ocurrió el el 25 de marzo de 1983. http://www.imci-

ne.gob.mx/wp-content/uploads/IMCINE/EL_INSTITUTO/Decre-

to_IMCINE.pdf.

3 https://www.dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?codno-

ta=4705910&fecha=29/12/1992&cod_diario=202810 Consultado

el 21 de agosto de 2020.

4 http://www.imcine.gob.mx/pot/archivo/fideicomisos/f7a/Con-

trato_FOPROCINE_1997_0.pdf. Consultado el 21 de agosto de

2020. 

5 http://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/64/2020/abr/20200421-

I-2.html#Iniciativa4 Consultado el 21 de agosto de 2020.

6 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=4967917&fe-

cha=05/01/1999. Consultado el 21 de agosto de 2020.

7 http://www.imcine.gob.mx/pot/archivo/fideicomisos/f5/CON-

TRATO_CONSTITUTIVO_FIDECINE_editable_0.pdf. Consul-

tado el 20 de agosto de 2020.

8 Lay, Tonatiuh. (2005). Análisis del proceso de la iniciativa de

Ley de la Industria Cinematográfica de 1998. Centro Universitario

de Ciencias Sociales y Humanidades de la Universidad de Guada-

lajara. Tesis de la Maestría en Ciencias Sociales, en

https://www.researchgate.net/profile/Tonatiuh_Lay/publica-

tion/31839361_Analisis_del_proceso_de_la_iniciativa_de_Ley_d

e_la_Industria_Cinematografica_de_1998_IT_Lay_Arellano/links

/566a45ac08ae62b05f0297d1/Analisis-del-proceso-de-la-iniciati-

va-de-Ley-de-la-Industria-Cinematografica-de-1998-IT-Lay-Are-

llano.pdf Consultado el 20 de agosto de 2020.

9 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5591085&fe-

cha=02/04/2020. Consultado el 21 de agosto de 2020.

10 https://infosen.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/64/2/2020-05-20-

1/assets/documentos/Ini_Morena_Integrantes_Diversas_Leyes.pd

f Consultado el 20 de agosto de 2020

11 https://www.ppef.hacienda.gob.mx/work/models/PPEF2020/

paquete/politica_hacendaria/CGPE_2020.pdf Consultado el 21 de

agosto de 2020.

12 https://www.cefp.gob.mx/indicadores/gaceta/2019/ies-

cefp0342019.pdf Consultado el 21 de agosto de 2020.

13 http://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/64/2019/sep/20190908-

D.pdf Consultado el 20 de agosto de 2020.

14 http://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/64/2019/oct/20191017-

IV-Bis.pdf Consultado el 21 de agosto de 2020.

15 http://200.33.232.134/sgsp/gaceta/64/2/2019-10-24-

1/assets/documentos/Dict_Hacienda_Miscelanea_Fiscal.pdf Con-

sultado el 21 de agosto de 2020.

16 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=

5581292&fecha=09/12/2019 Consultado el 21 de agosto de 2020.

17 https://www.eleconomista.com.mx/economia/Cobrar-ISR-e-

IVA-a-plataformas-digitales-dejaria-ingresos-de-mas-de-100000-

millones-de-pesos-SHCP-20200623-0106.html Consultado el 21

de agosto de 2020.

18 https://www.forbes.com.mx/economia-impuestos-a-platafor-

mas-digitales-una-cuestion-de-equidad-arturo-herrera/ Consultado

el 21 de agosto de 2020.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputado Sergio Mayer Bretón (rúbrica)
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QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL

AMBIENTE, A CARGO DEL DIPUTADO JORGE ROMERO HE-
RRERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El diputado Jorge Romero Herrera, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXIV Legislatura, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 62, nu-
meral 2, y 77, numeral 1, del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversos artículos de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, lo anterior, al
tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La contaminación del agua de los ríos de México ha
crecido a niveles alarmantes en las últimas dos déca-
das, la descarga irresponsable de los residuos indus-
triales, así como de las aguas negras por parte de algu-
nas autoridades municipales, además del
desplazamiento de fertilizantes agrícolas por sus cau-
ces, se ven reflejados, incluso, en la contaminación
marina, sin embargo, parece que se nos olvida que na-
da en el mundo funciona sin agua, ni en los ecosiste-
mas naturales, ni en la agricultura, en las ciudades ni
en el cuerpo humano. Todos los procesos vitales de
nuestro planeta dependen, directa o indirectamente, de
esta sustancia1. Situación que motiva al Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional a presentar una
reforma federal que establezca un modelo para esti-
mular la participación social en programas de reme-
diación de la calidad de agua de los ríos de México, en
los distintos órdenes gubernamentales como en la ini-
ciativa privada.

En esta legislatura impulsamos dentro de nuestra pla-
taforma electoral ideas para que México logre un des-
arrollo económico con crecimiento, inclusión social y
sostenibilidad. A partir de reconocer que nuestro país,
junto con Brasil y Colombia a nivel latinoamericano,
es uno de los de mayor variedad de ecosistemas te-
rrestres y acuáticos2, lo que hace a nuestra biodiversi-
dad indispensable para la preservación de la vida tal y
como la conocemos en la actualidad; sin embargo, de
seguir agrediendo, sobreexplotando, destruyendo el

hábitat, desviando a capricho humano los cauces e in-
troduciendo especies exóticas ajenas dentro de las
aguas dulces de los ríos, arroyos y riachuelos se acele-
rarán los fenómenos relacionados con el cambio cli-
mático. Basta revisar los resultados de un estudio rea-
lizado por la Unión Internacional para la Conservación
de la Naturaleza (UICN) y el ABQ Biopark, donde
afirman que 39 por ciento de los peces de agua dulce
en México están en peligro de extinción3, lo que con
toda seguridad alterará más la biodiversidad y calidad
del agua de nuestro país, pues la fauna y flora deter-
minan el sano equilibro del medio ambiente.

El papel que juega el sector industrial dentro del pro-
blema del agua es alarmante, por citar un ejemplo, tan
sólo en 2014 la minería extrajo casi 437 millones de
metros cúbicos de agua en nuestro país. Esta cantidad
de agua es el equivalente a las necesidades humanas
de toda la población de Baja California Sur, Colima,
Campeche y Nayarit durante el mismo periodo4. La
mala distribución del recurso hídrico afecta de manera
considerable a todos los sectores de la producción, es-
te problema se presenta en todos los ámbitos, ya sea en
las regiones del país con fuerte producción agrícola,
como en las zonas industriales y las grandes áreas me-
tropolitanas. El problema del agua es transversal.

El crecimiento demográfico de los años ochenta a la
fecha ha propiciado un desarrollo urbano e industrial
desproporcionado y en algunos casos, irregular, colo-
cando grandes concentraciones de personas o indus-
trias en zonas con reservas acuíferas inferiores a las
que estas demandas para su operación cotidiana. A su
vez, la falta de conciencia social relacionada al consu-
mo exacerbado de bienes no necesarios acelera la ex-
plotación inmoderada de todos los recursos naturales
que nos han conducido a esta alteración del ecosiste-
ma, y para nuestra desgracia, está impactando en la ca-
lidad y cantidad de agua proveniente de ríos, que son
de vital importancia para preservar nuestra salud y sa-
no desarrollo, basta observar la siguiente tabla pobla-
cional para dimensionar lo aquí mencionado. (Figura
1)5
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En la Encuesta Intercensal 2015, realizada por el In-
egi6, se contaron 119 millones 938 mil 473 habitantes
en México, lo que nos convierte en la onceava nación
más poblada sobre la tierra. Es evidente que mayor po-
blación, crece la necesidad de generar más empleo,
por lo que necesitamos de la industria. Pero lo que ne-
cesitamos es una industria responsable con el equili-
brio ecológico, ya que en años anteriores el fenómeno
demográfico empujó a que gobiernos de los tres nive-
les permitieran que empresas nacionales y extranjeras
instalaran en suelo mexicano patios y naves industria-
les sin un enfoque institucional de responsabilidad so-
cial y ecológica, lo que ha incrementado la contamina-
ción de las aguas dulces y alteración de la
biodiversidad.

En este sentido, el nivel de población que hemos al-
canzado en México y la concentración inequitativa
dentro del territorio nacional, ha modificado negativa-
mente la calidad del agua, como prueba de ello, en
marzo de este año, la Secretaría del Medio Ambiente y
Recursos Naturales reconoció que en nuestro país el
70 por ciento de los ríos y cuencas padecen de algún
grado de contaminación, situación que se ha vuelto un
proceso histórico que no es atendido, problema que
afecta en mayor medida al suministro de agua en las
zonas metropolitanas de Ciudad de México, Puebla,
Monterrey, Guadalajara, Toluca, Juárez y León por ci-

tar algunas, en temporadas como primavera y verano,
los organismos encargados de la distribución del agua
potable, tienen que racionalizarla mediante la imposi-
ción de horarios para que el abastecimiento no baje a
cero en determinado momento, pues las áreas agríco-
las y ganaderas cercanas a estos polos poblacionales,
deben acelerar la producción para garantizar el abasto
de alimento, lo que ha provocado que el consumo del
recurso hídrico sea superior al ciclo natural que re-
quiere para autogenerarse7.

A partir de 1990 los ecólogos William Ress y Mathis
Wackernagel acuñaron el concepto de huella ecológi-
ca8, descripción científica que sirve para conocer el
grado de impacto ambiental y desgaste de los recursos
naturales que ejercen los asentamientos humanos, per-
sonas, organizaciones, regiones o ciudades sobre el
ambiente, pero sobre todo, la huella ecológica identifi-
ca la cantidad de kilómetros cuadrados que necesita el
ser humano para producir los bienes que garanticen la
supervivencia de la especie humana y animal, así co-
mo el tiempo que el planeta necesita para absorber to-
dos los residuos orgánicos, inorgánicos, químicos y
sintéticos que provoca, estudiando si está garantizada
la conservación o remediación de suelo, subsuelo, ma-
res, depósitos de agua dulce y aire; sin dejar pasar el
análisis de las condiciones de las tierras para cultivo y
pastoreo; bosques de los que se dispone madera y re-
sinas; mares y ríos para la obtención de fauna acuáti-
ca; así como de los espacios donde se construyen vi-
vienda, infraestructura comercial, industrial, social y
carretera, sin descuidar los espacios que sirven como
depósitos de basura y residuos industriales.

El agua es el epicentro que garantiza el crecimiento
sostenible y es fundamental para el desarrollo socioe-
conómico, la energía, la producción de alimentos, y la
preservación de los ecosistemas, pero sobretodo, es
esencial para la supervivencia de los seres humanos.
El agua también forma parte crucial de la adaptación
al cambio climático, y es un decisivo vínculo entre la
sociedad y el medioambiente9, en el caso mexicano,
vale la pena citar que los estados que podrían colapsar
en los próximos años a causa de la escasez de agua son
Baja California Sur, Guanajuato, Ciudad de México,
Aguascalientes, estado de México, Querétaro, Hidal-
go, Chihuahua, Zacatecas, Sonora, Sinaloa y Nuevo
León entidades federativas que forman parte de las si-
guientes regiones hidrológico-administrativas de la
Comisión Nacional del Agua:
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I Península de Baja California;

II Noroeste;

III Pacífico Norte;

VI Río Bravo;

VII Cuencas Centrales del Norte;

VIII Lerma Santiago-Pacífico;

IX Golfo Norte.

Las cuales podemos apreciar en el mapa siguiente. (Fi-
gura 2)10

Lo anterior nos coloca en un escenario de alto riesgo
en relación con la supervivencia de más de dos tercios
de la población del país, el tema no es menor, por lo
que el Estado mexicano está obligado a elevar el papel
que juegan las políticas económicas ambientales en la
protección ambiental. Estas podrían resumirse en cin-
co grandes vertientes:

a. Compensación ecológica,

b. Política de pago de emisiones de residuos,

c. Impuesto ambiental,

d. Políticas de finanza verde y políticas de comercio
verde, y

e. Política de precios de recursos ambientales.

Nuestra propuesta se encuentra dentro del primero de
los rubros, al buscar a través de medidas compensato-
rias, estimular que los tres órdenes de gobierno y el
sector económico participen en la conservación de los
ríos y afluentes de agua en el territorio nacional en co-
laboración con la iniciativa privada.

El desarrollo económico no debe estar contrapuesto con
la conservación del medio ambiente, en países con eco-
nomías pujantes sustentadas en la producción y la indus-
tria se han logrado establecer políticas públicas, medidas
regulatorias y compensatorias entre las provincias, para
mitigar las afectaciones a los afluentes y ríos que circu-
lan a través de una nación y que distribuyen el vital lí-
quido entre distintas regiones. Inclusive en países como
China, se han establecido convenios entre provincias so-
bre el tratamiento de agua de río. Mediante estándares en
la calidad de agua, las provincias que se encuentran pri-
mero en el cauce del río pagan compensación a las sub-
secuentes si la calidad no es la pactada; el pago com-
pensatorio lo realiza, por decirlo de una forma, la
provincia río arriba a la que se encuentra río abajo11.

Por su parte, el gobierno central apoya con un subsidio
a las provincias que se encuentran río arriba como es-
tímulo para que en sus políticas públicas mejoren la
calidad de agua. Esto, en colaboración con las empre-
sas que radican en su territorio.

El marco constitucional mexicano permite que dentro
de los parámetros de convencionalidad se planteen ini-
ciativas novedosas que permitan transitar hacia un
desarrollo sustentable. Las dependencias encargadas
de la conservación del medio ambiente deben dejar de
estar en segundo plano y convertirse en las que plan-
teen el hilo conductor de la política económica y social
mexicana de manera transversal, al utilizar herramien-
tas de política ambiental como clave para lograr una
gobernanza ambiental, en las que:

• Se evalúe permanentemente el nivel de contami-
nación en el agua.

• Se establezcan medidores de la calidad el agua, a
través del sorteo de puntos específicos y se reubi-
quen aleatoriamente.

• Las empresas con emisiones contaminantes cuen-
ten con instrumentos digitales que monitoreen los
índices de dichas emisiones en todo momento.
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En México estamos obligados desde el parlamento a
impulsar una estrategia nacional de civilización ecoló-
gica, es por eso que a través de esta reforma se propo-
ne establecer que los municipios por los que atraviesan
los cauces de los ríos se integren en un modelo fede-
ralista que implemente medidas de conservación y me-

joramiento de la calidad del agua; que con mecanis-
mos de estímulo y compensación entre municipios se
establezcan parámetros de mejora de la calidad del
agua que reciben; y se fortalezcan facultades en los
tres órdenes de gobierno para sancionar a los particu-

lares, principalmente a las empresas, que no cumplan
con las políticas de tratamiento de aguas residuales y
manejo de residuos sólidos.

Lo dispuesto por el artículo 115 constitucional en rela-
ción con el 27 del máximo ordenamiento, nos permite
hacer el planteamiento jurídico que aquí se plasma. En
estricto respeto a la división de poderes y al ámbito
competencial de los municipios, los estados y la fede-
ración, es que resulta posible llevar a cabo la presente
reforma.

Para mayor referencia, se expone un cuadro compara-
tivo de las adiciones que se proponen dentro del título
relativo a la Protección al Ambiente, en particular en
el capítulo de la Prevención y Control de la Contami-
nación del Agua y de los Ecosistemas Acuáticos de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

Por todo ello, se somete a la consideración del pleno
de esta Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sos artículos de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente en materia de
protección de los ríos y sus afluentes

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 117 Bis y se
reforman los artículos 118 y 119 Bis de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, para quedar como sigue:

Artículo 117 Bis. Los municipios en los que se en-
cuentre el cauce de un río o sus afluentes deberán
establecer convenios de colaboración entre ellos,
entre estos y los Estados, y entre los anteriores y la
Federación, para fortalecer las medidas de conser-
vación y mejoramiento de la calidad del agua de los
ríos y sus afluentes, con mecanismos de estímulo y
compensación a los parámetros de mejora de la ca-
lidad del agua, así como al tratamiento de las aguas
residuales. Dichos convenios fortalecerán el inter-
cambio de información entre los tres órdenes de go-
bierno para facilitar la imposición de sanciones a
los particulares, que incumplan con las políticas de
tratamiento de aguas residuales y manejo de resi-
duos sólidos.

Artículo 118. Los criterios para la prevención y con-
trol de la contaminación del agua, así como los crite-
rios establecidos para los convenios de colabora-
ción entre los distintos órdenes de gobierno, serán
considerados en:
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I. …

…

VII. …

Artículo 119 Bis. En materia de prevención y control
de la contaminación del agua, corresponde a los go-
biernos de las entidades federativas y de los Munici-
pios, por sí o a través de sus organismos públicos que
administren el agua, de conformidad con la distribu-
ción de competencias establecida en esta ley y confor-
me lo dispongan sus leyes locales en la materia: 

I. a IV. …

Los convenios de colaboración a que hace refe-
rencia el artículo 117 Bis contemplarán mecanis-
mos de participación de la sociedad civil y los
particulares que generan descargas de aguas re-
siduales, para mitigar de manera paulatina el
impacto ambiental en los ríos y sus afluentes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La federación, los estados y los municipios
que se encuentren en el supuesto que contempla el pre-
sente decreto, deberán celebrar los convenios de cola-
boración atinentes dentro de los 180 días posteriores a
su entrada en vigor.

Tercero. El Congreso de la Unión establecerá estímu-
los fiscales en el ejercicio fiscal 2022 a los particula-
res que implementen tecnologías encaminadas a la
conservación de los ríos, sus afluentes y al tratamien-
to de aguas residuales, en los términos de los conve-
nios de colaboración a que hace referencia el presente
decreto.
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QUE ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA

LEY GENERAL DE SALUD, SUSCRITA POR LAS DIPUTADAS

MARTHA ANGÉLICA TAGLE MARTÍNEZ, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO; VERÓNICA

BEATRIZ JUÁREZ PIÑA, DEL PRD; ANA LUCÍA RIOJAS

MARTÍNEZ, INDEPENDIENTE

La suscritas, diputadas Martha Tagle Martínez, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, Veróni-
ca Juárez Piña, coordinadora del Grupo Parlamenta-
rio de Partido de la Revolución Democrática, y Lucía
Riojas Martínez, sin grupo parlamentario, integrantes
de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someten a consideración del de esta honorable asam-
blea, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Desde su creación en 1984, la Ley General de Salud
prevé un capítulo dedicado exclusivamente al tema de
la salud mental. En las diversas modificaciones que es-
ta ley ha tenido en los años 2011, 2013, y 2015 en el
capítulo específico sobre salud mental, se ha continua-
do con un enfoque que requiere ser actualizado a la luz
de los desarrollos que, en diversas áreas del conoci-
miento de la salud, del derecho y de las ciencias so-
ciales, han tenido lugar en las últimas dos décadas.

Al estudiar el contenido actual de los dispositivos nor-
mativos que sirven para configurar el marco jurídico
que regula la política de salud mental en México, se
puede apreciar el predominio de un enfoque biomédi-
co que no es acorde con los estándares de derechos hu-
manos que hoy por hoy están vigentes en el país y, más
aún, con las mejores prácticas que están desarrollán-
dose en materia de salud mental a nivel mundial y re-
gional. 

La característica principal del modelo biomédico es
centrarse, casi con exclusividad, en la “enfermedad”
de la persona, y utilizar un criterio restringido e indi-
vidual para dar respuesta a lo que se califica como pro-
blemas de salud mental. Este enfoque no hace honor al
hecho de que, a pesar de que en efecto pueden existir

ciertos componentes fisiológicos que desencadenan
afectaciones en la salud mental, los mayores riesgos se
originan por convergencias con el entorno psicosocial
de la persona, en su familia, en la escuela, en las rela-
ciones laborales, en el entorno socioeconómico y polí-
tico, y en la sociedad como un todo. Además, deben
considerarse las diversas barreras con las que interac-
túa la persona y que pueden impedir su participación
plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condi-
ciones que las demás. 

Debido al punto de partida del enfoque biomédico, las
respuestas de tratamiento tienen como propósito atacar
los supuestos síntomas, neutralizar la conducta, reha-
bilitar, reincorporar, normalizar, curar, y, cuando todas
estas estrategias fracasan, controlar y segregar. Así, si
atendemos a los contenidos del actual capítulo VII, del
Título I, de la Ley General de Salud, podemos consta-
tar los distintos componentes que conforman dicho en-
foque. Desde sus primeros artículos del capítulo se de-
canta el objetivo de atender el llamado “trastorno
mental y del comportamiento”, las causas de las alte-
raciones de la conducta, los métodos de prevención,
tratamiento y el control. A más de treinta años de la
creación de la ley, continúan sin existir en el país res-
puestas comunitarias y servicios de salud que provean
una atención a la salud mental ajustada a los estánda-
res de derechos humanos como la Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad (en
adelante la “CDPD”). Los dispositivos actuales que
regulan la salud mental en la Ley General de Salud se
orientan al control y a la rehabilitación de los síntomas
de las enfermedades mentales con métodos las más de
las veces coercitivos.

Como adecuadamente ha indicado el ex relator espe-
cial sobre el Derecho de toda Persona al disfrute del
más alto nivel posible de salud del Consejo de Dere-
chos Humanos de las Naciones Unidas (en adelante, el
ex relator especial sobre Salud, es preciso que los es-
tados realicen esfuerzos sostenidos para crear y man-
tener condiciones concretas que promuevan una vida
digna y el bienestar de todas las personas, y ello no
puede conseguirse si no se da la debida atención a los
determinantes sociales que tienen efectos en la salud. 

Existen múltiples documentos internacionales que alu-
den a dicho reconocimiento, entre otros, la Declara-
ción Política de Río sobre Determinantes Sociales de
la Salud, en la que se concretó un acuerdo a nivel glo-
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bal para conseguir reducir las desigualdades en mate-
ria de salud, lo cual supone no dejar de considerar los
determinantes sociales. Es importante resaltar que Mé-
xico se comprometió al cumplimiento de la Agenda
2030 promulgada en 2015 por la Asamblea General de
las Naciones Unidas, que se interrelaciona amplia-
mente con la CDPD. El Objetivo de Desarrollo Soste-
nible número 3 de dicha Agenda reconoce la interrela-
ción y la importancia de los determinantes sociales de
la salud para lograr una “vida sana y promover el bien-
estar para todos y a todas las edades.”

En este orden de ideas, es preciso que México actuali-
ce el marco jurídico para hacerlo concorde con las di-
mensiones sociopolíticas de la salud mental y con los
requerimientos del marco internacional existente en
materia de derechos humanos.

Para tales efectos, es preciso transformar las políticas
de salud mental para que no se enfoquen en el llama-
do “trastorno mental o de la conducta”, y en su lugar
se orienten al reconocimiento y ejercicio efectivos del
derecho a la salud mental en los distintos entornos de
la vida social, entre otros el familiar, el educativo y el
laboral, así como reconocer los distintos fenómenos
que pueden incidir negativamente en la forma en que
las personas experimentan la salud mental, como por
ejemplo, la extrema desigualdad, la discriminación es-
tructural, las relaciones familiares violentas, el acoso
escolar, la violencia de género, entre otros. Cualquier
persona a lo largo de su vida necesita un entorno que
favorezca su salud mental y su bienestar. Todas las
personas son potenciales usuarias de los servicios de
salud mental y pueden estar expuestas a episodios es-
porádicos y breves de dificultades o sufrimiento de ti-
po psicosocial que requieren un apoyo adicional. En
ocasiones también es posible que existan personas que
tengan una condición de salud mental de largo plazo,
también conocidas como discapacidades psicosocia-
les. Es necesario empezar a reconstruir la política de
salud mental en un lenguaje de derechos. Todas y to-
dos los habitantes de la República mexicana tienen re-
querimientos para atender su salud mental y el marco
jurídico nacional tiene que adecuarse a esta realidad.

a. La salud mental debe estar basada en el derecho
a decidir

El ex relator especial sobre Salud, reiteradamente ha
señalado la necesidad de construir el derecho a la sa-

lud mental sobre el reconocimiento del derecho a de-
cidir. Esto cobra especial relevancia en la manera en
cómo se regula el consentimiento informado, pues
constituye una salvaguarda fundamental para el dis-
frute del derecho a la salud en general, y a la salud
mental en particular. Hoy por hoy, predominan los en-
foques asistencialistas que reducen el derecho al con-
sentimiento informado a una simple formalidad sin
contenido, la cual está sujeta a múltiples excepciones.
Véase si no la regulación del actual artículo 74 Bis de
la Ley General de Salud, mismo que establece el dere-
cho al consentimiento informado en relación al trata-
miento a recibir, pero con la excepción, completamen-
te abierta del internamiento involuntario, del llamado
caso urgente, o cuando se compruebe que el trata-
miento es el más indicado para atender las necesidades
del “paciente”. Las excepciones previstas son tan am-
plias que terminan por desfigurar el derecho al con-
sentimiento informado y a la posibilidad de decidir y
acceder a formas para el apoyo a la toma de decisio-
nes.

El cambio de paradigma hacia un modelo psicosocial
para la promoción del derecho a la salud mental im-
plica tomarse en serio el derecho a decidir. El recono-
cimiento de este derecho no sólo se vincula con obli-
gaciones jurídicas, sino con razones esencialmente
terapéuticas y también éticas. La Organización Mun-
dial de la Salud ha venido desarrollando una nueva ini-
ciativa para hacer honor a esa dimensión, conocida co-
mo “Calidad y Derechos.” Quien experimenta una
afectación psicosocial que reclama algún apoyo social
y comunitario, muchas veces se siente descentrado, se
trata de una experiencia de pérdida de control, de pro-
funda angustia, de desorientación, que requiere de la
intervención de una red de apoyos. La intervención
psicosocial para atender estas afectaciones o prevenir-
las se orienta justo por la idea de recuperación. 

El bienestar psicosocial se deriva del hecho de tener
control sobre las propias dimensiones de la vida, no se
trata de evitar a toda costa el sufrimiento o la angustia,
sino de recuperar el sentido del dominio de sí, que
puede verse comprometido por una dificultad psicoso-
cial. El nuevo marco jurídico que se propone persigue
justamente que todas las acciones y las políticas en
materia de salud mental se orienten a la recuperación
del dominio de sí, del control de las dimensiones de la
propia vida. En síntesis, por la idea de recuperación a
través de los propios recursos emocionales y de un en-
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torno empático respetuoso de la voluntad y de las pre-
ferencias.

La recuperación no es una simple palabra, no se trata
simplemente de sustituir términos del antiguo modelo
médico como rehabilitación, por ejemplo, por el de re-
cuperación. Se trata de conseguir una auténtica refor-
ma estructural de las prácticas de los servicios de sa-
lud mental para la recuperación del sentido del control
de la propia vida. La recuperación tiene un significado
diferente para las personas, para algunas se refiere a la
posibilidad de ganar control sobre su propia identidad,
tener esperanza y la posibilidad de desarrollarse en sus
entornos sociales, como el trabajo, las relaciones per-
sonales, el compromiso comunitario. La idea de recu-
peración nos aleja de la idea del “ser curado”, “rehabi-
litado”, o de recuperar nuevamente la “normalidad” y,
por contraposición, nos acerca a la idea de ganar un
nuevo significado y propósito para la vida, con condi-
ciones de empoderamiento para vivir autónomamente
con independencia, sin que ello necesariamente signi-
fique eliminar por completo los sentimientos de estrés
o de angustia, que pueden ser parte de la vida de una
persona. La recuperación es única y personal y tiene
muchos elementos que influyen negativamente en su
consecución, que pueden constituir barreras, como la
falta de esperanza y de motivación, el maltrato o la ne-
gligencia, el descrédito social respecto de las propias
potencialidades, los sentimientos de aislamiento y de
falta de apoyo, el estigma y la discriminación, la se-
gregación, la exclusión de la familia y de la comuni-
dad, y la falta de servicios y apoyos comunitarios que
permitan recuperar el sentimiento de dominio de sí.

De ahí que lo que se pretende con la iniciativa de re-
forma que ahora se presenta es que se abandonen los
clásicos enfoques basados en el diagnóstico, en la pa-
tología, y en la adopción de un subsecuente tratamien-
to clínico. Estas aproximaciones resultan en interven-
ciones muchas veces no consentidas, orientadas a la
medicalización y a la hospitalización. Cualquier inter-
vención que se pretenda eficaz en materia de salud
mental, forzosamente debe preservar, en todo momen-
to, el sentido de agencia moral de la persona. La per-
sona nunca debe ser considerada como un objeto de
tratamiento a ser curada, normalizada, o rehabilitada.
Se trata de reconocer a la persona como sujeto en su
concreción más puntual, en toda su dimensión psico-
social. 

b. Inversión actual en el sistema de salud mental 

De acuerdo con cifras de 2017, México destina apenas
el 2.2 por ciento de su presupuesto en salud, que en
aquel año ascendió a 2 mil 586 millones de pesos, a la
salud mental, y de esta cifra 80 por ciento se destina a
la inversión en hospitales psiquiátricos. Resulta signi-
ficativo que la mayor cantidad de recursos se destinen
a instalaciones para el internamiento – voluntario o in-
voluntario – de personas, en lugar de invertir en alter-
nativas comunitarias que permitan realizar interven-
ciones destinadas a lograr el empoderamiento
psicosocial y la recuperación. También resulta preocu-
pante que la inversión en salud mental se concentre en
el tercer nivel de atención, es decir, en instituciones es-
pecializadas concentradas en las grandes ciudades.
Ello genera una grave brecha de atención e impacta en
la accesibilidad y disponibilidad de los servicios de sa-
lud mental en el resto del territorio nacional.

c. Marco legal de protección en materia de salud
mental 

Las obligaciones para respetar los derechos funda-
mentales tienen carácter interdependiente, de ahí que
además de reconocer los tradicionales derechos civiles
y políticos, que constituyen los presupuestos del des-
arrollo de la personalidad, también se debe contar con
un acceso efectivo a los llamados derechos económi-
cos, sociales y culturales. La pobreza, y sobre todo la
extrema pobreza, es un factor de riesgo para la salud
mental.

México ha firmado y ratificado distintos tratados in-
ternacionales que directa o indirectamente se relacio-
nan con el tema de salud mental, incluidos aquellos del
sistema universal de las Naciones Unidas, como el de
sistema regional interamericano. Este marco incluye
los dos Pactos internacionales de 1966: Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos (ratificado por
México: 23 marzo 1981) y Pacto Internacional de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales (ratificado
por México: 23 marzo 1981); y las respectivas con-
venciones temáticas: Convención Internacional sobre
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación
Racial (1965), (ratificada por México: 20 febrero
1975); Convención sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación contra la mujer (1979), (ra-
tificada por México: 23 marzo 1981); Convención
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, In-
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humanos o Degradantes (1984), (ratificada por Méxi-
co: 23 enero 1986); Convención sobre los Derechos
del Niño (1989), (ratificada por México: 21 septiem-
bre 1990; Convención internacional sobre la protec-
ción de los derechos de todos los trabajadores migra-
torios y de sus familiares (1990), (Ratificada por
México: 8 marzo 1999); Convención sobre los dere-
chos de las personas con discapacidad (2006), (ratifi-
cada por México: 17 diciembre 2007); y la Conven-
ción Internacional para la protección de todas las
personas contra las desapariciones forzadas (2006),
(ratificada por México: 18 marzo 2008).

II. Alcances de la Iniciativa

La iniciativa que se somete a consideración busca sus-
tituir completamente los contenidos del Capítulo VII,
título I, de la Ley General de Salud, en materia de sa-
lud mental para reemplazarlos por un conjunto de nor-
mas que consolidan un modelo psicosocial de salud
mental, basado en derechos humanos, que pone el én-
fasis no sólo en las características intrínsecas del indi-
viduo, sino también en su red de apoyos y en las bases
comunitarias para el desarrollo personal. 

Con tal propósito se presenta una definición de salud
mental ajustada a los estándares recomendados por la
Organización Mundial de la Salud respecto a que se
trata de un estado de completo bienestar físico, men-
tal, emocional y social cuya preservación y mejora-
miento implica una dinámica de construcción social
vinculada a la concreción de los derechos humanos. 

La presente iniciativa incluye un proveído destinado a
desarrollar las características y el enfoque que deben
tener los servicios de salud mental, su orientación de-
be ser la prevención de afectaciones, procurando la
restitución o promoción de la integración personal, fa-
miliar, laboral y comunitaria, mediante la provisión de
los servicios orientados a la construcción de condicio-
nes, y formas de intervención no coercitiva y de parti-
cipación aceptadas y valoradas en los contextos loca-
les específicos.

Existen múltiples ejemplos de cómo instaurar servi-
cios basados en la comunidad. Por ejemplo; en la re-
gión africana se promueve una práctica conocida co-
mo “bancas de la amistad”, conformadas por redes de
mujeres voluntarias que ofrecen su tiempo para escu-
char a las personas que pueden estar experimentando

sentimientos de angustia, aislamiento y soledad. Ésta
es una práctica que ha sido reconocida por diversos
grupos de organizaciones interesadas en la promoción
de la salud mental. Los efectos positivos de este tipo
de experiencias deben ser replicados, adaptando las
experiencias a los contextos locales e involucrando a
las comunidades en respuestas que fomenten el respe-
to, la tolerancia y la aceptación de las experiencias que
la población pueda tener respecto de su salud mental,
siempre con un modelo respetuoso de la voluntad y
preferencias personales.

Es importante fomentar la creación de redes sociales
de apoyo, para la referencia a grupos de apoyo entre
pares, a servicios básicos de salud, alimentación, vi-
vienda, bolsas de trabajo, espacios educativos, depor-
tivos, culturales y de esparcimiento. Todas estas redes
tienen un efecto positivo en la promoción de la salud
mental de toda la población.

Igualmente, en Bruselas se instrumentó un proyecto de
apoyo comunitario conocido como “Tandem” que está
orientado a proveer apoyos comunitarios no coerciti-
vos, de carácter domiciliario, a las personas que están
experimentando afectaciones psicosociales. Unidades
móviles de atención se desplazan a los domicilios de
las personas usuarias con el objeto de brindar apoyo.

Otro de los principios de los servicios de salud mental,
aparte de estar basados en el modelo de derechos hu-
manos, es que deben ser interdisciplinarios, es decir,
integrados por profesionales y técnicos en disciplinas
diversas pero, sobre todo, con la participación directa
de personas con experiencia en cuanto usuarias de los
servicios de salud mental.

Los servicios deberán ser integrales y hacerse cargo de
todos los factores que involucran la salud mental, in-
cluyendo las barreras y los determinantes sociales. En
otras palabras, aquellas prácticas y arreglos institucio-
nales que impactan sobre la salud mental de la pobla-
ción, como la violencia familiar, el acoso escolar, y la
discriminación sistémica. Asimismo, se indica que los
tres niveles de gobierno están obligados a coordinar
acciones para garantizar el derecho a la vivienda, al
trabajo, a la seguridad y a la protección social, a la sa-
lud, a la educación, el acceso a la justicia, a vivir de
forma independiente y a ser incluidas en la comuni-
dad.
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Finalmente, también se plantea que los servicios de sa-
lud mental deberán ser participativos, asegurando que
todas las acciones y políticas que se pretendan elabo-
rar e implementar sean consultadas estrechamente,
desde el inicio, con las personas con discapacidad psi-
cosocial y las organizaciones que las representan.

Ahora bien, la manera en que se debe desarrollar la
atención proporcionada por los servicios de salud
mental debe centrarse como eje estratégico en el mo-
delo comunitario y alternativas de atención que maxi-
micen la salud y el bienestar físico, mental, emocional
y social, respetando en todo momento la autonomía y
la dignidad personales, sobre la base de un modelo de
derechos humanos, perspectiva de género, de discapa-
cidad y de ciclo de vida. Como se indicó más arriba,
el eje central del cambio de paradigma hacia la salud
mental se conforma por el derecho a decidir de las per-
sonas usuarias, en el entendido en que son ellas las que
mejor pueden tener dirección respecto a cuáles servi-
cios quieren acceder. La perspectiva de discapacidad
exige tener en cuenta sus requerimientos específicos
en materia de accesibilidad y ajustes razonables. La
atención a la salud mental debe asumir la perspectiva
de género con la conciencia de que las mujeres usua-
rias de los servicios de salud mental con frecuencia se
enfrentan desproporcionadamente a diversas formas
de exclusión, incluida la negación de sus derechos se-
xuales y reproductivos. La atención a niñas, niños y
adolescentes y a personas mayores, deberá ser adecua-
da al ciclo de vida y respetar el derecho a la autonomía
progresiva de niñas, niños y adolescentes y al princi-
pio del interés superior. Por cuanto hace a las personas
mayores, se deberá siempre respetar su voluntad y pre-
ferencias, y su derecho pleno a la capacidad jurídica.

La atención a la salud mental puede realizarse a través
de distintos medios, en la presente iniciativa, como se
ha señalado, se privilegia el enfoque comunitario y
participativo, sin excluir otras formas como las psico-
terapias, terapias breves y de apoyo, intervenciones
sociales y educativas, y otras intervenciones respetuo-
sas de los derechos humanos, incluidas la atención en
situación de crisis y emergencias, cuidados de relevos,
y estrategias de reducción de daños. Debe destacarse,
sin embargo, que todas estas estrategias deben atender
al derecho de las personas usuarias a tomar sus propias
decisiones, incluso en situaciones de crisis de salud
mental y emergencias.

Ha sido recurrente, en el modelo biomédico de la sa-
lud mental, la defensa de intervenciones no consenti-
das, como las hospitalizaciones y los tratamientos far-
macológicos involuntarios. Sin embargo, evidencia
proveniente de experiencias clínicas muestra que estas
intervenciones tienen efectos iatrogénicos que, de he-
cho, perpetúan las afectaciones psicosociales y obsta-
culizan los procesos de recuperación.

Como alternativa a esta estrategia se han venido im-
plementando nuevos modelos de intervención para cri-
sis intensas de salud mental que privilegian también el
modelo comunitario. Insistimos que, por razones éti-
cas y jurídicas, pero también por razones de salud, es
preciso transitar hacia un modelo en el que la persona
nunca pierda su agencia moral, su derecho a decidir.
En algunos países del mundo como Finlandia, Estados
Unidos y España ya se ha estado implementando el
modelo conocido como “diálogo abierto”, el cual, en
lugar de optar por una intervención involuntaria, bus-
ca echar mano de las redes sociales y comunitarias de
la persona que experimenta una situación de crisis
aguda de salud mental, incluso de aquellas que están
en estado psicótico. La estrategia consiste en interve-
nir inmediatamente con una red familiar, profesional,
o de amistades, para que la persona pueda usar sus
propios recursos psicológicos como forma de superar
la crisis y recuperarse. 

Deben erradicarse las prácticas que descansan en mo-
delos invasivos que crean ciclos viciosos que final-
mente redundan en la pérdida de salud mental de la
población, sobre todo de aquellas personas que tienen
una condición de salud mental. La historia es bien co-
nocida: una persona tiene una crisis y es involuntaria-
mente hospitalizada, se le proporcionan psicofárma-
cos. Cuando logra salir eventualmente puede tener
lapsos de relativa tranquilidad, pero sin servicios co-
munitarios de acompañamiento, probablemente recai-
ga y vuelva a ser intervenida. Los internamientos y los
tratamientos involuntarios generan estigma y reprodu-
cen la idea de que las personas con condiciones de sa-
lud mental son peligrosas y no son confiables. Las se-
cuencias de internamientos y tratamientos se
reproducen y tienen efectos iatrogénicos que final-
mente impiden que las personas mejoren y que rara
vez puedan sustraerse de los continuos ciclos de trata-
mientos y hospitalizaciones inefectivas. Con la intro-
ducción de este nuevo marco se pretende romper ese
ciclo.
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La iniciativa no pretende la eliminación de los servi-
cios de hospitalización. Sin embargo, sí plantea su em-
pleo como recurso extraordinario, en hospitales gene-
rales y siempre sobre la base del consentimiento libre
e informado de la persona. 

Las hospitalizaciones involuntarias son formas de pri-
vación de la libertad que no están amparadas por el ré-
gimen constitucional mexicano, ni en el marco del de-
recho internacional de derechos humanos vigente en
México. Ningún dispositivo constitucional legítima la
privación de la libertad de una persona por motivos de
discapacidad. Los motivos legítimos de privación de
la libertad se vinculan con sanciones administrativas
hasta por 36 horas, providencias precautorias y medi-
das cautelares cuando se presuma la comisión de un
delito y exista necesidad de cautela, o por situación
migratoria irregular, y ello con fines de deportación. 

Más aún, la Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad claramente establece que no
se puede privar de la libertad a una persona por moti-
vos de discapacidad. En efecto, el artículo 14.1 b de la
CDPD establece que los estados están obligados a ase-
gurar que las personas con discapacidad “no se vean
privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que
cualquier privación de libertad sea de conformidad
con la ley, y que la existencia de una discapacidad no
justifique en ningún caso una privación de la libertad”.
Por su parte, en interpretación del derecho a la capaci-
dad jurídica adminiculado con el derecho a la libertad
personal, el Comité de los Derechos de las Personas
con Discapacidad ha señalado en el párrafo 40 de la
Observación General número 1 que “la negación de la
capacidad jurídica a las personas con discapacidad y
su privación de libertad en instituciones contra su vo-
luntad, sin su consentimiento o con el consentimiento
del sustituto en la adopción de decisiones […] es una
privación arbitraria de la libertad y viola los artículos
12 y 14 de la Convención”.

Sobre este particular cabe también aludir a la manera
en que el Comité sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad ha abordado el tema de la legisla-
ción de salud mental que es común encontrar entre los
estados parte. El Comité ha dicho que “las legislacio-
nes de varios estados partes, que comprenden leyes re-
lativas a la salud mental, siguen previendo casos en
que puede recluirse a una persona a causa de su defi-
ciencia real o percibida, siempre y cuando existan

otras razones para ello, por ejemplo, que represente un
peligro para sí misma o para otras personas. Esta prác-
tica es incompatible con el artículo 14, es discrimina-
toria y equivale a una privación de libertad arbitraria”.
Debe insistirse en que no cabe hacer excepciones o
añadir dispositivos que maticen esta prohibición. Du-
rante las discusiones que tuvieron lugar en las Nacio-
nes Unidas para adoptar la CDPD, se abordó el tema
de si debiera incluirse el adverbio “solamente” por
motivos de discapacidad, para dar entrada a la posibi-
lidad de utilizar la discapacidad como un elemento
que, unido a otros, como el supuesto peligro para sí o
para terceros, justifique el internamiento involuntario
de una persona, es decir, la privación de la libertad.
Precisamente para evitar ambigüedades se decidió no
incluir dicho adverbio en la redacción del artículo 14
de dicho instrumento, dado lo cual no es admisible in-
terpretar que es posible privar de la libertad a una per-
sona con discapacidad por considerar que es un peli-
gro para sí o para terceros.

Contrariamente a los criterios señalados por el Comité
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,
el Comité de Derechos Humanos, órgano que monito-
rea el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos, del que México también forma parte, consideró,
en su Observación General número 35, que sí es posi-
ble ordenar el internamiento involuntario de personas
con discapacidad si se establecen determinadas condi-
ciones. El Comité dijo que la “existencia de una disca-
pacidad no justificará por sí sola la privación de liber-
tad, sino que toda privación de libertad deberá ser
necesaria y proporcional, con el propósito de impedir
que el interesado se haga daño o cause lesiones a ter-
ceros.”

Como puede apreciarse de lo anterior, existe una diso-
nancia entre órganos de tratados de las Naciones Uni-
das por cuanto hace a la justificación del internamien-
to involuntario. Se trata de dos criterios disímiles que
prevén distintos alcances de interpretación del derecho
internacional de los derechos humanos.

Para el caso de México, es claro que el criterio que de-
be prevalecer es el establecido por el Comité sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad, dado que
es el que establece mayores alcances de protección a la
población con discapacidad, que es el criterio herme-
néutico de orden constitucional que debe aplicarse en
México.
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En México, el gasto utilizado en servicios de salud
mental, como se indicó previamente, es muy restringi-
do, apenas el 2.2 por ciento del presupuesto de salud,
y el 80 por ciento de ese porcentaje se invierte en hos-
pitales psiquiátricos. Esto debe revertirse para privile-
giar el financiamiento de servicios de salud mental ba-
sados en la comunidad que sean respetuosos de los
derechos humanos, y que puedan ser usados por la to-
talidad de la población, incluidas, por supuesto, las
personas con condiciones de salud mental.

Los hospitales psiquiátricos en México enfrentan con-
diciones profundamente precarias y son entornos en los
que se maximiza la potencialidad para las violaciones a
los derechos humanos. El informe del Mecanismo Na-
cional de Prevención de la Tortura (en adelante el
MNPT o el mecanismo) de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos (CNDH) detalla las visitas rea-
lizadas en 2018 a 39 hospitales psiquiátricos del país.
El MNPT encontró situaciones que constituyen tratos
crueles, inhumanos o degradantes en las instituciones
psiquiátricas visitadas, tales como la utilización de me-
didas de aislamiento en el 43.58 por ciento de las per-
sonas usuarias por largos periodos de tiempo; la utili-
zación de la terapia electroconvulsiva sin anestesia;
falta de denuncia de actos de tortura o abuso ante el Mi-
nisterio Público, ya que las quejas y el manejo de estos
casos se realizan al interior de las instituciones; haci-
namiento en las instituciones; personas institucionali-
zadas que no cuentan con elementos básicos de vestido
y calzado; limitaciones en la comunicación con el ex-
terior en un 38 por ciento de las instituciones visitadas.
A las personas no se les permite realizar llamadas tele-
fónicas o acceder a medios de comunicación.

Además, el mecanismo reportó que 66.66 por ciento
de las instituciones presentaron condiciones antihigié-
nicas y degradantes, en donde hay una falta al mante-
nimiento adecuado en los sanitarios, en áreas comunes
y la cocina. Se reportaron también deficiencias en los
medicamentos, equipo médico y la realización de pro-
gramas preventivos en un 82.05 por ciento de las ins-
tituciones, así como insuficiencia del personal en un
79.48 por ciento.

a. Consentimiento informado en el ámbito de la sa-
lud mental

El actual marco de la Ley General de Salud prevé un
derecho muy adelgazado al consentimiento informa-

do. El artículo 76 Bis, fracción III, que reconoce el de-
recho al consentimiento informado establece una serie
de excepciones que terminan por anularlo y que están
abiertas a una interpretación sin bordes definidos rela-
cionadas con la llamada “necesidad médica”, que mu-
chas veces se reduce exclusivamente a la opinión de
un psiquiatra. En esta iniciativa no se trata de afinar
esas excepciones, porque el derecho internacional de
los derechos humanos y el marco constitucional mexi-
cano sencillamente no admite que exista limitación al-
guna al ejercicio pleno a la capacidad jurídica de todas
las personas, incluidas las personas con discapacidad
psicosocial, intelectual, o del desarrollo.

México es un estado parte de la Convención sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad de Nacio-
nes Unidas (en adelante, la CDPD), instrumento inter-
nacional que tuvo por objeto transitar de un modelo
médico de abordaje, hacia uno basado en el respeto
irrestricto a los derechos fundamentales. Entre tales
derechos figura, destacadamente, el derecho de las
personas con discapacidad a la autonomía personal y a
tomar sus propias decisiones. Pero además del princi-
pio general, la CDPD prevé, en el artículo 12, el dere-
cho de las personas con discapacidad a la capacidad
jurídica plena. Mucho se ha debatido a lo largo de los
años desde que se adoptó este instrumento internacio-
nal sobre cuáles son los alcances del derecho a la ca-
pacidad jurídica. Con motivo de las dudas generadas
por los estados parte acerca de cómo interpretar el de-
recho a la capacidad jurídica de las personas con dis-
capacidad en la práctica, el Comité sobre los Derechos
de las Personas con Discapacidad adoptó la Observa-
ción General número 1 sobre capacidad jurídica para
guiar a los estados sobre los contenidos, implementa-
ción y alcances de este importante derecho.

La capacidad jurídica es un derecho que tienen todas
las personas por el simple hecho de ser personas. Tra-
dicionalmente y hasta la fecha, los servicios de salud
mental en México, señaladamente la atención psi-
quiátrica, opera sobre la base de modelos de sustitu-
ción de la voluntad por razones médicas o “de segu-
ridad” de la persona. Se considera que las personas
con condiciones de salud mental son incapaces, sobre
todo cuando están en situaciones de crisis agudas de
salud mental, y, en virtud de ello, profesionales de la
salud pueden determinar el tratamiento a seguir, tal
como lo establece el artículo 74 Bis, fracción III, de
la Ley General de Salud. Esto es contrario a estánda-

Gaceta Parlamentaria Martes 10 de noviembre de 202076



res de derechos fundamentales, por lo que debe dar-
se un profundo cambio para asegurar que las perso-
nas con discapacidad conserven en todo momento el
derecho a tomar sus propias decisiones. Cuando el
Comité sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad revisó el primer informe periódico presen-
tado por México, fue enfático en recomendar el cam-
bio de un modelo de sustitución de la voluntad por
uno de apoyo en la toma de decisiones. El Comité ur-
gió al país a que “suspenda cualquier reforma legis-
lativa que implique continuar con un sistema de sus-
titución de la voluntad y a que tome medidas para
adoptar leyes y políticas por las que se reemplace el
régimen de sustitución en la adopción de decisiones
por el apoyo en la toma de decisiones, que respete la
autonomía y la voluntad de la persona, sin importar
su nivel de discapacidad.” 

En esta misma línea de argumentación, el Comité de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que mo-
nitorea el Pacto Internacional de Derechos, Económi-
cos, Sociales y Culturales, del que México es parte, al
revisar el informe periódico de México en abril de
2018 cuestionó que la Ley General de Salud autoriza-
ra tratamientos e internamientos médicos no consenti-
dos hacia personas con discapacidad y recomendó a
México realizar “las reformas necesarias para que los
tratamientos de las personas con discapacidad cuenten
con los mejores estándares para obtener su consenti-
miento libre e informado”.

En el ámbito doméstico, la Suprema Corte de Justicia
de la Nación ha emitido las resoluciones AR
1368/2015 y AR 702/2018, de la Ciudad de México,
ADR 44/2018 del estado de México y ADR 8389/2018
de Aguascalientes, que determinan la inconstituciona-
lidad de los modelos de sustitución de la voluntad (fi-
gura de interdicción) y ha concedido amparos a perso-
nas con discapacidad, entre las que se incluyen
personas con discapacidad psicosocial, cuya capaci-
dad jurídica estaba restringida. 

A pesar de que en México prevalece el sistema de in-
terdicción para personas consideradas incapaces, en
esta propuesta, y para el ámbito de la salud, se hace un
reconocimiento expreso a las personas para tomar de-
cisiones y se ordena la posibilidad de intentar distintos
mecanismos para respetar la voluntad y preferencias
de las personas, entre ellas, la posibilidad de estable-
cer directivas anticipadas.

En la presente iniciativa, por consentimiento informa-
do se entiende la conformidad expresa de la persona,
manifestada por cualquier medio, para decidir sobre la
aplicación de un tratamiento determinado, e incluso la
posibilidad de rechazar cualquier tratamiento. Los
prestadores de servicios de salud mental, públicos o
privados, están obligados a comunicar a la persona, de
manera accesible y oportuna, la información comple-
ta, incluyendo los objetivos, los beneficios, los posi-
bles riesgos, y las alternativas de un determinado tra-
tamiento, para asegurar que los servicios se
proporcionen sobre la base del consentimiento libre e
informado. La persona siempre preservará la posibili-
dad de aceptar o rechazar el tratamiento y la hospitali-
zación, una vez que se le ha proporcionado toda la in-
formación relevante. Lo anterior, es una parte esencial
del derecho a la salud.

Como puede apreciarse, la propuesta que aquí se hace
descansa en un presupuesto fundamental: debe aban-
donarse el modelo de sustitución de la voluntad me-
diante el cual se autoriza a determinadas personas a
decidir en nombre de otras bajo el argumento de su su-
puesto mejor interés. El reconocimiento pleno de la
capacidad jurídica de las personas con discapacidad
supone distinguir entre la capacidad mental, que pue-
de variar de persona a persona, de la capacidad jurídi-
ca. Nunca se puede perder la capacidad jurídica por
juicios sobre el grado de funcionalidad o de compren-
sión que tenga una persona. La capacidad jurídica no
puede perderse.

México está obligado a revisar la legislación civil pa-
ra adoptar un modelo integral de toma de decisiones
con apoyo, el cual difícilmente podría regularse en la
legislación de salud. Sin embargo, el principio general
de que la voluntad de la persona no puede ser sustitui-
da se establece aquí, y se prevén algunos mecanismos
para asegurarse que el derecho a la autodeterminación
sea respetado. 

Para el ejercicio del derecho a la capacidad jurídica, en
el ámbito de las decisiones de salud mental, se dispon-
drá, entre otros, del mecanismo de las directivas anti-
cipadas. Las directivas anticipadas son las previsiones
que hace cualquier persona sobre el tipo de tratamien-
to que desea obtener, o la no aplicación de un trata-
miento. Estas directivas son aplicadas en caso de que
la persona tenga dificultades para expresar su voluntad
en el futuro. Se puede establecer, por ejemplo, a quién
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contactar, el tipo de acciones que se desea sean adop-
tadas –ser llevada a un lugar tranquilo, tomar cierto ti-
po de medicamentos, acceder a habitaciones de como-
didad u otras medidas para reducir el estrés, entre
otras. Las directivas anticipadas pueden ser sustituidas
en cualquier momento por nuevas manifestaciones de
la voluntad.

En el caso de niñas, niños y adolescentes, los presta-
dores de servicios de salud mental tienen la obligación
de implementar apoyos y ajustes razonables adecua-
dos para que manifiesten su voluntad, de acuerdo con
las características propias de su edad, para que puedan
adoptarse determinaciones sobre el tipo de interven-
ciones encaminadas a garantizar su recuperación y
bienestar.

A pesar de que el consentimiento de la persona nunca
puede ser sustituido, en esta iniciativa se regulan aque-
llas situaciones en las que la persona no puede expre-
sar su consentimiento para un tratamiento específico
por ningún medio, y su salud se encuentra en tal esta-
do que, si no se administra el tratamiento de inmedia-
to, su vida estaría expuesta a un peligro inminente. En
esos casos será posible brindar atención médica inme-
diata de la misma manera en la que se proporcionaría
a cualquier otra persona con una condición potencial-
mente mortal que no pueda dar su consentimiento pa-
ra el tratamiento. Estas intervenciones de emergencia
no deben ser interpretadas en el sentido de que la per-
sona no discierne cuál es el mejor tratamiento a seguir,
como es usual en el modelo de necesidad médica; an-
tes bien, se trata de que la persona no expresa ningún
consentimiento por estar impedida para ello. Siempre
que la persona pueda emitir actos comunicativos de su
voluntad y preferencias, deberán ser respetados.

b. Respeto a la dignidad humana en situaciones de
crisis de salud mental con requerimientos de apoyo
más intensos

Como se ha señalado reiteradamente, esta iniciativa
descansa sobre el respeto irrestricto a los derechos hu-
manos de las personas con discapacidad, a ser tratadas
con dignidad, y a que se respete y garantice el derecho
a tomar sus decisiones. 

Por tal motivo, se establece la prohibición de utilizar
mecanismos de contención física, química o mecáni-
ca; el aislamiento mediante la restricción del espacio

físico ambulatorio o en áreas específicas, y la incomu-
nicación con terceros; las intervenciones psico quirúr-
gicas y otras prácticas con efectos irreversibles, así co-
mo la medicación o el tratamiento electroconvulsivo
sin consentimiento informado, o la aplicación de cual-
quier procedimiento médico, tales como la anticon-
cepción y la esterilización forzada o la interrupción del
embarazo, sin el consentimiento informado de la pro-
pia persona. Quedan también prohibidas las investiga-
ciones científicas o multidisciplinarias sin el respecti-
vo consentimiento de la persona.

Se establece un dispositivo de prohibición absoluta del
empleo de terapia electroconvulsiva y psicocirugías en
niñas, niños y adolescentes, incluso si media consenti-
miento de sus padres o tutores. Catalina Devandas, ex
relatora por los derechos de las personas con discapa-
cidad de Naciones Unidas estableció en el informe un
informe especial relativo a salud que, “[e]n el caso de
los niños, estas prácticas también contradicen el prin-
cipio del respeto a la evolución de las facultades de los
niños y las niñas con discapacidad y de su derecho a
preservar su identidad.

La mala calidad de los servicios en salud mental re-
dunda en el deterioro progresivo en la atención y oca-
siona un impacto negativo en el bienestar de las per-
sonas, generando efectos contraproducentes. Las
respuestas coercitivas como las contenciones físicas,
químicas o mecánicas producen experiencias traumá-
ticas muchas veces difíciles de superar. 

Así, un presupuesto básico para el buen funciona-
miento de los servicios de salud mental es que mini-
micen las situaciones de estrés, que suelen ser usuales
cuando las personas experimentan dificultades psico-
sociales o bien, cuando tienen una condición de salud
mental. De ahí que sea imprescindible que toda la es-
tructura de la atención esté dirigida a la minimización
de situaciones de estrés que pueden servir como facto-
res desencadenantes de situaciones en las que predo-
mina la tensión emocional y potenciales disparadores
de violencia. Por ello, los administradores y directivos
de los servicios de salud mental deben organizarlos de
acuerdo con las necesidades de las personas usuarias,
e identificar tempranamente aquellas situaciones que
puedan desencadenar el escalamiento de tensiones.
Muchos de los problemas secundarios que enfrentan
las personas que acuden a los servicios de salud men-
tal se derivan de una atención deficiente que, al des-
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acreditar la capacidad de las personas, terminan impo-
niendo directivas de tratamiento que no se ajustan a
sus necesidades particulares, creando un efecto mu-
chas veces contraproducente al propósito que formal-
mente se busca.

La Organización Mundial de la Salud, en su iniciativa
“Calidad y Derecho”, recomienda a los países el cam-
bio de las culturas institucionales de los servicios de
salud mental hacia modelos más empáticos y centra-
dos en las características individuales de las personas
usuarias, mediante aproximaciones más tolerantes y
positivas tendentes a la eliminación de medidas coer-
citivas o acciones que incrementen la tensión.

En México, existe una enraizada cultura de los servi-
cios de salud mental que estima imposible la elimina-
ción de la coerción y de medidas que afectan los dere-
chos fundamentales de las personas usuarias de los
servicios de salud mental. Muchas personas profesio-
nales de la psiquiatría estiman que sería imposible des-
hacerse por completo de medidas como el tratamiento
o la hospitalización involuntarias. 

Y si bien es verdad que en ocasiones se presentan si-
tuaciones desafiantes que pueden incrementar escena-
rios de tensión extrema, por imperativos éticos y jurí-
dicos, e incluso terapéuticos, no es posible recurrir al
uso de la fuerza para enfrentarlas. Al respecto, el Co-
mité sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad en las Observaciones Finales sobre el informe
inicial de México, expresó su preocupación por los ac-
tos de violaciones de derechos humanos “como la co-
erción física y el aislamiento de personas con discapa-
cidad internadas en hospitales psiquiátricos”, y urgió
al estado a investigar y sancionar dichas prácticas.

Los tratamientos no consentidos y las hospitalizacio-
nes involuntarias, como ya se ha reconocido por estu-
dios científicos y opiniones de personas expertas, tie-
nen efectos iatrogénicos, es decir, se convierten ellos
mismos, en barreras que impiden que las personas
usuarias de los servicios de salud mental puedan recu-
perarse, que es el propósito último de la reforma que
se pone a consideración.

c) Equipos de respuesta inmediata

En esta iniciativa se propone la creación de equipos de
respuesta inmediata para enfrentar situaciones de ex-

trema tensión y desbordamiento emocional. Dichos
equipos, conformados por personas expertas en técni-
cas de desescalamiento no violento, comunicación
asertiva y con destrezas para resolver situaciones de
crisis, y que pueden incluir a personas con experiencia
vivida, es decir, pares de las personas usuarias, tendrí-
an la encomienda de acudir de manera inmediata para
atender situaciones de crisis extrema y para la resolu-
ción no coercitiva de la situación.

Los equipos de respuesta inmediata serían utilizados
únicamente cuando otras respuestas no hayan sido su-
ficientes. Tendrían la encomienda de diseñar progra-
mas preventivos individualizados para poder entender,
conjuntamente con las personas usuarias, cuáles son
las situaciones que disparan las crisis, y ayudarles a
elaborar directivas anticipadas en caso de que lleguen
a necesitar y así lo deseen. No se trata, sin embargo, de
equipos para la utilización de la fuerza. 

Los equipos de respuesta inmediata deberán estar dis-
ponibles las 24 horas del día y los 365 días del año,
con el objeto de que constituya un recurso efectivo
cuando se presenten situaciones desafiantes.

d. Principios de respuesta para enfrentar situacio-
nes de crisis de salud mental 

Con el objeto de poder enfrentar situaciones desafian-
tes en las que las personas experimentan crisis de sa-
lud mental que requieren altos niveles de apoyo, se in-
cluyen una serie de principios de actuación para poder
atender con mayores posibilidades de éxito estos retos.

Incluso en situación de crisis de salud mental, las per-
sonas usuarias deben conservar su capacidad de tomar
decisiones como un elemento clave para su recupera-
ción. Por este motivo, la respuesta de los apoyos debe
disciplinarse por una serie de principios conducentes
con ese objetivo.

Todos los principios deben aplicarse sin discrimina-
ción. La CDPD tiene un marco antidiscriminación ro-
busto que incluye explícitamente la prohibición de
cualquier acto discriminatorio hacia las personas con
discapacidad, incluso de aquellas que tienen requeri-
mientos de apoyo más intenso. De ahí que no se debe
recurrir a ningún tipo de etiquetamiento hacia las per-
sonas, tales como los enfermos crónicos que ya no tie-
nen recuperación. Muchas personas en el entorno psi-
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quiátrico mexicano viven ya institucionalizadas, las
cuales son consideradas como no susceptibles de recu-
peración. Aproximaciones como estas deben ser evita-
das de acuerdo con los principios de respuesta.

El primer principio es el de participación y empodera-
miento. Este principio consiste en construir los servi-
cios de respuesta de acuerdo con el propósito de que
las personas usuarias recuperen el dominio de sí, por
la vía de la participación en los procesos de recupera-
ción que pueden incluir distintas áreas de la vida so-
cial. Ejercicios de esta naturaleza han sido ensayados
en países como el Reino Unido, los Estados Unidos, y
Brasil.

Otro principio es el de calidad, flexibilidad y diversi-
dad de apoyos. Este principio se traduce en que los ser-
vicios de salud mental tendrán que diseñarse con los
más altos estándares de calidad, a la par que el resto de
las áreas de salubridad general establecidas en la ley.
Esto exige contar con mecanismos de monitoreo perió-
dico respecto a la calidad de los servicios de forma que
haya una efectiva rendición de cuentas de los prestado-
res de los mismos. Debido a que no hay “curas mági-
cas” para las condiciones de salud mental de grupos e
individuos, se deben implementar aproximaciones di-
versas de acuerdo con el entorno cultural, y ofreciendo
multiplicidad de opciones para atender las distintas ne-
cesidades. La flexibilidad reclama una cultura de tra-
bajo que privilegie el bienestar de la persona, por enci-
ma de los requerimientos burocráticos. Los servicios
deberán aplicarse de conformidad a las condiciones de
la población que busca atenderse. Por ejemplo, muchas
personas con condiciones de salud mental, están tam-
bién en situación de calle, las respuestas y el ofreci-
miento de servicios deben adaptarse también a sus con-
diciones específicas e incluir el desarrollo de
programas que no impongan un determinado estilo de
vida o condiciones a esta población, para ello se pue-
den aplicar mecanismos de reducción de riesgos.

Por su parte, el principio de inclusión social, que tam-
bién debe gobernar la administración de los servicios,
es un reconocimiento de que en el fondo de las difi-
cultades psicosociales y de muchas condiciones de sa-
lud mental, subyace la percepción de desconexión, de
aislamiento, de segregación de las vivencias de las
personas con su entorno. Se debe promover la recupe-
ración de las personas mediante su inclusión en el des-
arrollo de los programas.

El principio de continuidad significa que frente a si-
tuaciones de crisis de salud mental con altos requeri-
mientos de apoyo debe haber la presencia continuada
de por lo menos alguno de los respondientes de los
equipos de atención. Hoy por hoy, las personas son
atendidas por un determinado grupo de pares o de pro-
fesionales y posteriormente referidas a otros servicios,
sin que se preserve la conexión emocional y de expe-
riencia que se tiene en el primer acercamiento. 

La falta de conectividad social que muchas personas
experimentan como crisis de salud mental, debe pa-
liarse con servicios que fomenten la continuidad y la
empatía de quienes responden en primer lugar a las
llamadas de apoyo. La idea es que se promueva un
sentimiento de seguridad y pertenencia en un clima de
confianza en las personas usuarias del servicio.

Un elemento clave de los servicios es que debe apro-
vechar el apoyo entre pares. Buenas prácticas que han
sido desarrolladas en la experiencia internacional
muestran que echar mano de las personas por expe-
riencia, o de trabajadores y especialistas que son pares,
ha sido muy útil para poder apoyar a las personas en
situaciones de crisis de salud mental. 

Las experiencias de la vida personal pueden ser usadas
de manera variada y poderosa para ayudar a otras, lo
cual es especialmente cierto de personas que han ex-
perimentado situaciones extremas. Al compartir la
propia experiencia de vida con alguien que está en una
crisis de salud mental, transmite un mensaje horizon-
tal de empoderamiento, la experiencia de uno a uno,
de conozco el lugar en el que ahora estás y también se
puede salir de él. La respuesta de apoyo no debe im-
plicar un desequilibrio en la relación de poder entre la
persona apoyada y quien brinda el apoyo. La relación
cara a cara despojada de poder es terapéutica.

El principio de reducción de daños prioriza el acceso
al apoyo, al reducir o eliminar umbrales de patrones de
conducta vinculados con tabús o incluso situaciones
definidas como ilícitas, como el consumo de ciertas
drogas u otras prácticas. Si bien el ámbito de aplica-
ción de este principio viene precisamente del ámbito
del consumo problemático de drogas, puede generali-
zarse a situaciones de crisis de salud mental. De acuer-
do con este principio, las personas son apoyadas en sus
esfuerzos de atemperar, eliminar o disminuir riesgos
asociados con dificultades de salud mental, tales como
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las autolesiones, la conducta sexual de riesgo, el aisla-
miento radical, o el uso de drogas. El principio de re-
ducción de riesgo garantiza la diversidad en el cuida-
do a la salud, mediante la inclusión social que respeta
la dignidad y autonomía de la persona, elevando la ca-
lidad de los servicios y sus resultados. 

Los apoyos se brindan sin estigmatizar conductas, me-
diante la tolerancia a conductas consideradas riesgo-
sas. La idea es mantener un compromiso de colabora-
ción con la persona que puede experimentar
vergüenza, rechazo, miedo o aislamiento por incurrir
en determinados patrones de conducta. No juzgar a las
personas mientras se les brinda apoyo es una puerta de
entrada a la recuperación.

El uso prudencial de medicación es también una estra-
tegia para preservar la autonomía, dignidad y voluntad
y preferencias de la persona encaminada a lograr la re-
cuperación. Esto implica la posibilidad de usar medi-
camentos de manera dosificada para enfrentar situa-
ciones de crisis, por ejemplo, el uso de medicamentos
antidepresivos, antipsicóticos y de otro tipo para paliar
o recuperarse de determinadas situaciones, pero siem-
pre con el asentimiento de la persona y nunca obligán-
dola a ingerirlos. 

Medicar a las personas sin su consentimiento informa-
do, ha sido considerado como una forma que puede
llegar a describirse como tortura. El ex Relator Espe-
cial sobre la tortura estableció que el tratamiento invo-
luntario, y en general, las intervenciones médicas for-
zosas, contravienen la prohibición absoluta de la
tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes
(ONU, A/HRC/22/53, Párr. 64).” 

Finalmente, los servicios de atención a crisis deben
atender al principio de respuesta a necesidades bási-
cas. Muchas crisis de salud mental se originan por pro-
blemas interpersonales o por elementos estresantes del
entorno (mala alimentación; carencia de vestido; falta
de vivienda; falta de empleo; violencia, intrafamiliar o
de otro tipo, o problemas legales). 

Tales adversidades cotidianas pueden conducir a una
persona de adecuada funcionalidad a un estrés severo.
El empoderamiento se pretende lograr mediante la
promoción de la satisfacción de las necesidades bási-
cas inmediatas, lo cual implica movilizar a la red de
apoyos de la persona, colaborando con ella para que

resuelva problemas, o incluso proveyéndola de recur-
sos materiales como comida, vestido, o dinero, que
permitirán atender necesidades inmediatas. Servicios
de trabajo social y otros mecanismos que permitan re-
ferir a las personas para la satisfacción de estas nece-
sidades básicas son otras herramientas para lograr la
recuperación.

e. Protección de la salud mental de niñas, niños y
adolescentes

En su Observación General número 15, el Comité de
los Derechos del Niño, órgano de tratado que monito-
rea la implementación de la Convención sobre los De-
rechos del Niño, de la cual México es parte, manifes-
tó su preocupación por las crecientes dificultades
psico emocionales y condiciones de salud mental que
cada vez son más prevalecientes en la niñez. 

Distintos elementos inciden en el aumento de la ma-
la salud mental de niñas, niños y adolescentes, lo cual
ha propiciado un aumento en afectaciones al desarro-
llo, tales como la depresión, la ansiedad, los traumas
psicológicos resultantes del abuso, la desatención, la
violencia y la explotación, el consumo indebido de
alcohol, tabaco y drogas y los desórdenes alimenti-
cios. 

Frente a este panorama, en la presente iniciativa se in-
cluye una adición a una norma específica dirigida a
que los integrantes del Sistema Nacional de Salud ela-
boren programas para la prevención de afectaciones a
la salud mental de niñas, niños y adolescentes, con es-
pecial énfasis en la detección temprana de dificultades
psicoemocionales en los ámbitos escolar, familiar y
social, siempre con respeto a los derechos fundamen-
tales de niñas, niños y adolescentes y de conformidad
con los principios de autonomía progresiva e interés
superior. La orientación de estos programas deberá en-
fatizar los apoyos comunitarios y fortalecer los entor-
nos familiares para evitar la medicalización de la aten-
ción en salud mental dirigida a la niñez.

f. Programas de atención en salud mental a vícti-
mas de violencia, abuso y explotación

En línea con los proveídos de la Ley General de Vícti-
mas, en la presente iniciativa se dispone que los inte-
grantes del Sistema Nacional de Salud estarán encar-
gados de la elaboración de programas para dar
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atención preferente e inmediata a víctimas de violen-
cia, abuso y explotación, en coordinación con las au-
toridades federales y estatales responsables de dar
atención a víctimas de delitos y graves violaciones a
los derechos humanos. 

Uno de los derechos fundamentales de las víctimas, de
acuerdo con el marco constitucional y legal de Méxi-
co, es la reparación integral, la cual incluye el acom-
pañamiento psicosocial de quienes han sufrido una
afectación por haber sido víctimas de violencia, abuso,
o explotación.

g. Programas para la resiliencia de los familiares y
del círculo social cercano de las personas con difi-
cultades psico emocionales o con condiciones de sa-
lud mental

Muchas de las personas que experimentan dificultades
psico-emocionales o condiciones de salud mental reci-
ben apoyo continuo por parte de sus familiares o de su
círculo social cercano. Estos apoyos resultan cruciales
en los procesos de recuperación, por lo que también es
necesario instrumentar programas para asegurar la re-
siliencia de las personas que brindan el apoyo que mu-
chas veces pueden encontrar situaciones desafiantes y,
muchas veces y que, en ocasiones, también son vícti-
mas de estigma, discriminación y de otras barreras so-
ciales.

h. Comité independiente de protección de derechos
humanos de las personas usuarias de los servicios
de salud mental

La obligación general sobre el derecho a la salud que
tienen los Estados se desagrega en distintos compo-
nentes, entre los que están la calidad, accesibilidad,
disponibilidad y aceptabilidad. Adicionalmente, los
estándares sobre el derecho a la salud prevén también
la existencia de mecanismos de monitoreo y fiscaliza-
ción de las instituciones de salud así como de quejas y
denuncias.

Se trata de una obligación que tiene por finalidad ga-
rantizar los componentes esenciales del derecho a la
salud y proteger los derechos de las personas usuarias.
No solamente su derecho a la salud, sino también otros
derechos directamente vinculados, como la vida o la
integridad personal. 

El monitoreo y fiscalización es una obligación cons-
tante, es decir, no puede ser atendida únicamente de
forma reactiva frente a violaciones documentadas o
solamente al realizarse visitas o inspecciones periódi-
cas a los centros que prestan los servicios.

Otro aspecto esencial es que esta obligación alcanza a
todo tipo de instituciones, sean públicas o privadas,
puesto que es el Estado quien tiene el deber funda-
mental de promover la atención a la salud.

Así, el monitoreo independiente y la rendición de
cuentas son necesarios para garantizar que se respeten
los derechos de los individuos dentro del sistema de
atención a la salud mental y se preserve la calidad de
la atención. En ese sentido, se plantea como una con-
dición fundamental de la reforma a la atención a la sa-
lud mental, la creación de un mecanismo independien-
te de protección de derechos humanos de las personas
usuarias de los servicios de salud mental. 

El mecanismo independiente que aquí se propone es-
tará conformado por un comité integrado por los orga-
nismos nacional y estatal de protección de derechos
humanos, organizaciones de personas usuarias de los
servicios, asociaciones de familiares de personas usua-
rias del sistema de salud, así como por profesionistas
y trabajadores de la salud, y organizaciones no guber-
namentales dedicadas a la protección de los derechos
humanos. 

Entre las distintas facultades que tendrá este comité se
encuentra la producción de informes y la posibilidad
de realizar supervisiones para verificar las condiciones
en que se encuentran hospitalizadas las personas por
razones de salud mental, tanto en el ámbito público co-
mo privado. El comité estará autorizado para presentar
denuncias ante las distintas autoridades administrati-
vas y judiciales competentes.

i. Presupuesto

Debido a las razones expuestas más arriba sobre la
precariedad presupuestal del sistema de salud mental
en México, en esta iniciativa se propone que los go-
biernos federal y de las entidades federativas estén
obligados a destinar recursos suficientes para el efec-
tivo financiamiento de los servicios de salud mental,
especialmente los relacionados con los apoyos en la
comunidad. 
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j. Implementación de la reforma

Resulta de capital importancia contar con normas tran-
sitorias que establezcan la ruta de implementación de
la reforma en materia de salud mental, por ese motivo,
se establece un plazo de 180 días, contados a partir de
la entrada en vigor de sus contenidos, para armonizar
el reglamento interior de la Secretaría de Salud.

Asimismo, se establece la necesidad de que la Federa-
ción y las entidades federativas se coordinen para que
en un plazo no mayor a seis meses contados a partir de
la entrada en vigor de la reforma, se forme un Conse-
jo Intersecretarial para la implementación cuyo objeti-
vo será coordinar las acciones necesarias para la efec-
tiva aplicación de los contenidos de la reforma. 

Dicho Consejo contará con una observación perma-
nente de personas de la sociedad civil, preferentemen-
te, usuarias de los servicios de salud mental, las cuales
podrán ser escuchadas respecto de los planes, progra-
mas y acciones elaborados por el Consejo. La Secreta-
ría de Salud ejercerá funciones de Secretaría Ejecutiva
del Consejo.

El Consejo tendrá la encomienda de elaborar un plan
pormenorizado de implementación de la reforma en
salud mental que incluya los rubros de actualización
normativa, reestructuración institucional, capacitación
y actualización del personal profesional de salud men-
tal, vinculación y coordinación con dependencias gu-
bernamentales.

Asimismo, el Consejo deberá elaborar un diagnóstico
integral de las personas que actualmente se encuentran
institucionalizadas en hospitales psiquiátricos y otros
centros de alojamiento y de asistencia social, con el
objeto de elaborar un plan progresivo, gradual y sus-
tentable, con vistas a la completa desinstitucionaliza-
ción.

De acuerdo con el Censo de Alojamientos de Asisten-
cia Social del Inegi (2015), se censaron 62 institucio-
nes tanto públicas como privadas clasificadas como
“Hospitales psiquiátricos” en donde se encontraron 3
mil 456 personas en estas instituciones. Dicho censo
también contempla centros de asistencia social para
otros tipos de población, incluidas niñas, niños y ado-
lescentes, personas indígenas, migrantes, personas
mayores, casas hogar para menores de edad, albergues

para mujeres en situación de violencia, personas en si-
tuación de calle, centros de rehabilitación de adiccio-
nes, entre otros. 

La población institucionalizada en estos espacios su-
ma un total de 118 mil 876 personas. Sin embargo, el
censo no especifica cuántas de estas personas son
usuarias de los servicios de salud mental o tienen una
discapacidad. El diagnóstico deberá determinar pun-
tualmente este último dato.

El Comité sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad de Naciones Unidas, en sus Observaciones
finales sobre el Informe Inicial de México (2014),
mostró su preocupación por “la falta de una estrategia
específica y efectiva para desinstitucionalizar a las
personas con discapacidad.” Asimismo, recomendó al
Estado mexicano. En ese orden de ideas, en esta ini-
ciativa se pretende hacer efectiva la recomendación
del Comité.

Las personas con discapacidad tienen el derecho de vi-
vir de forma independiente y de ser incluidas en la co-
munidad, tal como lo reconoce la CDPD en su artícu-
lo 19, permitiendo que las personas con discapacidad
tengan la oportunidad de elegir su lugar de residencia
y dónde y con quién vivir sin verse obligadas a un sis-
tema de vida específico. Además, el mismo artículo
menciona que las personas con discapacidad deben te-
ner “acceso a una variedad de servicios de asistencia
domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo a la
comunidad, incluida la asistencia personal que sea ne-
cesaria para facilitar su existencia y su inclusión a la
comunidad.” 

El Comité sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad de Naciones Unidas en sus Observaciones
finales sobre el Informe Inicial de México recomendó
“adoptar las medidas legislativas, financieras y otras
que sean necesarias para asegurar la vida independien-
te de las personas con discapacidad en la comunidad. 

Tales medidas deben incluir los servicios de asistencia
personal, ser adecuados culturalmente y permitir que
las personas con discapacidad elijan su forma de vida
y el lugar de su residencia e identificar sus preferen-
cias y necesidades, con enfoque de género y edad.”

El Consejo también deberá hacer una programación
para realizar la reconversión de los hospitales psiquiá-
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tricos en hospitales generales, justo con la idea de no
crear servicios segregados para personas usuarias y
aquellas que tienen una condición de salud mental. 

Es en el servicio regular de los hospitales generales don-
de se deberá prestar la atención respectiva, favorecien-
do en todo momento las políticas y los servicios que
privilegian el apoyo comunitario de atención a la salud
mental. El plan de reconversión deberá estar listo en 18
meses a partir de la entrada en vigor de la reforma.

Finalmente, las entidades federativas contarán con 12
meses para realizar las adecuaciones pertinentes a
efecto de armonizar su marco legislativo con los con-
tenidos de la reforma.

Fundamento Legal

Por lo antes expuesto, las suscritas diputadas federales
integrante de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; artículo 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
sometemos a consideración de esta honorable asam-
blea, la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se derogan el Capítulo VII y sus artí-
culos 72, 73, 74, 74 Bis, 75, 76, 77 y se adicionan los
artículos 33 Bis, 33 Bis 1, 33 Bis 2, 33 Bis y un Capí-
tulo VII Bis con sus artículos, 71 Bis 1, 71 Bis 2, 71
Bis 3, 71 Bis 4, 71 Bis 5, 71 Bis 6, 71 Bis 7, 71 Bis 8,
71 Bis 9, 71 Bis 10, 71 Bis 11, 71 Bis 12, 71 Bis 13,
71 Bis 14, 71 Bis 15, y 71 Bis 16, todos de Ley Gene-
ral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 33 Bis. Consentimiento libre e informado 

El consentimiento informado constituye el núcleo del
derecho a la salud, tanto desde la perspectiva de la li-
bertad individual como de las salvaguardas para el dis-
frute del mayor estándar de salud.

El consentimiento informado es la conformidad expre-
sa de la persona mayor de dieciocho años, manifesta-
da por cualquier medio, para la realización de un diag-
nóstico o tratamiento de salud. 

Los prestadores de servicios de salud mental, públicos
o privados, están obligados a comunicar a la persona,
de manera accesible y oportuna, la información com-
pleta, incluyendo los objetivos, los beneficios, los po-
sibles riesgos, y las alternativas de un determinado tra-
tamiento, para asegurar que los servicios se
proporcionen sobre la base del consentimiento libre e
informado. Una vez garantizada la comprensión de la
información a través de los medios y apoyos necesa-
rios, la persona usuaria de los servicios de salud men-
tal tiene el derecho a aceptarlos o rechazarlos. 

Artículo 33 Bis 1. Consentimiento informado de
niñas, niños y adolescentes

En el caso de las niñas, niños y adolescentes constitu-
ye una obligación por parte de los prestadores de ser-
vicios de atención a la salud mental implementar los
apoyos y ajustes razonables, adecuados a su edad para
que su voluntad y preferencias sean tomadas en cuen-
ta en la determinación del tipo de intervenciones enca-
minadas a garantizar su recuperación y bienestar.

Artículo 33 Bis 2. Directivas anticipadas

En previsión de requerir en el futuro servicios de aten-
ción médica, las personas tienen derecho a elaborar di-
rectivas anticipadas en las que podrán determinar el ti-
po de acciones que desean sean tomadas para su
tratamiento, o su negativa a recibir un tratamiento.
Podrán también designar a las personas responsables
de apoyarlas en la toma de decisiones o para interpre-
tar su voluntad y preferencias en caso de ser necesario.
En dichas directivas se establecerá, en su caso, la for-
ma, alcance, duración y directrices de dicho apoyo, así
como el momento o circunstancias en que su designa-
ción de apoyos a futuro surtirá eficacia.

La persona podrá revocar en cualquier tiempo el con-
tenido de las directivas anticipadas previamente adop-
tadas.

Artículo 33 Bis 3. Peligro inminente para la vida o
daño irreversible a la salud

En situaciones en las que una persona mayor de edad
no pueda dar su consentimiento para un tratamiento en
un momento específico por ningún medio, no existan
directivas anticipadas, y su salud se encuentre en tal
estado que, si el tratamiento no se administra de inme-
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diato, su vida estaría expuesta a un peligro inminente
o su integridad física a un daño irreversible, se puede
brindar atención médica inmediata. 

No se entenderá que la persona no puede dar su con-
sentimiento cuando se estime que está en un error o
que no tiene conciencia de lo que hace.

Capítulo VII Bis
Salud Mental

Artículo 71 Bis 1. Derecho al más alto nivel posible
de salud mental

Toda persona tiene derecho a gozar del más alto nivel
posible de salud mental, sin discriminación por moti-
vos de origen étnico o nacional, el género, la edad, las
discapacidades, la condición social, las condiciones de
salud, la religión, las opiniones, el sexo, la orientación
sexual, la identidad y la expresión de género, el estado
civil o cualquier otra que atente contra la dignidad hu-
mana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas. 

La salud mental es un estado de completo bienestar fí-
sico, mental, emocional y social cuya preservación y
mejoramiento implica una dinámica de construcción
social vinculada a la concreción de los derechos hu-
manos de toda persona.

Artículo 71 Bis 2. Enfoque de recuperación

El propósito último de los servicios de salud mental es
la recuperación y el bienestar. La recuperación varía
de persona a persona, de acuerdo con las preferencias
individuales. La recuperación concierne a la posibili-
dad que tiene la persona para tener completo control
sobre su identidad y su vida. Ello implica la posibili-
dad de tener expectativas que orienten la construcción
de una vida significativa a través del trabajo, las rela-
ciones personales, y la participación comunitaria. La
recuperación significa el empoderamiento de la perso-
na para poder tener una vida autónoma, superando o
manejando el trauma.

Las Secretarías de salud de la Federación y de las en-
tidades federativas desarrollarán y administrarán ser-
vicios de salud mental que promuevan la recuperación
a través de la preservación de la identidad personal, las
relaciones sociales significativas, el compromiso co-

munitario, la vida independiente en la comunidad y el
respeto a la dignidad y a los derechos de la persona.

Artículo 71 Bis 3. Principios de los servicios de sa-
lud mental

Los servicios de salud mental son de carácter priorita-
rio y deberán brindarse conforme a los principios esta-
blecidos en la Constitución y en los tratados interna-
cionales en materia de derechos humanos. 

Los servicios de salud mental deberán desarrollarse de
acuerdo con los siguientes principios: 

Comunitario: el proceso de atención a la salud men-
tal debe realizarse en el ámbito comunitario y tener
como estrategias la reestructuración de los servicios
para garantizar la atención en el nivel primario, la
creación de redes y centros de salud comunitarios,
atención domiciliaria, apoyos entre pares y otros
servicios basados en el respeto de los derechos hu-
manos.

Interculturalidad: los servicios de salud mental de-
berán aprovechar los recursos de la medicina tradi-
cional y ajustarse a la lengua y cultura de las comu-
nidades indígenas del país.

Interdisciplinariedad: la atención a la salud mental
deberá estar a cargo de equipos multi e interdisci-
plinarios integrados por profesionales y técnicos ca-
pacitados en diversas disciplinas y campos perti-
nentes como psicología, trabajo social, pedagogía,
enfermería, terapia ocupacional y otras disciplinas o
campos afines, pero, sobre todo, integrar directa-
mente a personas con experiencia en cuanto usua-
rias de los servicios de salud mental. 

Integralidad: Los servicios deberán atender todos
los factores que involucran la salud mental, inclu-
yendo las barreras y los determinantes sociales, en-
tendidos éstos como las estructuras, instituciones y
prácticas sociales que impactan sobre la salud men-
tal de la población, como la discriminación estruc-
tural, la violencia familiar, la violencia de género, el
uso problemático de drogas y el acoso escolar, en-
tre otros.

Intersectorialidad: Los gobiernos federal, estatales
y municipales, en el ámbito de sus competencias,
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promoverán y gestionarán mecanismos de inclusión
en la comunidad a través de medidas intersectoria-
les coordinadas que garanticen derechos como vi-
vienda, trabajo, seguridad y protección social, sa-
lud, educación, acceso a la cultura, el deporte, el
esparcimiento y el acceso a la justicia. Se deberá
dar prioridad a garantizar el derecho de las personas
con discapacidad a vivir de forma independiente y
a ser incluidas en la comunidad y el acceso a los
apoyos necesarios para facilitar su vida en la comu-
nidad, incluyendo el acceso a la asistencia personal.

Participación: Las medidas y las políticas públicas
que las autoridades de todos los niveles implemen-
ten en materia de salud mental deberán ser consul-
tadas en su elaboración, implementación y evalua-
ción con las personas usuarias de los servicios de
salud mental, a través de las organizaciones que las
representen. Las consultas deberán ser amplias y ser
accesibles para el conjunto de la población. 

Artículo 71 Bis 4. Confidencialidad

El expediente clínico generado para la atención de la
salud mental será confidencial. Además, constituirán
datos personales sensibles en los términos de la legis-
lación en materia de protección de datos y no podrá ser
compartido por terceras personas.

Bajo ninguna circunstancia el expediente clínico podrá
ser utilizado para negar o limitar el ejercicio de otros
derechos.

Artículo 71 Bis 5. Promoción y prevención

La Secretaría de Salud deberá priorizar la prevención
en la atención de la salud mental a partir de las si-
guientes facultades:

I. Diseñar, implementar y evaluar políticas de pre-
vención, promoción, capacitación y atención inte-
gral en materia de promoción a la salud mental,
educación para la salud mental, recuperación y par-
ticipación ciudadana;

II. Formular contenidos interdisciplinarios, inter-
sectoriales e interculturales para el diseño, imple-
mentación, monitoreo y evaluación de estrategias,
planes, proyectos, programas, actividades, procedi-
mientos, directrices e intervenciones, orientadas a

la prevención en salud mental, incluido para la re-
ducción de daños y de los factores de riesgo;

III. Garantizar el desarrollo e implementación de
programas y actividades educativas, sociocultura-
les, artísticas, culturales y recreativas que contribu-
yan a la salud mental y al fortalecimiento de los fac-
tores de protección;

IV. Promover y fortalecer el conocimiento de las
ofertas de servicios de salud mental y orientarlas a
la recuperación y la inclusión social, y

V. Promover y desarrollar medidas para la toma de
conciencia y la erradicación de estigmas y estereo-
tipos, para la concientización de la sociedad. 

Artículo 71 Bis 6. Atención a la salud mental

Los servicios de salud mental tienen como eje estraté-
gico el modelo comunitario y las alternativas de aten-
ción que maximicen la salud y el bienestar físico, men-
tal, emocional y social respetando en todo momento la
dignidad y autonomía personales, e incorporando la
perspectiva de derechos humanos, género, discapaci-
dad y ciclo de vida.

La atención a la salud mental incluye: 

I. Atención adecuada a los cuidados de la salud físi-
ca;

II. Proveer servicios de psicoterapia, terapias breves
y de apoyo, apoyos para la deshabituación del uso
problemático de alcohol y otras sustancias psicoac-
tivas, intervenciones sociales y educativas en salud
mental y otras alternativas terapéuticas respetuosas
de los derechos, incluidas la atención en situaciones
de crisis y emergencias, y estrategias de reducción
de daños, y

III. Proveer servicios de hospitalización siempre de
manera voluntaria y como un recurso terapéutico de
carácter excepcional. 

La hospitalización sólo podrá llevarse a cabo de ma-
nera voluntaria y cuando aporte mayores beneficios te-
rapéuticos para la persona que el resto de las interven-
ciones posibles; se realizará por el tiempo
estrictamente necesario y en el hospital general más
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cercano al domicilio del usuario. Las niñas, niños y
adolescentes nunca podrán ser hospitalizados por mo-
tivos psiquiátricos. 

Artículo 71 Bis 7. Respeto a la dignidad de las per-
sonas 

La atención a la salud mental debe siempre estar basa-
da en el respeto a la dignidad, integridad personal y los
derechos humanos de la persona. Quedan prohibidos: 

I. Los mecanismos de contención física, química o
mecánica;

II. El aislamiento mediante la restricción del espa-
cio físico ambulatorio o en un área específica y la
incomunicación con terceros;

III. Los tratamientos irreversibles y la medicación
sin consentimiento informado de la persona;

IV. La realización de cualquier procedimiento mé-
dico que no derive o sea parte del tratamiento se-
guido, sin el consentimiento informado de la perso-
na usuaria del servicio de salud, tales como la
esterilización, anticoncepción, la interrupción del
embarazo forzosas, y cualquier otra restricción a los
derechos sexuales y reproductivos, y

V. La participación de las personas usuarias en in-
vestigaciones científicas o multidisciplinarias, con
o sin protocolo, cuando no cuenten con el previo
consentimiento libre e informado de la persona im-
plicada. 

Queda estrictamente prohibido el empleo de la terapia
electroconvulsiva, psicocirugías y tratamientos experi-
mentales en niñas, niños y adolescentes, incluso si sus
padres o tutores autorizan dicha práctica.

Los servicios de salud mental deberán ser administra-
dos de forma tal que minimicen las situaciones de es-
trés. Dichos servicios deberán ser sensibles a las nece-
sidades de las personas y proveer apoyo temprano que
prevenga el escalamiento de situaciones de tensión y
conduzcan al empoderamiento de las personas usua-
rias de los servicios. Deberán elaborarse planes indivi-
dualizados para prevenir y manejar estas situaciones
respetando en todo caso la voluntad y preferencias de
la persona usuaria.

Las personas profesionales de los servicios de salud
mental deberán estar adecuadamente capacitadas en
salud mental y derechos humanos, y en el uso de téc-
nicas y herramientas para minimizar situaciones de es-
trés y tácticas de desescalamiento respetuosas de la
dignidad de la persona.

Artículo 71 Bis 8. Toma de conciencia (estereotipos
y estigma)

Para combatir los estereotipos u otras ideas o imáge-
nes ampliamente difundidas, sobre simplificadas y con
frecuencia equivocadas sobre personas o grupos de
personas usuarias de servicios de salud mental, las au-
toridades de salud mental y proveedores de servicios
llevarán a cabo:

I. Programas de capacitación para profesionales de
la salud mental, profesorado y autoridades educati-
vas;

II. Campañas de medios dirigidas hacia la pobla-
ción en general para enfatizar una imagen positiva
de las personas usuarias de los servicios de salud
mental, con protección a la confidencialidad y el
derecho a no identificarse como persona con disca-
pacidad psicosocial;

III. Programas educativos en salud mental con en-
foque de derechos humanos para familias, escuelas
y centros de trabajo, y

IV. Programas con los medios masivos de comuni-
cación.

Artículo 71 Bis 9. Equipos de respuesta inmediata
para situaciones de crisis 

Los equipos de respuesta inmediata son grupos capa-
citados en técnicas de desescalamiento no violento,
preferentemente con experiencia vivida en temas de
salud mental, comunicación asertiva, y con destrezas
para resolver situaciones de crisis.

Los equipos de respuesta inmediata asistirán en la pre-
vención de situaciones de crisis, mediante la identifi-
cación de disparadores y el diseño de estrategias de
respuesta en momentos en que una persona esté expe-
rimentando altos niveles de estrés o frustración y an-
siedad intensas.
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Los equipos de respuesta inmediata elaborarán, con-
juntamente con la persona usuaria de los servicios de
salud mental, planes individualizados de respuesta a
situaciones de crisis y colaborarán para el diseño de
directivas anticipadas, en su caso, respetando en todo
momento la voluntad y preferencias de la persona.

Los equipos de respuesta inmediata intervendrán en
cualquier momento en situaciones de crisis y estarán
disponibles los 365 días del año las veinticuatro horas
del día.

Los equipos de respuesta inmediata no están autoriza-
dos a usar la fuerza. 

Artículo 71 Bis 10. Principios para enfrentar situa-
ciones de crisis de salud mental 

En una situación crítica en salud mental, es decir, un
estado complejo de malestar o sufrimiento psicosocial
manifestado por la propia persona, la respuesta será
siempre no violenta y no coercitiva. El apoyo en estas
situaciones podrá ser solicitado por la persona, o serle
ofrecido, de conformidad con los siguientes principios:

I. Respeto a la capacidad de tomar decisiones con
independencia de la situación en la que se encuen-
tren;

II. Participación y empoderamiento a través de la
comunicación, la escucha activa y el acompaña-
miento;

III. Calidad y flexibilidad para implementarse en
los lugares que ofrezcan seguridad y calma al indi-
viduo, a la vez que una diversidad de opciones de
atención;

IV. Inclusión social;

V. Continuidad; 

VI. Respaldo entre pares; 

VII. Reducción de riesgo;

VIII. Uso prudencial y voluntario de medicación, y

VIII. Respuesta a necesidades básicas de alimenta-
ción, vivienda y vestido.

Artículo 71 Bis 11. Atención a la salud mental de ni-
ñas, niños y adolescentes

Las niñas, niños y adolescentes tendrán acceso a pro-
gramas comunitarios para la promoción y apoyo de su
salud mental, en su entorno familiar próximo, de
acuerdo a los principios de autonomía progresiva e in-
terés superior de la niñez.

Los integrantes del Sistema Nacional de Salud, elabo-
rarán programas para la prevención de afectaciones a
la salud mental de niñas, niños y adolescentes, con es-
pecial énfasis en la detección temprana en los ámbitos
escolar, familiar y social, de aspectos que podrían re-
dundar negativamente en su bienestar psico emocio-
nal, tales como el acoso escolar, la violencia familiar,
el abuso sexual, y el acceso al consumo indebido de al-
cohol, tabaco y drogas, así como el uso excesivo de In-
ternet y otras tecnologías hasta un punto adictivo. Asi-
mismo, diseñarán estrategias de reducción de riesgo
para las situaciones de autolesiones y de suicidio.

Los programas previstos en este artículo deberán re-
ducir al máximo el recurso a la medicalización y darán
preferencia a programas de apoyo familiares y comu-
nitarios.

Artículo 71 Bis 12. Salud mental de víctimas de vio-
lencia, abuso y explotación

Los integrantes del Sistema Nacional de Salud elabo-
rarán programas para la atención preferente e inme-
diata a víctimas de violencia, abuso y explotación, en
coordinación con las autoridades federales y estatales
responsables de dar atención permanente a víctimas de
delitos y graves violaciones a derechos humanos. Di-
chos programas deberán adoptar el enfoque diferen-
ciado al que se refiere la Ley General de Víctimas. 

Artículo 71 Bis 13. Programas para la resiliencia de
los familiares y del círculo social cercano de las
personas con dificultades psico emocionales y con-
diciones de salud mental

Los integrantes del Sistema Nacional de Salud elabo-
rarán programas para la atención de los familiares y el
círculo social cercano de las personas que experimen-
tan dificultades psico emocionales o condiciones de
salud mental, sin que puedan traducirse en la afecta-
ción de la voluntad y preferencias de estas últimas.
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Los programas podrán versar sobre canalizaciones a
servicios, psicoterapias breves, promoción de apoyos
grupales, entre otros.

Artículo 71 Bis 14. Investigación y recolección de
datos.

La Secretaría de Salud ordenará la realización de estu-
dios sobre temas relacionados con la salud mental, en
colaboración con organizaciones de la sociedad civil e
instituciones académicas, para permitir la formulación
y revisión de políticas sobre el tema. En dichas inicia-
tivas, así como en la generación de políticas públicas
se incluirá la consulta y participación de las personas
usuarias de los servicios de salud mental. 

Artículo 71 Bis 15. Comité independiente de pro-
tección de derechos humanos de las personas usua-
rias de los servicios de salud mental

Las Comisiones Nacional y estatales de derechos hu-
manos crearán un mecanismo independiente de pro-
tección de derechos humanos de las personas usuarias
de los servicios de salud mental. Dicho mecanismo es-
tará conformado por un comité integrado por los pro-
pios organismos nacional y estatales de protección de
derechos humanos, organizaciones de personas usua-
rias de los servicios, asociaciones de familiares de per-
sonas usuarias del sistema de salud, de profesionales y
trabajadores de la salud, y de organizaciones no gu-
bernamentales dedicadas a la defensa de los derechos
humanos. 

El mecanismo independiente tendrá una secretaría eje-
cutiva quien presidirá las reuniones del Comité y ten-
drá entre sus funciones las siguientes: 

I. Vigilar la garantía de los derechos humanos de las
personas usuarias de los servicios de salud mental; 

II. Realizar visitas periódicas no anunciadas de su-
pervisión o seguimiento y valorar tanto las estruc-
turas como la calidad de los servicios; 

III. Solicitar información a las instituciones públi-
cas y acceder a los servicios de salud mental sin
previo aviso, observar las instalaciones y dinámicas
de trabajo, intervenir en situaciones de vulneración
de derechos humanos en defensa de la persona, en-
trevistar al personal de atención y a las personas

usuarias y familiares vinculadas y revisar la docu-
mentación y registros de los dispositivos y servi-
cios; 

IV. Supervisar las condiciones de hospitalización
por razones de salud mental, tanto en el ámbito pú-
blico como en el privado, de oficio o por denuncia
de particulares. En caso de ser pertinente, denunciar
irregularidades y apelar a las decisiones de la auto-
ridad judicial;

V. Formular denuncias de parte de individuos, e

VI. Informar periódicamente sobre las evaluaciones
realizadas, proponer modificaciones y realizar reco-
mendaciones. 

Artículo 71 Bis 16. Presupuesto

El presupuesto asignado a salud mental deberá ser su-
ficiente para cubrir todos los servicios previstos en es-
te capítulo, en paridad con los otros servicios de salud,
en especial los relacionados con la implementación de
servicios comunitarios. Esta disposición obliga tanto
al gobierno federal como a los de las entidades federa-
tivas.

Artículos 72 a 77. Se derogan.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, Quedan derogadas todas las normas que se
opongan al presente decreto 

Segundo. El Poder Ejecutivo contará con ciento
ochenta días contados a partir de la entrada en vigor
del presente Decreto, para armonizar el Reglamento
Interior de la Secretaría de Salud conforme a lo esta-
blecido en el presente decreto.

Tercero. Las Secretarías de Salud de la Federación y
de las entidades federativas, en un plazo no mayor a
seis meses contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, formarán el Consejo Intersecretarial
para la Implementación de la Reforma en Salud Men-
tal, con el objeto de coordinar acciones a lo largo del
territorio nacional para la efectiva aplicación de los
contenidos del presente decreto. El Consejo Interse-
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cretarial contará con cinco observadores de la socie-
dad civil, preferentemente usuarias de los servicios de
salud mental, que podrán tener derecho a ser oídas du-
rante las sesiones del Consejo. El Consejo Intersecre-
tarial sesionará por lo menos una vez cada seis meses.

La Secretaría de Salud Federal fungirá como la Secre-
taría ejecutiva del Consejo Intersecretarial.

Cuarto. El Consejo Intersecretarial a que se refiere el
artículo Tercero Transitorio anterior elaborará: 

1. Un plan calendarizado de implementación del
presente decreto en un plazo no mayor a tres meses
que comprenderá por lo menos los rubros de actua-
lización normativa, reestructuración institucional,
capacitación y actualización profesional del perso-
nal de salud mental, vinculación social y coordina-
ción con dependencias gubernamentales.

2. Un plan programático para la reconversión de los
hospitales psiquiátricos en hospitales generales en
un plazo no mayor a tres meses a partir de la entra-
da en vigor del presente decreto. El plan deberá eje-
cutarse en un plazo no mayor a 18 meses, con las
prórrogas estrictamente necesarias para su total
conclusión.

3. Un diagnóstico integral de la situación de las per-
sonas que se encuentran institucionalizadas en hos-
pitales psiquiátricos y otros centros de asistencia
social, tanto públicos como privados, con el objeto
de diseñar un plan progresivo, gradual y sustenta-
ble, con vistas a la completa desinstitucionalización
de estas personas, proporcionándoles apoyos y ser-
vicios en la comunidad, entre otros, vivienda, traba-
jo social, tratamiento médico, opciones terapéuticas
para la atención de la salud mental y en situaciones
de crisis y emergencias, educación y oportunidades
laborales para garantizar su derecho a ser incluidas
en la comunidad. Para tales efectos, la Secretaría de
Salud a nivel federal y sus homólogas en las enti-
dades federativas suscribirán convenios de colabo-
ración con las secretarías de bienestar federal y sus
homólogas en las entidades federativas, así como
con otras instancias públicas y privadas que deban
coadyuvar con el plan de desinstitucionalización. 

A partir de 90 días de la entrada en vigor del presente
decreto, no se autorizará ningún ingreso de personas

en hospitales psiquiátricos y otros centros de asisten-
cia social, tanto públicos como privados, con el objeto
de institucionalizarlas.

Quinto. El Poder Ejecutivo y Legislativo de los esta-
dos de la República Mexicana, en el ámbito de sus res-
pectivas atribuciones, contarán con doce meses conta-
dos a partir de la entrada en vigor del presente
Decreto, para armonizar sus leyes locales conforme a
lo establecido en el presente decreto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputadas: Martha Angélica Tagle Martínez (rúbrica), Verónica

Beatriz Juárez Piña y Ana Lucía Riojas Martínez.

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 21 Y 165 DE

LA LEY FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL Y 419 BIS DEL

CÓDIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA CA-
ROLINA GARCÍA AGUILAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PES

Quien suscribe, Carolina García Aguilar, diputada del
Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social en
la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; fracción I, numeral 1 de los
artículos 6 y 77 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración del pleno de esta so-
beranía iniciativa al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La crueldad animal es uno de los actos más atroces
que puede cometer un ser humano, máxime cuando se
trata de animales a los que les fue quitada su naturale-
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za salvaje para ser domesticados y, por ende, pierden
muchas veces la capacidad de defenderse.

Crueldad no sólo significa golpear, mutilar o herir a un
ser vivo, también abandonarlo. Todo ser vivo, por el
hecho de existir, tiene el mismo y legítimo derecho a
una vida libre de violencia de cualquier tipo.

México aún tiene un estrecho sendero qué recorrer an-
tes asumirse como un país libre de violencia.

Ciertamente se han dado pasos importantes como la
reforma a la Ley de Equilibrio Ecológico y a la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, a través de la cual quedó expresamente pro-
hibido el uso de animales en circos. Y a quienes no
respeten este mandato legal, serán sancionados con
multas de entre 50 y 50 mil salarios mínimos.1

Cabe destacar que este fue un avance en materia de
protección a los animales, sin embargo, se presentaron
dificultades en su aplicación que terminó siendo con-
traproducente en el momento, pues muchos animales
fueron liberados en sus hábitats naturales; situación
que ocasionó la muerte de muchos de ellos.

Esto remite a lo que se mencionó en un principio, al
“domesticarlos” o “amaestrarlos”, el ser humano les
quita habilidades y capacidades naturales de supervi-
vencia. Lo que lleva a su inminente muerte.

La prohibición de las corridas de toros también es otro
ejemplo de los esfuerzos que se tienen para luchar en
contra del maltrato animal. Actualmente cuatro esta-
dos en México han prohibido las corridas de toros: So-
nora, Guerrero, Coahuila y Quintana Roo.2

De la misma forma en que se ha ejercido violencia en
contra de los animales en los circos o en las corridas
de toros, con los perros no es distinto. Desde peleas de
perros y gallos, hasta “bromas” hacia distintos tipos de
animales que tienen el descaro de video grabar y subir
a las redes sociales mofándose del dolor de esos seres.

Tan sólo en 2019, la Brigada de Vigilancia Animal de
la Ciudad de México recibió mil 700 denuncias de
maltrato animal.3

En el Grupo Parlamentario del Partido Encuentro So-
cial, consideramos al abandono como una forma de

violencia en contra de los animales. Por ello, decidi-
mos formular esta iniciativa, en la que se incluya co-
mo un delito el abandono animal y sea castigado.

La contraparte a quienes deciden no abandonar a los
animales que los acompañan en sus vidas, son las per-
sonas que deciden hacerse responsables de ellos y dar-
les los cuidados necesarios para que tengan una vida
digna.

En este orden de ideas, y con la finalidad de ilustrar la
propuesta de reforma antes mencionada, se presenta el
siguiente cuadro en el que se puede apreciar la adición
al Código Penal Federal que se busca hacer:

Ley Federal de Sanidad Animal
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Código Penal Federal

Por lo anteriormente expuesto, pongo a consideración
de esta soberanía el siguiente

Decreto por el que se modifican los artículos 21 y
165 de la Ley Federal de Sanidad Animal y 419 Bis
del Código Penal Federal

Primero. Se adiciona el párrafo tercero al artículo 21
y se modifica el artículo 165 de la Ley Federal de Sa-
nidad Animal, para quedar como sigue:

Artículo 21. Los propietarios o poseedores de anima-
les domésticos o silvestres en cautiverio, deberán
proporcionarles alimento y agua en cantidad y cali-
dad adecuada de acuerdo a su especie y etapa pro-
ductiva.

Los animales deberán estar sujetos a un programa de
medicina preventiva bajo supervisión de un médico
veterinario, y deberán ser revisados y atendidos regu-
larmente. Asimismo se les proporcionará atención in-
mediata en caso de enfermedad o lesión.

Queda prohibido el abandono de animales domés-
ticos o silvestres en cautiverio, por parte de sus pro-
pietarios o cualquier persona. Lo anterior será san-
cionado conforme a lo que refiere el artículo 419
Bis del Código Penal Federal.

Artículo 165. Toda persona podrá denunciar ante la
Secretaría, los hechos, actos u omisiones que atenten
contra el bienestar, la integridad y la sanidad animal
o que causen la contaminación de los bienes de origen
animal. 

…

…

La Secretaría, a más tardar dentro de los treinta días
hábiles siguientes a la presentación de una denuncia,
deberá hacer del conocimiento del denunciante el trá-
mite que se haya dado a aquélla y, en su caso las me-
didas penales, zoosanitarias o de buenas prácticas pe-
cuarias que de ser procedentes haya aplicado.

…

Segundo. Se adiciona la fracción VII al artículo 419
Bis del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 419 Bis. Se impondrá pena de seis meses a
cinco años de prisión y el equivalente de doscientos a
dos mil días multa a quien:

I. a VI. …
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VII. Abandone, dañe físicamente y prive de la vi-
da a cualquier animal, sin importar que sea do-
méstico, silvestre en cautiverio o en condición de
abandono.

La sanción a que se hace mención en el párrafo ante-
rior, se incrementará en una mitad cuando se trate de
servidores públicos.

Incurre en responsabilidad penal, asimismo, quien
asista como espectador a cualquier exhibición, espec-
táculo o actividad que involucre una pelea entre dos o
más perros, a sabiendas de esta circunstancia. En di-
chos casos se impondrá un tercio de la pena prevista
en este artículo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://cnnespanol.cnn.com/2015/01/10/el-gobierno-mexicano-

pone-en-marcha-la-reforma-que-prohibe-animales-en-los-circos/

2 https://mundo.sputniknews.com/socie-

dad/201907101087955377-mexico-avanza-en-la-prohibicion-de-

las-corridas-de-toros/

3 https://openrevista.com/social/maltrato-animal-en-mexico-en-

cifras/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Carolina García Aguilar (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 27 DE LA LEY DEL INSTITU-
TO NACIONAL DE LAS MUJERES, A CARGO DE LA DIPUTA-
DA VERÓNICA RAMOS CRUZ, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

Verónica Ramos Cruz, diputada del Grupo Parlamen-
tario de Morena a la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta
soberanía el presente proyecto de decreto que reforma
la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres con base
en la siguiente

Exposición de Motivos

Actualmente se sustentan grandes debates a nivel in-
ternacional sobre acciones, proyectos, programas y
políticas públicas en beneficio de las mujeres; desde
otra perspectiva también se ha analizado la configura-
ción de los derechos sociales en nuestra Constitución
federal y su falta de visión con perspectiva hacia las
mujeres, con independencia de la orientación social
con que se le ha reconocido.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos expresa en su artículo 4o. que “el varón y la mu-
jer son iguales por ley”, esto determina de inicio que
el Estado mexicano cuenta jurídicamente con igualdad
para hombres y mujeres en el goce de sus derechos, sin
embargo, en temas sustanciales no sucede, como lo re-
fiere el texto de nuestra ley suprema.

A partir de una disparidad y desigualdad entre los de-
rechos de hombres y mujeres, las comunidades inter-
nacionales y los movimientos sociales de antaño han
logrado permear hasta nuestra época; es así, como se
le considera al movimiento feminista como el de ma-
yor permanencia y vigencia que ha sido sostenido con
profundas dificultades y resistencias desde inicios del
siglo anterior.

Para establecer reducción en este tipo de brechas se ha
asumido la implementación de acciones afirmativas
que no han sido sencillas de lograr; esta lucha perma-
nente ha demostrado que sólo siendo inversamente
proporcional llegará el día en que los equilibrios vol-
verán a su justa dimensión.
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México organizado como Estado, tiene la obligación
de salvaguardar los derechos y libertades que derivan
de sus tratados internacionales, así lo refiere nuestra
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y se replica en el andamiaje legislativo que impe-
ra en el estado de derecho que defendemos como país.

De esta forma nuestra República, ha ratificado una se-
rie de marcos internacionales que pueden ser conside-
rados para resolver conflictos relacionados con géne-
ro, participación política de las mujeres, erradicación
de todo tipo de violencia hacia las mujeres y aquellos
correspondientes a perseguir la igualdad entre mujeres
y hombres.

Entre estos instrumentos se encuentran como los más
destacados los siguientes: la Convención Internacional
para la Supresión de Trata de Mujeres y Menores
(1949); la Convención Interamericana sobre los Dere-
chos Civiles de la Mujer (1948); la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos (1948); Convención
sobre los Derechos Políticos de la Mujer (1953); la
Convención Americana sobre Derechos Humanos
Pacto de San José de Costa Rica (1969); Convención
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer (1981); y la Convención Inter-
americana para prevenir, sancionar y erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer, llamada también Convención
de Belém Do Pará, cuyo proyecto fue patrocinado por
los gobiernos de El Salvador y México (Diario Oficial
de la Federación del 19 de enero de 1999). 

Como consecuencia, también, se ha adherido México
a la Declaración de la cuarta Conferencia Mundial so-
bre la Mujer de Beijing, China (15 de septiembre de
1995), y ha firmado su plataforma de acción, que po-
ne especial énfasis en la necesidad de compartir, entre
hombres y mujeres, el poder y las responsabilidades
no sólo del hogar, sino también del lugar de trabajo y
de todas las esferas sociales y políticas.

Considerando como una premisa básica podemos de-
finir que nuestro país está a la vanguardia en materia
de tratados que salvaguardan los derechos con enfoque
de mujeres, se puede decir entonces que se tienen las
herramientas para legitimar adecuaciones en las leyes
referentes a la igualdad de oportunidades de mujeres y
hombres en tanto a su participación política y su des-
arrollo en el espacio público; como temas generales.

Aunque, sin profundizar en las teorías del derecho, es
evidente darnos cuenta de que tener esta base legisla-
tiva vigente y además compartiendo paradigma con
otros países no ha garantizado de ninguna manera la
salvaguarda de los derechos a la parte de la población
mexicana que es mayoría; y somos nosotras las muje-
res.

Sin embargo, a pesar de todos los mecanismos legales
a favor y protección de la mujer, según datos de la Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU), en Méxi-
co, “al menos 6 de cada 10 mujeres ha enfrentado un
incidente de violencia; 41.3 por ciento de las mujeres
ha sido víctima de la violencia sexual y, en su forma
más externa, 9 mujeres son asesinadas al día”1 al me-
nos los datos obtenidos de 2018.

Asimismo, datos de la Encuesta Nacional de Victimi-
zación y Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe)
aseguran que existe una percepción de inseguridad de
hasta 82 por ciento de parte de las mujeres, y se con-
tabilizan 11 delitos sexuales2 cometidos a mujeres por
cada delito sexual cometido a hombres, lo cual nos ha-
bla de una percepción real de los problemas a los que
se encuentra la mujer en nuestro país.

Por este tipo de problemáticas que han ido en aumen-
to, lamentablemente, en enero de 2001 fue publicada
la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres que pre-
tende regular el artículo cuarto, párrafo segundo, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de igualdad de género e igualdad de
derechos y oportunidades entre hombres y mujeres.

Con este ejercicio del Congreso general se crea el Ins-
tituto Nacional de las Mujeres como un organismo pú-
blico descentralizado de la administración pública fe-
deral, con personalidad jurídica, patrimonio propio y
autonomía técnica y de gestión para el cumplimiento
de sus atribuciones, objetivos y fines.

De esta manera, a través de su ley en comento, se es-
tablece que el Instituto Nacional de las Mujeres conta-
rá con dos órganos auxiliares de carácter honorífico,
representativos de la sociedad civil: un consejo con-
sultivo y un consejo social.

“Artículo 24. El Consejo Social será un órgano de
análisis, evaluación y seguimiento de las políticas
públicas, programas, proyectos y acciones que se
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emprendan en beneficio de las mujeres en el marco
de esta ley. Éste se integrará por un número no me-
nor de diez ni mayor de veinte mujeres representa-
tivas de los sectores público, privado y social, que
se hayan distinguido por sus tareas a favor del im-
pulso a la igualdad de género.

Artículo 25. Las integrantes del Consejo Social du-
rarán en su encargo tres años, pudiendo permanecer
un periodo más. Las nuevas integrantes deberán re-
presentar a organizaciones distintas de las represen-
tadas en el periodo inmediato anterior. Al término
de su encargo, el Consejo Social presentará un in-
forme anual a la Junta de Gobierno.”3

Es por ello por lo que el impacto de esta iniciativa se
trata de una reforma a esta ley para impactar a su Con-
sejo Social que se encarga en dar análisis, evaluación
y seguimiento a las políticas públicas, programas y ac-
ciones en materia de mujer, como lo reflejan de mane-
ra más detallada los artículos que transcribimos con
anticipación.

Hoy existe la necesidad de marcar rumbo cada vez
más claro en la administración pública; es necesario
unificar criterios, recursos y operatividad dentro de
cualquier acción, proyecto u programa. 

Esto nos deriva a la necesidad de unificar y visibilizar
las estrategias de acción gubernamentales. No pode-
mos tener políticas y acciones desarticuladas. Por ello
se propone la creación de un banco de proyectos (o ca-
tálogo de acciones) enfocado al bienestar y desarrollo
integral de la mujer, donde se encuentren focalizadas
todas las acciones, proyectos o programas a favor de
las mujeres a nivel federal.

Esto repercute en los institutos estatales y municipa-
les, para que puedan escoger las estrategias que se des-
prendan de dicho documento derivador, siempre con la
finalidad de tener una política de coordinación entre
los tres órdenes de gobierno, a través de este “catálo-
go” sustantivo de acciones precisas a partir de las cua-
les los gobiernos estatales y municipales seleccionen
estrategias y se articulen a la normativa federal.

De esta manera, la reforma se resume en la siguiente
tabla:

Por lo expuesto, se somete a consideración de la asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma la fracción IV del artículo 27
de la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres

Único. Se reforma la fracción IV, del artículo 27 de la
Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, quedando
como sigue:

Artículo 27. …
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De la I. a la III. …

IV. Elaborar un catálogo de acciones, proyectos,
programas y políticas públicas, enfocado al bienes-
tar y desarrollo integral de la mujer;

De la V. a la VI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Véase. https://www.onu.org.mx/la-violencia-contra-las-mujeres-

n o - e s - n o r m a l - n i -

tolerable/#:~:text=En%20M%C3%A9xico%2C%20al%20me-

nos%206,asesinadas%20al%20d%C3%ADa%5B5%5D.

2 Véase. https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/bole-

tines/2019/EstSegPub/envipe2019_09.pdf

3 Ley del Instituto Nacional de las Mujeres. Artículos 24 y 25. Re-

cuperado de: www.scjn.gob.mx

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Verónica Ramos Cruz (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 7O. DE LA LEY FEDERAL DEL

TRABAJO, A CARGO DE LA DIPUTADA MARIANA DUNYAS-
KA GARCÍA ROJAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN

La suscrita, diputada federal Mariana Dunyaska Gar-
cía Rojas, en representación del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional de la LXIV Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 6, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción
II, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presenta a consideración de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 7o. de la Ley Federal del Trabajo,
al tenor de la siguiente

Exposición de motivos

La reforma constitucional en materia de telecomunica-
ciones de 2013 estableció, en el artículo 6o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la garantía al derecho a la información y la obli-
gación del Estado de garantizar el derecho de acceso a
las tecnologías de la información y comunicación, asi-
mismo a los servicios de radiodifusión y telecomuni-
caciones, incluido la banda ancha e internet. 

De igual manera, en el artículo decimocuarto transito-
rio se estableció lo siguiente: El Ejecutivo federal ten-
drá a su cargo la política de inclusión digital universal,
en la que se incluirán los objetivos y metas en materia
de infraestructura, accesibilidad y conectividad, tecno-
logías de la información y comunicación, y habilida-
des digitales, así como los programas de gobierno di-
gital, gobierno y datos abiertos, fomento a la inversión
pública y privada en aplicaciones de tele salud, tele-
medicina y expediente clínico electrónico y desarrollo
de aplicaciones, sistemas y contenidos digitales, entre
otros aspectos.

“Las Tecnologías de la Información y la Comunica-
ción (TIC) son todos aquellos recursos, herramien-
tas y programas que se utilizan para procesar, admi-
nistrar y compartir información mediante
computadoras, teléfonos móviles, tabletas, televiso-
res, reproductores portátiles de audio y video o con-
solas de juego. Con ello, es posible utilizar el correo
electrónico, realizar búsquedas de información, re-
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alizar operaciones bancarias en línea, descargar mú-
sica, películas, realizar comercio electrónico, entre
otras”.1

La importancia del acceso y uso de las TIC, incluyen-
do el internet de banda ancha, es un pre requisito para
el crecimiento y desarrollo económico; y toda barrera
para su aprovechamiento puede incidir en las “condi-
ciones de pobreza y crear un círculo vicioso de pobre-
za y poco acceso a las Tecnologías de la Información
y Comunicación”.2

Nuestro país necesita acceso a la digitalización y a los
nuevos espacios de comunicación. La referida reforma
en materia de telecomunicaciones se planteó la meta
de cubrir con servicios de internet de banda ancha, por
lo menos el 70 por ciento de los hogares y el 85 por
ciento de las micros, pequeñas y medianas empresas a
nivel nacional, brindando mejor conectividad, precios
competitivos y servicios de calidad. 

Sin embargo, de acuerdo con la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE),
hasta 2019 México ocupaba el penúltimo lugar entre
37 países en penetración de internet fijo y el sitio 35 de
37 naciones de banda ancha móvil, por cada 100 habi-
tantes.

En México 14.83 personas de cada 100 habitantes ac-
ceden a internet fijo y el promedio del organismo es de
30.92 accesos por cada 100 habitantes, siendo Suiza el
país con mayor penetración, con 46.78 accesos, y Co-
lombia el de menor penetración con 13.41 de cada 100
habitantes.3

Sabemos que las telecomunicaciones constituyen un
insumo estratégico para competir en la economía, por
lo que resulta apremiante dar cumplimiento a la agen-
da digital nacional y ampliar el acceso a los servicios
digitales para la población, así como la modernización
de las plataformas e infraestructura nacional, con mi-
ras al desarrollo de nuestro país. 

El intercambio de conocimientos -en el que coadyuva
el traslado de trabajadores extranjeros a nuestro país,
así como el de mexicanos a otros países- y la expan-
sión de la competitividad de la fuerza laboral local jue-
ga un papel muy importante en el desarrollo de nues-
tro país. Asimismo, la movilidad permite adquirir
mayor conocimiento, particularmente, sobre nuevas

tecnologías y la expansión de capacidades de las em-
presas nacionales.

Marco Jurídico

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección,
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta
Constitución establece.

Artículo 5o. primer párrafo A ninguna persona
podrá impedirse que se dedique a la profesión, in-
dustria, comercio o trabajo que le acomode, siendo
lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá ve-
darse por determinación judicial, cuando se ataquen
los derechos de tercero, o por resolución gubernati-
va, dictada en los términos que marque la ley, cuan-
do se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie
puede ser privado del producto de su trabajo, sino
por resolución judicial.

Artículo 6o. tercer párrafo. El Estado garantizará
el derecho de acceso a las tecnologías de la infor-
mación y comunicación, así como a los servicios de
radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de
banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado
establecerá condiciones de competencia efectiva en
la prestación de dichos servicios.

Artículo 32. último párrafo. Los mexicanos serán
preferidos a los extranjeros en igualdad de circuns-
tancias, para toda clase de concesiones y para todos
los empleos, cargos o comisiones de gobierno en
que no sea indispensable la calidad de ciudadano.

Ley Federal del Trabajo

Artículo 7o.- En toda empresa o establecimiento, el
patrón deberá emplear un noventa por ciento de tra-
bajadores mexicanos, por lo menos. En las catego-
rías de técnicos y profesionales, los trabajadores de-
berán ser mexicanos, salvo que no los haya en una
especialidad determinada, en cuyo caso el patrón
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podrá emplear temporalmente a trabajadores ex-
tranjeros, en una proporción que no exceda del diez
por ciento de los de la especialidad. 

El patrón y los trabajadores extranjeros tendrán la
obligación solidaria de capacitar a trabajadores mexi-
canos en la especialidad de que se trate. 

Los médicos al servicio de las empresas deberán ser me-
xicanos. No es aplicable lo dispuesto en este artículo a
los directores, administradores y gerentes generales.

Como se puede observar, nuestra Carta Magna no ha-
ce distingos en sus artículos 1o y 5o, sobre la naciona-
lidad para el goce de los derechos humanos en nuestro
país, que incluyen el derecho al Trabajo. Si bien es
cierto que el artículo 32 constitucional señala que los
mexicanos serán preferidos a los extranjeros, en igual-
dad de circunstancias para todos los empleos, y que el
artículo 7 de la Ley Federal del Trabajo establece que
el 90 por ciento de la plantilla deberá ser nacional y so-
lo el 10 por ciento puede ser de extranjeros; sin em-
bargo, esto tiene un enfoque muy dirigido al sector
manufacturero. 

El sector de servicios, principalmente los de Tecnolo-
gías de la Información y Comunicaciones, tienen una
dinámica muy diferente que implica la movilidad del
capital humano para expandir el conocimiento y crear
capacidades. Además, hay que destacar que el segun-
do párrafo del artículo 7 de la Ley Federal del Traba-
jo, el Legislativo oportunamente dispuso que los tra-
bajadores extranjeros tendrán la obligación
solidaria de capacitar a trabajadores mexicanos en
la especialidad de que se trate.

Es por ello que consideramos que permitir mayor mo-
vilidad daría como resultado un mejor intercambio de
conocimientos y expandiría la competitividad de la
fuerza laboral local lo que, finalmente, incidiría en el
cumplimiento de metas en materia de infraestructura,
accesibilidad y conectividad, tecnologías de la infor-
mación y comunicación, y habilidades digitales, así
como el fomento a la inversión privada. 

Así mismo, esta movilidad permitiría no solo la ex-
pansión de capacidades de las empresas, sino compe-
tir y dar servicios a proyectos, que, por cuestiones mi-
gratorias de Estados Unidos, se están viendo forzados
a reubicarse en otros países. Esto permitiría un mayor

flujo de inversión extranjera y una expansión de cono-
cimiento sobre nuevas tecnologías.

Por ello, en el contexto de una sociedad democrática,
para Acción Nacional es imprescindible impulsar
aquellas adecuaciones legales acordes con el devenir
internacional, la globalización, los avances tecnológi-
cos y de comunicación, para incidir positivamente en
el desarrollo económico y tecnológico de nuestro país. 

En tal virtud, el propósito de esta iniciativa es el de su-
gerir mantener la regla general del 90-10 (nacionales-
extranjeros) para el sector manufacturero y extender a
un 80-20 a los trabajadores especializados en el sector
de las Tecnologías de Información y Comunicaciones.

Estimamos que esta reforma permitiría no solo la ex-
pansión de capacidades de las empresas dedicadas a las
Tecnologías de la Información y Comunicaciones, sino
competir y dar servicios a proyectos, que, por cuestio-
nes migratorias de Estados Unidos, se están viendo
forzados a reubicarse en otros países. Esto permitiría
un mayor flujo de inversión extranjera y una expansión
de conocimiento sobre nuevas tecnologías.

Así, la presente iniciativa tiene como finalidad prever
que para los trabajadores especializados en el sector de
las Tecnologías de Información y Comunicaciones el
porcentaje de contratación de extranjeros podrá ser del
20 por ciento.

Para su mejor comprensión, se presenta el siguiente
cuadro comparativo:

Ley Federal del Trabajo
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Por lo expuesto, someto a consideración de esta sobe-
ranía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 7 de la Ley Federal
del Trabajo, para quedar como sigue:

Decreto

Artículo Único. - Se adiciona un párrafo al artículo 7
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 7o.- En toda empresa o establecimiento, el
patrón deberá emplear un noventa por ciento de traba-
jadores mexicanos, por lo menos. En las categorías de
técnicos y profesionales, los trabajadores deberán ser
mexicanos, salvo que no los haya en una especialidad
determinada, en cuyo caso el patrón podrá emplear
temporalmente a trabajadores extranjeros, en una pro-
porción que no exceda del diez por ciento de los de la
especialidad. 

En las empresas del sector de las tecnologías de in-
formación y comunicaciones el porcentaje de con-
tratación de trabajadores extranjeros podrá ser
hasta de un 20 por ciento, siempre y cuando se tra-
te de trabajadores especializados. 

El patrón y los trabajadores extranjeros tendrán la
obligación solidaria de capacitar a trabajadores mexi-
canos en la especialidad de que se trate. 

Los médicos al servicio de las empresas deberán ser
mexicanos. No es aplicable lo dispuesto en este artícu-
lo a los directores, administradores y gerentes genera-
les.

Transitorio

Único. - El presente decreto iniciará su vigencia el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Notas

1 Información consultada el 24 de septiembre de 2020 en

https://tutorial.cch.unam.mx/bloque4/lasTIC

2 Información consultada el 18 de septiembre de 2020 en

h t t p s : / / c e e g . m x / p u b l i c a c i o n e s / E S T U D I O _ 2 _ 2 0 1 8 -

C e r r a n d o _ l a _ b r e c h a _ d i g i t a l _ e n _ M e x i c o -

V_Final_2019_02_06.pdf

3 https://www.eluniversal.com.mx/cartera/mexico-con-baja-pene-

tracion-de-internet-ocde

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Mariana Dunyaska García Rojas (rúbrica)

DE DECRETO, PARA INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL

MURO DE HONOR DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS LA LE-
YENDA “A LAS SUFRAGISTAS MEXICANAS”, Y LOS NOM-
BRES DE HERMILA GALINDO ACOSTA Y ELVIA CARRILLO

PUERTO, SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARÍA WENDY

BRICEÑO ZULOAGA, DE MORENA, Y DIPUTADAS DE DI-
VERSOS GRUPOS PARLAMENTARIOS

Las que suscriben María Wendy Briceño Zuloaga, Ro-
cío del Pilar Villarauz Martínez, Beatriz Rojas Martí-
nez, Socorro Bahena Jiménez, María Elizabeth Díaz
García, Clementina Marta Dekker Gómez, María Gua-
dalupe Almaguer Pardo, Sandra Paola González Cas-
tañeda, Dionisia Vázquez García, Ximena Puente de la
Mora, Carmen Patricia Palma Olvera, Laura Martínez
González, Olga Patricia Sosa Ruiz, Katia Alejandra
Castillo Lozano, Fabiola Raquel Guadalupe Loya Her-
nández, Verónica María Sobrado Rodríguez, Madelei-
ne Bonnafoux Alcaraz, Mildred Concepción Ávila Ve-
ra, Ana Lucía Riojas Martínez, María Eugenia
Hernández Pérez, Hortensia María Luisa Noroña Que-
zada, María Liduvina Sandoval Mendoza, Cynthia
Iliana López Castro, Dorheny García Cayetano, Julie-
ta Kristal Vences Valencia, Marta Huerta Hernández,
Ana María Rodríguez Ruiz, Maribel Martínez Ruiz,
Karen Ivette Audiffred Fernández, Dionicia Vázquez
García, diputadas integrantes de diversos grupos par-
lamentarios ante la LXIV Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
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nos; 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración del pleno de esta Cámara de Diputados
iniciativa con proyecto de decreto para inscribir en le-
tras de oro en el Muro de Honor de la Cámara de Di-
putados la leyenda A las Sufragistas Mexicanas, y los
nombres de Hermila Galindo Acosta y Elvia Carrillo
Puerto.

Exposición de Motivos

Largo ha sido el recorrido de las mujeres en la lucha
por sus derechos. Primero lucharon por el acceso a la
educación y por sus derechos laborales, después por
sus derechos políticos, y en la actualidad siguen lu-
chando por su derecho a una vida libre de violencia, a
no ser discriminadas y al ejercicio pleno de todos sus
derechos en democracia.

Hasta hace pocos años, la historia de las mujeres en
México y en el mundo había sido una historia olvida-
da.1 Por ello se ignora que también en nuestro país,
desde los inicios de la vida independiente, hubo muje-
res que demandaron sus derechos. Como antecedente
de los movimientos sufragistas, cabe recordar la Carta
de las Mujeres Zacatecanas al Congreso Constituyen-
te de 1824, en la que reclamaban participar en la toma
de decisiones.

Fue el 17 de octubre de 1955 cuando las mujeres me-
xicanas pudieron votar por vez primera en unas elec-
ciones federales. Ya lo habían hecho en las municipales
a partir de 1947, pero entonces se consideró que no es-
taban preparadas para participar en la política nacional.

El 17 de octubre de 1953 se reconoció el derecho a vo-
tar y ser votadas para las mexicanas, mediante la re-
forma al artículo 34 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, que buscó que las mujeres
gozaran de la ciudadanía plena, después de que la Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU), había lla-
mado a los países miembros a reconocer los derechos
políticos de las mujeres, ya que no podía considerarse
democrático a un país si más de la mitad de su pobla-
ción no participaba en la toma de decisiones. En este
sentido, la historia del sufragio femenino es un aspec-
to central en la historia de la democracia.

Este derecho, aunque alcanzado tardíamente en com-
paración con otros países del mundo, es el resultado

de una larga lucha emprendida por las sufragistas
desde principios del siglo XX, quienes consideraban
que el acceso a la vida pública/política tenía que em-
pezar por el derecho a elegir y ser electas; por lo que
consideraban al sufragio como su entrada a la demo-
cracia.

Para las sufragistas la adquisición de derechos políti-
cos no sólo se limitó al sufragio, sino cuestionó a la so-
ciedad que excluía a la mitad de la población del ejer-
cicio de la ciudadanía y por lo tanto de su integración
a la vida pública, y por ello exigieron cambios en el or-
den de género imperante.

La mayor activista a favor del voto femenino en tiem-
pos revolucionarios fue Hermila Galindo, originaria
de Lerdo, Durango, quien promovió el sufragio y la
educación femenina mediante conferencias en diver-
sos lugares del sureste. También lo hizo en las páginas
del semanario La mujer moderna en el que divulgó
ideas feministas sobre la igualdad de capacidades y
derechos de mujeres y hombres.

Fue una de las más destacadas exponentes del “femi-
nismo liberal”, sus aportaciones tanto en la tribuna co-
mo sus escritos en la prensa testimonian dicha contri-
bución. Defendía la emancipación de las mujeres y
buscaba impulsar al mayor número de mujeres a orga-
nizarse y luchar por sus derechos.

Hermila Galindo sostenía que la participación activa
de las mujeres debía darse en ambos espacios, privado
y público, y especialmente despertar su interés en los
asuntos políticos del país; el énfasis estaba puesto en
las mujeres en tanto ciudadanas.

Ella propuso además de la “igualdad de ilustración”
entre hombres y mujeres, los mismos derechos y pre-
rrogativas del hombre en todos los planos. La tesis
igualitarista de Hermila se basa en el propósito de lo-
grar “un alto ideal de libertad y progreso que, ponien-
do a la mujer al nivel del hombre, la comprenda no só-
lo nominalmente en la misma ilustración y justicia,
sino que le otorgue los mismos derechos y las mismas
prerrogativas que se conceden al sexo fuerte”.

Ideóloga de los derechos de las mujeres, sus plantea-
mientos giran en torno a la “emancipación de la mu-
jer”, así como a las formas de lucha a implementarse
para lograr “su dignificación, dándole los medios in-

Gaceta Parlamentaria Martes 10 de noviembre de 2020100



dispensables para confortarla con su alta misión en la
sociedad”.

Las batallas a las que convocaba Hermila eran en con-
tra de los prejuicios que permeaba a la sociedad, man-
teniendo a las mujeres en una condición de ignorancia,
encierro y subordinación injusta. Las propuestas de
Hermila siempre apelaron a la estricta justicia.

En relación con el sufragio, Hermila señala que no
existe una razón fundamental para que la mujer no
participe en la política de su país, cuando es un princi-
pio general de justicia la igualdad completa ante la ley.
Refiere que uno de los argumentos que esgrimen los
opositores al voto es que las mujeres no toman las ar-
mas para defender a la patria, argumento que no se
sostiene porque ha sido evidente la participación mili-
tar de las mujeres en la “Revolución Constitucionalis-
ta”. Además, pone el acento en la importancia de la ac-
tividad propagandística de las mujeres, la revolución
de las ideas antecede y corre paralela a la lucha arma-
da y en ésta –señala– “las mujeres también exponen su
vida”. 

Hermila Galindo fue más allá de los pronunciamien-
tos, pues llevó a la práctica sus convicciones sufragis-
tas al lanzar su propia candidatura a una diputación fe-
deral por un distrito electoral de la capital del país, en
las elecciones para presidente y legisladores locales
que se convocaron al día siguiente de la proclamación
de la Carta Constitucional.2 En dicha contienda obtu-
vo algunos votos, pero no alcanzó el triunfo. Su can-
didatura tuvo aceptación, sin embargo, no se permitió
que las mujeres votaran en el distrito en el que ella
contendió, de manera que sólo recibió votos de sus
simpatizantes varones.

Otra sufragista que desde muy joven mostró cualida-
des de liderazgo fue Elvia Carrillo Puerto, quien orga-
nizó ligas de resistencia y promovió los deseos ciuda-
danos de las mujeres. Aun cuando no estudió la carrera
de profesora, después de concluir la primaria superior
realizó estudios de taquimecanografía y trabajó como
maestra rural y organizadora de las mujeres campesi-
nas.

El 14 de julio de 1912 creó la primera Liga Feminista
Campesina en su ciudad natal, Motul. Después de ha-
berse casado muy joven y enviudar a los 21 años, en
congruencia con la ley feminista promulgada, que

concedía igualdad legal a las mujeres a dicha edad (21
años) ella se consideraba una “mujer emancipada”.
Tres años después, a través de Rosa Torre González,
quien colaboró como enfermera en las fuerzas del ge-
neral Alvarado durante los combates de Blanca Flor,
Pocboc y Halachó, y después de que los constitucio-
nalistas tomaron la ciudad de Mérida, Elvia entró en
contacto con el gobernador Alvarado. La empatía que
se dio entre ambos la llevó a trabajar en la organiza-
ción de las campesinas mayas de Motul y sus alrede-
dores, sorteando múltiples dificultades.

Elvia Carrillo Puerto en unión de Rosa Torre, Eusebia
Pérez, Susana Betancourt, Nelly Aznar y Mireya Ro-
sado, discípulas de la profesora Rita Cetina, fundaron
en el Distrito Federal la Liga Rita Cetina Gutiérrez
(LRCG), en enero de 1919, con el lema “Por la ins-
trucción, progreso y derechos de la mujer”. Dicho mo-
vimiento feminista-socialista cobró auge con el nom-
bramiento de Felipe Carrillo Puerto como gobernador
de Yucatán, el 15 de noviembre de 1921, quedando su
organización adscrita a la Liga Central del Partido So-
cialista del Sureste (PSS). “En el acta constitutiva se
explica que el sufragio daba impulso a sus activida-
des.” El programa de acción de la LRCG señalaba su
compromiso de trabajar para el mejoramiento de todas
las clases sociales, para ello el programa consideró al-
fabetizar a la población ya que era el principal motor
del progreso, y combatir el fanatismo porque la Iglesia
había sido la responsable de la ignorancia y atraso de
las mujeres. Celebraban reuniones semanales en las
que participaban de 200 a 500 ligadas. En el plano de
las acciones prácticas se fundó una escuela nocturna
para mujeres, un instituto de mecanografía, taquigrafía
e idiomas, además de una academia de profesores con
el objeto de “estudiar la evolución de la escuela nueva
en todas sus manifestaciones basadas en la razón”.
Editaron dos revistas, Feminismo y Rebeldía. En las
giras del gobernador Felipe Carrillo Puerto para dotar
de tierras a los campesinos, Elvia Carrillo Puerto y Ro-
sa Torre aprovechaban la estancia en los pueblos para
hacer propaganda; impartían conferencias sobre los
derechos y la emancipación de las mujeres, sobre la
importancia de implementar campañas antialcóholicas
y de control natal. En el estado yucateco se llegaron a
establecer 49 ligas feministas. Tanto para los socialis-
tas del PSS como para la sociedad conservadora esta-
tal, el activismo de Elvia desplegado a través de la
LRCG, prefirieron calificarlo de trabajo práctico. El
recelo a reconocer su participación política hacía ex-
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plícita la negación de romper las barreras sociocultu-
rales y la normatividad de género, razón por la que a
menudo se le calificó de “sufragista-bolchevique”.

Tanto Hermila Galindo como Elvia Carrillo Puerto co-
laboraron con Salvador Alvarado en los congresos fe-
ministas de Yucatán, reunieron a profesoras de escue-
la primaria para discutir el sufragio femenino, entre
muchos otros asuntos. Este tema suscitó feroces dis-
crepancias entre las congresistas y, a final de cuentas,
prevaleció la opinión de que la participación de las
mujeres en elecciones municipales era aceptable; mas
no así en los niveles estatales y federales. El argumen-
to esgrimido fue que aún carecían de la preparación
necesaria para intervenir en asuntos políticos más am-
plios.

Por lo tanto, reconocer el aporte de las sufragistas en
la construcción de la democracia es reconocer que el
sufragio femenino significa también, además del reco-
nocimiento a la igualdad en la participación política,
su acceso a la educación, a la salud, el que cada mujer
pueda decidir sobre su vida, el privilegiar la lucha con-
tra la violencia y no discriminación.

En consecuencia, considerando que el Muro de Honor
de la Cámara de Diputados es un instrumento que
nuestra nación, a través de su Poder Legislativo fede-
ral, ha utilizado para otorgar reconocimiento, agrade-
cimiento y homenaje a las personas, instituciones y he-
chos históricos más trascendentes de nuestro país y
cuyas acciones no sólo forjaron la identidad de nuestra
patria, sino que aportaron para que los Estados Unidos
Mexicanos definieran y defendieran su sistema políti-
co democrático, social y humanitario, consideramos
pertinente poner a consideración del pleno de esta ho-
norable Cámara, particularmente en esta Legislatura

de la Paridad de Género, la presente iniciativa, otor-
gando un merecido reconocimiento a las Sufragistas
Mexicanas, a Hermila Galindo Acosta y Elvia Carrillo
Puerto, protagonistas de la construcción democrática
de nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en
las disposiciones invocadas en el proemio de este es-
crito, someto a consideración del pleno la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto para inscribir en letras de oro en el Muro
de Honor de la Cámara de Diputados la leyenda A

las Sufragistas Mexicanas, y los nombres de Her-
mila Galindo Acosta y Elvia Carrillo Puerto

Único. Inscríbase en letras de oro en el Muro de Ho-
nor de la Cámara de Diputados la leyenda A las Sufra-
gistas Mexicanas, y los nombres de Hermila Galindo
Acosta y Elvia Carrillo Puerto.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Tuñón Pablos, Julia. Mujeres en México, una historia olvidada,

1987.

2 Garciadiego, Javier, Las elecciones de 1917 o la búsqueda de la

legitimidad, pp. 263-275.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputada María Wendy Briceño Zuloaga (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE, A CARGO DEL DI-
PUTADO SEBASTIÁN AGUILERA BRENES, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Sebastián Aguilera Brenes, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento de lo dispuesto por los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 6 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presenta a esta asamblea ini-
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ciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley General de Cultura Física y
Deporte. 

Exposición de Motivos

El Comité Olímpico Internacional (COI) define como
dopaje al acto de ingerir sustancias prohibidas. Ade-
más, el dopaje es la administración o uso de sustancias
de cualquier forma ajenas al cuerpo humano o de sus-
tancias fisiológicas en cantidades anormales y con mé-
todos anormales por personas sanas con el propósito
exclusivo de obtener un aumento artificial e injusto del
rendimiento en la competición.

Antes de poner en práctica los programas de prueba de
muestreo de drogas a finales de 1960, el primer hecho
internacional de antidopaje significante ocurrió en el
mismo año cuando el Consejo Europeo, un grupo de
21 países de la Europa occidental, publicó una resolu-
ción contra el uso de sustancias de dopaje en el depor-
te. La línea de acción comenzó a cambiar desde la
aceptación inicial del dopaje hacia salidas siempre
más positivas antidopaje.

En 1967, durante un Tour en Francia fallece el ciclis-
ta británico Thomas Simpson, su muestra por dopaje
arrojó que el ciclista había consumido anfetaminas, és-
tas a pesar de no ser una hormona, es una droga que
estimulan el sistema nervioso central y que impide
sentir los límites del esfuerzo, lo que fue una fatal
combinación para un colapso cardiaco inevitable.

La Comisión Médica del Comité Olímpico Internacio-
nal (COI) fue establecida en 1967 junto con la relación
de sustancias prohibidas y que incluyen estimulantes,
bloqueadores-beta, analgésicos, narcóticos, diuréticos,
agentes anabólicos, hormonas glicoproteínas y sustan-
cias análogas, haciendo que las tomas de muestra anti-
dopaje se hicieran más comunes en las competiciones
deportivas de alto rendimiento. 

El COI estableció procedimientos estándares para los
laboratorios a fin de asegurar que los análisis resulta-
ran de manera efectiva.

El uso de esteroides anabolizantes fue en incremento
debido a su efecto de desarrollar la masa muscular,
fuerza y potencia de un deportista, estando ésta en la
lista de sustancias prohibidas por el COI. 

Siendo frecuente en las disciplinas que exigen poten-
cia, fuerza, tamaño y velocidad musculares (halterofi-
lia, atletismo, natación, hockey sobre hielo, etcétera),
alegando que aumentan la confianza en uno mismo,
elevan el umbral del dolor y la alerta mental y reducen
la sensación de fatiga.

Hay que aclarar que el número de sustancias que se
prohíben en el deporte representan un mínimo porcen-
taje a comparación de los fármacos disponibles y no
constituyen un obstáculo cuando un deportista ha de
recibir un adecuado tratamiento si para ello existen ra-
zones terapéuticas justificables. 

Los médicos deportivos y los propios deportistas sa-
ben muy bien que antes de tomar nada deben consul-
tar y ponerse en manos del especialista.

El control de dopaje: Consiste en una serie de proce-
sos que debidamente reglamentado, se aplica a los de-
portistas que han resultado vencedores y/o a otros par-
ticipantes designados por sorteo. También pueden ser
requeridos aquellos que establezcan un récord o que
estén en fase de entrenamiento, a fin de cumplir con
los tres principios básicos del COI:

1. La defensa de la ética.

2. La protección de la salud de los atletas.

3. Asegurar una posibilidad para todos.

Por lo que el objetivo de esta iniciativa es armonizar y
reforzar el mecanismo del Comité Nacional Antidopa-
je e impulsar a los deportistas a fin de prevenir un ries-
go para su carrera.

Cuadro comparativo

Ley General de Cultura Física y Deporte
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En razón de lo expuesto y fundamentado, me permito
someter a consideración de esta honorable Cámara, el
siguiente proyecto de

Decreto que reforma los artículos 118, 119, 120,
122. 123, 125, 127, 129, 130, todos de la Ley Gene-
ral de Cultura Física y Deporte

Artículo Único. Se reforma y se adiciona un segundo
párrafo al artículo 118, se reforma el primer, segundo
y tercer párrafo del artículo 119, se reforma el artículo
120, se reforma el artículo 122, se reforma el artículo
123, se reforma el primer y segundo párrafos del artí-
culo 125, se reforma el artículo 127, se reforma el ar-
tículo 129 y se reforma el artículo 130, todos de la Ley
General de Cultura Física y Deporte.

Artículo 118. Se declara de interés público, el respe-
to al derecho fundamental de todas las personas
para participar en actividades deportivas en igual-
dad de circunstancias, prohibiendo por ello la prác-
tica de dopaje. Asimismo, se establece la obligación
para las autoridades competentes de promover, res-
petar y garantizar los derechos humanos a la salud,
equidad e igualdad para todos los deportistas en el
territorio nacional.

Se establece la obligación del Estado mexicano pa-
ra la armonización de normas que propicien la co-
ordinación y eficiencia de los programas que se im-
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plementen contra sobre la detección, disuasión y
prevención del dopaje a nivel nacional.

Artículo 119. Para los efectos de esta Ley, por do-
paje se entenderá la comisión de cualquiera de las
conductas sancionadas por las normas previstas en
el artículo 2 del Código Mundial Antidopaje.

Se tipifica como infracción por dopaje, las conduc-
tas previstas en el Código Mundial Antidopaje vi-
gente, así como en la fracción I del artículo 151 de la
presente Ley.

Todos los servidores públicos de los tres niveles de
gobierno, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, con la participación de los sectores social y pri-
vado, tendrán la obligación de observar y aplicar
las disposiciones de la Convención Internacional con-
tra el Dopaje en el Deporte, así como los demás orde-
namientos que resulten aplicables.

Artículo 120. La Comisión Nacional de Cultura Físi-
ca y Deporte (Conade) promoverá la creación e inte-
gración del Comité Nacional Antidopaje y será res-
ponsable de su operación y funcionamiento.

Artículo 122. Cuando el Comité Nacional Antidopa-
je determine casos de dopaje tendrá la obligación de
hacer el conocimiento de la Conade, Asociaciones
Nacionales, Federaciones Internacionales y a la
Agencia Mundial Antidopaje, dicha situación.

Artículo 123. La Conade a través del concurso del
Comité Nacional Antidopaje, conjuntamente con las
autoridades de la federación, de las entidades fede-
rativas, de la Ciudad de México, de los municipios,
del sector salud y de los integrantes del Sistema Na-
cional de Cultura Física y Deporte (Sinade), promove-
rá e impulsará medidas de educación y prevención
contra el dopaje en el deporte nacional y asimismo,
realizará informes y estudios sobre la prevalencia y
causalidad del mismo.

Artículo 125. El Comité Nacional Antidopaje ten-
drá autoridad para realizar controles dentro y fue-
ra de competencia a todos los deportistas que sean
miembros de organizaciones deportivas mexicanas. 

Todos los deportistas que integren las preseleccio-
nes y selecciones nacionales deberán someterse a

los controles para la detección de prácticas de do-
paje, previo a participar en competencias naciona-
les e internacionales.

Los deportistas señalados en el párrafo anterior
podrán ser requeridos por el Comité Nacional An-
tidopaje, en cualquier momento y lugar, para so-
meterse a pruebas para la detección de dopaje.

Artículo 127. Lo dispuesto en el artículo 122 de la
presente ley, aplica en los mismos términos a los di-
rectivos, técnicos, médicos, entrenadores o cualquier
otra persona física o moral que resulte responsable de
la inducción, facilitación o administración, posesión
de sustancias prohibidas, tráfico de sustancias, mé-
todos de dopaje prohibidos o no reglamentarios en el
deporte, complicidad y asociación prohibida. Lo an-
terior sin menoscabo de las sanciones que pudieran
proceder de otros ordenamientos posibles.

Artículo 129. Los métodos, prácticas y técnicas ana-
líticas para determinar el uso de sustancias y/o méto-
dos no reglamentarios, deberán realizarse conforme al
establecido por el Código Mundial Antidopaje y los
Estándares Internacionales vigentes con estricto
apego a la privacidad y protección de datos personales.

Artículo 130. Los Poderes Públicos en el ámbito de
sus respectivas competencias, adoptarán medidas nor-
mativas para controlar la fabricación, etiquetado,
comercialización, circulación, disponibilidad, tenen-
cia, importación, distribución y utilización en el de-
porte de agentes dopantes y de métodos de dopaje pro-
hibidos o no reglamentarios, incluidos los
suplementos nutricionales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputado Sebastián Aguilera Brenes (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 98 Y 101 DE

LA LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCU-
LOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO

SEBASTIÁN AGUILERA BRENES, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MORENA

El suscrito, Sebastián Aguilera Brenes, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento de lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a
esta asamblea iniciativa que adiciona la fracción III al
artículo 98 y reforma el último párrafo del artículo 101
de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Exposición de Motivos

El objetivo de esta iniciativa es implantar un meca-
nismo que garantice una tutela rápida y efectiva
para la protección de los derechos humanos que una
persona estime como violados en los casos en que és-
ta presente una demanda de amparo para la protección
de éstos, pero dicha demanda sea desechada desde el
auto inicial que recaiga sobre la misma por la auto-
ridad judicial en turno.

Esto en razón de que, a pesar de que la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación ha determinado en su juris-
prudencia obligatoria que una demanda de amparo no
debe de ser desechada en el primer auto que recaiga
sobre ella, salvo casos excepcionales en que se ac-
tualice una causal manifiesta e indudable de im-
procedencia,1es común que la autoridad de prime-
ra instancia en materia de amparo deseche una
demanda, pero el Tribunal Colegiado de Circuito le
ordena que la admita. Aunque esto prima facie po-

dría no parecer implicar un problema dentro de la ad-
ministración de justicia, en atención al derecho hu-
mano de acceso a la justicia en relación con el
elemento del peligro en la demora que opera en ma-
teria de suspensión en el juicio de amparo, tal situa-
ción representa un importante inconveniente den-
tro de la administración de justicia en relación con
los derechos humanos que se podrían haber viola-
do en perjuicio de una persona.

Esto pues, en los casos en que una persona presenta
una demanda de amparo, indudablemente lo hace es-
perando que la autoridad en turno nulifique o suspen-
da lo más pronto posible los efectos y consecuencias
del acto que le causa un agravio personal y directo. Sin
embargo, la nulidad del acto únicamente es posible de
obtener en la sentencia definitiva, por lo que la alter-
nativa veloz con la que cuenta la persona es que se sus-
pendan los efectos y consecuencias del acto que le
afecta. En esta línea argumentativa, si la autoridad
que conoce sobre dicha demanda la desecha desde
el auto inicial, ello genera que la misma no se pro-
nuncie sobre la suspensión de los actos que reclama
y que por ende, las violaciones a sus derechos fun-
damentales subsistan hasta en tanto se resuelva el
eventual recurso de queja que se presente ante el
tribunal colegiado de circuito.

A la fecha, el sistema jurídico no obliga al tribunal
colegiado en turno a resolver un recurso de esta
naturaleza en un plazo breve y razonable que be-
neficie a la parte –como si lo hace en los casos en
que el colegiado conoce de recursos de queja que
versan sobre la materia de suspensión provisional o
de plano– a pesar de que durante todo el tiempo
que la autoridad revisora conoce del asunto y dic-
ta la resolución, la única persona afectada es
aquella que promovió el juicio de amparo espe-
rando la pronta protección de sus derechos funda-
mentales.

Todo esto, en razón de que la admisión de una de-
manda de amparo –en oposición a su desechamien-
to– constituye un prerrequisito fundamental para
que el juez de amparo esté en condiciones de pro-
nunciarse sobre la suspensión de los efectos y con-
secuencias del acto que en dicho mecanismo se re-
clama. En razón de todo lo anteriormente expuesto y
a fin de que exista efectividad, celeridad y armonía
normativa en materia de amparo entre la presenta-
ción de una demanda, su admisión y la resolución
inherente a la suspensión del acto reclamado, es que
lo que se propone por medio de esta iniciativa es fijar
un plazo razonable, pero breve, en el cual los tribu-
nales colegiados de circuito deban resolver los recur-
sos de queja de que conozcan en los casos en que és-
tos versen sobre el desechamiento de una demanda de
amparo dictado por una autoridad de primera instancia
en materia de amparo.
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Ahora bien, a fin de profundizar en las consideracio-
nes recién vertidas, es importante no perder de vista
que la suspensión del acto reclamado en materia de
amparo constituye una de las figuras jurídicas de
mayor importancia para la tutela de los derechos
humanos reconocidos por el parámetro de regula-
ridad constitucional en favor de los habitantes del
Estado mexicano. Por ello, la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé un
mecanismo según el cual en todos los casos en que los
tribunales colegiados de circuito conozcan de recursos
de queja cuya materia verse sobre la suspensión provi-
sional o de plano del acto reclamado, éstos deben de
resolver el mismo en el improrrogable plazo de 48
horas.2 Se destaca lo anterior puesto que el caso re-
cién señalado es el único para el cual la Ley de Ampa-
ro prevé un plazo breve de resolución de un recurso de
queja, lo cual se dispone en razón de la enorme im-
portancia que constituye la figura de la suspensión del
acto reclamado en materia de amparo.

La suspensión del acto reclamado se ha reconocido
como una extensión del contenido del derecho hu-
mano de acceso a la justicia lato sensu. Esto es así
puesto que la Segunda Sala de la Corte se ha pro-
nunciado al respecto manifestando expresamente:

La posibilidad de dictar medidas cautelares aptas
para evitar la consumación de actos que se estiman
contrarios a derecho, constituye una de las manifes-
taciones del derecho a la tutela judicial efectiva ga-
rantizado en el artículo 17 DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICA-
NOS, toda vez que tales medidas tienden a evitar, por
una parte, que la afectación en la esfera jurídica del
particular resulte irreparable y, por otra, que el propio
proceso principal instituido para la defensa de los de-
rechos sea inútil a esos efectos. En ese sentido, el
otorgamiento de la suspensión de los actos de regis-
tro (…)3

Se precisa lo anterior a fin de clarificar que toda vio-
lación respecto a la suspensión que se actualice den-
tro de un juicio de amparo, se actualiza como una
violación no sólo al derecho de toda persona a que se
suspendan los actos que le causan perjuicio de confor-
midad con la fracción X del artículo 107 de la Consti-
tución Federa, sino también se actualizan como una
violación al núcleo que integra el derecho humano

de acceso a la justicia en los términos en que el mis-
mo es reconocido por el parámetro de regularidad
constitucional. Esta precisión toma relevancia en vir-
tud de que el derecho humano de acceso a la justicia
es reconocido en el ámbito de los derechos humanos
como es uno de los muy pocos derechos que forman
parte de las normas de ius cogens del sistema inter-
americano del derecho internacional de los dere-
chos humanos, entendidas éstas como normas que
“constituyen derecho coactivo, compulsorio, impe-
rativo, absoluto, perentorio, terminante, inderoga-
ble, inmutable en esencia, pleno, que protege bien-
es sociales fundamentales de una comunidad
dada”.4

Lo recién expuesto en virtud de que desde hace 13
años, en el párrafo 160 de la sentencia del 29 de no-
viembre de 2006 de Fondo, Reparaciones y Costas
del Caso La Cantuta vs. Perú, la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos en su jurisprudencia
vinculante sostuvo que el derecho humano de acce-
so a la justicia formaba parte integrante del dere-
cho de ius cogens. En el caso de referencia, la Corte
se pronunció en el sentido de que

Según ha sido reiteradamente señalado, los hechos del
presente caso han infringido normas inderogables
de derecho internacional (ius cogens). (…) El acce-
so a la justicia constituye una norma imperativa de
Derecho Internacional y, como tal, genera obliga-
ciones erga omnes para los Estados de adoptar las
medidas que sean necesarias para no dejar en la
impunidad esas violaciones, ya sea ejerciendo su ju-
risdicción para aplicar su derecho interno y el derecho
internacional para juzgar y, en su caso, sancionar a los
responsables de hechos de esa índole, o colaborando
con otros Estados que lo hagan o procuren hacerlo.

Al respecto, deviene importante precisar que las nor-
mas de ius cogens han sido descritas por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, además de co-
mo normas inderogables en los términos precisados,
como “normas perentorias de derecho internacio-
nal”.5

En razón de lo anterior se estima que todas las cues-
tiones jurídicas referentes al tema de la suspensión
de las normas, actos u omisiones que se reclamen
dentro del juicio de amparo deben de ser analiza-
das bajo un escrutinio reforzado tutelado por un
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derecho humano de ius cogens en favor de la protec-
ción más amplia –dentro de las condiciones jurídica y
materialmente posibles– en beneficio de la persona de
que se trate. Asimismo, en relación con la interpreta-
ción de las normas que regulan la concesión y los
efectos de la suspensión del acto reclamado en juicio
de amparo, se resalta que las mismas deben de ser in-
terpretadas de manera reforzada en favor del dere-
cho humano de acceso a la justicia a fin de cumplir
con el principio pro personae reconocido como di-
rectriz imperativa de interpretación en el artículo
1o. de la Constitución federal.

Conforme a lo anterior y precisada la enorme impor-
tancia que reviste la figura de la suspensión del acto
reclamado en materia de amparo –en su carácter de
principio tutelado por los alcances y límites de un de-
recho de ius cogens como el derecho humano de acce-
so a la justicia–, resulta fundamental garantizar que
todas las resoluciones que tengan relación con di-
cha figura gocen de una celeridad privilegiada en
nuestro sistema jurídico. Esto es, no únicamente las
resoluciones que recaen sobre los recursos de queja
cuya materia es la suspensión provisional o de plano
del acto reclamado deben de ser resueltos en un plazo
breve, sino que todas las resoluciones que funjan co-
mo prerrequisito indispensable para que la autori-
dad judicial esté en aptitud de pronunciarse sobre
la suspensión del acto reclamado –como lo es la ad-
misión de una demanda de amparo– deben ser op-
timizadas a la luz de los principios de celeridad y
urgencia procesales a fin de armonizar el objeto y
fin que cumple en nuestro sistema la suspensión del
acto reclamado en materia de amparo.

Todo lo anterior se robustece en razón de que una de
los presupuestos que rige la materia de suspensión
dentro del juicio de amparo es el peligro en la demo-
ra.6 Es reconocido por la doctrina que este presupues-
to se refiere a la necesidad que le asiste al quejoso a fin
de que se otorgue la medida cautelar solicitada con el
objeto de conservar la materia del juicio, así como de
evitar que dentro de su esfera jurídica se actualicen
daños de difícil o imposible reparación. De igual
manera tiene como fin que la persona que promueve
un proceso jurisdiccional con justicia y buen dere-
cho, no sufra durante todo el plazo que tarde la tra-
mitación del procedimiento jurisdiccional, de los
detrimentos o daños que se le han ocasionado por
la norma, acto u omisión que le es aplicada de ma-

nera ilegal o inconstitucional y que a su vez le obli-
gan a promover el procedimiento jurisdiccional res-
pectivo a fin de salvaguardar el respeto de sus dere-
chos fundamentales.

En armonía con lo recién planteado, es inconcuso que
al momento en que una persona presenta una de-
manda de amparo ante la autoridad judicial, el
principal objetivo de la persona es que le sea tute-
lado el derecho humano que estima violado a la
brevedad posible. Esto implica que –previamente a la
sustanciación y el dictado de la sentencia definitiva–
se dicte la suspensión de los efectos y consecuencias
de los actos que reclama de las autoridades respon-
sables. En este sentido, al momento de la presentación
de una demanda de amparo, la persona espera que la
misma sea admitida a fin de que la autoridad de am-
paro se pronuncie dentro del plazo de 24 horas previs-
to por la Ley de Amparo sobre la concesión de la sus-
pensión, puesto que en caso de que la autoridad
judicial no admita dicha demanda, la misma no emiti-
rá pronunciamiento alguno sobre la suspensión de los
actos reclamados. Así, en un supuesto como el recién
descrito en que no se admite una demanda de am-
paro, la única alternativa de la persona cuyos dere-
chos humanos estima violados es la interposición de
un recurso de queja contra el desechamiento de la
demanda a fin de que el mismo sea resuelto en el
sentido de que se ordene admitir la demanda pre-
viamente desechada para que entonces el juez de
amparo se pronuncie sobre la suspensión. Sin em-
bargo, contrario al plazo sumamente breve de resolu-
ción que la Ley de Amparo prevé para la resolución de
los recursos de queja que versan sobre la suspensión
de plano o la provisional, el recurso de queja contra
el desechamiento de una demanda carece de un
plazo razonable y breve para ser resuelto, que per-
mita un estudio exhaustivo e íntegro del caso con-
creto y que a su vez genere que éste sea resuelto en
un plazo breve.

Por todo lo expuesto, se estima que es fundamental
establecer en la Ley de Amparo el plazo recién re-
ferido a fin de eludir el peligro en la demora que
puede operar respecto de los actos que reclame el
quejoso, en relación con una aplazada resolución al
recurso de queja que –una vez transcurrido un lar-
go plazo– finalmente permita que se dicten las me-
didas cautelares pertinentes. Ello pues conforme a la
teoría misma del presupuesto del peligro en la demo-
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ra, con motivo de la dilación efectuada con motivo del
desechamiento inicial de la demanda de amparo, es
posible los actos violatorios de derechos humanos se
conviertan en actos de difícil o imposible reparación
que hayan surtido sus nocivos y arbitrarios efectos
inconstitucionales en la esfera jurídica de la perso-
na.

Finalmente y en armonía con lo sostenido en esta ex-
posición de motivos, es de señalar que en un caso que
tiene un objetivo fáctico idéntico al que nos ocupa,
como lo es el caso del dictado de un auto inicial que
declara sin materia el incidente de suspensión en ma-
teria de amparo, la Segunda Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación lo ha equiparado a
través de su jurisprudencia al caso que concede o
niega la suspensión provisional o de plano del acto
reclamado para efectos de la interposición del co-
rrespondiente recurso de queja con base en que “en
el plano práctico producen exactamente los mismos
efectos que se traducen en frustrar la protección
anticipada que se persigue con la solicitud de la
suspensión del acto reclamado”. Ello pues aunque es
indudable que la admisión de la demanda de ampa-
ro tiene como fin inmediato la sustanciación de un jui-
cio de macro, también es indiscutible que la misma
tiene como fin directo que cesen los efectos y conse-
cuencias de los actos que se reclaman, lo cual se lo-
gra mediante la suspensión del acto reclamado. 

En razón de lo antes expuesto, es posible establecer
que la jurisprudencia recién señalada guarda ar-
monía y consonancia con todo lo planteado en esta
exposición de motivos, pues textualmente la Segunda
Sala de la Corte ha resuelto:

(…) por analogía, su impugnación encuadra en el
supuesto de procedencia previsto en el artículo 97,
fracción I, inciso b), de la Ley de Amparo, en cuyo trá-
mite y resolución impera un principio de celeridad
y urgencia, en virtud de que el legislador le imprimió
ese rasgo para evitar que los derechos defendidos
por el quejoso queden irreparablemente consuma-
dos. Por ende, la interpretación del referido precepto,
a la luz de los derechos de acceso a la tutela judicial
efectiva y al debido proceso, en su vertiente de acceso
a la doble instancia, previstos en los artículos 14 y 17
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y 25, numeral 1 y 8, numeral 2, inciso h), de
la Convención Americana sobre Derechos Humanos,

permite establecer que desde un parámetro razonable y
para dar eficacia al recurso de queja, en función
del principio de peligro en la demora que lo rige,
sea procedente ese medio de defensa contra el auto
que al inicio del incidente de suspensión lo declara sin
materia, para evitar que se retrase el control formal y
material de legalidad de dicho acuerdo e íntegramente
puedan analizarse las defensas del interesado y, así, no
correr el riesgo de traducir en un despropósito la últi-
ma finalidad que se persigue, consistente en lograr
la protección anticipada en caso de que la suspen-
sión resulte procedente.

De esta manera y por las consideraciones fundamenta-
das y razonadas a lo largo de este documento, se pro-
cede a presentar la iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona la fracción III al artículo 98 y se
reforma el último párrafo del artículo 101 de la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 98.

(…)

III. De tres días hábiles, cuando se trate de la re-
solución que deseche o tenga por no presentada
una demanda de amparo.

Artículo 101.

(…)

Recibidas las constancias, se dictará resolución dentro
de los cuarenta días siguientes, dentro de las cuarenta
y ocho horas en los casos del artículo 97, fracción I, in-
ciso b), o en un plazo máximo de diez días en los ca-
sos que el recurso se interponga con base en el artí-
culo 97, fracción III, de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Notas

1 Al respecto aplíquese la ratio decidiendi de la jurisprudencia

dictada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación, localizable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-

deración con el número de registro 2020241 y bajo el rubro “Cau-

sa manifiesta e indudable de improcedencia. No se actualiza con

motivo de la naturaleza del sistema normativo formado por la Ley

Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos y los artí-

culos 217 Bis y 217 Ter del Código Penal Federal”, la cual en lo

conducente sostiene: “[Si un caso] no actualiza un motivo mani-

fiesto e indudable de improcedencia que justifique el desecha-

miento de la demanda en el auto inicial [el mismo no debe ser des-

echado]”.

2 Al respecto véase el último párrafo del artículo 101 de la Ley de

Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

3 De conformidad con la jurisprudencia dictada por la Segunda Sa-

la de la Corte, localizable en el Semanario Judicial de la Federa-

ción y su Gaceta con el número de registro 177160 y el rubro “Res-

ponsabilidades de los servidores públicos. Procede conceder la

suspensión en el amparo contra los actos de registro o inscripción

de la sanción de inhabilitación temporal”.

4 Al respecto véase Gialdino, Rolando. Derecho internacional de

los derechos humanos: principios, fuentes, interpretación y obli-

gaciones, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2013, páginas 274 y si-

guientes.

5 Corte IDH. Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala, sentencia del

20 de junio de 2005 (fondo, reparaciones y costas), párrafo 117.

6 Al respecto véase la jurisprudencia dictada por el Pleno de la Su-

prema Corte de Justicia de la Nación localizable en el Semanario

Judicial de la Federación y su Gaceta con el número de registro

200136 y el rubro “Suspensión. Para resolver sobre ella es factible,

sin dejar de observar los requisitos contenidos en el artículo 124 de

la Ley de Amparo, hacer una apreciación de carácter provisional

de la inconstitucionalidad del acto reclamado”, la cual en lo con-

ducente sostiene: “La suspensión de los actos reclamados parti-

cipa de la naturaleza de una medida cautelar, cuyos presu-

puestos son la apariencia del buen derecho y el peligro en la

demora”.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 10 de noviembre de 2020.

Diputado Sebastián Aguilera Brenes (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 16 DE LA LEY GENERAL DE

BIENES NACIONALES, A CARGO DE LA DIPUTADA MIRTHA

ILIANA VILLALVAZO AMAYA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La que suscribe, Mirtha Iliana Villalvazo Amaya, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo establecido en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se adiciona un párrafo segun-
do al artículo 16 de la Ley General de Bienes Nacio-
nales, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

En la Constitución y la normativa en la materia se es-
tablece que todas las aguas marinas interiores; el mar
territorial; las playas marítimas; la zona federal marí-
timo terrestre; los puertos, bahías, radas y ensenadas;
entre otros, son bienes públicos, para ser disfrutados
por todos los mexicanos.

Sin embargo, se han otorgado miles de concesiones en
todo el país, siendo ya otorgado 32.2 por ciento de la
zona federal marítimo-terrestre a escala nacional. La
cantidad es alarmante, pues los concesionarios termi-
nan prohibiendo los accesos a las playas, igualmente
generan un efecto ambiental que termina amenazando
y afectando a la biodiversidad de la zona.1

Presento la siguiente iniciativa para que se garantice
que el uso y aprovechamiento de las playas marítimas
sean de uso común ya que forman parte del régimen de
dominio público de la federación.

Argumentación

La Ley General de Bienes Nacionales establece en el
artículo 7 de qué bienes puede disfrutar toda la pobla-
ción sin existir exclusión alguna, como “el espacio aé-
reo situado sobre el territorio nacional; las aguas mari-
nas interiores; el mar territorial; las playas marítimas;
la zona federal marítimo terrestre; los puertos, bahías,
radas y ensenadas; los diques, muelles, escolleras, ma-
lecones y demás obras de los puertos, los cauces de las
corrientes y los vasos de los lagos; las riberas y zonas
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federales de las corrientes; …. los caminos, carreteras,
puentes y vías férreas; los inmuebles considerados co-
mo monumentos arqueológicos; y las plazas, paseos y
parques públicos”.

Ahora bien, dichos bienes pueden ser sujetos a conce-
sión, pero está podrá ser negada por el Ejecutivo si
se crea un acaparamiento contrario al interés social,
como marca el artículo 17 de la Ley General de Bien-
es Nacionales:

Artículo 17. Las concesiones sobre bienes de do-
minio directo de la nación cuyo otorgamiento auto-
riza el párrafo sexto del artículo 27 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, se
regirán por lo dispuesto en las leyes reglamentarias
respectivas.

El Ejecutivo federal podrá negar la concesión en
los siguientes casos:

I. …

II. Si se crea con la concesión un acaparamiento
contrario al interés social;

III. a VI. …

Aunque el acaparamiento esté prohibido dentro de la
ley, siendo una causante de la negación de la conce-
sión, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales (Semarnat), a cargo de concesionar la zona fe-
deral marítimo-terrestre, ha puesto en manos privadas
unos 153 kilómetros cuadrados, 32.2 por ciento del to-
tal nacional.

Los niveles más importantes de concesiones se regis-
tran en Nayarit, Sinaloa, Sonora, Baja California y
Baja California Sur, zona donde se registra el porcen-
taje más alto del país con 52 por ciento.

Esas cifras reflejan la realidad de Nayarit. Desde 2007,
el gobierno del estado y el federal lanzaron la marca
turística Riviera Nayarit. Entonces, a través del Fidei-
comiso Bahía de Banderas, empezaron la concesión y
venta de predios con frente de playa expropiados a eji-
datarios, un proceso en el que Bahía de Banderas y
Compostela resultaron claves. Siendo perjudicial para
los habitantes de estas comunidades.

Subsecuente a ello, en el gobierno de Peña Nieto, Na-
yarit fue el segundo estado con más concesiones. Con-
cesionó 32 mil metros cuadrados en Bahía de Bande-
ras y 36 mil en Compostela.2

Actualmente, en Bahía de Banderas se asientan 700
hectáreas y 14 kilómetros de playas de muy difícil ac-
ceso para los residentes. Que, de acuerdo con Rocío
Martínez, activista de la zona, “la única entrada para
nosotros es a través del agua y en cuanto pones un pie
te caen los guardias de seguridad”. Aun cuando la Ley
General de Bienes Nacionales dice en el artículo 7,
fracción IV: “Las playas marítimas, entendiéndose
por tales las partes de tierra que por virtud de la marea
cubre y descubre el agua, desde los límites de mayor
reflujo hasta los límites de mayor flujo anuales” son de
dominio público, en tal sentido las playas marítimas
no podrán ser concesionadas, con la finalidad de que
se pueda transitar libremente, sin que los hoteleros o
comerciantes impidan el ingreso, ya que es claro que
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ese espacio no forma parte de los hoteles o comercios,
al contrario es un bien de la nación, es decir, de todos
los mexicanos.

A razón de ello no se puede permitir que las playas se
encuentren acaparadas, limitadas, restringidas y obs-
taculizadas por hoteles, restaurantes, bares, y demás
comercios cercanos, que impiden el libre tránsito de
personas, acaparando con cordones y palapas las zo-
nas de arena en playas, donde ni bañistas, ni turistas,
ni vecinos de la zona se pueden acercar porque apar-
tan la zona para sus huéspedes, creyéndose dueños de
un espacio que es de todos.

Incluso algunos han emprendido obras de escolleras
frente a sus hoteles para retener la arena, con el pre-
texto de recuperar más terreno de playa, lo cual es con-
siderado por ecologistas como un daño irreversible a
la zona marítimo terrestre, que propicia la erosión y
efectos negativos en el flujo y reflujo del océano.

Asimismo, la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente3 hizo público que las principales irregulari-
dades que se tienen en la materia de Zofemat son

• Impedir el libre acceso a las playas y zona federal
marítimo-terrestre.

• Impedir el libre tránsito debido a la instalación de
camastros, sillas, palapas, mesas, etcétera.

• Comercio ambulante y semiambulante, sin permi-
so de la Semarnat.

• Prestación de servicios turístico con vida silvestre.

• Dañar a los ecosistemas como consecuencia del
uso inadecuado de las playas turísticas.

• Tráfico ilegal de la vida silvestre, sus productos y
subproductos

Las playas marítimas, deben ser disfrutadas por todos
los mexicanos de manera libre, al mismo modo que no
se debe condicionar el acceso para turistas, tanto na-
cionales como extranjeros las restricciones que hacen
los propietarios de predios colindantes a las mismas,
representa un acto de discriminación, en tal sentido re-
alizo la siguiente propuesta de reforma que adiciona
un segundo párrafo al artículo 16 de la Ley Gene-

ral de Bienes Nacionales, para que no se otorguen
concesiones en las playas marítimas, garantizando con
ello el uso y aprovechamiento de este bien, que es de
uso común y forman parte del régimen de dominio pú-
blico de la federación, como se muestra a continua-
ción:

Por lo expuesto y fundado se somete a consideracion
del pleno la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo segundo
al artículo 16 de la Ley General de Bienes Naciona-
les

Único. Se adiciona un párrafo segundo al artículo 16
de la Ley General de Bienes Nacionales, para quedar
como sigue:

Artículo 16. …

En ningún caso se otorgarán concesiones, permisos
y autorizaciones sobre playas marítimas, enten-
diéndose como tales las previstas en la fracción IV
del artículo 7 de la presente ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 http://www2.inecc.gob.mx/publicaciones2/libros/535/cap2.pdf

2 https://www.vice.com/es_latam/article/xwb8kq/gangas-de-are-

na-y-sal-asi-remato-pena-nieto-las-playas-mexicanas
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3 https://www.profepa.gob.mx/innovaportal/v/4998/1/mx.

wap/profepa_estara_recorriendo_y_vigilando_las_playas_de_los_

17_estados_costeros_de_mexico_garantizando_su_libre_transi-

to.html

Fuentes de consulta

https://www.uv.mx/veracruz/mep/files/2012/10/TESIS.MeC_O.B

AZANT-FABRE.pdf

h t tps : / / e lpa i s . com/ in te rnac iona l /2019/04 /15 /ac tua l i -

dad/1555344571_071046.html

https://www.profepa.gob.mx/innovaportal/v/4998/1/mx.wap/pro-

fepa_estara_recorriendo_y_vigilando_las_playas_de_los_17_es-

tados_costeros_de_mexico_garantizando_su_libre_transito.html

https://www.elsoldesinaloa.com.mx/incoming/auge-hotelero-en-

mazatlan-reduce-acceso-a-la-zona-de-playas-3643503.html

Ciudad de México, a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Mirtha Iliana Villalvazo Amaya (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 120 DE LA LEY GENERAL DE

BIENES NACIONALES, A CARGO DE LA DIPUTADA MIRTHA

ILIANA VILLALVAZO AMAYA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La que suscribe, Mirtha Iliana Villalvazo Amaya, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo establecido en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se adiciona un párrafo tercero,
con lo que se recorren los subsecuentes, al artículo 120

de la Ley General de Bienes Nacionales, al tenor del
siguiente

Planteamiento del problema

Con fundamento en el articulo 27 constitucional las
aguas en el territorio mexicano son propiedad de la na-
ción, por consiguiente, las playas mexicanas son pú-
blicas, por lo que las restricciones que hacen los pro-
pietarios o colindantes representa un acto ilegal que
contraviene lo enmarcado en la constitución, en la Ley
General de Bienes Nacionales y el Reglamento para el
Uso y Aprovechamiento del Mar Territorial, Vías Na-
vegables, Playas, Zona Federal Marítimo-Terrestre y
Terrenos ganados al Mar.

En tal sentido, no está claramente definido en la ley vi-
gente cómo la autoridad competente realizará las ins-
pecciones que garanticen el libre acceso a las playas y
se dé cumplimiento, en su caso, a los accesos de ser-
vidumbre de paso.

Por esa razón presento esta iniciativa, a fin de legislar
en la materia y evitar con ello que se viole el derecho
de los ciudadanos a acceder de manera libre a las pla-
yas.

Argumentación

La Ley General de Bienes Nacionales establece qué
bienes constituyen el patrimonio de la Nación, los cua-
les están orientados a satisfacer las necesidades del or-
den social, pudiendo ser disfrutados por toda la pobla-
ción sin existir exclusión alguna. Siendo inalienables,
imprescriptibles e inembargables.

Entre los bienes de uso común que establece la ley es-
tán las riberas y zonas federales de las corrientes, el
mar territorial en la anchura que fije la ley, los puertos,
bahías, radas y ensenadas.

Aunque dichos bienes pueden ser sujetos a concesión,
no está permitido que concesionarios o propietarios in-
hiban, restrinjan, obstaculicen ni condicionen los ac-
cesos a las playas marítimas ni a la zona federal marí-
timo-terrestre, como enmarca el artículo 8 de la Ley
General de Bienes Nacionales:

Artículo 8. Todos los habitantes de la república
pueden usar los bienes de uso común, sin más res-
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tricciones que las establecidas en las leyes y regla-
mentos administrativos.

Para aprovechamientos especiales sobre los bienes de
uso común, se requiere concesión, autorización o per-
miso otorgados con las condiciones y requisitos que
establezcan las leyes.

El acceso a las playas marítimas y la zona federal
marítimo-terrestre contigua a ellas no podrá ser in-
hibido, restringido, obstaculizado ni condicionado
salvo en los casos que establezca el reglamento.

Los artículos 7 y 17 del Reglamento para el Uso y
Aprovechamiento del Mar Territorial, Vías Nave-
gables, Playas, Zona Federal Marítimo-Terrestre y
Terrenos ganados al Mar, publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 21 de agosto de 1991, mencio-
nan que de las playas y la zona federal marítimo-te-
rrestre podrá disfrutar y gozar toda persona sin
limitaciones ni restricciones. Asimismo, establecen
que se deberá permitir, cuando no haya vías públicas u
otros accesos, el libre acceso a dichos bienes de pro-
piedad nacional y que en caso de negativa se dé la de-
claratoria de servidumbre de paso, como se muestra a
continuación:

Artículo 7. Las playas y la zona federal marítimo-
terrestre podrán disfrutarse y gozarse por toda
persona sin más limitaciones y restricciones que
las siguientes:

I. La Secretaría dispondrá las áreas, horarios y con-
diciones en que no podrán utilizarse vehículos y de-
más actividades que pongan en peligro la integridad
física de los usuarios de las playas, de conformidad
con los programas maestros de control;

II. Se prohíbe la construcción e instalación de ele-
mentos y obras que impidan el libre tránsito por di-
chos bienes, con excepción de las que apruebe la
Secretaría atendiendo las normas de desarrollo ur-
bano, arquitectónicas y las previstas en la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente; y

III. Se prohíbe la realización de actos o hechos que
contaminen las áreas públicas de que trata el pre-
sente capítulo.

Artículo 17. Los propietarios de los terrenos co-
lindantes con la zona federal marítimo-terrestre,
terrenos ganados al mar o a cualquier otro depó-
sito de aguas marítimas, deberán permitir, cuan-
do no existan vías públicas u otros accesos para
ello, el libre acceso a dichos bienes de propiedad
nacional, por lugares que para tal efecto convenga
la Secretaría con los propietarios, teniendo derecho
al pago de la compensación que fije la Secretaría
con base en la justipreciación que formule la Comi-
sión de Avalúos de Bienes Nacionales.

En caso de negativa por el propietario colindante, la
Secretaría solicitará la intervención de la Procuraduría
General de la República, para que por su conducto, se
inicie el juicio respectivo tendiente a obtener la decla-
ratoria de servidumbre de paso.

Esa situación contraviene lo que sucede actualmente
en playas de todo México, como es el caso de Nayarit,
que posee gran patrimonio natural, ofreciendo diver-
sos destinos turísticos como sus paraísos tropicales,
playas exóticas, mágicas islas, exuberante vegetación,
abundante fauna y majestuosas lagunas, sin embargo,
los nayaritas se aquejan continuamente por el cierre de
playas y la limitación de paso en ellas, como es el ca-
so de la más reciente manifestación realizada en octu-
bre del presente año (https://www.jornada.com.mx/ul-
timas/estados/2020/10/13/se-manifiestan-en-nayarit-c
ontra-cierre-de-playas-5658.html), donde integrantes
del colectivo de Playas Libres se manifestaron contra
el cierre de playas exigiendo que se garantice el libre
acceso, haciendo hincapié que en Bahía de Banderas
se cuenta con 101 playas, pero los ciudadanos solo tie-
nen accesos a la mitad de ellas. Por lo cual realizo la
siguiente propuesta de reforma a la siguiente disposi-
ción, por el que seadiciona un párrafo tercero, reco-
rriendo los subsecuentes, al artículo 120 de la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales, como se muestra a
continuación:
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Actualmente, la ley no regula qué autoridad realizará
las inspecciones, las cuales se deben llenar a cabo de
manera esporádica y sin aviso previo, como obvia con-
dición para su eficacia, a fin de garantizar se dé cum-
plimiento del libre acceso a las playas o de que se per-
mita ingresar por la servidumbre de paso que haya
sido declarada.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideracion
del pleno la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero,
con lo que se recorren los subsecuentes, al artículo
120 de la Ley General de Bienes Nacionales

Único. Se adiciona un párrafo tercero, con lo que se
recorren los subsecuentes, al artículo 120 de la Ley
General de Bienes Nacionales, para quedar como si-
gue:

Artículo 120. …

…

La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales en coordinación con los estados y munici-
pios realizará inspecciones esporádicas y sin aviso
previo para garantizar que los concesionarios o
propietarios de terrenos colindantes con la zona fe-
deral marítimo terrestre, terrenos ganados al mar
o a cualquier otro depósito de aguas marítimas, no
obstruyan el libre acceso a la servidumbre de paso
o playas…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Fuentes de consulta

https://www.profepa.gob.mx/innovaportal/file/3668/1/reglamen-

to__zofemat.pdf

https://apps1.semarnat.gob.mx:8443/dgeia/gob-mx/playas/desti-

nos/destinos.html

https://www.jornada.com.mx/ultimas/estados/2020/10/13/se-ma-

nifiestan-en-nayarit-contra-cierre-de-playas-5658.html

https://nayaritenamora.mx/ 

Ciudad de México, a 10 de noviembre de 2020.

Diputada Mirtha Iliana Villalvazo Amaya (rúbrica)
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QUE EXPIDE LA LEY DE EMPLEO JUVENIL, A CARGO DEL

DIPUTADO LUCIO ERNESTO PALACIOS CORDERO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Lucio Ernesto Palacios Cordero, diputado fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a la consideración de esta soberanía la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se expide la Ley
de Empleo Juvenil, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema

El proyecto alternativo de nación por el que optó la
gran mayoría de la sociedad mexicana en el año 2018,
tiene como una de sus propuestas más importantes, la
atención de las y los jóvenes.

Se trata de un asunto de justicia, porque se busca rei-
vindicar un sector desatendido históricamente, al que
se la había regateado su participación plena en la vida
económica, política y social de nuestro país, pero, so-
bre todo, al que se le han negado condiciones para el
ejercicio de derechos. 

El modelo neoliberal, en su peor faceta, se tradujo en
exclusión y discriminación para las y los jóvenes. El
mercado laboral, les negó la posibilidad de tener una
primera experiencia laboral; la falta de experiencia,
sirvió como argumento de exclusión. Quienes lograron
colocarse, lo hicieron en condiciones de precariedad y
muchas veces en la informalidad laboral.  

Las y los jóvenes han irrumpido en la escena pública,
han creado sus propios espacios de expresión, partici-
pación, de exigencia e incidencia, hoy por hoy, son
agentes de cambio y parte de la conciencias viva y
operante para la solución de los grandes problemas de
nuestro país. Ellas y ellos abanderan causas sociales:
feminista, de la diversidad, ambientalista, por los de-
rechos humanos en general.

Es cierto que la integración social y económica de la
juventud ya representaba un desafío, por lo que en las

condiciones actuales ha sido más susceptible de verse
afectada por los efectos sociales y económicos de la
pandemia del Covid-19.

De acuerdo con la Encuesta Global sobre Los jóvenes

y la Covid-19 de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT):1

“De los jóvenes que estaban estudiando o que com-
binaban los estudios con el trabajo antes del co-
mienzo de la crisis, tres cuartas partes (el 73 por
ciento) experimentaron el cierre de las escuelas, pe-
ro no todos pudieron hacer la transición al aprendi-
zaje en línea y a distancia. En efecto, la pandemia
de la Covid-19 ha dejado a uno de cada ocho jóve-
nes (el 13 por ciento) sin acceso a los cursos, a la
enseñanza o a la formación; esta situación fue par-
ticularmente crítica entre los jóvenes que viven en
países de ingresos más bajos, y pone de relieve las
enormes brechas digitales que existen entre las re-
giones. A pesar de que las escuelas y las institucio-
nes de formación no escatimaron esfuerzos para
asegurar la continuidad a través del aprendizaje en
línea, el 65 por ciento de los jóvenes indicaron que
habían aprendido menos desde el inicio de la pan-
demia, el 51 por ciento creía que su educación se
vería menoscabada e incluso fracasaría.”

En materia de empleo, la pandemia también ha reper-
cutido en las y los trabajadores jóvenes:

“Uno de cada seis jóvenes (el 17 por ciento) que es-
taban trabajando antes del inicio de la pandemia de-
jaron de trabajar totalmente, en especial los trabaja-
dores de menor edad, de entre 18 y 24 años (…).
Las horas de trabajo de los jóvenes empleados dis-
minuyeron casi una cuarta parte (a saber, un prome-
dio de dos horas al día) y dos de cada cinco jóvenes
(el 42 por ciento) indicaron una reducción de sus in-
gresos.”

Según datos de la Encuesta Nacional de la Dinámica
Demográfica (ENADID) 2018, en México hay 30.7
millones de personas entre 15 y los 29 años, es decir,
uno de cada cuatro habitantes del país es joven
(24.6%); el promedio de escolaridad de la población
joven es de 10.8 grados, uno más que en el total de po-
blación de 15 años o más; y el 56.5% de las y los jó-
venes son parte de la Población Económicamente Ac-
tiva (PEA).
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De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de
la Política de Desarrollo Social, al año 2018:

• El 12.4 por ciento de la población joven rural
cuenta con internet en su hogar, muy por debajo del
54.2 por ciento de la población joven urbana que
cuenta con este servicio.

• La tasa de desocupación de la población joven es
de 6.2 por ciento, cuatro puntos porcentuales más
alta con respecto de la tasa de desocupación de la
población adulta que es de 2.3 por ciento.

• En lo que respecta al acceso a servicios médicos y
a prestaciones laborales de seguridad social, la bre-
cha entre la población joven ocupada rural y la ur-
bana es 23.1%, toda vez que sólo el 15.1 % de la po-
blación joven ocupada rural tiene acceso a estas
prestaciones contra el 38.1% de la población joven
ocupada urbana.

• La tasa de informalidad laboral de la PEA joven es
de 59.3%, siendo mayor respecto de la tasa en la po-
blación adulta (55.6%), toda vez que la población
joven se ocupa mayoritariamente en trabajos infor-
males asociados a remuneraciones bajas y restric-
ciones en la garantía de derechos laborales básicos.

Las medidas que se han tomado para contener la pro-
pagación de la Covid-19, precipitaron el cambio hacia
el teletrabajo y la educación a distancia, gracias al uso
de las Tecnologías de Información y Comunicación
(TIC) las cuales han atenuado el impacto de la pande-
mia en algunas profesiones y en la educación, al tiem-
po que han permitido sostener comunicaciones perso-
nales y actividades de entretenimiento en los hogares.

Sin embargo, como nos muestran los datos de nuestro
país, no todos los jóvenes tienen acceso a las TIC, ni a
condiciones laborales que les permitan mantener un
ingreso en el contexto de la crisis actual.

En días pasados, la OIT presentó el informe México y

la crisis de la Covid-19 en el mundo del trabajo: res-

puestas y desafíos, en el cual se destaca que ante la
probabilidad de que se agudicen algunas brechas ya
existentes en el empleo en México los jóvenes también
experimentarán condiciones adversas en el trabajo.
Asimismo, señala que:

“Aunque la tasa de desocupación es muy baja, no
refleja el panorama completo de las dificultades del
mercado laboral. Además, este indicador no es igual
para todos los grupos poblacionales. Mientras que
el desempleo global se sitúa en 3,4% de la fuerza la-
boral, la población desocupada joven ocupa 6,96%
de la PEA para el grupo etario de 15 a 19 años,
6,93% para el grupo de los 20 a 24 años y 4,6% pa-
ra las personas de 25 a 29 años. Por ende, los jóve-
nes tienen más dificultades para acceder al trabajo,
como sucede en el resto de los países de la región.”

Sabemos que se ha dado un viraje muy importante
en el actual Gobierno de la República.

Hoy, se llevan a cabo programas que dan impulso in-
édito a la juventud, como no se había hecho en la his-
toria moderna, tanto para acceder y permanecer en la
educación, como para permitir ingresar al mercado la-
boral. 

Existe por primera vez un sistema nacional de becas,
la creación de 100 nuevas universidades, el programa
de jóvenes construyendo el futuro, que permite a miles
y miles de jóvenes aprender oficios y obtener una cer-
tificación, en una primera experiencia que desde luego
será valiosa para su futuro laboral. Por su parte, el pro-
grama sembrando vida, donde participan miles de jó-
venes becarios y becarias de comunidades rurales,
pueblos indígenas afromexicanos, en Comunidades de
Aprendizaje Campesino, donde tendrán desarrollo
profesional y personal.

La presente iniciativa se inscribe en ese proceso arran-
cado en la cuarta transformación, por reducir las des-
igualdades socioeconómicas, combatir la exclusión y
la discriminación, pero, ante todo, hacer efectivos los
derechos económicos y sociales de las y los jóvenes,
de manera particular, para establecer un marco que
promueva el empleo juvenil, establecer condiciones
laborales más favorables de contratación e impulsar el
trabajo digno juvenil.

Argumentos que sustentan la propuesta

Como hemos reconocido, las personas jóvenes son un
elemento clave para el desarrollo económico y social,
sin embargo, existe una carencia generalizada de opor-
tunidades de educación, salud y empleo en América
Latina para este sector de la población.
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En este sentido, el Preámbulo del Programa de Acción
Mundial para los Jóvenes (ONU) señala que “los jóve-
nes son a la vez agentes, beneficiarios y víctimas de los
grandes cambios en la sociedad, y por lo general se en-
frentan a una paradoja: pueden tratar de integrarse en el
orden existente o servir como fuerza para transformar-
lo. En todas las partes del mundo, por distintos que se-
an las etapas de desarrollo y los ámbitos socioeconómi-
cos de los países en los que viven, los jóvenes aspiran a
participar plenamente en la vida de la sociedad”.

Para ello, es necesario reconocer que la juventud es un
sector de la sociedad que posee características particu-
lares derivadas de factores psicosociales, físicos y de
identidad, por tratarse de una etapa en la que se forma
y consolida la personalidad, la adquisición de conoci-
mientos, la seguridad personal y la proyección al futu-
ro, por lo que las y los jóvenes requieren una atención
especial.

Con respecto al panorama del acceso a los derechos
humanos de las y los jóvenes, existen desafíos muy
importantes: educación, empleo, salud, medio ambien-
te, la participación en la vida social y política y en la
adopción de decisiones, la tutela judicial efectiva, la
información, la familia, la vivienda, el deporte, la re-
creación y la cultura en general.

Ello nos lleva a la necesidad de construir políticas pú-
blicas que respondan a las necesidades de las personas
jóvenes en México y, principalmente, que garanticen
el ejercicio de sus derechos humanos.

El informe del secretario general Vínculos entre el des-

arrollo de la juventud y el desarrollo sostenible reco-
mienda a los Estados adoptar, entre otras, las siguien-
tes medidas:

a) Desarrollar y fortalecer las políticas nacionales
existentes basadas en pruebas para el desarrollo de
la juventud y esfuerzos intersectoriales coherentes
en consonancia con el Programa de Acción Mundial
para los Jóvenes y la Agenda 2030 para el Desarro-
llo Sostenible;

b) Priorizar y asignar recursos suficientes para la
aplicación de las políticas relacionadas con la ju-
ventud, incluida la participación de los jóvenes en
las fases de elaboración, ejecución, supervisión y
evaluación; 

c) Incorporar las perspectivas de los jóvenes, en
particular de los grupos de jóvenes marginados, en
todas las políticas y los programas realizados en to-
dos los niveles por todos los departamentos guber-
namentales, para garantizar la aplicación eficaz del
Programa de Acción Mundial y evitar que nadie se
quede atrás;

d) Fortalecer la capacidad de las oficinas nacionales
de estadística para diseñar, recopilar y analizar da-
tos desglosados por edad a fin de contribuir eficaz-
mente al seguimiento, la presentación de informes y
la rendición de cuentas respecto de las dimensiones
de género de la Agenda 2030.

Por otra parte, es importante destacar que en octubre
de 2005 se adoptó la Convención Iberoamericana de
Derechos de los Jóvenes (CIDJ), junto a su Protocolo
Adicional, los cuales constituyen el Tratado Interna-
cional de Derechos de los Jóvenes.

Este Tratado tiene como objetivo brindar un marco de
derechos y garantías para la juventud, inscritas al am-
paro de los principios de los Derechos Humanos, re-
conociendo a las y los jóvenes como sujetos de dere-
cho, como actores estratégicos del desarrollo de sus
países, y como personas capaces de ejercer responsa-
blemente sus derechos y libertades.

Además de recoger toda la gama de derechos civiles y
políticos, también abarca los derechos económicos,
sociales y culturales, reconociendo a las personas jó-
venes el derecho a recibir una educación integral y de
calidad; la libre creación y el arte; el derecho a la sa-
lud integral, gratuita y de calidad; el derecho al traba-
jo y a un ambiente laboral que les proteja contra la ex-
plotación; los derechos a la vivienda, al
medioambiente, a la recreación y al deporte.

Incluye, también, un conjunto de derechos enmarca-
dos en la cuarta y quinta generación de Derechos Hu-
manos, tales como la temática de género; el respeto a
la diferencia; la libre elección de la orientación sexual.
Así como los denominados derechos de la globaliza-
ción y la inclusión de las nuevas tecnologías, el acce-
so y uso de la información y el ámbito de ciudadanía
digital para el desarrollo integral de los jóvenes.

Por su parte, la naturaleza universal de la Agenda 2030
implica que las y los jóvenes deben ser considerados
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en todos los Objetivos y metas, no obstante, se men-
cionan específicamente en cuatro áreas: empleo juve-
nil, adolescentes, educación y deportes por la paz.
Además, los jóvenes son reconocidos como agentes de
cambio, encargados de explotar su propio potencial y
asegurar un mundo apropiado para las generaciones
futuras.

Mención especial merece la aprobación de la reforma
constitucional que en materia de juventud fue aproba-
da apenas el 14 de octubre del 2020, en esta Cámara
de Diputados, a través de la cual el Estado Mexicano
se compromete a promover el desarrollo integral de las
personas jóvenes, propiciando su inclusión en el ámbi-
to político, social, económico y cultural del país.

Es dentro de este marco que se deben proveer, atender
y promover las políticas públicas necesarias, dentro de
un nuevo enfoque en el tratamiento de las personas jó-
venes, para responder a las necesidades de este sector
poblacional.

Debemos ir colocando las condiciones para que las
transiciones de los jóvenes al trabajo decente puedan
acortarse, con base en mayores niveles de educación y
que les permitan combinar el trabajo y el estudio.

Tomando como base el Proyecto de Ley Marco de Em-
pleo Juvenil, elaborado por la Comisión de Laborales,
Previsión Social y Asuntos Jurídicos del Parlamento
Latinoamericano y Caribeño, la presente iniciativa
propone expedir la Ley de Empleo Juvenil, con el ob-
jeto de promover el trabajo decente de las personas jó-
venes, mediante la vinculación del empleo, la educa-
ción y la formación profesional, desde la perspectiva
de los derechos humanos, estableciendo modalidades
que generen oportunidades para el acceso al mundo
del trabajo, así como la realización de prácticas labo-
rales en el marco de programas educativos. Asimismo,
promueve el emprendimiento productivo juvenil y las
sociedades cooperativas juveniles.

Establece el deber del Estado para promover que las
empresas desarrollen acciones afirmativas en favor de
mujeres jóvenes, personas jóvenes indígenas y afrodes-
cendientes y personas jóvenes con discapacidad, a fin
de brindar protección especial al trabajo de los jóvenes.

Para dicho fin, se establecen como principios rectores
de los programas, planes y modalidades contractuales

de empleo y formación para jóvenes que esta Ley es-
tablece, el trabajo decente, la no discriminación, la
protección social y el diálogo social; así como la res-
ponsabilidad, participación y compromiso del sector
público, de las empresas y organizaciones del sector
privado, de las organizaciones de trabajadores, de las
instituciones de formación y de las personas jóvenes y
sus organizaciones, para alcanzar los fines que persi-
gue esta Ley.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social será la de-
pendencia responsable de elaborar y articular las ac-
ciones y programas de promoción del trabajo decente
juvenil, en coordinación con la Secretaría de Educa-
ción Pública, la Secretaría de Bienestar, el Instituto
Mexicano de la Juventud y el Instituto Mexicano del
Seguro Social, a fin de vincular las acciones guberna-
mentales con las iniciativas tripartitas y de las organi-
zaciones de jóvenes, de trabajadores y de empleadores
en dicha materia.

Hay que destacar que se dispone que la promoción del
trabajo decente juvenil deberá tener en consideración
la situación de las personas jóvenes provenientes de
los hogares de menores recursos, a quienes tengan res-
ponsabilidades familiares, como las jóvenes en situa-
ción de embarazo, o con hijos o hijas, a quienes en-
cuentren desvinculadas del sistema educativo, así
como de las y los jóvenes con discapacidad que estén
en el desempleo.

En el capítulo III del proyecto de Ley se disponen los
requisitos que deben cubrir los empleadores, así como
las condiciones de contratación en que deberán incor-
porar a las personas jóvenes a las diversas modalida-
des que establece la propia Ley, quienes deberán reci-
bir salario, prestaciones y seguro social en los mismos
términos y condiciones que el resto de las y los traba-
jadores. A su vez, se establece la obligación de prote-
ger a las personas menores de dieciocho años contra el
desempeño de cualquier tipo de trabajo peligroso, no-
civo para su salud o para su desarrollo físico, moral o
social, prohibiéndose todo trabajo que no le permita
gozar de bienestar en compañía de su familia o res-
ponsables, que entorpezca su formación educativa o
vulnere el ejercicio de sus derechos.

Se establecen una serie de beneficios para las empre-
sas, a fin de incentivar que las empresas que contraten
jóvenes bajo las modalidades establecidas en esta Ley,
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a saber, el que las empresas puedan utilizar los servi-
cios de selección y seguimiento ofrecidos a través de
las dependencias responsables de ejecutar los respecti-
vos programas de empleo juvenil y de trabajo adoles-
cente protegido; habrá un mecanismo de certificación,
que el Ejecutivo Federal establecerá, para las empresas
que participen en cualquiera de las modalidades con-
tractuales previstas; y se difundirá la participación de
la empresa y su marca, por medio de los canales de co-
municación que dispongan las dependencias involu-
cradas.

Una propuesta sustancial de este proyecto es incorpo-
rar el programa Jóvenes Construyendo el Futuro en el
marco de la presente Ley. Para ello, se establece que
para aquellas empresas que brinden oportunidades de
capacitación en el trabajo a jóvenes entre 18 y 29 años
que no trabajan y no estudian al momento de solicitar
su incorporación, el gobierno federal establecerá un
subsidio para las personas beneficiarias, equivalente al
monto que al efecto determine la Secretaría del Traba-
jo y Previsión Social, y que es el actualmente conside-
rado como beca dentro del citado programa.

Por su parte, las empresas contratantes deberán colabo-
rar con la formación y capacitación de los jóvenes en
todas las modalidades de promoción del trabajo decen-
te juvenil y extender una constancia que acredite la ex-
periencia realizada por el joven en el puesto de trabajo,
así como la asistencia, el comportamiento, el desempe-
ño en el trabajo y las competencias adquiridas.

Las modalidades de promoción del trabajo decente ju-
venil que se establecen son las siguientes:

1. Contratos de primera experiencia laboral, dirigi-
da a las personas jóvenes de entre quince y veinti-
cuatro años que no hayan tenido experiencia formal
de trabajo, por un plazo mayor a noventa días corri-
dos.

2. Práctica laboral para egresados, para jóvenes de
hasta veintinueve años de edad, con formación pre-
via y en busca de su primer empleo vinculado con
la titulación que posean, con el objeto de realizar
trabajos prácticos complementarios y aplicar sus
conocimientos teóricos, por lo que el puesto de tra-
bajo y la práctica laboral deben ser adecuados al ni-
vel de formación y estudios cursados por el joven
practicante.

3. Trabajo protegido joven, que será desarrollado en
el marco de programas que impliquen un acompa-
ñamiento social de beneficiarias y beneficiarias, así
como la supervisión educativa de las tareas a reali-
zarse combinando etapas formativas en el aula con
etapas laborales a realizar en empresas del sector
productivo en forma simultánea o alternada. Asi-
mismo, aquellos programas dirigidos a la capacita-
ción de la persona joven, por lo que tendrán como
beneficiarios a jóvenes hasta veintinueve años de
edad, en situación de desempleo, pertenecientes a
hogares en situación de vulnerabilidad socioeconó-
mica.

4. Práctica formativa en empresas, que es aquella
que se realiza en el marco de propuestas o cursos de
educación, formación y/o capacitación laboral de
entidades educativas o formativas, con el objeto de
profundizar y ampliar los conocimientos de forma
que permita al o a la joven aplicar y desarrollar ha-
bilidades, conocimientos y aptitudes adquiridas en
la formación y que son requeridas por la realidad
productiva. Las condiciones de trabajo del o de la
joven serán acordadas por la institución educativa y
la empresa, y serán aprobadas por la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social.

Con respecto a la necesidad de conciliar los estudios
con la actividad laboral de las personas jóvenes tra-
bajadoras, se dispone que el Estado deberá promover
la compatibilidad de las actividades laborales de los
jóvenes de entre quince y veinticuatro años de edad
con la continuidad de sus estudios. Para ello, el Eje-
cutivo Federal establecerá beneficios para las empre-
sas que reduzcan el horario de aquellas personas tra-
bajadoras jóvenes que se encuentren cursando
estudios y/o les otorguen licencias adicionales por es-
tudios.

También se prohíbe que los empleadores establezcan
un régimen de horario rotativo a aquel personal joven
que se encuentre cursando sus estudios.

Finalmente, con el fin de incentivar el autoempleo ju-
venil las dependencias competentes y la Banca de
Desarrollo podrán formular programas de acceso al
crédito para el fomento de iniciativas de emprendi-
miento juvenil, otorgándoles intereses y plazos de exi-
gibilidad preferenciales, así como también programas
de asistencia técnica para el desarrollo de estas inicia-
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tivas de emprendimiento y para el fomento de socie-
dades cooperativas juveniles.

De este modo, al tiempo de incorporar en la Ley uno
de los programas prioritarios del Gobierno Federal,
Jóvenes Construyendo el Futuro, que fomenta el em-
pleo para aquellas personas jóvenes que no se encuen-
tran trabajando ni cursando estudios, se impulsan otras
modalidades de contratación en favor de las y los jó-
venes que se encuentran estudiando y requieren, a la
vez, trabajar, de modo que puedan combinar de mane-
ra armónica ambas actividades, sin sacrificar su des-
arrollo académico ni su situación económica.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración de esta honorable asamblea la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se expide la Ley de Empleo Juvenil, para que-
dar como sigue: 

Ley de Empleo Juvenil

Capítulo I
Principios

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto promover
el trabajo decente de las personas jóvenes, vinculando
el empleo, la educación y la formación profesional
desde la perspectiva de los derechos humanos.

A tal efecto, regula instrumentos tendientes a generar
oportunidades para el acceso al mundo del trabajo en
relación de dependencia o trabajo subordinado, así co-
mo la realización de prácticas laborales en el marco de
programas educativos y de formación y la promoción
de emprendimientos juveniles autónomos.

El Estado promoverá que las empresas sociales o pri-
vadas que desarrollen acciones afirmativas en favor de
mujeres jóvenes, personas jóvenes indígenas y afro-
descendientes y personas jóvenes con discapacidad, a
fin de brindar protección especial al trabajo de los jó-
venes.

Artículo 2. Son principios rectores de los programas,
planes y modalidades contractuales de empleo y for-
mación para jóvenes:

I. El trabajo decente y sus diversos componentes de
respeto y promoción de los derechos laborales fun-
damentales, el empleo e ingresos justos; la no dis-
criminación por razones de edad, género, sexo,
orientación sexual, etnia, nivel socioeconómico o
discapacidad; la protección social, y el diálogo so-
cial, y

II. El acuerdo socio-educativo y la responsabilidad,
participación y compromiso:

a) Del sector público, en la planificación, orien-
tación y supervisión de los planes y programas
en materia de formación profesional y empleo
juvenil;

b) De las empresas y organizaciones de los sec-
tores social y privado, en la generación de em-
pleo decente y en la colaboración en materia de
formación;

c) De las organizaciones de trabajadoras y traba-
jadores, en la promoción y defensa de los dere-
chos de los y las trabajadoras jóvenes;

d) De las instituciones de formación, en el dise-
ño, capacitación, seguimiento y apoyo a los pro-
gramas de trabajo y empleo juvenil, y

e) De las personas jóvenes y sus organizaciones,
en sus propuestas, en el desarrollo de sus com-
petencias y en la definición e implementación de
sus trayectorias laborales y educativas.

Capítulo II
De la Promoción del Trabajo Decente Juvenil

Artículo 3. La Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial elaborará y articulará las acciones y programas de
promoción del trabajo decente juvenil en coordinación
con la Secretaría de Educación Pública, la Secretaría
de Bienestar, el Instituto Mexicano de la Juventud y el
Instituto Mexicano del Seguro Social.

Artículo 4. La coordinación a que refiere el artículo 3
de la presente ley tendrá competencias en materia de
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articulación de las ofertas educativas y formativas, en
el seguimiento al tránsito entre educación y trabajo, el
establecimiento de acciones en la orientación e inter-
mediación laboral y en el aseguramiento de la calidad
en el empleo de las y los jóvenes.

En particular, la promoción del trabajo decente juvenil
implicará:

I. Vincular eficazmente las acciones de los organis-
mos públicos con competencia en materia de pro-
moción del trabajo juvenil, y en educación y forma-
ción, así como con las iniciativas tripartitas y de las
organizaciones de jóvenes, de trabajadores y de em-
pleadores;

II. Generar información específica sobre la activi-
dad económica a los efectos del análisis de la evo-
lución y la proyección del empleo en lo que afecta
a la población joven;

III. Promover la articulación, cooperación y com-
plementación entre las demandas de calificación y
de competencias laborales y el sistema educativo
formal y no formal;

IV. Desarrollar dispositivos específicos que atien-
dan la particularidad de las y los jóvenes en la
orientación e intermediación laboral;

V. Dar seguimiento y apoyo a las inserciones labo-
rales, y

VI. Facilitar la formalización, el acceso al crédito,
la asistencia técnica y el seguimiento a emprende-
dores jóvenes, ya sea en el sector social o privado.

La promoción del trabajo decente juvenil deberá tener
en consideración la situación de las personas jóvenes
provenientes de los hogares de menores recursos, ve-
lando por quienes tengan responsabilidades familiares,
especialmente jóvenes embarazadas o con hijos o hi-
jas, se encuentren desvinculadas del sistema educati-
vo, así como de las y los jóvenes con discapacidad
desempleados.

Capítulo III
Modalidades Contractuales

Sección Primera
Disposiciones generales

Artículo 5. Las empresas u organismos que incorpo-
ren jóvenes en el marco de las modalidades contrac-
tuales establecidas en las Secciones Segunda a Quinta
del presente Capítulo deberán:

I. Acreditar que se encuentran en situación regular
de pagos con las contribuciones de seguridad so-
cial;

II. No haber rescindido unilateralmente ningún
contrato laboral respecto de trabajadores que reali-
cen iguales o similares tareas o funciones a las que
la persona joven contratada vaya a realizar en el es-
tablecimiento, con excepción de aquellas rescisio-
nes por causa justificada.

Asimismo, quedan exceptuadas aquellas actividades
en las que por su naturaleza se celebran contrataciones
por temporada y no serán consideradas aquellas con-
trataciones para obra o tiempo determinado. Por razo-
nes fundadas y a petición de parte interesada, se po-
drán establecer otras excepciones.

Todas las excepciones deberán ser autorizadas expre-
samente por la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, y

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social determi-
nará las sanciones que correspondan por la violación
de plazos máximos u otras condiciones que existan en
la legislación respecto a estas modalidades contractua-
les, de conformidad con lo establecido en la Ley Fe-
deral del Trabajo.

Artículo 6. Podrán ser contratadas bajo las modalida-
des establecidas en la presente ley las personas jóve-
nes a partir de los 15 años y hasta la edad máxima es-
tablecida para cada una de las modalidades previstas
en las Secciones Segunda, Tercera y Cuarta del pre-
sente Capítulo. En todos los casos, la persona trabaja-
dora deberá recibir salario, prestaciones y seguro so-
cial en los mismos términos y condiciones que el resto
de las y los trabajadores del sector.
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En caso de ser contratadas personas menores de die-
ciocho años, se garantizará la protección que establece
la ley contra el desempeño de cualquier tipo de traba-
jo peligroso, nocivo para su salud o para su desarrollo
físico, moral o social. 

El salario y las condiciones de trabajo de las personas
jóvenes contratadas se ajustarán a lo dispuesto en las
leyes, laudos y contratos colectivos vigentes.

Artículo 7. Las y los jóvenes que se contraten bajo las
modalidades previstas en las Secciones Segunda a
Cuarta del presente Capítulo, deberán gozar de todos
los derechos y beneficios establecidos en las normas
laborales vigentes y de todas las prestaciones de segu-
ridad social.

Artículo 8. El Ejecutivo Federal reglamentará el me-
canismo de autorización y fiscalización de las modali-
dades contractuales establecidas en las Secciones Se-
gunda a Quinta del presente Capítulo.

Artículo 9. Las empresas que contraten jóvenes bajo
las modalidades establecidas en el presente Capítulo
gozarán de los siguientes beneficios:

I. Las empresas podrán utilizar los servicios de se-
lección y seguimiento ofrecidos a través de las de-
pendencias responsables de ejecutar los respectivos
programas de empleo juvenil y de trabajo adoles-
cente protegido;

II. Un mecanismo de certificación que el Ejecutivo
Federal establecerá para las empresas que partici-
pen en cualquiera de las modalidades contractuales
previstas. La reglamentación regulará las caracterís-
ticas de dicha certificación, y

III. Difusión de la participación de la empresa y su
marca, por medio de los canales de comunicación
que dispongan las dependencias involucradas.

El gobierno federal, estará a cargo del programa de fo-
mento al empleo de jóvenes, dentro del cual se cele-
brará un convenio con empresas que brinden oportuni-
dades de capacitación en el trabajo a jóvenes entre
18 y 29 años que no trabajan y no estudian al momen-
to de solicitar su incorporación, con el fin de destinar
un subsidio que será dirigido de manera íntegra a las y
los jóvenes beneficiarios, equivalente al monto que al

efecto determine la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social.

Artículo 10. Las empresas contratantes deberán cola-
borar con la formación y capacitación de los jóvenes
en todas las modalidades de promoción del trabajo de-
cente juvenil. Asimismo, deberán extender una cons-
tancia que acredite la experiencia realizada por el jo-
ven en el puesto de trabajo, así como la asistencia, el
comportamiento, el desempeño en el trabajo y las
competencias adquiridas.

Sección Segunda
De los contratos de primera experiencia laboral

Artículo 11. Las contrataciones de primera experien-
cia laboral no podrán ser inferiores a seis meses. 

Podrán ser contratadas bajo esta modalidad las perso-
nas jóvenes de entre quince y veinticuatro años que no
hayan tenido experiencia formal de trabajo, por un pla-
zo mayor a noventa días corridos.

Sección Tercera
De la práctica laboral para egresados

Artículo 12. Las contrataciones de práctica laboral pa-
ra egresados podrán ser convenidas entre empleadores
y jóvenes de hasta veintinueve años de edad, con for-
mación previa y en busca de su primer empleo vincu-
lado con la titulación que posean, con el objeto de re-
alizar trabajos prácticos complementarios y aplicar sus
conocimientos teóricos, por un plazo entre seis meses
y un año.

Ningún joven podrá ser contratado bajo la modalidad
de práctica laboral para egresados en la misma o dis-
tinta empresa por tiempo superior a doce meses en vir-
tud de la misma titulación.

Artículo 13. La contratación de práctica laboral para
egresados sólo podrá concertarse cuando el joven tra-
bajador acredite, fehacientemente, haber egresado de
instituciones públicas o privadas de enseñanza técnica,
comercial, agraria o de servicios y de educación supe-
rior, en la forma y las condiciones que establezca la re-
glamentación.

Artículo 14. El puesto de trabajo y la práctica laboral
para egresados deberán ser, en todos los casos, ade-
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cuados al nivel de formación y estudios cursados por
el joven practicante.

Sección Cuarta
Del trabajo protegido joven

Artículo 15. Será considerado trabajo protegido joven
el desarrollado en el marco de programas que presen-
ten alguno de los siguientes componentes:

I. Un acompañamiento social de las personas bene-
ficiarias que comporte asimismo la supervisión
educativa de las tareas a realizarse, y/o 

II. Capacitación a las personas jóvenes.

Los programas podrán combinar etapas formativas en
el aula con etapas laborales a realizar en empresas del
sector productivo en forma simultánea o alternada.

Artículo 16. Los programas de trabajo protegido ten-
drán como beneficiarios a jóvenes hasta veintinueve
años de edad, en situación de desempleo, pertenecien-
tes a hogares en situación de vulnerabilidad socioeco-
nómica.

Artículo 17. El plazo de la contratación deberá estar
en función de los cometidos del programa respectivo,
y no podrá ser inferior a seis meses ni exceder de un
año.

Sección Quinta
De la práctica formativa en empresas

Artículo 18. La práctica formativa en empresas es
aquella que se realiza en el marco de propuestas o cur-
sos de educación, formación y/o capacitación laboral
de entidades educativas o formativas, con el objeto de
profundizar y ampliar los conocimientos de forma que
permita al o a la joven aplicar y desarrollar habilida-
des, conocimientos y aptitudes adquiridas en la forma-
ción y que son requeridas por la realidad productiva.

El Ejecutivo Federal fijará los requisitos que deberán
cumplir las propuestas o cursos de educación, forma-
ción y/o capacitación laboral para participar en la pre-
sente modalidad.

Artículo 19. La institución educativa y la empresa
acordarán por escrito las condiciones de trabajo del o

de la joven, las que deberán ser oportunamente apro-
badas por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

El Ejecutivo Federal determinará en el reglamento de
la presente Ley, el máximo de horas para la práctica
formativa y el porcentaje de la carga horaria total del
curso, sin que sea menester contar con una remunera-
ción asociada al trabajo realizado.

La empresa deberá contribuir en la formación del jo-
ven durante el desarrollo de la práctica formativa en la
empresa. Al finalizar la práctica la empresa deberá
brindar al joven una constancia de la realización de la
misma, así como una evaluación de su desempeño; es-
ta última también será proporcionada a la institución
educativa que corresponda.

Capítulo IV
De la Promoción de los Estudios de las 

Personas Jóvenes Trabajadoras

Artículo 20. El Estado deberá promover la compatibi-
lidad de las actividades laborales de los jóvenes de en-
tre quince y veinticuatro años de edad con la continui-
dad de sus estudios. 

Para efectos del párrafo anterior, el Ejecutivo Federal
establecerá beneficios para las empresas que:

I. Reduzcan el horario de aquellas personas trabaja-
doras jóvenes que se encuentren cursando estudios
de educación básica, media superior, educación téc-
nica o superior, en instituciones públicas o privadas
con reconocimiento de validez oficial, y/o

II. Otorguen licencias por estudios adicionales a
trabajadores que se encuentren cursando sus estu-
dios.

El Ejecutivo Federal reglamentará las condiciones de
acceso y mantenimiento de los beneficios que al efec-
to establezca.

Artículo 21. Los empleadores no podrán establecer un
régimen de horario rotativo a aquél personal entre de
entre quince y veinticuatro años de edad que se en-
cuentre cursando sus estudios.
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Capítulo V
De los Emprendimientos Juveniles

Artículo 22. Por emprendimiento juvenil se entiende a
toda iniciativa de tipo económico productivo en el cual
se cumplan las siguientes condiciones:

I. Que la dirección de emprendimiento sea ejercida
por un o una joven, o que intervengan en ella al me-
nos un 51% (cincuenta y uno por ciento) de jóvenes
de entre dieciocho y veintinueve años de edad, y

II. Que el emprendimiento no tenga más de cinco
años de iniciado.

Artículo 23. Las dependencias competentes y la Ban-
ca de Desarrollo podrán formular programas de acce-
so al crédito para el fomento de emprendimientos ju-
veniles, con intereses y plazos de exigibilidad
preferenciales.

Asimismo, implementarán programas de asistencia
técnica para el desarrollo de emprendimientos produc-
tivos juveniles y para el fomento de sociedades coope-
rativas juveniles.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los subsidios a que hace referencia el artí-
culo 9 de esta Ley se cubrirán con cargo al presupues-
to asignado al programa Jóvenes Construyendo el Fu-
turo.

Nota
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